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Presentación

El interés por desentrañar cómo lograr una administración pública acorde con las
nuevas cireunstancias internas e internacionales de cada país se incrementa día con
día. El presente número de la Revista de Administración Pública reúne contribu­
ciones esclarecedoras de las tendencias de la llamada modernización o reforma del
Estado. Ésta ha sido un tema presente en todos los ámbitos de reflexión a partir de
la pasada década. Por ende, las reformas administrativas emprendidas en diversos
países los últimos años pretenden dar respuesta a una crisis prolongada también en
múltiples aspectos. El debate siempre recae sobre el papel de los gobiernos, y en
consecuencia de las administraciones a su disposición, en la sociedad.

Esquématicamente la modernización ha ido desde la reducción de las atribuciones
de los gobiernos en el campo económico y social hasta la búsqueda de una nueva
legitimidad. Más allá del contenido concreto, la modernización obedece al impera­
tivo de mejorar la eficacia de la acción de los poderes públicos.

Los ensayos sobre la nueva administración pública inéditos o reproducidos, sin
modificaciones, de otras revistas, a las que agradecemos su autorización para in­
cluirlos, tiene en común aportar elementos para acrecentar o mantener al menos la
eficacia social de la administración pública en un mundo en permanente transfor­
mación.

Los autores ponen de relieve la importancia de innovar en materia de las adminis­
traciones públicas como condición indispensable para asegurar cI cumplimiento de
las finalidades que deben realizar los gobiernos. Las administraciones públicas re­
quieren métodos propios para optimar su funcionamiento. En efecto, éstas no tie­
nen las mismas finalidades que las otras categorías de organizaciones existentes en
el campo social. Las empresas postulan responder a la racionalidad del mercado y
optiman su acción al aportar el más alto beneficio monetario, lo más rápidamente po­
sible, a los propietarios del capital. Las organizaciones de tipo comunitario, coope­
rativo o mutualista buscan la satisfacción de determinadas necesidades del grupo
respectivo. En cambio, los servicios públicos están obligados a propiciar la igual­
dad y la generalidad, al proporcionar sus beneficios a todos los que están en las
mismas condiciones.
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Por ello es preciso crear nuevas tcorins explicativas de la acción administrativa y
de la gestión públicas. Los textos incluidos en este número de la RAP proporcio­
nan elementos para contribuir al debate sobre el papel y la manera de cumplirlo de
los gobiernos y sus respectivas administraciones ahora y en el futuro.



De la Lealtad Individual a la
Responsabilidad Pública'

Mauricio Merino'

El propósito explícito de este breve
ensayo es ofrecer argumentos enfavor
de la profesionalizacián del servicio
público mexicano, a la luz de las
transformaciones políticas y económi­
cas que ha vivido el pais durante los
últimos cinco lustros. Sin embargo,
también forma parte de una discusión
mucho más amplia sobre el nuevo pa­
pel que podria desempeñar la admi­
nistración pública mexicana hacia al
principio del próximo siglo, tomando
cama punto de partida el Programa de
Modernización de la Administración
Pública /995-1000. Su hilo conductor
se sintetiza en la idea de transitar des­
de la subcultura administrativa de la
lealtad individual que ha permeado el
desarrollo administrativo de México
durante la mayor parte del siglo XY,
hacia una visióIImás amplia de la res­
ponsabilidad pública como condición
poro reformar el gobierno, sin perder
de vista las mudanzas democráticas de
nuestros dias. De modo qlle el ensayo
comienza con 11110 reflexión general

sobre el concepto de modernización
que ha predominado hasta ahora,
para proponer enseguida la dicotomia
central entre los valores afincados en
la lealtad frente a los que se despren­
derían de la responsabilidad pública.
A1final, el ensayo enuncia algunas de
las tareas que podrían emprenderse en
busca de la profesionalización del ser­
vicio público mexicano.

1. La modernización: muchas
versiones y un sólo propósito

verdadero

La modernización del aparato adminis­
trativo ha sido un propósito perseguido
por todos los gobiernos mexicanos
desde la Rep ública Restaurada hasta
nuestros días. Sin embargo, ese objeti­
vo se ha desdoblado a su vez en muy
diferentes propuestas acerca de lo que
ha debido ser y hacer la administración
pública en cada una de sus etapas. El
propósito ha sido prácticamente el
mismo, pero las metas y los enfoques

• Presidente del Consejo Directivo delColegioNacional deCiencias Pollticas y Administración PÚ­
blica, y profesor-investigador delCentro deEstudios lntcmaclcneles de El Colegio dcMéxico.
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han cambiado tanto como el mirador
de los gobiernos que se han sucedido
en los mandos de México desde el últi­
mo tercio del siglo pasado. De ahi que
la modernización se haya convertido,
paradójicamente, en la trampa de la
consolidación administrativa. Entcndi­
da como cambio constante, cada una
de sus mudanzas ha visto en las ante­
riores una prueba de obsolescencia que
debe ser superada, cuando no abierta­
mente negada.' De modo que si bien la
seña de identidad de ese largo proceso
ha sido el cambio, considerado como
un valor deseable en sí mismo, su pro­
ducto más tangible ha sido, en la prác­
tica, I~ necesidad de adecuar constan­
temente la administración pública ante
los nuevos designios de cada presiden­
te de la República.

Modemizar la administración pública
fue uno de los propósitos más impor­
tantcs del presidente Benito Juárcz, a
quien le correspondió inaugurar esa
tradición. De ese objetivo se derivaron
más tarde las Leyes de Reforma y las
tareas que se propuso el gobierno de la
República Restaurada: la administra­
ción pública concebida como el instru­
mento privilegiado para poner en mar­
cha todas las reformas deseables y, en
última instancia, como el medio para
gobernar a la "cosa pública".' y casi
no es necesario recordar qne la carac­
terística más acusada en los últimos

años del gobierno del general Díaz fue
precisamente su búsqueda intransigen­
te dc una administración "cicntifica"
que, coordinada por José lvcs Liman­
tour, hiciera posible el predominio de
las razones administrativas sobre los
conflictos politieos: "Poca política y
mucha administración".' En la prácti­
ca, sin embargo, lo que realmente ocu­
rrió fue que el aparato administrativo
del porfiriato se convirtió en el instru­
mento más acabado para hacer cumplir
las órdenes del presidente, incluso en
las regiones más distantes del centro
politico del país,' aunque su propósito
públicamente confesado fuera la mo­
dernización de México mediante su
administración pública.

En términos estrictamente administra­
tivos, la Revolución Mexicana tampo­
co escapó de aquel principio acuñado
por los liberales del XIX, según el cual
la administración pública debía estar
puesta al servicio de los objetivos polí­
ticos trazados por la ideologia domi­
nante. Por el contrario, desde la salida
de Porfirio Díaz y hasta ya bien entra­
do el siglo, los ideales revolucionarios
no sólo le dieron sentido a todos los
cambios propuestos CI1 busca dc una
administración pública capaz de cum­
plir las promesas sociales de aqucl rno­
vimicnto, sino que además propiciaron
una sólida identidad entre el proyecto
nacional revolucionario y el trabajo de



REVISTA DE ADMINISTRACIÓN PÜIlIJCA

los gobiernos responsables de llevarlo
a la práctica. Los propósitos del Parti­
do Nacional Revolucionario -y de
sus sucesores- se entendieron, de he­
cho, como los objetivos que debía per­
seguir el Estado en su conjunto, a tra­
vés de la acción pública dirigida por
cada uno de los gobiernos revolucio­
narios, y explícitamente descrita en los
primeros planes sexenales que conoció
este siglo. Fue así que cobró forma la
idea de la "continuidad con cambio";
la continuidad del proyecto que había
emanado de la Revolución --en el su­
puesto de que realmente se trataba de
un proyecto único y uniforme-e-, y el
cambio de las personas responsables
de hacerlo cumplir durante un periodo
determinado. De modo que la moder­
nización de la administración pública
se entendió además como una moder­
nización revolucionaria, en cuanto que
su funcionamiento estaba ligado a los
ideales del movim iento armado de
principios de siglo. Pero al mismo
tiempo, su condición de estabilidad se
hizo descansar, en buena medida, en la
movilidad constante de sus cuadros
políticos dirigentes, tanto en los pues­
tos de elección popular como en los
mandos administrativos del país.

La administración pública se convirtió
entonces en la palanca propicia para la
realización de los grandes fines del Es­
tado, definidos por el proyecto político

que se había afincado en el movimien­
to revolucionario. Pero a diferencia de
las concepciones liberales del siglo
XIX, el modelo que eligieron los revo­
lucionarios del XX incluyó además la
formación de un partido político capaz
de articular al gobierno con los grupos
de poder regional y con las grandes or­
ganizaciones de masas. Si Juárez, Ler­
do y Porfirio Díaz habian entendido el
aparato administrativo como el instru­
mento privilegiado para la puesta en
marcha de sus proyectos políticos, los
líderes revolucionarios de los años
treinta y cuarenta de nuestro siglo
agregaron el partido político al que ha­
bría de subordinarse y servir la admi­
nistración pública nacional. De ahi
que, a partír de entonces y hasta ya en­
trados los años ochenta, modernizar la
administración pública significara en
realidad adaptarla a los fines impues­
tos por el proyecto nacional revolucio­
nario. Modernizar equivalía a hacer de
la administración pública el instru­
mento idóneo puesto al servicio de los
propósitos revolucionarios.

Los cambios que ha vivido el país en
los últimos cinco lustros, sin embargo,
han apuntado cada vez más hacia una
tendencia distinta. En la medida en
que el monopolio del proyecto nacio­
nal revolucionario -y del partido que
generó- se ha ido sustituyendo paula­
tinamente por un nuevo ambiente polí-
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tico sustentado en la legitimidad de­
mocrática y en los valores del pluralis­
mo, la administración pública también
ha tenido que reaccionar para hacerle
frente a las mudanzas de finales de si­
glo. De ahi, por ejemplo, el Programa
de Modernización de la Administra­
ción Pública 1995-2000 que se puso en
marcha durante los primeros meses de
1996, o la reorientación previa del
Plan Nacional de Desarrollo en fun­
ción de prioridades políticas estableci­
das por otros partidos, que fueron ex­
plícitamente reconocidas por vez pri­
mera durante la etapa posrevoluciona­
ria como asuntos de interés comparti­
do por todos los mexicanos. O incluso,
el nombrarniento de ciudadanos ajenos
al partido oficial, o de militantes de
partidos dé oposición, como funciona­
rios del más alto nivel en la adminis­
tración pública federal y en el entorno
de decisiones de varios gobiernos esta­
tales. Todo eso indica que, en efecto,
la administración públíca no ha perma­
necido completamente al margen de
las transformaciones que han sacudido
las bases del régimen político revolu­
cionario en los últimos veinticinco
años. Pero esos cambios, a pesar de su
indudable importancia, todavía siguen
atados a buena parte de las visiones
administrativas que pertenecen al pa­
sado inmediato y, especialmente, a la
que atañe a la concepción de los apara­
tos gubernamentales como un mero

instrumento de los grandes propósitos
señalados periódicamente desde el Es­
tado. Un aparato que acaso se moder­
niza para cambiar al ritmo que le im­
pone la política cotidiana, pero que en
todo caso está destinado a seguir sien­
do, precisamente, un aparato.

2. La subeultura de la lealtad

Es necesario admitir, en consecuencia,
que el régimen político mexicano no
ha cambiado tanto como para volver
realmente posible la instauración de un
servicio civil de carrera sin ninguna li­
mitación. A pesar de que los valores
que sostienen la legitimidad se han
mudado gradualmente de los orígenes
revolucionarios hacia la democracia,
lo cierto es que todavía prevalecen es­
tructuras de autoridad y relaciones po­
líticas que siguen respondiendo a una
lógica más corporativa que profesio­
nal. Una dinámica que fue ciertamente
funcional durante una larga época de
la administración pública mexicana, y
que se sustentaba en el privilegio de
valores como la lealtad y la disciplina
de grupo, puestos por encima de la es­
pecialidad requerida para el desempe­
ño de una función o del nivel de profe­
sionalismo de quien se hacia responsa­
ble de un cargo específico. El sentido
de pertenencia a un proyecto político
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compartido, y la identidad personal del
colaborador con el líder formal de la
organización pública eran considera­
dos como dos elementos sine qua non
para el desarrollo profesional. No sólo
en términos de la adscripción al pro­
yecto nacional revolucionario que se
requería de cualquier funcionario con
mando administrativo, sino incluso en
relación con las ideas personales de
quienes dirigian las dependencias o los
organismos públicos del nivel federal,
los gobiernos de los estados o los
ayuntamientos. La lealtad y la discipli­
na ocuparon así el lugar principal de
los valores deseados en un profesional
de la administración pública, mucho
más que las aptitudes o de las habilida­
des propias del especialista. Y de ahi
que la política apareciera invariable­
mente mezclada con la adm inistración
pública hasta el punto de fundirse en
una sola trama profesional. Ser admi­
nistrador público era pertenecer al
mundo político, y aspirar de ese modo
al ascenso en la escala administrativa
de México.

Esa relación era consecuente con el
funcionamiento dcl sistema político en
su conjunto. No se trataba de una si­
tuación anómala ni mucho menos, sino
de una de las claves de la estabilidad
largamente arraigada. Pero al mismo
tiempo, generó toda una subcultura po­
lítica que todavía sigue explicando la

conformación de buena parte de los
equipos administrativos de nuestros
días, y de no pocas <le las disfunciones
de su operación cotidiana. Si la lealtad
y la disciplina hacia los jefes y los pro­
yectos politicos personales eran los
criterios más importantes para asegu­
rar la permanencia y competir por el
ascenso en la carrera administrativa, cl
único eje capaz de unir las aspiracio­
nes políticas de cada grupo con las
verdaderas necesidades sociales estaba
cn su capacidad de construir espacios
de reconocimiento público explícito.
Es decir, los equipos administrativos
de cada dependencia no competían

tanto por cumplir profesionalmente
con sus funciones formalmente asigna­
das, cuanto por convertirlas en un ins­
trumento para ganar nuevas lealtades a
través de un intercambio abierto entre
Favores públicos y apoyo político. De
modo que el verdadero poder no resi­
dia solamente en los votos ni cn la re­
presentación pública, sino cn el monto
de los presupuestos públicos maneja­
dos por cada equipo para ensanchar las
lealtades. Mientras más grande la de­
pendencia administrativa, más grandes
también los equipos y mayores las po­
sibilidades de utilizar el empico públi­
co para obtener el poder polítíco. La
subcultura de la lealtad no es exclusiva
de México, ni mucho menos. Pero es
indudable que en ningún otro país de
Occidente logró arraigarse con tanto
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éxito, a juzgar por la longevidad de un
régimen que logró perdurar por más de
seis décadas sin necesidad de acudir al
expediente de la represión generaliza­
da, ni a los métodos dictatoriales que
debieron emplearse en otros países con
prácticas políticas y administrativas
equivalentes.

El límite principal de esas prácticas ha
estado, sin embargo, en los desaflos
que paulatinamente les ha venido im­
poniendo la economía del país: la fron­
tera inevitable del intercambio entre
lealtades públicas y beneficios indivi­
duales, que cada vez ha hecho más
evidente la inviabilidad de sostener esa
relación sft¡ tener que pagar por ello un
costo político cada vez más elevado.
En la medida en que las necesidades
públicas se han venido multiplicando y
la capacidad de respuesta de los go­
biernos se ha reducido, ha quedado al
descubierto la selección de prioridades
públicas que en otras épocas formaba
parte del mismo sistema. Si ya el pro­
ceso de democratización del país había
aportado las primeras razones para re­
formar el gobierno en busca de una
mayor profesionalización correcta­
mente entendida, las crisis económicas
que comenzaron a partir de 1976 y que
se profundizaron desde 1982 han plan­
teado un reto de igual tamaño a esa di­
námica tradicional de la administra­
ción pública mexicana. En nuestros

días, resulta por lo menos dificil ima­
ginar que las dependencias públicas
conservan las mismas capacidades que
tenían a mediados de siglo para definir
a sus propias "clientelas políticas" y
para establecer con ellas redes equiva­
lentes de intercambios de apoyo y leal­
tad. No sólo se ha reducido el empleo
público federal hasta en un 25 por
ciento en los últimos diez años, sino
que los presupuestos públicos también
han dejado de ser el instrumento más
importante de la contienda política na­
cional. Hacia finales de los noventa la
política ya no se desenvuelve casi ex­
clusivamente entre los pasillos de las
dependencias gubernamentales, ni se
establecen en ellos las redes funda­
mentales que respaldan el funciona­
miento del régimen. Por el contrario,
es un hecho cada vez más evidente que
el gobierno está obligado a definir de
manera cada vez más pública y trans­
parente el uso que le da a los dineros
públicos, y que éstos deben ser por
medio de procedimientos claramente
justificados por su utilidad social.
Acosado por el fortalecimiento de una
pluralidad política que hoy se expresa
a través de partidos políticos de oposi­
ción con mayor presencia que nunca, y
por el escrutinio de una prensa real­
mente libre y atenta a las decisiones
gubernamentales; y acotado por los lí­
mites que le impone el ejercicio de
presupuestos escasos y bien vigilados
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por una sociedad cada vez más activa,
el gobierno ha tenido que abandonar
gradualmente las viejas prácticas
clientelares que le dieron fuerza políti­
ca en otros dlas. Excepto en el punto
todavía nodal del reclutamiento y el
ascenso en la vida política, a través de
la carrera administrativa.

No obstante, si todavía hasta mediados
de los años setenta ese método eliente­
Jar característico del funcionam iento
administrativo de México era no sólo
compatible sino incluso fundamental
para la estabilidad del sistema político
en su conjunto, en nuestros días ha co­
menzado a volverse un riesgo más que
potencial. La subcultura de la lealtad
fue ciertamente útil mientras se corres­
pondía tanto con la dinámica del régi­
men de partido prácticamente único
como con el modelo que basaba el cre­
cimiento económico, en buena medida,
en un mercado interno protegido y
auspiciado por el Estado. Pero en las
nuevas condiciones que han ido impo­
niendo la competencia política entre
varios partidos y la apertura eeonóm i­
ca, la administración pública afincada
en esa subcultura, corre el riesgo de
convertirse en el último bastión de los
cambios políticos de finales de siglo y,
en consecuencia, en uno de los ele­

mentos más disruptivos en el proceso
de construcción democrática. Para de­
cirlo en otros términos: la administra-

cron pública se ha ido quedando al
margen de las grandes transformacio­
nes que ha vivido cI país en las dos úl

timas décadas. y puede convertirse el'

uno de los motivos de mayor litipi,'
político al comenzar el próximo sígl,'
si no logra cambiar esa subcultura "
la lealtad por otra de la responsabil
dad, acorde con las mudanzas de nuc
tros tiempos,

J.llacia la subeultura de la
responsabilidad

Hayal menos tres cambios que ayud.
rían a reconocer esa transformaci.'
mayor en la dinámica de la administra
ción pública mexicana: 1) la orient:
ción en la responsabilidad yen la ev::
luación de los cargos; 2) el sentido ,'.
competencia y cooperación entre d,
pendencias; y 3) la transparencia en ,
diseño y en la implementación de 1"
políticas públicas. Los tres están clar»
mente ligados y todos apuntarían, a I
postre, hacia la implantación de u:

verdadero servicio público profesiona'
arraigado definitivamente en la suben.
tura de la responsabilidad. Pero val
la pena revisarlos, así sea muy brevr
mente, por separado.

En la subcultura de la lealtad que to
davía prevalece en el servicio públic.



12 ENSAVOS SOBRELA NUEVAADMINISTRACIÓN PÚBLICA

mexicano, la permanencia y aun el as­
censo en los cargos públicos no electos
obedece a una suerte de mezcla entre
la habilidad del funcionario para res­
ponder a las obligaciones del puesto y
su lealtad a las instrucciones giradas
por quien decidió designarlo. La orien­
tación de su desempeño, en conse­
cuencia, no depende solamente de la
evaluación social que podría formular­
se sobre la base de los resultados que
efectivamente haya obtenido, o de cri­
terios estrictamente profesionales deri­
vados de las metas propuestas en el di­
seño del cargo que ocupa, sino de su
relación personal con el jefe del equi­
po' administrativo al que pertenece e
incíuso de sus vínculos de amistad con
el grupo. La responsabilidad de un
funcionario sujeto a las restricciones
de un equipo político definido está por
lo tanto directamente adscrita al Iider
que lo designó, mucho más que a las
razones sociales que justifican su car­
go. Y en ocasiones, un exceso de celo
en el cumplimiento de las tareas pro­
pias puede ser fácilmente interpretado
como una deslealtad al equipo o inclu­
so como una competencia inaceptable
para el líder del grupo. De ahí que la
organización de las actividades guber­
namentales suela ser piramidal, excep­
to en aquellas funciones estrictamente
rutinarias que no suponen ninguna de­
cisión que pueda ser interpretada de
manera política. Y de ahl también que

la mayoría de los funcionarios mexica­
nos de alto nivel deban someterse a
una especie de evaluación doble,
igualmente compleja: una de talante
administrativo, sobre la base de la ca­
pacidad de respuesta que les exige su
cargo; y otra politica, a partir de las
consideraciones subjetivas formuladas
personalmente por el jefe de cada
equipo. Dicho en otros términos, el
funcionario mexicano debe responder­
le tanto a los grupos sociales a quienes
se dirige su actuación pública, como a
los jefes a quienes les debe su nombra­
miento. Y no es excepcional que la
evaluación real a la que debe someter­
se sea, precisamente, la que hacen sus
jefes. De modo que lo fundamental no
está en su capacidad de respuesta so­
cial, sino en los mecanismos de lealtad
hacia sus superiores.

Más allá de las consideraciones políti­
cas que podrían hacerse sobre ese he­
cho derivado de la subcultura de la
lealtad, lo cierto es que produce múlti­
ples disfunciones en la actividad coti­
diana de la administración pública del
país. Las más conocidas están asocia­
das a la improvisación con la que se
desempeñan no pocos funcionarios de
muy altos niveles, o con el costoso
aprendizaje que a la postre debe pagar
toda la sociedad. Pero también es ne­
cesario subrayar la inseguridad y la
falta de respeto al talento individual
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que ese mecanismo supone: si bien es
cierto que los funcionarios suelen be­
neficiarse de sus relaciones políticas
personales para asegurar su permanen­
cia entre las filas del sector público,
también lo es que sus cargos penden
del hilo finísimo de su amistad con los
más poderosos, y que con frecuencia
están obligados a realizar actividades
completamente distintas de las que les
exige formalmente su cargo. En la me­
dida en que la responsabiidad y la eva­
luación están orientadas hacia los jefes
de la organización pública, por lo de­
más, se diluyen también sus ligas con
los resultados que la sociedad debería
esperar de un buen desempeño admi­
nistrativo. De modo que al final pier­
den todos: la sociedad que no participa
de la evaluación que podría hacerse al
desempeño administrativo y que paga
los costos de la improvisación o del
aprendizaje por el que transitan casi
todos los funcionaríos cuando obtienen
un puesto por razones distintas a su
experiencia profesional; y los funcio­
narios mismos, sujetos a la voluntad
de los jefes, siempre inseguros de su
permanencia en los cargos que ocupan
y sometidos a la rigurosa disciplina que
les impone un sistema de esa naturaleza.

En términos más amplios, la subcultu­
ra de la lealtad atraviesa también por
el sentido de competencia y coopera­
ción entre las distintas dependencias

del sector público. De acuerdo con ese
mecanismo, cada uno de los progra­
mas implementados por las oficinas
gubernamentales constituye de hecho
una herramienta para la construcción
de poder político, y para competir en
la práctica con otras oficinas públicas
que en el fondo persiguen el mismo
objetivo. De ahí que las redes de coo­
peración entre distintas instancias gu­
bernamentales no se definan tanto por
las afinidades intrínsecas a los objeti­
vos sociales que cada una persigue.
cuanto por los lazos de amistad y pOI
las alianzas políticas establecidas entre
los jefes de cada equipo administrati­
vo. En la práctica, los oficinas públicas
no suelen establecer vínculos formales
ni procedimientos de cooperación
asentados en la cercanía de sus propó­
sitos públicos, a menos que haya razo­
nes políticas específicas. Por el contra­
rio, la práctica más frecuente es que
cada dependencia formule sus propios
programas y trate de implementarlos
sobre la base de sus propios recursos,
aun cuando sea evidente que podría al­
canzar mejores resultados mediante la
cooperación con alguna otra depen­
dencia complementaria. Y al mismo
tiempo, esa preferencia por la exclusi­
vidad cuando no por el aislamiento tie­
ne su correlato en el manejo general­
mente discreto ---<uando no abierta­
mente secreto- de la información que
se produce en cada una de las depen-
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dcncias en particular: quien sabe más,
I'"ede hacer más. Pero ocurre que en la
administración pública mexicana ese
,1:110 se interpreta como un riesgo de
g' upo, ante la competencia política con
otros equipos.

La competencia por los espacios políti­
cos suele imponerse sobre las posibili­
dades de cooperación entre órganos de
gobierno, incluso dentro dc una sola
dependencia. De manera que los pro­
gramas gubernamentales fragmenta­
dos, parciales y frecuentemente insufi­
cicntes para responder a las principales
demandas sociales constituyen un he­
cho derivado de esa concepción hiper­
politizada dcl'servicio público: si cada
espacio público forma un terreno pro­
picio para la integración de un equipo
político en abierta competenciacon los
demás, la cooperación entre dcpcn­
dencias tiende a ocupar un plano se­
cundario entre las preferencias de los
funcionarios. Y ya no es necesario
agregar que ese mecanismo suele pro­
ducir duplicaciones y excesos que al
final paga el conjunto de la sociedad
mexicana, tanto como incapacidades
reales que quizá podrían ser subsana­
das a través del intercambio sistemáti­
co de información, dc recursos y de
capital humano entre varias dependen­

cias y aun entre niveles de gobierno, si
la subcultura de la responsabilidad

se impusiera como el criterio central
de la administración pública.

Por último, la transparencia en el dise­
ño y en la implementación de políticas
públicas suele ser tan deficiente como
la imposibilidad de establecer redes de
cooperación entre dependencias y ór­
ganos de gobierno. Entendidas como
hcrramicntas dc uso político, las politi­
cas dificilmentc pueden responder a la
naturaleza pública que, idealmente, de­
bcría estar en su origen. Mientras la
subcultura de la lealtad siga prevale­
cicndo, esas políticas seguirán siendo
estrictamente gubernamentales y se­
guirán estando sujetas a las redes polí­
ticas que se anidan en el seno de la ad­
ministración pública, por razones muy
diferentes al propósito simple de res­
ponder a las demandas sociales, No
solamente cn términos de la ausencia
de deliberación pública que suele
acompañar el diseño de los programas
gubernamentales -más allá de los lla­
mados formales a las consultas públi­
cas previas a la formulación dc los pla­
nes scxcnalcs-e-, sino sobre todo en el
momento de la implementación, que
sólo de manera excepcional se abre a
una verdadera participación de los gru­
pos sociales interesados. La política
pública supone, desde un principio, la
apertura y la transparencia en cI uso de
los recursos públicos disponibles para
resolver determinadas prioridades so-
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ciales. Es decir, presupone la subcultu­
ro de la responsabilidad como condi­
ción indispensable. En cambio. los
programas gubcrnamentales pueden
ser diseñados y ejecutados por razones
políticas diferentes, mucho más ani­
mados por el deseo de conquistar nue­
vos espacios de poder político en be­
neficio de un equipo administrativo en
particular.

En suma, la orientación hacia la res­
ponsabilidad y la evaluación sociales
del quehacer público; el sentido dc
cooperación entre dependencias y ni­
veles de gobierno, a la luz de propósi­
tos públicamente definidos; y la trans­
parencia correspondiente en el diseño
y en las redes de implementación de
políticas realmente públicas, capaces
de dejar atrás la idea de los programas
gubernamentales fragmentarios e insu­
ficientes, serían tres de las señas capa­
ces de mostrar un cambio de fondo cn
la concepción y en el quehacer de la
administración pública mexicana. Tres
rasgos que anunciarían una reforma
del gobierno consecuente con las
transformaciones democráticas del ré­
gimen político, y con las nuevas con­
diciones de la competencia económica.
Sin duda, está haciendo falta una ver­
dadera subcultura de la responsabili­
dad en las prácticas administrativas de
México. Y la única posibilidad de im­
plantarla con visión de largo aliento

tiene como condición de principio la
profesionalización del servicio públi­
co: el primer eslabón de la larga cadena
que debe llevar hacia una nueva con­
cepción de\aresponsablidad pública.

4, En busca de la profcsionalizaciún
del servicio público

Construir un servicio público realmen­
te profesional no será una tarea de cor­
to plazo. Pero es preciso reconocer que
debió haber comenzado hace ya mu­
cho tiempo. De modo que los quehace­
res indispensables para apenas sentar
las bases de la profesionalización se­
rán francamente arduos, y no estarán
exentos de dificultades ni de obstácu­
los de carácter politico. Basta sola­
mente enunciarlos, aun sin mayores
detalles. para percatarse de la magni­
tud de la tarea y del tamaño de los re­
zagos acumulados.

Profesionalizar el servicio público su­
pone. en principio, rediseñar el sistema
de reclutamiento de los niveles de di­
rección administrativa, sobre la base
de un nuevo catálogo funcional de la
administración pública que ya no esté
afincado exclusivamente en criterios
de orden presupuestal. sino en la bús­
queda de la idoneidad -palabra difi­
cil, hasta ortográfieamente- entre las
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tareas públicas y las aptitudes y habili­
dades requeridas para su desempeño.
Un sistema de reclutamiento que ade­
más tendría que ser público desde su
concepción hasta su capacidad de con­
vocatoria hacia el conjunto de la socie­
dad mexicana, de modo que los pues­
tos ya no dependan de la buena volun­
tad de los líderes de las dependencias
y de los órganos administrativos, sino
del examen abierto para quienes de­
seen hacer carrera en el servicio públi­
co profesional. Y mediante procedi­
mientos tan claros y transparentes, que
resulte realmente imposible medrar
con los concursos de selección en fa­
vor de intereses políticos personales.

El desafio incluye también la creación
de un sistema nacional de capacitación
permanente para los servidores públi­
cos profesionales, que les mantenga al
día en sus propias actividades y que
les permita adquirir los medios sufi­
cientes para concursar con sus propios
conocimientos en busca del ascenso
vertical u horizontal --<:ambiar de
puesto hacia otro de mayor responsa­
bilidad, o adquirir mayores responsa­
bilidades y mejores salarios dentro del
mismo puesto-, o incluso para per­
manecer en la administración pública
profesional. Un sistema de capacita­
ción que tendría que estar ligado a la
evaluación periódica de los servidores
públícos y a otro sistema de incentivos

especificamente diseñado para estimu­
lar el trabajo bien hecho. De paso, la
capacitación dirigida a la tarea efecti­
vamente realizada por cada una de las
áreas del gobierno, evitaría la disper­
sión de esfuerzos y la sobreoferta de
seminarios, cursos y diplomados que
actualmente llenan ese mercado sin re­
lación alguna con el desempeño coti­
diano de la tarea pública, y sin que el
esfuerzo de capacitación represente
ningún estímulo para el servidor públi­
co que lo realiza. No es exagerado
agregar, por último, que una revisión
minuciosa de los catálogos de puestos
de la administración pública para con­
vertirlos en instrumentos propios de la
función pública mucho más que del
control presupuestal, ayudaría muchí­
simo a la redefinición objetiva de la
carrera de administración pública que
se imparte en las universidades de Mé­
xico sin haber logrado, hasta ahora,
una vinculación precisa con las verda­
deras necesidades del servicio público
profesional.

La evaluación del desempeño profe­
sional, por su parte, tendría que llevar­
se a cabo mediante dos fórmulas com­
plementarias: de un lado, la que estaría
dirigida hacia cada uno de los servido­
res públicos de manera periódica, a fin
de ofrecerles la oportunidad de perma­
necer o de ascender en la carrera admi­
nistrativa como consecuencia de su
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propio esfuerzo cotidiano, y de los co­
nocimientos acumulados tanto por la
experiencia como por la capacitación
y la actualización profesional perrna­
nentes. Pero de otro lado, la evaluación
tendría que ligarse también a los resul­
tados efectivamente obtenidos por el
servidor público profesional. Es decir,
tendrían que diseñarse los mecanismos
propicios para asegurar que la califica­
ción de cada uno de los funcionarios
de la carrera administrativa no dcpen­
da solamente del juicio parcial de sus
jefes, ni de comisiones aparentemente
neutrales encargadas de realizar las
evaluaciones y los exámenes periódi­
cos de permanencia y ascenso para los
servidores públicos, sino de la socie­
dad que recibe los beneficios --<l los
padece- administrados por cada uno
de los funcionarios. De ahí que el sis­
tema de evaluación sea tan relevante
como el de reclutamiento, en tanto que
de él dependería la justicia interna del
servicio profesional y la posibilidad de
estimular a los mejores, y desechar a
quienes no cumplan.

El sistema de incentivos que debería
acompañar al servicio público profe­
sional, por lo tanto, no podría sujetarse
a los críterios tradicionales que han
poblado la administración pública me­
xicana, al convertír los bonos de actua­
ción y los sobrepagos en un mecanismo
para suplir las carencias de un salario

insuficiente. Un incentivo generaliza­
do pierde razón de ser. En cambio, ese
sistema tcndria que estar vinculado
con las evaluaciones periódicas, y ser­
vir de manera explícita para estimular
a los servidores públicos, sobre la base
de criterios tan justos como transpa­
rentes. Si bien es cierto que el incenti­
vo más importante del servicio público
profesional residiría en la posibilidad
de la permanencia dentro de la carrera
administrativa, también lo es que el re­
conocimiento explícito al trabajo bicn
hecho constituye el modo más eficaz
de evitar la burocratización y la ausen­
cia de innovación en las tareas públi­
cas, pues no se trataría de arraigar a la
burocracia en sus puestos, sino de di­
namizarla sobre la base de un tralo
profesional a un tiempo justo y estimu­
lante.

La profesionalización del servicio pú­
blico mexicano constituye, pues, una
tarea tan larga y compleja como ina­
plazable. Todo está por hacerse. Desde
la reformulación del catálogo de pues­
tos de las administraciones públicas
del país, hasta el diseño de un sistema
de evaluación e incentivos realmente
vinculado con la calidad del servicio
público, pasando por Ul) sistema com­
pleto de reclutamiento y de otro desti­
nado a la capacitación y la actualiza­
ción permanentes. No son propósítos
que puedan cumplirse de manera in-
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nediata, y muchos de ellos segura­
nente atravesarán por varias etapas de
naduración institucional. Pero el con­

Iunto representaría una verdadera re­
volución administrativa y el principio

ole una historia distinta de la que ha re­
corrido hasta ahora nuestra administra­
ción pública. Una revolución adminis­
trativa para el siglo XXI, como la base
de un nuevo ciclo gubernamental res­
ponsable y democrático.

Notas

I Este ensayo se desprende de las discusiones

que el autor ha Q1antcnido desde hace ya casi
dos años en el seno del Colegio Nacional de

Ciencias Polltiéas y Administración Pública.
donde la profesionalización del servicio púbti­

co mexicano se ha desenvuelto como algo mu­
cho más tangible que un propósito de largo pla­

zo. Al mismo tiempo, algunas de las ideas que

aqul se recogen son deudoras de las conversa­

ciones que se han mantenido con José Octavio
López Presa, quien ha sido el responsable del
Programa de Modernización de la Administra­
ción Pública 1995-2000,desde la Secretaría dc

Contraloría y Desarrollo Administrativo (SE­

CODAM) del gobierno federal. No obstante, ni

el Colegio ni los funcionarios de SECODAM

son responsables de las ideas que aquí se plan­

tean.

1 En este sentido, ver Maria del Carmen Pardo,

La modernización administrativa en México. El
Colegio de México. México, 1991.

3 Casi no es necesario recordar que el docu­

mento más importante emitido por el gobierno

de Juárez, al comenzar fa Guerra de los Tres
Años, fue su programa de reforma y modcr­

nización administrativas: de ese programa se
derivaron las Leyes de Reforma de 1859, y so­

bre esa base se construyeron las principales

transformaciones que Ilenarlan el tiempo que
Daniel Casio Villegas identificó como la Repú­

hlica Restaurada. Cfr. La Administración Prí­
blica en la Epoca de Juárez., vol. J, Dirección
General de Estudios Administrativos de la Se­

cretaria de la Presidencia. México, 1974.

4 Sobre esto. el clásico es Daniel Coslo Ville­

gas, Historia Moderna de México. El Porfirio­

to. Vida Política Interior, Editorial Hermes,
México, 1970. Pero también es recomendable

ver el texto de Charles Hale: E/liberalismo me­
xicano en la segunda mitad del siglo X/X
Vuelta. México, 1992, para revisar cómo fue
que el liberalismo se fue desdoblando en positi­
vismo, hasta perder no pocos de sus perfiles

originales.

s Sobre la construcción de esos aparatos, Mau­
ricio Merino, El municipio en la formación del
Estado nacional mexicano, tesis doctoral.
Universidad Complutense de Madrid, España,

1996.



La silenciosa, heterodoxa reforma de la
Administración Pública

Luis F Aguilar*

Hubo un tiempo en que las fallas, de­
sórdenes, extravagancias e ineptitudes
de la acción gubernamental se quisie­
ron curar con una buena reforma admi­
nistrativa, sin tomar en cuenta la nece­
sidad o la conveniencia de reformar al
Estado. Se creia entonces que la pato­
logía era única y enteramente adminis­
trativa, y que eran perfectamente nor­
males, saludables, las relaciones exis­
tentes entre Estado y sociedad, entre la
obvia anchura del control estatal y la
angostura de las libertades políticas y
económicas de los ciudadanos. Final­
mente, ante el peso de las evidencias,
se reconoció que las disfuncionalida­
des y los incumplimientos tenían raí­
ces más hondas.

Estos no se ubicaban en el nivel de la
organización y la administración pú­
blica. Inculpar sólo a la burocracia sig­
nificaba reproducir el viejo ritual del
chivo expiatorio, tan catártico como

absolvedor. La patogenia se encontra­
ba, en cambio, en la estructura misma
a que había dado lugar nuestro Estado
nacional, revolucionario, social, asis­
tencial: en la magnitud de su ámbito
de dominación y propiedad, en su cor­
te autoritario, en el patrón homologa­
dar y vertical que el gobierno seguía al
realizar las funciones públicas. Por
ello procedimos, forzada o entusiasta­
mente, a redimensionar y reformar al
Estado.

Ahora, en sentido contrario, muchos
podrían pensar que todo se resuelve
con la reforma mayor del Estado, sin
tomar en cuenta la necesidad o la con­
veniencia dc echarle una mirada a las
organizaciones y a los procesos admi­
nistrativos que llevan a la práctica y a
la realidad las funciones y los buenos
propósitos públicos y sociales del Es­
tado. ¿Será una estrategia idónea y efi­
ciente de acción pública seguir organi­
zados burocráticamente, con gigantes-

• Profesor Investigador de El Colegio de México, Investigador Nacional. Doctoren Pilosoffa. Ponti­
ficia Universidad Gregoriana. Roma. Italia. Estudios Postdoctorales de Filosofla Polüica, Univcrsi­
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cas y sobrepobladas corporaciones pú­
blicas de decenas de peldaños jerárqui­
cos y taylorianas unidades de mando
con directivos y operadores sin inicia­
tiva y flexibilidad, programados para
cumplir órdenes y no para rendimien­
tos de calidad?

¿Será productivo que toda la compleja
tarea decisoria y operativa de la admi­
nistración pública quede monopo­
lizada por las organizaciones, las ideas
y el personal de gobierno? ¿Es legal­
mente válido y quizás operativamente
más conducente, eficiente. realizar las
funciones públicas con organizaciones
y operadores no gubernamentales o
con combinaciones de organismos pú­
blicos y privados? ¿Cuáles funciones
públicas: todas, algunas? ¿Es defendi­
ble esta visión alternativa de la admi­
nistración pública, que pone el acento
en lo público más que en lo guberna­
mental de la administración? ¿Hasta
dónde es posible y permitido llegar por
este camino alterno? A decir verdad,
muchas de ·Ias iniciativas desatadas por
el proceso de reforma del Estado han
apuntado en esta dirección innovadora.
Es cada vez más visible la presencia
de grupos, comunidades, compañías
privadas, que se hacen cargo de las
funciones públicas y sociales, tradicio­
nalmente efectuadas por el aparato de
gobierno.

1. En busca de lo público de la
administración pública

Cómo entender Y. en conexión, cómo
realizar la naturaleza pública de la ad­
ministración pública se ha vuelto hoy
uno de los temas claves de la adminis­
tración pública como disciplina y pro­
fesión. También es un tema crucial
para aquellos ciudadanos, electores y
contribuyentes, que con muy buenas
razones exigen servicios públicos de
calidad, ofrecidos con eficiencia e im­
parcialidad.

Según los distintos paises han sido di­
versas las razones que han llevado a
replantear de nuevo el tema acerca de
saber en qué consiste o en dónde resi­
de la naturaleza pública de la adminis­
tración pública. Entre nosotros, en Mé­
xico. tal replanteamiento de la cuestión
se debe a los cambios ocurridos en las
relaciones entre Estado y sociedad en
los últimos años. Pero, dicho más es­
pecificamente, se debe al proceso de
redimensionamiento y democratiza­
ción del Estado. Estos dos procesos
históricos, han sacudido nuestras ma­
neras convencionales de entender la
administración pública y de llevarla a
cabo.

Por un lado, el llamado proceso de re-
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dimensionamiento del Estado -en el
sentido de extinción, fusión, liquida­
ción y privatización de la empresa pú­
blica, pero también en el sentido de
administración contratada con, conce­
sionada a, compartida con organ iza­

ciones no gubernamentales (privadas,
sociales, lucrativas o no) - ocasionó
que nos planteáramos de nuevo la pre­
gunta, primero, sobre el ámbito propio
de la intervención del Estado (y, por
ende, de la administración pública) y,
segundo, sobre las formas y los sujetos
de la administración pública. Dicho de
otro modo, nos llevó a preguntamos,
primero, cuáles son las funciones pro­
pias y básicas del Estado, y después a
preguntamos cuál es la mejor forma de
llevarlas a efecto, con cuáles organiza­
ciones. instrumentos, procesos, acto­
res.

Por otro lado, la creciente democrati­
zación ha exigido que gobernantes y
administradores sean representativos,
legalmente responsables, fiscalmente
cuidadosos, imparciales en el cumpli­
miento de sus funciones. El proceso de
democratización de la política ha oca­
sionado que el proceso decisorio admi­
nistrativo de las políticas haya comen­
zado a perder su proverbial autonomía
y discrecionalidad gubernamental, a
reducir sus amplios e independientes
márgenes de maniobra, y a ser crecien­
temente condicionado por la opinión

pública, las elecciones, los movimien­
tos sociales, los otros poderes estata­
les, los ciudadanos contribuyentes .

En mi opinión, estos dos procesos de
cambios y reformas han hecho que los
administradores públicos, los profesio­
nales en activo y los estudiosos de la
disciplina , después del pasmo y des­
consuelo inicial -recortes de presu­
puestos y programas, desaparición de
organismos, venta de empresas públi­
cas, despido de personal, incluso des­
prestigio profesional... -, nos haya­
mos visto sol icitados a revisar e inclu­
so cuestionar nuestra inclinación por
un entendimiento estatista más que es­
tatal, gubernamentalista más que rcpu­
hlicano, de la administración pública.
Nada extraño. Nuestra inclinación
conceptual reflejaba correctamente la
formación inconclusa del Estado mo­
derno en México.

En esta visión tradicional de la politica
y de la administración , la ciudadanía.
con su actividad pública de agregac ión
y ajuste de intereses, ha estado pasiva
y ausente, ha sido objeto de conduc­
ción y administración, pero apenas su­
jeto; en efecto, sus iniciativas han sido
poco influyentes en la configuración
de los asuntos públicos, en la elabora­
ción de las políticas y en su puesta en
práctica. En el tiempo de un gobierno
autosuficiente, capaz de organizar des-
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de si mismo la cooperación y el enten­
dimiento social, determinando los bue­
nos y los malos, los bienes y los males,
era muy difícil que tuvieran un lugar
en el sistema las organizaciones autó­
nomas, ciudadanas, y tuvieran además
la capacidad para lanzar iniciativas pú­
blicas significativas y exitosas. Menos
aún hacerse cargo de ellas. Viviamos
un Estado constituido. más que una
ciudadanía constituyente. La república
nos parecía una realidad hecha y dere­
cha, en vez de verla como una realidad
en permanente hechura.

Las cosas han comenzado a cambiar al
compás de una ciudadanía más autóno­
ma y: activa frente a un gobierno que
se ha ido volviendo más conservador y
permeable. Los cambios en la interac­
ción entre sociedad y Estado han sacu­
dido nuestra acentuada y arraigada vi­
sión internalista de la administración
pública, conforme a la cual por admi­
nistración pública debía entenderse
única y exclusivamente el conjunto de
las organizaciones y los procesos (di­
rectivos y operativos) del "gobierno en
acción", que por lo demás solía y suele
pensarse a sí mismo como rector in­
dependiente de una sociedad supuesta­
mente atrasada, heterogénea, desorga­
nizada. incomunicada, conflictiva,
incapaz de descubrir y estructurar sus
intereses generales, públicos; "nacio­
nales", solíamos decir.

Cuando en muchas partes y con diver­
sos argumentos (no todos idóneos) se
comenzó a hablar de que "lo público
no es sólo lo gubernamental -y desde
esa premisa se pretendía construir una
visión y práctica alternativa de la ad­
ministración pública- se buscaba en
realidad tomar distancia de esta visión
gubernamcntalista, internalista, y dar
cuenta de los procesos e impactos de la
actnal reforma del Estado. Se buscaba
concretamente incorporar y validar la
posición de que el ámbito, la materia,
la extensión del gobierno y de la admi­
nistración pública era (debía ser) algo
constituido por el público ciudadano
("constituency"), y que los ciudadanos
mismos, mediante SlIS organizaciones
privadas, sociales, no gubernamenta­
les, podían ser también los sujetos de
la administración pública, haciéndose
cargo de la gestión de los (varios, no
todos) asuntos públicos, en coopera­
ción con el gobierno o con la presencia
(financiera, regulatoria, promotora,
supervisora, evaluadora, correctora)
del gobierno.

2. Hay varios peros, sin embargo

Pero si algunos han revalorizado la na­
turaleza pública de la administración
pública, debido principalmente a la de­
mocratización y a las formas nuevas
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de creciente participación ciudadana
en la gestión de SlIS asuntos generales,
otros han defendido y reivindicado la
naturaleza estatal de la administración
pública, regresando a la ecuación entre
lo público y lo estatal. Su posición se
nutre de preocupaciones y razones.
Han considerado que el proceso de pri­
vatización --en el sentido de traslado
de derechos de propiedad de los acti­
vos públicos a los privados, y en el
sentido de concesión o contratación de
la prestación de servicios públicos­
provocaba de hecho o podía provocar
una desfiguración del ámbito público y
una peligrosa confusión del ámbito pú­
blico con el privado, cosa que en paí­
ses como el nuestro ha sido siempre
causa de muchos males. Particular­
mente se ha cuestionado que las razo­
nes para la privatización de los activos
estatales-públicos se basen en teorías
económicas o gerenciales de eficiencia
y no en el derecho constitucional (en la
teoría constitucional del Estado), que
con base en la soberanía del Estado, la
indivisibilidad de la república, o los
derechos ciudadanos, exige que las
funciones realmente públicas no se pri­
vaticen.

Entre otros el debate ha tomado la for­
ma de saber cuáles son en verdad las
funciones públicas del Estado de la
Revolución Mexicana, un debate que
frecuentemente se ha encerrado en la

cuestión de los "sectores estratégicos y
prioritarios" de la economía nacional,

mezclándose lo público y lo nacional.
De todos modos, la pregunta crucial ha
sido: ¿Qué cosa no es reformable en la
reforma del Estado mexicano? O, más
culturalmentc ¿Qué cosa no es refor­
mable ni a reformar en la reforma de la
revolución? Obviamente, las respues­
tas han sido diversas y también diver­
gentes, con dos polos de exageración.
Los que han visto moros con tranchete
en todas las decisiones. profetizando el
inminente desmantelamiento del Esta­
do; y los que han visto sólo placebos
en las medidas adoptadas, afirmando
que todo sigue substancialmente igual
en lo que a Estado intervencionista se
refiere.

A pesar de los muchos malos argu­
mentos, hay también buenas razones
para entender y defender la preocupa­
ción O la posición, sobre que el gobier­
no no delegue funciones públicas a ter­
ceros donde la legitimidad de la dele­
gación de funciones de los delegados
para hacerse cargo de ellas sea consti­
tucionalmente dudosa. En estos casos
se corre el riesgo de que el imperio de
la ley sea simplemente sustituido por
la regla de eficacia decisional y opera­
tiva, y de que delegaciones inapropia­
das de la autoridad pública para el
cumplimiento de las funciones erosio-
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nen la naturaleza pública del gobierno
y de la administración.

Por ello, muchos han solicitado que se
rrace una línea clara y distinta entre lo
público y lo privado, reivindicación
que tal vez deba ser defendida en nues­
i ro medio por la tradicional preocupa­
ción a que no se explote privadamente
lo público, pero una línea de suyo pro­
,Iemática, que no es siempre fácil pre­
isar y trazar. Algunos la han llamado

'Línea Maginot"; otros la consideran
'lila "franja", una "zona gris". Pero,
-iás allá de la cuestión crucial del des­
linde entre el ámbito público y el pri­
vado, .10 que es del César y lo que es
de los' particulares, cada vez hay ma­
yor consenso en tomo a la idea de que
el cumplimiento de las funciones pú­
blicas puede ser y de hecho es llevado
1 cabo por un universo complejo y abi­
garrado de actores gubernamentales y
no gubernamentales: un "zoológico"
(Ch. Hood), debido a que son muchas
y diversas las especies organizativas
que hoy se hacen cargo de la realiza­
ción de las funciones públicas. El ac­
tual territorio administrativo está habi­
tado por organizaciones públicas gu­
bernamentales y por todo un conjunto
de organizaciones público-privado, no
gubernamentales. Una cohabitación
inesperada pero, para muchos, desea­
ble y productiva.

J. Los nuevos rostros de Jos
administradores públicos

En efecto, cuando se mira en México y
en otros países la manera como se es­
tán realizando las funciones públicas
(municipales, estatales, federales). des­
de la recolección de basura hasta la
educación y la seguridad, uno observa
una creciente proliferación de organi­
zaciones "paragubernamentales", "casi
no gubernamentales", las cuales sin
duda efectúan funciones públicas, pero
cuyo carácter público o privado es di­
ficil de establecer con claridad. Los es­
pecialistas han encontrado numerosos
tipos de estos organismos, atendiendo
a la manera como originariamente sur­
gen y a los recursos principales que
emplean en su ejercicio. Encontramos
así en la prestación de los servicios pú­
blicos organizaciones privadas lucrati­
vas y no lucrativas (voluntariado, fi­
lantropía), laicas o religiosas, que ope­
ran con fondos propios o con fondos
estatales o mixtos; que pueden ser lo­
cales, nacionales o internacionales; en­
tera o parcialmente reguladas por el
gobierno; autónomas o semiautónomas
en su proceso administrativo...
Sobre todo, son organizaciones que
han llegado para quedarse en la admi­
nistración pública. No han surgido
sólo y particularmente por la ineficien-
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cia de la burocracia gubernamental de
un Estado obeso. Aunque también son
respuesta a este gigantismo inútil. Sus
causas, además de diversas, son nobles
y argurnentables. Algunas organizacio­
nes surgieron por la oportunidad de
obtener buenas utilidades al hacerse
cargo de la producción de ciertos bie­
nes públicos (infraestructura, por
ejemplo) o de la prestación de servi­
cios públicos. Son formas de realizar
el interés público persiguiendo el inte­
rés privado. Otras organizaciones han
surgido de raíces éticas y clvicas. En
México, como en otros países, al haber
monopolizado el Estado la función de
la asistencia y la seguridad social, se
desplazaron y desvalorizaron las acti­
vidades de apoyo y promoción que,
por razones morales o religiosas, desa­
rrollaban numerosas instituciones so­
ciales. La política social encontró sus
limites no sólo por causa de la crisis,
sino por el abatimiento de las redes co­
munitarias de autoayuda, que inadver­
tidamente la intervención gubernamen­
tal rompió. Estas nuevas organizaciones
buscan elaborar el tejido del entendi­
miento y la cooperación social, crear
instituciones intermedias de solidari­
dad entre el individuo y el Estado. No
hay por qué estatizar, politizar, toda
necesidad o padecimiento.

Otras organizaciones han surgido
como respuesta a los nuevos intereses,

expectativas y exigencias vitales de es­
pecíficos grupos sociales aunque ellos
mismos saben que sus asuntos dificil­
mente podrlan colocarse entre las prio­
ridades del gobierno en tumo, ocupado
en atender asuntos de mayor necesidad
y universalidad, saben también sus
asuntos en virtud de sus derechos pú­
blicos como ciudadanos contribuyen­
tes, deben ser también atendidos por el
gobierno. Por otra parte, paradógica
pero no arbitrariamente juzgan que un
tratamiento exclusivamente burocráti­
co-gubernamental podrla ser insufi­
ciente, distorsionador y hasta contra­
producente. Es el caso, a manera de
ejemplo, de las asociaciones deport i­
vas, cientificas y culturales hasta las
asociaciones dedicadas a la rehabilita­
ción de drogadictos, al cuidado de si­
dosos, o niños con dificultades de
aprendizaje, a la capacitación de jóve­
nes desempleados o la alfabetización
de adultos.

Si la irrupción de las organizaciones
sociales y privadas en la administra­
ción pública puede ocasionar tormen­
tas en el nivel constitucional (y, en el
fondo, en las percepciones y valoracio­
nes de la cultura politico-administrati­
va mexicana) acerca de su legitimidad
y responsabilidad, también los provo­
cará en el orden administrativo , por
cuanto planteará problemas de coordi­
nación, seguimiento, evaluación . De
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todos modos cierto es que, al compás
de los nuevos ámbitos y formas de la
intervención estatal, la administración
público-gubernamental se volverá en
muchos campos más promotora, asigo
nadora, supervisora, reguladora. eva­
luadora, que operadora directa. Más
directiva que operativa, y, en muchos
casos, más garante que gerente. Esto
crece a la vista en México. Y en este
caso, como México hay más que dos,
muchos países.

4. El salto de la cantidad a la calidad

Desatadas 'por las reformas hay dos
tendencias dominantes que impactan a
la administración pública, recortándola
y transformándola. La nueva delimita­
ción del ámbito del Estado respecto del
mundo privado y social recorta y adel­
gaza a la administración pública como
conjunto de organizaciones, progra­
mas, procesos y personal. Por otro
lado, la nueva forma de cumplir las
funciones públicas, que comienza a in­
corporar organizaciones privadas y no
gubernamentales (lucrativas o no),
transforma el ejercicio y el instrumen­
lal administrativos. La primera tenden­
cia de redimensionamiento del Estado

impacta en la dimensión de la canti­
dad: un Estado reducido conlleva un
aparato reducido. La segunda tenden­
cia, relativa al nuevo patrón de rectoría
o gobierno, impacta en la dimensión
de la calidad. Un Estado que cumple
sus funciones públicas mediante orga­
nizaciones no gubernamentales, las
cuales se hacen cargo directamente del
proceso de la prestación de los servi­
cios y la producción de los bienes
públicos, obliga a otra idea de admi­
nistración pública y obliga a la admi­
nistración pública convencional, gu­
bernamental. a asumir otras funciones
y operaciones administrativas. Más di­
rectivas, más estratégicas.

Por mi parte, dejarla de lamentarme
por una administraci ón pública guber­
namental reducida en su tamaño. Me
esforzaría, en cambio, por tratar de en­
tender y elaborar su nuevo perfil y fun­
cionalidad. A los ciudadanos interesa
más la dimensión cualitativa (eficien­
cia y calidad) que la cuantitativa del
Estado y su administración. Y es por el
lado de la calidad constitucional (una
administración que sea pública de ver­
dad) y de la calidad administrativa
(que sea eficiente de verdad) donde to­
davía quedan muchas decisivas tareas
pendientes.



Revitalización de la Administración Pública

Gerald Caiden"

Durante dos décadas por lo menos, el
estudio de la administración pública ha
atravesado por una tormenta intelec­
tual. ¿Debería existir como un campo
independiente de estudio o es parte de
algo más, algo menos exclusivista y
con mayores fundamentos teóricos? Si
es digno de reconocimiento como
campo independiente de estudio ¿Cuál
sería su enfoque o palanca principal?
¿Qué tema en común liga a todas las
especialidades? ¿Qué límites deben
delinearse alrededor de ésta para sepa­
rarla de otras disciplinas? Quizá más
importante ¿Debe existir del todo o li­
quidar su negocio y desaparecer en la
obscuridad de la noche, procurando
dejar tras de sí el menor rastro posi­
ble? Para una disciplina que alega que
su materia se remonta a la alborada de
la civilización, cuando los seres huma­
nos se agruparon por primera vez bajo
una autoridad conjunta legítima e ins­
titucionalizada a fin de lograr los obje­
tivos comunes al aunar sus talentos co­
lectivos, la tormenta intelectual en
cuestión se toma desconcertante. ¿Es

un simple síntoma de cambio del para­
digma o constituye una reflexión sobre
profundas dudas íntimas acerca de su
auto-valoración?

El que la administración pública no
esté segura de sus bases puede deber­
se, no tanto a la naturaleza cambiante
de su foco, como al complejo de infe­
rioridad de sus acólitos y a sus incerti­
dumbres frente a las fuertes y persis­
tentes críticas a su desempeño profe­
sional ya sus deficiencias escolásticas.
Con la evolución de la sociedad global
y el rezago del reconocimiento huma­
no respecto a la necesidad de una ad­
ministración pública más globalizada,
su foco se muestra confuso y encasilla­
do además en la percepción del estado
administrativo como un instrumento
de aspiraciones nacionales y de la bu­
rocracia pública como el único o prin­
cipal distribuidor de los bienes y servi­
cios gubernamentales. La naturaleza
de la autoridad conjunta legítima e ins­
titucionalizada ha evolucionado desde
la familia extendida hasta las organiza­
ciones internacionales. La naturaleza
de los objetivos comunes ha cambiado

• Sehadesempeñado como consultor, investigador y administrador de una amplia gama deorgani­
zacionespúblicas que van desdeel BancoMundial y la Organización de lasNacionesUnidas hasta
autoridades locales y servicios públicos.
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de la supervivencia, subsistencia y
protección individual o grupal a la
seguridad, el confort y el progreso a
nivel mundial. La naturaleza de los
talentos mancomunados ha evolucio­
nado desde la fuerza bruta y la inteli­
gencia individual hasta los activos de
capital substanciales, los bancos de da­
tos y los arreglos organizacionales. En
el transcurso de los años, la esencia de
la administración pública ha permane­
cido inalterada en gran medida, mien­
tras todos los demás aspectos se han
transformado totalmente al parecer a
un ritmo acelerado jamás visto.

La dificultad de la administración pú­
blica para n9 perder de vista el bosque
no se debe a que se haya situado tan
cerca de los árboles, aunque la visión
estrecha ha sido un impedimento, sino
a que ha dejado que extensas áreas del
bosque e importantes especies de árbo­
les sean cercados e intelectualmente
privatizados por académicos y empre­
sarios. La ilustración más evidente la
tenemos en el caso del derecho públi­
co. Gran parte de la ley corresponde al
derecho público y se encuentra dentro
del ámbito de la administración públi­
ca. No obstante, la profesión legal lo
capturó antes de que fuera una disci­
plina propia de la administración pú­
blica, de manera que ésta pasó a for­
mar parte de los estudios legales que­
dando el derecho público excluido de

la administración pública. Lo mismo
ha pasado en gran parte con la diplo­
macia (relaciones internacionales), el
gobierno (ciencias políticas) y la de­
fensa (ciencias militares). Otros trozos
han sido tomados por las ciencias de la
salud, la justicia penal y las ciencias
policiales, el bienestar social y otras
profesiones relacionadas con los servi­
cios públicos. Tras quedarse con el ba­
gazo, fundamentalmente gerencia pú­
blica, la administración pública ha ido
recuperando progresivamente su espa­
cio original incursionando en las polí­
ticas públicas, los asuntos públicos, la
ciudadanía y, posteriormente, la gober­
nabilidad. Eventualmente, recapturará
su foco en el lado público de las activi­
dades colectivas y en lo público de la
administración pública.

Mientras tanto, la administración pú­
blica se ha dejado amedrentar por
quienes son antipúblicos completa­
mente o anti administración pública.
Es preciso establecer una distinción
entre los dos. Los antipúblicos son in­
dividualistas que no desean el colecti­
vismo de ninguna especie, o sólo acep­
tan un mínimo de él siempre que no
impida el florecimiento del individua­
lismo. Los que son anti administración
pública reconocen la necesidad de la
autoridad colectiva, la intervención
gubernamental y la mancomunidad,
pero quisieran minimizar la interferen-
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cia del gobierno y el monopolio virtual
de la burocracia pública en la distribu­
ción de los bienes y servicios. Durante
las últimas décadas, han hecho causa
común en sus ataques contra el estado
administrativo, la planificación y la re­
gulación públicas, la burocracia, los
gastos gubernamentales, el sistema tri­
butario, la empresa pública, el sistema
de bienestar social y los subsidios. En
pocas palabras, quieren menos admi­
nistración pública simplemente porque
es administración pública. Prefieren la
administración privada, sea porque
está al margen de su tendencia ideoló­
gica, o por la convicción de que cl de­
sempeño público es interior.

Ideológicamente, la administracion pú­
blica no puede hacer gala de mucha
fortaleza. Los excesos del colectivis­
mo han sido desilusionantes. Aunque
nos toque el alma, el comunismo no
pudo materializarse, y el socialismo
apenas si pudo hacer dc los seres hu­
manos individuos más nobles. Imágc­
nes románticas pudieron atrapar el
pensamiento hasta que la realidad de la
experiencia cotidiana nos hizo ver cuán
irrealizadas y quizá irrealizables fueron.
Las ganancias para el bien colectivo pa­
recieron entrañar un sacrificio privado
muy alto y es evidente que no se ameri­
taba el costo, cuando las ganancias eran
marginales para el grueso de la pobla­
ción o pérdidas reales para todos. La

cultura cívica no pudo imponerse y los
pocos idealistas genuinos no pudieron
arrastrar a las masas cuando los logros
colectivos no lograron convencer. La
propaganda no pudo cautivar el alma y
las hordas de burócratas sin rostro (y
en ocasiones auto servidores) hicieron
de la vida un ocaso. La explotación co­
lectiva no se diferenció mucho de la
explotación individual, siendo más di­
fícil de combatir. Lo peor de todo fue
tornarse dependiente del colectivo y
sin importar lo bien que éste pudiera
actuar, no pudo ser eliminado el senti­
miento extendido y demasiado común
de impotencia, incertidumbre, monoto­
nía, insensibilidad y esclavitud sin fi­
nal ni salida. Lamentablemente, la co­
lectividad rara vez se desempeñaba
bien o lo suficientemente bien, y aun­
quc así lo hiciera, siempre quedaba por
debajo de las infladas expectativas.

En la práctica, la administración públi­
ca no puede probar sn superioridad
con respecto a la administración priva­
da que luce más maleable, flexible, de
buenos modales, más rápida, directa,
personal, acomodaticia y atenta. Con
todo la administración privada adolece
de las mismas buropatologías. Es me­
nos abierta, responde menos ante el
público, es menos ética, pero esconde
mejor estas cosas y atrae la atención
hacia su parte positiva y no la negati­
va. El púhlico está más dispuesto a
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darle a la administración privada el be­
neficio de la duda y parece juzgarla de
un modo diferente (esto es, más favo­
rablemente). Con más razón la admi­
nistración pública debería esforzarse
más. Tal vez lo haga, pero la evidencia
frontal (o mejor, confrontada) sugiere
..tra cosa. El público está más al tanto
•.Ie la mala administración pública. La
.rdrninistraci ón pública promete dema­
siado y cuando no logra mantenerse
fiel a las grandes expectativas que ha
generado, el público se decepciona.
Las batallas contra la pobreza, el cri­
men y las drogas aún están por ganar­
se, y puede que ni siquiera se hayan
comenzado a librar, a pesar de la retó­
rica. :Aún persiste la esclavitud. Aún
abundan los métodos policiales. El
despilfarro, el fraude y el abuso son to­
dos demasiados obvios al igual que la
corrupción, el padrinazgo, las burocra­
cias abotargadas, las políticas desfavo­
rables y las decisiones erradas. Leyes
desactualizadas y pasadas de moda
permaneeen en los libros. No todos los
burócratas son benignos, de hecho,
muchos pueden ser vengativos, desa­
gradables, insultantes, agresivos, ex­
plotadores y dados a promoverse a sí
mismos. No importa cuán irrepresenta­
tiva pueda ser esta cara obscura de la
administración pública, es el panorama
que el público ve y cree.

No es de extrañar que la administra-

ción pública se tambalea. Ha sido asal­
tada por todos sus flancos demasiado
tiempo y sin descanso. No se le ha
prestado gran atención a sus innúmera­
bies éxitos. Se la agobia por no equi­
pararse con la actuación privada y se
le ataca cuando lo trata de hacer. Entre
tanto, la norma del día es cortar, cortar
y cortar. La contracción de su tamaño
resulta desmoralizante, especialmente
cuando va acompañada por la congela­
ción de empleos y la disminución en
las perspectivas de promoción. Los
golpes constantes de los medios de co­
munieación cobran su víctima en la
auto estima. Cualquiera que tenga una
opción no duda en tomarla. ¿Quién
está dispuesto a asociarse con una de­
rrota aparente? ¿A quién no le gustaria
abandonar un barco que zozobra?
Frente a las reducidas oportunidades y
fondos para la investigación, menos
consultoría, menores posibilidades de
capacitación en el servicio y pérdida
del atractivo para los estudiantes exter­
nos, hasta la academia está abatida . In­
clusive en el mejor de los casos, solia
ser diflcil justificar y proteger la admi­
nistración pública como campo separa­
do de estudio. Ahora el easo parece
aún más insostenible.

Con todo, y pese a la fatalidad y el de­
saliento, existen pocas razones para di­
cho pesimismo. Sí, en el bloque orien­
tal el dios del leninismo se derrumbó .
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El centralismo burocrático está siendo
abandonado junto con la colectiviza­
ción forzada y las prácticas reproba.
bIes de la policía estatal y otros instru­
mentos totalitarios. Más el estado ad­
ministrativo no languidecerá. En su lu­
gar, la democratización y la privatiza­
ción otorgarán nuevos vigores a la ad­
ministración pública para convert ir los
desacreditados sistemas en operacio­
nes viables. China, que por tanto ticm­
po se habia distanciado de la adrninis­
tración pública tal como se practica en
el resto del mundo, ha estado ansiosa
por modernizar sus sistemas adminis­
trativos y estud iar los avances en la
administración pública. En efecto, los
expertos en administración pública bu­
llen por todos los paises del otrora blo­
que oriental ofreciendo su mercancia a
quien los escuche y hay muchos oyen­
tes anhelantes. Lo que impulsó a estos
países a la colectivización no se aban­
donará fácilmente; el abandon o presu­
roso recordará rápidamente a la pobla­
ción actual lo suprimido u olvidado del
statu quo previo a la colectivización.
Los intereses velados en la colectiviza­
ción no cederán fácilmente. Y los sis­
temas administrativos son conservado­
res y dificiles de transformarse con
prontitud. De manera que ésta y posi­
blemente la próxima generación de la
administración pública serán experi­
mentales y retadoras, dada una porción
de estabilidad, libertad y paz.

En el antiguo bloque oriental, la retóri­
ca contra la administración pública ya
se está desvaneciendo. Gran parte de
la misma se basó en el supuesto de que
si el estado administrativo se reducía
de tamaño, los empresarios privados se
precipitarían a llenar el vacio. En el
ápice de la escala, esto ha sido así.
Pero por otra parle, poco se ha mate­
rializado en ausencia del incentivo gu·
bernamental y del respaldo tangible de
los recursos públicos. Las reducidas
inversiones públicas no han promovi­
do el incremento de las inversiones
privadas. El contraído sistema tributa­
rio no ha estimulado las economías . El
sector privado no ha ocupado el espa­
cio dejado por el sector público cn re­
tirada. Los restringidos bienes y serv í­
cios públicos tan sólo han ampliado la
brecha entre ricos y pobres. La privati­
zación hasta ahora ha sido marginal
por cuanto los gobiernos se han mos­
trado renuentes en la práctica a apar­
tarse de las actividades del sector pú­
blico sin dispositivos de salvaguardia
contra la explotación de los negocios.
En todo caso, el sector privado no ha
estado deseoso de asumir empresas in­
fructíferas y la administración privada
de cmpresas que estuvieran en manos
dcl Estado no ha sido tan extraordina­
riamente distinta como para justificar
todo el cataclismo. Ya se ha compro­
bado que el ataque a la administración
pública ha sido bastante exagerado y
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hasta sospechoso. El estado admini s­
trativo debe reducirse pero sólo margi­
nalmente. Es más probable que se ex­
panda para estimular las economías ,
proporcionar empleos, aumentar el
bienestar social, fortalecer la infraes­
tructura pública, mantener el empleo
privado, hacer valer los derechos hu­
manos fundamentales y salvaguardar
el medio ambiente, allí donde puedan
acopiarse recursos para tales faenas.

Con todo, la mala admini stración pú­
blica aún prolifera en todos lados, par­
ticularmente en los llamados paises del
Tercer Mundo. Sea que el estado ad­
ministrativo aument e o dism inuya, ha­
brá nuevos intentos por mejorar el de­
sempeño del sector público a nivel
mundial. "Hacer más con menos " ya es
un refrán universa l. Lograr más con
menos presenta retos y oportunidades
qne la administración pública desen­
tendió en los tiempos de recursos
abundantes y presupuestos públicos
más y más abnltados cuando nadie se
paraba a escatimar. Ahora el público
reclama más valor por su dinero. Ello
debe traducirse en políticas públicas
más eficaces , una mayor eficiencia en
la utilización de los recursos públicos ,
inversiones públicas más productivas y
una mejo r gerencia económica. Al
mismo tiempo, la población exigirá un
control público, presentación de cuen­
tas y participación mayores. El blanco

obvio será el despilfarro, el fraude y el
abuso conjuntamente con la corrup­
ción en todas sus formas y las buropa­
tologías evidentes. En resumen, el fu­
turo se empleará no atacando o defen­
diendo la administración pública, sino
reformándola.

El papel del Estado administrativo

A través de la historia, el alcance y la
naturaleza de las actividades co lectivi­
zadas han oscilado de un polo a otro.
El año 1776, que presenció la publ ica­
ción de La Riqueza de las Naciones de
Adam Smith y la Declaración de la In­
dependencia de los Estados Unidos,
balanceó el péndulo más hacia el libe­
ralismo y el individualismo justo cuan­
do la industrialización producía los in­
trumentos burocráticos y otras tecnolo­
gías administrativas que intensifi car ían
la intervención estatal y el colect ivis­
mo. Esa tendencia se retrajo un siglo
después, con el auge del marxismo y el
bienestar social. Y tras una centuria de
crecimient o ininterrumpido en que el
estado admmini strativo parecía inven­
cible, el péndulo comenzó a retraer se
de nuevo durante los años seten ta. No
se puede calcular cuánto tiempo lleva­
rá, pero al parecer el estado admini s­
trativo se despojará de actividad es que
quizá nunca debió asumir. ¿Debi ó el
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estado garantizar el pleno empleo?
¿Debió proporcionar la completa gama
de servicios socia/es gratis? ¿Debió
embarcarse en el negocio hotelero o la
promoción del turismo o el patrocinio
de las actividades deport ivas?

Dada la renunci a de la gente a ofrecer
al estado administrativo un cheq ue en
blanco, así como /a contracción rnun­
dial de los recursos para fines públi­
cos, cada país debe decidir por sí mis­
mo sobre cuánto puede disponer para
los bienes y servici os públicos y qué
actividades desea que la administra­
ción pública cont inúe ejerciendo. Cada
país tiene distin tas necesidades, distin­
tos recursos y distintas capacidades.
Aunque un pals esté dispuesto a hacer
más, puede que ya no disponga de los
recursos y las capacidades para hacer­
lo y que se encuentre tan agobiado que
abarque muchas cosas con resultados
pírricos: lo mejor seria renunc iar a
ciertas tareas a fin de concentrarse en
otras donde los recursos adicionales
harían toda la diferencia. O puede de­
cidirse a hacer menos sólo para perca­
tarse de que ninguna otra institución
social estaba disponible, interesada o
era capaz de aliviar a la administración
pública de Sil carga sin más alternativa
que la de ceder las actividades a una
organización internacional o a entes
extranjeros.

Evidentemente, existen actividades
que son exclusivas de la administra­
ción pública. Estas comprenderían la
e1aboracion de leyes, la justicia final,
las relaciones exteriores, el control de
las fuerzas armadas, el sistema tributa­
rio, la tecnología nuclear, los gastos
a leatorios, los parques y monumentos
nacionales , los archivos públicos y así
sucesivamente, lo que constituye la
parte substancial de cualquier econo­
mía. Luego están las actividades que
pertenecen predominantemente al esta­
do o al ámbito público y cuyo desem­
peño puede ser compartido o contrata­
do hajo la estricta supervisión pública,
tales como los centros correccionales,
las obras públicas, los servicios públi­
cos, los servicios de bienestar social, el
desarrollo y la investigación de defen­
sa, comodidades postales, inspección
de construccíones, salud pública. otor­
gamiento de licenc ias, pasaportes y vi­
sas, y as í por el esti lo. Finalmente, hay
actividades que el estado administrati­
vo ha ejerc ido por toda clase de razo­
nes y que bíen podrían ser realizadas
por otras instituciones sociales, quizás
mejor o quizás peor, tales como el
transporte colectivo, la banca, los se­
guros, los campos deportivos, la edu­
cación y las empresas en manos dcl
Estado. Ninguna deellas ha sido fácil­
mente gestionada. Todas han abso rbí­
do inversiones públicas considerables.
Todas y cada una han conformado una
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clientela especial que se asirá a ellas.
No obstante, las circunstancias origi­
nales en las que fueron creadas pudie­
ron haber desaparecido desde hace
tiempo. Puede que hayan sobrevivido
a su propósito. ¿Acaso se les sigue ne­
cesitando? Si es así, hay alguna ventaja
en particular en regirlas públicamente?

El Fondo Monetario Internacional tie­
ne un punto de vista definido basado
en consideraciones de libre mercado y
criterios ampliamente económicos.
Restringiría la tercera categoría a su
mínima expresi ón y buscaría reducir
las operaciones públicas en la segunda
categoria e incluso trataría de prescin­
dir de ciertas actividades en la primera
categoría. El fundamentalismo islámi­
co tiene igualmente un decidido enfo­
que ideológico que transferiría muchas
actividades en manos públicas a las
autoridades religiosas y a la familia, y
prescindiria de otras que presuponen
una amenaza a las doctrinas religiosas .
En todas partes, el nacionalismo se
opone a la posible transferencia de las
actividades al control foráneo o a lo
que permita siquiera la participación
de inversionistas extranjeros. Para es­
tos órganos, la opción es clara . Para
otros órganos pragmáticos, la opción
se toma compleja debido a muchas co­
rrientes encontradas y valores en con­
flicto. Nadie puede decir con certeza
dónde caerá el hacha en la próxima dé-

cada . Sin embargo, es probable que si
la recesión mundial continúa y se agu­
diza, por cada actividad cercenada,
otra se emprenderá de una manera dis­
tinta a la que se estila actualmente.

Deuda Pública

La razón por la cual el Fondo Moneta­
rio Internacional insiste en que mu­
chos países reduzcan sus actividades
públicas, es que estos no pueden ir a
ninguna parte más a pedir prestado.
Están tan sobregirados y sobreendeu­
dados que no pueden obtener crédito
en ninguna parte, además existen po­
cas perspectivas de que paguen los in­
tereses, y menos aún de que cancelen
sus deudas . La deuda interna la mane­
jan simplemente con la impresión de
dinero, es decir, inflación. La deuda
externa se mantiene generalmente en
dólares estadounidenses y otras divisas
fuertes, lo que la hace más costosa.
Necesitan solicitar préstamos porque
los impuestos no cubren sus gastos.
Hay poco que gravar por cuanto gran
parte de su población vive en extrema
pobreza. Están renuentes a imponer y
recabar impuestos porque la élite se
estaría gravando a sí misma. Los tribu­
tos que ellos imponen tienden a ser re­
gresivos. La parte de los ingresos en
estos países pobres es desoladora.
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La cuestión de los gastos es más fácil
de abordar. Grandes sumas de dinero
se emplean para que la élite haga su
agosto, para mantener grandes fuerzas
de seguridad y en los llamados proyec­
tos de desarrollo que frecuentemente
revierten poco o nada a las inversio­
nes. Los recursos públicos se desvane­
cen a través de la corrupción. Fuertes
sumas de dinero se gastan en armas
extranjeras en el exterior y en mante­
ner contentos a los militares en la na­
ción. Se emprenden ambiciosos pro­
yectos de desarrollo en ausencia de
una adecuada investigación previa,
empleando a constructores extranjeros
que no logran dejar una adecuada in­
fracstructura de soporte, y estos pro­
yectos se quedan incompletos o sin
term inar, de manera que poco se saca
de ellos, ciertamente mucho menos
que si el dinero utilizado en ellos se
empleara de otra forma. El F.M.1.esta­
blece condiciones estrictas para garan­
tizar la reducción de los gastos públi­
cos mientras el Programa de Desarro­
llo de las Naciones Unidas y el Banco
Mundial procuran que las inversiones
públicas reviertan su dinero. No obs­
tante, ninguna de estas organizaciones
internacionales puede pedirle a estos
países que frenen la corrupción, o des­
militaricen, o reasignen el dinero para
ayudar a sus pobres más que a sus ricos.

La crisis de la deuda de los países más

ricos no se debe tanto a la rapacidad de
las élites y a la conspicua incompeten­
cia como a la falta de disciplina politi­
ca, la competitividad internacional en
descenso y la carga del bienestar social
inesperadamente alta. Los gobiernos
democráticos detestan lastimar y desa­
gradar al públ ico, Ellos tratan de man­
tenerse fieles a sus promesas y com­
promisos y a menudo se enclaustran en
programas de autorizaciones garanti­
zados que no se avienen a las fuentes
de ingresos. Ilacen pronósticos excesi­
vamente optimistas y cuando las cosas
no resultan de esa forma, se percatan
dc que sus llamadas medidas de con­
tingencia son totalmente inadecuadas.
Las redes de seguridad que proporcio­
nan a sus ciudadanos en desventaja se
basan igualmente en coyunturas favo­
rables y no cubren las recesiones pro­
longadas y el desempleo, que se va ha­
ciendo estructural. Por lo menos, aún
tienen crédito, así que pueden pedir
prestado. Aún cuentan con cosas para
gravar y están en capacidad de recabar
más impuestos. No tienen que impri­
mir en ninguna parte ni la mitad del di­
nero que deben imprimir los países po­
bres. El ajuste de cinturones en ellos
es dificil en términos políticos, pero
no tiene las impl icaciones de vida o
muerte que adquiere cn los países po­
bres.

La única forma de evitar el ajuste de
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cinturones es aumentar los ingresos
disponibles . Algunos países pueden
hacerlo explotando sus ventajas com­
petitivas en los mercados mundiales y
pasando por alto los costos sociales y
ambientales. Pero estas posibilidades
tienen sus límites y la Conferencia de
la Organización de las Naciones Uni­
das sobre Medio Ambiente y Desarro­
llo (UNCED) celebrada en Río de Ja­
neiro, determinó que deben hallarse
soluciones internacionales a los pro­
blemas económicos y ambientales del
mundo. La mayor prioridad es la recu­
peración del comercio internacional y
el crecimiento económico. Un pastel
más grande. para todos permitirá una
ración mayor para la administración
pública y el alivio de la deuda pública.
Un pastel más pequeño sólo dará pro­
blemas. En todo caso, aún mitigada,
sea temporalmente o a más largo pla­
zo, la deuda pública debe ser abordada
en todos los países. Cada uno se en­
frenta a una situación diferente que re­
quiere medidas diferentes. El financia­
miento de la deuda exige una porción
mayor de los ingresos públicos actua­
les, lo que deja menos para la adminis­
tración pública. Por cuanto no hay so­
luciones listas a la vista, es posible que
esta situación se mantenga durante la
próxima década a menos que se pro­
duzca una mejora ostensible en la eco­
nomía internacional.

Reforma Presupuestaria

La crisis de la deuda atrajo la atención
hacia el presupuesto público cuando
muchos dirigentes alegaron no estar al
tanto o no haber sido informados del
estado exacto de las finanzas públicas
y qué organismos públicos estaban in­
curriendo realmente en deudas cuan­
tiosas. Los presupuestos públicos no
cubren todas las finanzas públicas. En
todos los gobiernos, hay muchos órga­
nos públicos autónomos que llevan sus
propias cuentas. Siempre es dificil se­
guirle el rastro a los entes paraestatales
al igual que a las empresas en manos
del Estado. Algunos ministerios tienen
cuentas propias de algunas de sus prin­
cipales actividades mientras que otros
cuentan con partidas secretas, dentro
de las cuales ciertos funcionarios pú­
blicos pueden financiar sus turbios ne­
gocios en la medida de lo posible. El
solo hecho de manejar las cuentas gu­
bernamentales más importantes repre­
senta una hazaña en sí misma. Obtener
cuentas precisas, actualizadas y apro­
piadas es casi un milagro y sólo los
más ricos y más capaces en el ámbito
administrativo pueden aproximarse . La
automat ización de las transacciones
comerciales facilitará la tarea, mas la
automatización tiene sus problemas
cuando los programas se corren malo
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el personal no opera las máquinas ade­
cuadamente o todo el sistema sucumbe
de repente.

Los gobiernos raramente saben mane­
jar las finanzas públicas. Aun cuando
lo hagan, hallan que en lo que respecta
a la generación de ingresos, el dinero
reunido está asignado a propósitos es­
pecíficos y no puede utilizarse para
otra cosa aunque no se gaste y se acu­
mule. Las entidades independientes y
otros órganos estatutarios son aptos
para recabar sus propios recursos, lo
que puede incluir la capacidad de pedir
prestado sin ninguna restricción apa­
rente o sin necesidad de informar a
ningún otro organismo. En realidad el
gobierno en sí está expuesto a acum u­
lar enormes deudas sin que ni siquiera
se enteren sus superintendentes finan­
cieros. En lo que a gastos se refiere,
las cosas son más fáciles de manejar
siempre y cuando haya una autoridad
central que acuerde la distribución de
los fondos públicos. Por supuesto,
cuando hay muchas autoridades de de­
sembolso, los abusos pueden ocurrir
fácilmente. Luego vienen los audito­
res, que usualmente aparecen cuando
ya el daño está hecho y el dinero se ha
malgastado, se ha asignado errónea­
mente o se ha mal apropiado. El mane­
jo de las finanzas constituye una pesa­
dilla para todos los gobiernos, de he­
cho para todas las organizaciones, por

cuanto las probabilidadcs del mal uso
y abuso son infinitas y los rufianes ex­
plotarán cualquier grieta en el sistema.
La optimización de la gerencia finan­
ciera y de los sistemas de información
seguirá siendo prioritaria en la admi­
nistración pública.

Pese a la experimentación en métodos
presupuestarios, los problemas abun­
dan. El tan proclamado enfoque de los
"Program Performance Budgeting
Systerns" (PPBS) que promete tanto es
dificil de aplicarse en la práctica. Al
parecer, exige mucho y requiere un
cambio demasiado radical en lo con­
cerniente a políticas y proyectos públi­
cos. [Su momento aún está por llegar!
En el interin, no aborda el problema de
ahorrar el dinero público. Todos los
sistemas presupuestarios están engra­
nados para emplear el dinero público
de una manera más efectiva. No ofre­
cen mucho incentivo para el ahorro del
dinero público. En teoría, con el trans­
curso del tiempo los gastos públicos
disminuirian a medida que se comple­
ten los proyectos capitales y se mejore
la infraestructura pública. En la prácti­
ca, muchas áreas del gobierno son po­
zos sin fondo a los cuales puede lan­
zarse cualquier cantidad de dinero sin
ninguna diferencia apreciable en los
resultados. La defensa, la educación y
la salud son tres de estos hoyos negros
financieros ¿Cuántas armas necesita
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un país? ¿Qué instalaciones requieren
las escuelas y colegios? ¿Qué enferme­
dades pueden ser erradicadas? Aún
cuando sea posible un acuerdo subs­
tancial, no se puede calcular el precio.
Los funcionarios públicos deberlan ser
recompensados por lo que ahorran y
no por lo que gastan, como es el caso
en la actualidad.

El Justo Valor por el Dinero

Cuando se rastrean los gastos guberna­
mentales, sólo cabría preguntarse si el
público obtiene el justo valor por su
dinero. Con 'demasiada frecuencia los
resultados o efectos son bastante de­
cepcionantes. Los gastos generales en­
carecen el precio de las cosas. Los ser­
vicios son inadecuados, los bienes son
de mala calidad y las comodidades,
tanto para los empleados como para
los clientes, son pésimas. Cierta casta
de funcionarios públicos tiene la im­
presión de que hay que gastar dinero
para proporcionar locales limpios, ade­
cuadosy modernos y equipos y suminis­
tros baratosque beneficienal público de
alguna manera aunque eso implique
sacrificar la calidad. As], pareciera que
el público obtiene el mejor valor si los
bienes van a durar cincuenta, cien o
más años, tanto como los edificios que
los albergan. Economizar, que es lo

que esta actitud realmente tipifica, no
necesariamente implica un valor.

El justo valor por el dinero es un asun­
to complicado que no siempre se ex­
presa fácilmente en términos moneta­
rios. La evaluación es un arte sofistica­
do que implica cálculos de costos de
oportunidad, esto es, todas las alterna­
tivas pasadas que pudieron seleccio­
narse en lugar del curso tomado y lo
que sería ahora de haberse tomado
otras alternativas. La auditoría del jus­
to Valor por el Dinero (VPD) persigue
revelar no sólo lo que se obtuvo por el
dinero gastado por el público, sino lo
que pudo obtenerse y lo que aún po­
dría obtenerse al emplear la misma
cantidad de manera diferente. ¿Acaso
el público obtendrla mejores réditos de
la entrega directa de los bienes y servi­
cios públicos por parte de la burocra­
cia pública o a través de una fuente al­
terna? ¿Cómo pueden compararse
efectos distintos y paquetes diferentes?
¿Qué es lo preferible para quién y por
qué? Obviamente, lo ideal sería que el
público sacara el mayor valor todo el
tiempo. Pero el público ya estaría con­
tento con lograr deshacerse del valor
evidentemente pobre que recibe y tan­
to resiente.

Las consideraciones del VPD deben
formar parte de los cálculos en una
etapa primera del diseño de politicas
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antes de comprometer sumas cuantio­
sas del dinero público. Los auditores
deberían ser llamados desde el princi­
pio, situación poco común que los po­
líticos y altos funcionarios públicos
tendrán que aceptar. Significa asimis­
mo que los auditores deberán tener una
participación más pública al dedicarse
a sus asuntos y que invariablemente
chocarán con los demás funcionarios
que elaboran políticas. Por cuanto los
profesionales de planificación pública
no han podido desempeñar un papel
tan activo, han sido prácticamente de­
jados de lado en el diseño de políticas
públicas. Los auditores públicos tam­
bién han sido pasados por alto, cn gran
parte por la misma razón. El VPD re­
quiere de un tipo distinto de auditor­
contable y de una participación mucho
más activa en el diseño de políticas
públicas. Pntraña la politización de
una profesión que hasta ahora se ha
considerado ampliamente a si misma
como políticamente neutral y renuente
a aparecer en el escenario público. La
próxima generación de auditores-conta­
bles-evaluadores determinará si el VPD
se torna o no una realidad, o permanc­
ce como una mera maestría en juegos.

Tratamiento de Buropatologias

El público quiere un mejor VPD. Tam­
bién quiere una menos mala adminis-

tración pública. Cualqniera que sea la
forma que adopte, el estado adminis­
trativo desempeña y continuará desem­
peñando un papel importante en la
vida diaria de todos. En consecuencia,
la calidad de vida se ve grandemente
afectada por lo bien o mal que el indi­
viduo sea tratado por los funcionarios
públicos y otros agentes del estado ad­
ministrativo. La mala administración
pública es una maldición para todo el
mundo, aún cuando un individuo no
tenga razones personales para sentirse
agraviado. La noción de que alguien
más tiene razones reales para sentirse
agraviado es por demás desconcertante,
primero porque la mala administración
pública ha perjudicado innecesaria­
mente a un conciudadano, y segundo
porque la próxima vez podria ser uno
mismo el que resultara lesionado. En
términos ideales, nadie deberia resultar
dañado. En la práctica, mucha gente
resulta más perjudicada de lo que se
revela o admite. Solamente un peque­
ño porcentaje de gente atropellada se
queja públicamente y muchos de ellos
no tienen idea de cómo resarcir esa si­
tuación en caso de que persista.

Ningun régimen administrativo (como
ningún sistema social) puede ser per­
fecto y nadie que opere en dicho siste­
ma puede pasar incólume por la vida.
Los errores son proclives a ocurrir por
muchas razones diferentes. Algunos
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son sistémicos y otros, personales. Los
detalles poco importan para las vícti­
mas de la mala administración pública,
Mas sí le importan a la administración
pública cuya principal razón de ser es
mejorar el estado de cosas y reducir las
buropatologías que originan gran parte
de la mala administración. La adminis­
tración pública no puede volver per­
fectos a los administradores públicos,
pero sí puede identíficar y disminuir la
incidencia de la buropatología. Justa­
mente ha estado haciendo esto todo el
tiempo, aun cuando no haya sido tan
abierta o articulada en su intento.

La tarea que tiene enfrente la adminis­
tración pública es codificar las buro­
patologías públicas y elaborar linea­
mientos prácticos para un tratamiento
terapéutico. Esto es lo más cerca que
la administración pública puede llegar
para semejarse a la ciencia médica, ex­
cepto que el tema sería lo que aqueja a
las organizaciones públicas y los reme­
dios a suministrarse. Los órganos afec­
tados podrían responder al tratamiento
profesional e inclusive si no se curan
completamente, no se sentirían ni ac­
tuarían tan mal. Los expertos en relacio­
nes públicas de la administración públi­
ca han ido transformando la forma en
que los clientes son atendidos por los
empicados públicos de primera línea.

Han redactado guías y manuales útiles

para curar el maltrato a los ciudadanos
y disminuir el desagrado que estos
puedan sentir al tratar con los emplea­
dos públicos.

Las buenas relaciones públicas son po­
siblemente más fáciles de instituir que
los dispositivos de salvaguardia contra
una buropatología más grave que afli­
ge a muchos regímenes de la adminis­
tración pública, como es el caso de la
corrupcíón, que es una enfermedad del
todo complicada por cuanto asume in­
numerables y distintas formas, tiene
muchas causas diferentes, e implica
muchas otras cosas aparte de la ad­
ministración pública. Con todo, en las
últimas dos décadas se han hecho
grandes avances en la elaboración de
parámetros y directrices con miras a
abordar la corrupción, a través de la
Conferencia Internacional Contra la
Corrupción (ICAe en sus siglas en in­
glés) celebrada últimamente en Ams­
terdam (marzo de 1992) y Ciudad de
México (diciembre de 1993) (sic), cu­
yos procedimientos son publicados por
los patrocinadores a través de los ser­
vicios de documentación del Departa­
mento de Justicia Penal de la Organi­
zación de las Naciones Unidas con
sede en Viena. Aun cuando no se pue­
dan remediar todos los aspectos de la
corrupción, sus formas principales,
como el fraude electoral y el soborno
pueden minimizarse de estar el go-
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biemo y el público deseosos de erradi­
carlas.

Se necesita algo más contundente que
las oficinas tradicionales de Organiza­
ción y Métodos y los servicios de
gerencia para enfrentar la mala adrni­
nistracion pública. Nada inferior a una
reforma administrativa institucionali­
zada lo hará. Esto requiere de agita­
ción y patrocinio persistentes por parte
del público, fuerte respaldo político,
recursos adecuados, pericia profesio­
nal y administradores públicos con ca­
pacidad de respuesta. La administra­
ción pública no puede hacer tanto por
sí misma. Necesita ayuda de la comu­
nidad entera, no sólo de las víctimas de
la mala administración pública, sino de
los dirigentes públicos deseosos de ha­
cer de la reforma una alta prioridad y
de identificarse a sí mismos con los es­
fuerzos de reforma, así como también
de las partes interesadas cuyo orgullo
profesional no les permite ser compla­
cientes independientemente de lo bien
que se desempeñe la administración
pública.

Elevación del Desempeño

El tratar la mala administración públi­
ca y restringirla, aun cuando sea bene­
ficioso en sí mismo no aumenta nece­
sariamente su desempeño o su atracti-

va como carrera para la gente talento­
sa. De hecho, muchos otros problemas
que la acosan pueden ser incluidos
dentro del tema general de la elevación
del desempeño, por cuanto constituyen
una traba a su actuación y un obstáculo
en la vía de su progreso subsecuente.
¿Cómo puede mejorar la administra­
ción pública cuando está agobida por
críticas injustas y prejuiciadas, despro­
vista de recursos suficientes para hacer
siquiera un trabajo razonable. y per­
diendo personal competente y experi­
mentado sin muchas perspectivas de
contratar a gente que los reemplace.
desmoralizando de este modo a los que
Se quedan atrás, quienes cuentan los
días que les faltan para salir de allí?
Este lamentable resultado ha sido el
producto de tácticas de choque em­
pleadas en la década pasada para des­
hacerse de un superávit de empleados
públicos y modernizar las funciones
gubernamentales. Dichas tácticas esta­
ban destinadas a otra cosa. Aspiraban a
erradicar las malas hierbas del sector
público, modernizar su gerencia y pro­
porcionar una atmósfera de trabajo
más empresarial. Esperaban combinar
lo mcjor de ambos mundos, pero cn su
lugar terminaron por quedarse con lo
peor de ellos. Eran bien intencionadas,
pero se hicieron de una forma ofensiva
y degradante, como si hubieran estado
destinadas a advertir que peor sería si
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los empleados públicos no tragaban
por las buenas la amarga medicina.

Algunas veces es inevitable aplicar el
tratamiento de cuchillo de carnicero.
Existen organismos públicos defectuo­
sos, con rendimientos tan insatisfacto­
rios y rutinas tales, que ellos mismos
no pueden corregirse. No obstante, la
mayoría de las entidades públicas no
son tan malas . Sus fallas no necesaria­
mente son algo que no puedan reme­
diar . El tratamiento brutal general es
usualmente desatinado. Las tácticas
más selectivas dirigidas hacia los peo­
res ejecutantes deberían ser suficientes
para transmitir el mensaje y para ser
usadas corno excusa por los ejecutivos
públicos que llevan sufriendo tanto
tiempo para hacer las cosas que tanto
habían anhelado sin que les llegara la
oportunidad. Los requerimientos fun­
cionales de las distintas actividades es­
pecializadas en el sector público varian
ampliamente, por lo que deben tratarse
caso por caso. Esto fue as! entendido por
las encuestas sobre eficiencia de los oro
ganismos gubernamentales en Gran Bre­
taña a principios de la década de los
ochenta, que tienen la reputación de es­
tar entre las más exitosas en su género.

Con todo, existen ciertos factores de
primer orden que podrlan elevar el de­
sempeflo en su totalidad aparte de los
requisitos obvios de mejor dirigencia

pública, sistemas perfeccionados de
elaboración de políticas, revisión de
normas y legislaciones, modernización
de las instituciones, recursos adiciona­
les, personal más competente, mejor
capacitación, mayor productividad y
descentralización, todos los cuales son
altamente deseables y fortalecedores:

(a) Desburocratización, La burocracia
y el papeleo excesivo son una lacra
para todo el mundo. La desburocrati­
zaci ón constituye un término de am­
plia cobertura que consiste en despojar
a los regímenes de administración pú­
blica de procesos y procedimientos in­
necesarios y aparatosos y suprimir el
odioso trabajo de oficina. Es más que
el glorificado trabajo de Organización
y Métodos como el caso del Programa
Nacional de Desburocratización de
Brasil, que consistió en un esquema
bastante ambicioso para reducir el es­
tado administrativo y despojar a la bu­
rocracia pública de la arrogante oficio­
sidad y otras conductas resentidas de
los "maharajás" que comandaban las
alturas de la adm inistración pública. El
programa tocó tierra con el lanzamien­
to de reformas administrativas de largo
alcance para las cuales no tenía el res­
paldo o el personal apropiados. Si bien
su devoto personal comenzó al princi­
pio a limpiar el inmundo armario buro­
crático que no habla sido tocado por
décadas, si es que no desde la época de
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la independencia a comienzos del siglo
XIX, la falta de respaldo político y el
débil apoyo interno desaceleraron los
esfuerzos hasta terminar por agotarlos.
Mientras duró hizo un excelente traba­
jo y suscitó esperanzas en toda Lati­
noamérica de que podia elevarse
ostensiblemente el desempeño de la
administración pública. Su deceso des­
vaneció esas expectativas , y aunque en
su momento hizo cosas muy útiles mu­
tilando los excesos burocráticos, no
pasó mucho tiempo luego de su desa­
parición en que los maharajás retoma­
ran sus viejos trucos, demostrando asi
lo necesario y saludable que hubiera
sido el PND para la administración pú­
blica de Brasil. Posiblemente, y con
mayores razones, pueda decirse algo
bastante parecido de otros paises.

(b) Presentación Pública de Cuentas.
Los maharajás de Brasil pudieron co­
meter sus bufonadas porque los meca­
nismos públicos de presentación de
cuentas eran endebles. Pero en ningu­
na parte son tan fuertes como debe­
rían. Ciertas áreas del gobierno y la
administración pública se han conside­
rado siempre al margen del examen
públíco (esto es, el público no tiene
derecho a saber), mientras que otras
áreas han estado y continúan estando
ocupadas por profesionales y burócra­
tas autoritarios que se han guardado
celosamente de que sus reservas sean

divulgadas al público. La legislación
delegada y la función judicial adminis­
trativa han abierto una Caja de Pando­
ra cuando los dispositivos públicos
normales de salvaguardia contra el
abuso y mal uso de la autoridad públi­
ca se han visto comprometidos. Luego
viene la proliferación de jurisdicciones
superpuestas y la multiplicación de
transacciones intergubernamentales
que hacen de la supervisión constante
una tarea complicada y con frecuencia
imposible. Esto significa que los fun­
cionarios públicos que no dan cuenta
de sus actos pueden esconder sus peca­
dos y evitar que el público tenga mu­
cho conocimiento de su desempeño.
Exentos de una supervisión efectiva,
pueden alegar lo que se les antoje y sa­
lirse con la suya en su desempeño in­
satisfactorio. La administración públi­
ca tiene ante sí el reto de diseñar me­
canismos públicos más efectivos que
den fe de las acciones de los funciona­
rios.

(e) Etica Pública. Por mucho tiempo se
ha sostenido erróneamente que los
funcionarios públicos saben lo que se
espera de ellos en la conducción de la
cosa pública y conocen lo que es con­
duela correcta y errada. Quizás esto
fue cierto cuando el estado administra­
tivo era más pequeño. Quizás cuando
se dió gran énfasis a la ética profesio­
nal y cuando ésta fue promulgada fir-
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memente, también pudo haber sido
cierto. Las pruebas y la decadencia ob­
via de la moral pública y de la conducta
individual indican que los funcionarios
se muestran al parecer más ambiguos
respecto a la ética pública, mientras
que los postulantes más jóvenes apa­
rentan completa ignorancia. Cuales­
quiera que sean las razones subyacen­
tes, el desempeño de la administración
pública está siendo afectado adversa­
mente. Ya no puede asumirse que los
funcionarios públicos distinguen lo co­
rrecto de lo incorrecto. La tarea que
tiene ante sí la administración pública
es la de aclarar los códigos de ética,
publicarlos y publicitarios , impartirlos
y crear ambientes que los hagan cum­
plir, pero esto no es fácil. Requiere de
oficinas de ética con personal especia­
Iizado, responsable de la eficacia de
los programas de ética y de la restric ­
ción de la conducta pública adversa.

(d) Quejas sobre el manejo . Cuando la
gente está insatisfecha con la ejecución
de la administración pública, se queja.
Esto es si se le está permitido y cree
que sus denuncias serán escuchadas
por alguien capaz de hacer algo por
mejorar la situación . Los antiguos go­
hernantes sabian esto y mantenlan tri­
bunales especialmente encargados de
I ecibir a los denunc iantes, medio por
el cual podían determinar lo que estaba
pasando en su administración y de lo

que ellos no hubieran sido informados.
Los gobernantes modernos tienen ofi­
cinas mediadoras y paramediadoras
que reciben a los demandantes públi­
cos y realizan investigaciones inde­
pendientes de la burocracia pública
bajo su jurisdicción. Tales oficinas
presentan imperfecciones debido a su
jurisdicción innecesariamente restricti­
va, su falta de competencia para con­
ducir investigaciones a eabalidad y la
incapacidad de seguir las recomen­
daciones hechas para sat isfacer a los
demandantes. Estos necesitan ser to­
mados más en serio y sus denuncias
requieren de mayor análisis a fin de
poner al descub ierto a los organismos
que no se ajustan adecuadamente a sus
funciones .

(e) Participaci ón Pública. El público
tiene una presencia insuficiente en la
administración pública . La gente se
siente demasiado excluida por los pro­
fesionales y expertos a quiene s con­
sulta. La administración pública es
considerada por sus servidores como
una sociedad cerrada. Ellos piensan
que si se dieran a conocer el desempe­
ño mermaría, por cuanto el estado ad­
ministrativo moderno no es lugar para
amaleurs por más entusiastas y bien
intencionados que sean. Los indivi­
duos que están fuera de la administra­
ción por su parte, alegan que necesitan
enterarse más sobre lo que sucede en
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ella. Los demócratas refuerzan esta
actitud, al argüir que el público tiene de­
recho a saber lo que quiera de su propia
administración. Es evidente entonces
que la administración pública debe es­
forzarse por satisfacer a todas las par­
tes y que debe tratar de abrirse más a
la participación directa del público, así
como crear procedimientos autoprotec­
tares a fin de minimizar posibles per­
juicios.

(O Incremento del status. El golpe
asestado a las carreras vinculadas al
ejercicio público durante la última dé­
cada ha reducido su status, quitándoles
el atractivo. De haber existido empleos
suficientes en el sector privado. el san­
gramiento hubiera sido peor. Aún asi
varios paises, desde el Reino Unido
hasta Corea, registran un descenso en
la competitividad del servicio público
y un desplome de las solicitudes para
ocupar posiciones de alto nivel. Afor­
tunadamente los solicitantes que se
atraen son al parecer más competentes,
pero ello puede deberse a la falta de
oportun idades en otras partes. por lo
que existe el riesgo que, cuando una
alternativa se les presente, el servicio
público los pierda debido a su falta de
competitividad. Todo lo anterior puede
cambiar pronto debido a que una de las
paradojas derivadas del intento de ha­
cer a la administración pública más
empresarial, y de liberar a los gerentes

públicos de las restricciones a que es­
tán sujetas sus tareas, es que al ejercer
mayor presión sobre los gobiernos a
fin de que ofrezcan condiciones em­
presariales se estimula una mejora
substancial cn la remuneración de los
ejecutivos públicos. Si esto acontece,
el sector público recuperará su compe­
titividad. Sin embargo, esto aún no ele­
va el status del resto del servicio públi­
co. La administración dcbe hallar otras
vias para satisfacer este reto.

(g) Ampliación dc las investigaciones.
La administración pública acomete
muchas investigaciones pero no sobre
ella misma. Aún quedan demasiados
secretos. A los miembros se les jura­
menta para que guarden silencio y se
les victimíza si revelan en público lo
que saben de las acciones internas,
Existen pocas publicaciones de servi­
dores públicos, inclusive después de su
retiro. Los investigadores externos son
puestos fuera de circulación por todos
los obstáculos y restricciones que se
colocan en su vía y la censura que se
impone a sus descubrimientos. En
suma, la administración pública 110

proporciona un clima que aliente las
investigaciones. Así que se emprenden
muy pocas investigaciones genuinas,
aparte de los estudios auto-afirmato­
rios y la mera propaganda a las activi ­
dadcs adm inistrativas dc los mismos
organismos públicos que auspician la
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investigación. Las cosas han ernpeza­
do a mejorar y hoy día hay más salidas
para la investigación que antes, así
como publicaciones más amplias. Em­
pero, la calidad es dudosa y los temas
lucen amontonados. Si la administra­
ción pública dedicara la décima parte
del uno por ciento de sus efectivos a
investigar sobre cómo mejorar la actua­
ción del otro 99.99%, tendría menos di­
ficultades en atraer investigadores para
obtener estudios de mayor calidad so­
bre los que basar investigaciones sub­
secuentes, mejorando de esta forma el
estado de cosas.

Estos siete aspectos por si solos po­
drían hacer mucho por mejorar la eje­
cución de la administración pública.
No es demasiado pedir que dentro de
una década reciban atención y apoyo a
largo plazo.

Globalización

La reunión de la UNCED en 1992 re­
veló cuán dificil era para muchos diri­
gentes captar los retos intelectuales
planteados por la globalización. Aún
estaban hipnotizados por la idea de la
nación-estado y su pensamiento estaba
centrado en los estrechos confines del
desarrollo nacional. Evidentemente, de
proseguirse la continua competencia

internacional en lugar de la coopera­
ción sobre asuntos ambientales, se
conduciría al planeta a la perdición ya
la humanidad junto con él. Los con­
ceptos de Astronave Terrestre y Aldea
Global se habían hecho realidad y era
hora de que todos los países alzaran la
vista y pensaran en términos globales.
Se precisaba de políticas universales
junto con un órgano mundial capaz de
imponer sanciones efectivas a los in­
fractores. Pero la comunidad interna­
cional no estaba completamente prepa­
rada para dar un paso tan radical en las
relaciones internacionales, aunque la
urgencia de la situación apuntaba en
tal dirección.

Las ciencias sociales habían estado
avanzando sobre estos Iíneamientos
durante más de una centuria, siendo la
sociología la que probablemente guia­
ba el camino con su comprensión glo­
bal de los arreglos sociales. Las cien­
cias poHticas y la economia se habian
enredado en la lucha mundial entre dos
ideologías dominantes. Rezagada de­
trás de todas ellas quedaba la adminis­
tración pública, que había puesto por
mucho tiempo la mira en la nación-es­
tado y el progreso nacional, centrándo­
se predominantemente en los sistemas
administrativos y culturas especlficos
de cada país. Rara vez las políticas y la
gerencia públíca se enfocaron desde
una perspectiva global. El estudio de
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los problemas y de las organizaciones
que trascendían a lo nacional se deja­
ron a las relaciones internacionales. La
administración pública comparativa
hizo un intento por globalizar el tema
en los años sesenta pero apenas si dejó
una huella, y cuando la promoción a
tales estudios excesivamente teóricos
tal y como lo percibían los entes patro­
cinantes de entonces se desvaneció, los
mismos quedaron en la periferia justo
cuando gran parte de la administración
pública se estaba globalizando.

Si el estudio de la administración pú­
blica se va a poner al día con la reali­
dad actual, debe ampliar sus horizon­
tes. Debe diseñar definiciones y pará­
metros globales, ideando esquemas e
inventarios para el análisis universal.
Debe definir qué es lo que hace públi­
ca a la administracíón pública y pro­
porcionar los fundamentos teóricos ne­
cesarios. Debe universalizar las medi-

das y criterios de ejecución a fin de
evaluar el desempeño comparativo de
los sistemas administrativos. Debe de­
sarrollar enfoques verdaderamente
globales para mejorar los sistemas ad­
ministrativos. Los estudios concretos
de país deben situarse en un contexto
global y referirse a marcos universalis­
taso Debe salirse del provincialismo y
avanzar hacia una disciplina universal
capaz de avanzar tanto en el frente
académico como en el profesional em­
picando toda su evidencia. En ausencia
de una globalización adecuada. queda­
rá relegada académicamente a la se­
gunda fila y no logrará alcanzar su po­
tencial en términos profesionales

Fuente

Reforma y Democracia. Revista del Centro La­
tínoamcricano de Administración para el Desa­
rrollo (CLAD). No. 1,junio 1994.



El profesionalismo en el arte de gobernar

Yehezkel Dror"

l. Profesionalismo en el arte de
gobernar eomo una reforma estatal

Imperativa

Actualmente los estados enfrentan re­
tos muy exigentes que posiblemente se
agudizarán en el futuro previsible.
Esto es particularmente cierto en Amé­
rica Latina, donde los esfuerzos por sa­
lir de un siglo de reveses exigen inno­
vaciones radicales en las políticas, que
lleguen a establecer nuevas trayecto­
rias en la historia , tales como avanzar
hacia la integración mulliestatal. A fin
de que los estados intervengan en tales
actividades, debe mejorarse radical­
mente la consideración de opciones de
políticas forjadoras de condiciones fu­
turas . Esto requiere, entre otros, de
profesionalismo en el arte de gobernar,
en el sentido de una profunda reflexión
polftica sobre las dec isiones criticas
como basepara las opciones nacionales.

El mejoramiento del profesionalismo
en el arte de gobernar es apenas una de

las múlliples reformas que se necesitan
urgentemente cn América Latina. apar­
te de aquellas que implican mejores
formas de cristalizar la voluntad políti­
ca democrática, el desarrollo de nue­
vos cuadros de funcionarios público s,
medidas para librarse de la corrupción
endém ica, el avance hacia la inte­
gración multiestatal ya mencionado y
mucbas más. No obstanle. el profesio­
nalismo en el arte de gobernar es de
espec ial importancia por cuant o cons­
tituye la base primordial para decidir
sobre otras reformas estatale s nccesa­
rias . Así, j unto con otros elem entos
esenciales, tales como una dirig encia
ilustrada, la mejora del profesionalis­
mo en el arte de gobernar constituye
una dimensión fundamental para la re­
forma del estado en América Latina .

11. Sobre profesionalismo

El concepto de profesi onal ismo que
subyace en el enfoque propuesto im­
plica la capacidad de construir puentes
entre el conoc imiento abstracto y los

• Profesor de Ciencias Polí ticas y Catedr ático de Administración P ública en la Universidad Heb rea
deJerusalén, asi como profesor visitante de Admini stración Pública en Maastricht.
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hechos concretos. El profesionalismo
entraña una slntesis entre la teorla y la
práctica, con énfasis en la transforma­
ción de la ciencia y otras clases de co­
nocimiento sistemático en acción.

A esta esencia que define al profesio­
nalismo en el arte de gobernar deben
añadirse cuatro caracterlsticas secun­
darias: un código de ética profesional;
una actitud de "interés clínico" y de
"impasibilidad" en medio de la irracio­
nalidad emocional y la feroz lucha por
el poder; una buena dosis de escepti­
cismo, con una fuerte suspicacia por
"lo obvio" y el sentido común que lie­
ga hasta la íconoclasia; y una búsque­
da constante de creatividad.

El código de ética profesional debe
versar sobre las cuestiones de para
quién trabajar, cuándo dejar hacer y
dejar pasar, y cómo eludir conflictos
de interés. Igualmente está el oneroso
problema de cómo relacionarse con los
valores, con posibles respuestas que
van desde la "promoción" de los valo­
res de quien quiera que uno acepte
como "jueces de valores legítimos", al
tiempo que ayudar a estos últimos a
mejorar su razonamiento de valores.

El profesionalismo en el arte de gober­
nar requiere de impasibilidad en los

asuntos altamente emotivos y no cim­
brearse ante las luchas de poder, de
otra manera el profesionalismo se co­
rrompe. Esta es una dura exigencia,
más aún en la cultura política de Amé­
rica Latina, pero es esencial.

Asimismo tenemos el requisito de es­
cepticismo, primero en su forma más
simple de dudar frente a las soluciones
"obvias" y el "sentido común", yendo
el profesionalismo en el arte de gober­
nar más allá de lo que está frente a los
ojos, hacia las perspectivas contrain­
tuitivas y de sentido no común. En un
sentido más contundente, las facetas
escépticas del profesionalismo en el
arte de gobernar conducen a la icono­
c1asia, con disposición a "hablar la
verdad al poder", retornando así a la
ética profesional.

La búsqueda de la creatividad presenta
algunos problemas. La creatividad es
más una cuestión de personalidad que
de desarrollo de conocimientos. Sin
embargo, la necesidad de desarrollar e
inventar nuevas opciones de políticas
debido a la naturaleza cambiante de
muchos espacios y la naturaleza inade­
cuada de gran número de las alternati­
vas ya provistas, especialmente en
América Latina, conjuntamente con el
fracaso del "inerementalismo" en la
mayoría de los campos de acción, ha-
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cen de la creatividad algo indispensa­
ble. Por lo tanto, el profesionalismo en
el arte de gobernar debe incluir por lo
menos la búsqueda de la creatividad,
en el sentido de procurar nuevas op­
ciones de políticas y alternarlas, siendo
ideales aquellos profesionales creati­
vos. Tal énfasis desplaza gran parte de
la planificación convencional, amplia­
mente practicada en América Latina,
subordinándola a la necesidad de desa­
rrollar nuevas opciones de poIílicas de
envergadura, como las que se requie­
ren urgentemente para emerger de una
historia frustrante de decepciones y
fracasos.

111. Principios dcl profesionalismo
en el arte de gobernar

A fin de presentar y hacer operativa la
idea de profesionalismo en el arte de
gobernar como dimensión fundamental
para perfeccionar las habilidades esta­
tales, propondremos diecinueve princi­
pios con aplicaciones ilustrativas en
América Latina, seguidos de algunas
observaciones sobre sus implicaciones
institucionales, A fin de coincidir con
los propósitos introductorios de este
artículo, presentaremos los principios
en forma concisa, dejando la discusión
detallada y las aplicaciones resultantes
para otra oportunidad.

(1) Filosofia del discernimiento y
acción como fundamento, junto con
estudios reflexivos, en lugar de
filosofia de la ciencia

La tendencia de la mayoría de los aná­
lisis de políticas y planificación a pro­
bar y basarse en la filosofía de la cien­
cia y, en concordancia, en los enfoques
positivistas, es en principio errada y
los vuelve ineficaces en muchos aspec­
tos de las políticas cruciales. La cien­
cia persigue la verdad, como lo ha de­
finido ocasionalmente el consenso en
diversas disciplinas. Empero, la misión
del profesionalismo en el artc de go­
bernar es diferente aunque correlativa,
como es la de mejorar las opciones crí­
ticas, en el sentido de llegar a fórmulas
mejores de las que se concebirían de
otra manera, incluyendo el perfeccio­
namiento del razonamiento de valores.
Esta tarea, al igual que determinados
rasgos adicionales como las restriccio­
nes de tiempo planteadas por el ritmo
en la toma de decisiones, colocan al
profesionalismo en el arte de gobernar
en el campo de la filosofía del discern­
imiento, de la filosofía de la acción, así
como en el razonam iento práctico, y
también hasta cierto punto en la filoso­
fía del pensamiento y los estudios cog­
noscitivos, pero no en la ti losofia de la
ciencía.
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Dados tales fundamentos, el profesio­
nalismo en el arte de gobernar a menu­
do asume la forma de principios heu­
rísticos, protocolos cualitativos para la
reflexión de políticas de envergadura y
directrices para el raciocinio. Trata del
razonamiento y la deliberación más
que del cálculo, sirviendo la acción de
moldear más como metáfora que como
algoritmo.

Tales características del profesionalis­
mo en el arte de gobernar presentan
graves inconvenientes y peligros, tales
como demasiada subjetividad y ausen­
cia de criterios de control de calidad.
Sin' embargo, cuando se trata de selec­
cionar entre esta problemática por una
parte y la. falta de relevancia a las al­
ternativas críticas por la otra, sugeri­
mos proseguir con el profesionalismo
en el arte de gobernar basado en la fi­
losofía de la acción y la filosofía del
discernimiento.

(2) Ultra racionalidad como base

Las nociones convencionales de racio­
nalidad, como economía subyacente e
investigación operativa, así como al­
gunos principios de la psicología del
pensam iento, son inadecuadas como
fundamento del profesionalismo en el
arte de gobernar. Por ejemplo, las mis­
mas pasan por alto la "racionalidad de
la irracionalidad", la autoconexión

como modo superior de racionalidad,
la utilidad bajo algunas circunstancias
de las autoilusiones, etc. Por lo tanto,
se requiere de nociones de "ultra racio­
nalidad" más complejas y avanzadas
que sirvan de base al profesionalismo
en el arte de gobernar.

Estas comprenden la aceptación de
distintos modos de razonamiento, pen­
samiento, imaginación, etc. como "ra­
cionales" para variadas facetas del pro­
fesionalismo en el arte de gobernar, en
lugar de concebir la "lógica" como
ente predominante. Por ejemplo, la
formación de visiones realistas y el de­
sarrollo de escenarios adversos a ser
evitados, como se analizará más ade­
lante, entrañan la creación de "mundos
alternos", aproximándose a la defini­
ción de los poetas por parte de Aristó­
teles.

Igualmente está la necesidad de supe­
rar la tendencia de muchas teorías eco­
nómicas y formas similares de pensa­
miento a asumir la racionalidad de los
actores, lo que con frecuencia es exce­
sivamente engañoso.

(3) Foco en grandes opciones

El profesionalismo en el arte de gober­
nar tal como se presenta en este artícu­
lo debe centrarse en directivas globales,
multinacionales y nacionales, macro-
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políticas, grandes estrategias, paradig­
mas dc políticas de envergadura, etc.
Para ponerlo de la manera más ambi­
ciosa: el profesionalismo en el arte de
gobernar entraña grandes alternativas
dirigidas a repercutir significativamen­
te en el futuro, hasta establecer y cam­
biar trayectorias a largo plazo.

En el contexto latinoamericano, el pro­
ceso de integración ilustra una opción
para moldear el futuro, que requiere lo
mejor que el profesionalismo en el arte
de gobernar pueda ofrecer.

(4) Deliberación sobre la modalidad
de "gran política"

En algunas circunstancias la política
de gran envergadura preferible es no
tener ninguna, y en su lugar proceder,
a lo sumo, a cambios de políticas in­
crementales. Este es el caso cuando las
realidades se encuentran en una curva

ascendente que, con bastante proba­
bi lidad, se espera que continúe. Un
caso contrario sería cuando un campo
de acción está en agudo declive y se
aproxima al desastre, siendo preferi­
bles los riesgos de innovaciones de po­
líticas comprensivas y radicales a la
certeza de un fracaso en ausencia de
las mismas.

Como una ilustración diferente, aun­
que relacionada, los esfuerzos de

transformación radical, como en el
caso de /a URSS, Europa Oriental y la
República de Sudáfrica, requieren de
modalidades de políticas de enverga­
dura totalmente distintas a las políticas
en situaciones más establecidas, apro­
ximándose la reforma al núcleo del
profesionalismo cn el arte de gobernar
requerido.

Tomemos otro ejemplo: Bajo condi­
ciones de turbulencia. como las que
prevalecen cuando el profesionalismo
en el arte de gobernar es más necesa­
rio, una tenue afinación de política es
con frecuencia una ilusión, por lo que
se requieren políticas más vigorosas.
No obstante, las partes de la acción de­
mandan una cuidadosa determinación,
en medidas cuantitativas y cualitativas,
siendo la masa crítica y las escalas
apropiadas de intervención el quid de
la situación. La eficacia de la política
usualmente es no lineal, requiriéndose
distintas cuotas para lograr resultados
diversos bajo condiciones múltiples.
En algunos casos, sólo los esfuerzos a
gran escala conllevan a resultados sig­
nificativos, mientras que en otros "un

poco más" constituye un desperdicio y
a veces es contraproducente.

Pensar en términos de conveniencia
marginal no lineal, incluyendo las in­
certidumbres relacionadas, es comple­
tamente extraño para gran parte del
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pensamiento de política contemporá­
neo, con algunas excepciones como en
los vastos proyectos tecnológicos. De
allí la necesidad del profesionalismo
en el arte de gobernar en considerar las
funciones de producción de políticas
como corresponde, como parte de la
modalidad de pollticas de envergadu­
ra. Vinculada, aunque diferente, es la
alternativa entre políticas más coordi­
nadas por una parte y la confianza en
intervenciones radicales selectivas a
fin de lograr los resultados deseados
por efectos de choque y fuerzas "loco­
motoras de cambio" por la otra.

Otra.opción de la modalidad versa so­
bre laasignación de tareas para conce­
bir politicas de envergadura, entre dis­
tintas mezclas de más descentraliza­
ción y desconcentración versus más
centralización y concentración, actuan­
do como antípodas polares el modelo
puro de un sistema de mercado y el
modelo puro de un sistema de mando
jerárquico. Aquí, el profesionalismo en
el arte de gobernar coincide con los in­
tereses institucionales, como se anali­
zará más adelante.

Al aplicar tentativamente estas consi­
deraciones en América Latina, dos
conjeturas preliminares pueden servir
para exponer las aplicaciones de este
principio y sus implicaciones de largo
alcance:

- Una, la historia de América Latina
en el presente siglo ha sido mayormen­
te de descontentos y fracasos, en com­
paración con las esperanzas, aspiracio­
nes y, en muchos países, potenciales
reales. Evidentemente, se requiere de
políticas de ruptura con intervenciones
a gran escala, en lugar de incrementa­
lismo y "más de lo mismo".

- Dos, una gran dosis de toma de de­
cisiones podría ser esencial para mu­
dar trayectorias, siendo incluso el me­
jor mecanismo de mercado incapaz de
producir los cambios requeridos, aun
cuando sea útil en otras instancias.

(5) Globalízacíón

La adopción de una perspectiva "glo­
bal" constituye un imperativo categóri­
co para el profesionalismo en el arte
de gobernar en el siglo XXI. Ello re­
quiere de una noción global y por lo
menos cierto entendimiento de los pro­
cesos globales, como precondición
para la opción. A modo de ilustración,
la conciencia cabal de los cambios en
la geoeconomía global, con la impor­
tancia cada vez mayor de las áreas del
Este Asiático y un posible descenso
del Occidente, son esenciales para es­
tablecer trayectorias de largo alcance
en América Latina.



REVISTA DE ADMINISTRACIÓN P(JOUCA 51

(6) Interés en las estructuras e
instituciones

Un rasgo fundamental del profesiona­
lismo en el arte de gobernar deberá ser
el intenso interés por las estructuras e
instituciones, como recursos y bases
de políticas y restricciones a éstas,
como objetos de politicas, y como en­
tes in/luidos por politicas aun cuando
no estén dirigidas a ellas. El profesio­
nalismo en el arte de gobernar en tér­
minos de arquitectura societal es espe­
cialmente necesario en América Latina,
donde las profundas características so­
cietales y culturales requieren de un
cambio ostensible a fin de pasar de los
reveses históricos al éxito.

La culminación de la consideración de
estructura e institución como interés
central del profesionalismo en el arte
de gobernar se aIcanza cuando la ver­
dadera naturaleza del estado está suje­
ta a deliberación como en la Comuni­
dad Europea. Por cuanto el proceso de
integración interestatal, mediante la
transferencia de ciertos elementos de
soberanía a entidades superestatales,
sería esencial en América Latina para
escapar de un histórico callejón sin sa­
lida, esta dimensión de profesionalis­
mo en el arte de gobernar es especial­
mente pertinente.

(7) Consideración en términos de
auge y caída de naciones, destino de
las revoluciones y regimenes,
esfuerzos de desarrollo exitosos y
fallidos y "Grandes Empresas"
similares

El profesionalismo en el arte de gober­
nar debe emplear como su marco más
amplio de reflexión las conjeturas his­
tóricas y teóricas respecto al auge y
caída de naciones y regímenes, los im­
pactos a largo plazo de las revolucio­
nes, los esfuerzos de desarrollo exito­
sos y fallidos y el destino de otras
"Grandes Empresas".

Este principio expone íntegramente la
naturaleza ambiciosa y exigente del
profesionalismo en el arte de gobernar.
Nuestro conocimiento de las variables
que moldean el futuro de las naciones
es rudimentario. Se dispone de una in­
teresante bibliografia concerniente a
distintos aspectos del tema, sin hablar
de las especulaciones de Edward Gib­
bons y Arnold 1. Toynbee, que ameri­
tan un estudio crítico por parte de
maestros del profesionalismo en el arte
de gobernar. Empero, para ser hones­
tos, el conocimiento en este campo ra­
dica en el mejor de los casos en expli­
caciones parciales, principalmente en
conjeturas endebles y frecuentemente
en no más que presunc iones. No obs­
tante, si no se formulan al menos pre-
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guntas conspicuas sobre el destino de
las Grandes Empresas y se indaga de
alguna manera en las causas de su
auge y caída, aun cuando muchas va­
riables sean múltiples, desconocidas,
cambiantes, el profesionalismo en el
arte de gobernar no tendrá esperanza
de ser relevante a los aspectos real­
mente críticos de América Latina.

En suma, la cuestión de por qué Amé­
rica Latina es en muchos aspectos un
fracaso histórico constituye el marco
primordial para pensar en el futuro del
Continente y debe servir de base para
buscar nuevas opciones de politicas. Si
bien existe tina buena dosis de pensa­
miento excelente sobre el tema, toda­
vía una parte ostensible de éste sufre
de perjuicios ideológicos y otras "irra­
cionalidades motivadas", perspectivas
monodisciplinarias y falta de transfor­
mabilidad en recomendaciones de po­
líticas de envergadura. Aquí yace qui­
zá el mayor reto al profesionalismo en
el arte de gobernar en América Latina,
siendo una mayor comprensión de las
causas de las fallas históricas y de las
posibilidades de dirigirse del estanca­
miento a la ruptura, la base esencial
para reformas del estado verdadera­
mente efectivas y para la selección de
políticas de envergadura orientadas a
redefinir trayectorias.

(8) Futuribles y grandes diseños

Además de ayudar a superar el avasa­
llamiento de la alternativa a las presio­
nes actuales y adversidades inminentes
y con el propósito de suministrar ám­
bitos de largo alcance y orientaciones
de metas dinámicas para las grandes
tomas de decisiones, los futuribles a
mayor escala, en el sentido de posibles
futuros alternativos y cabales a largo
plazo, que llegan hasta los "grandes di­
seños" y "conceptos paraguas", consti­
tuyen una faceta prioritaria del profe­
sionalismo en el arte de gobernar. A
menudo, las visiones realistas y las pe­
sadillas también son necesarias para
vincular las políticas de gran escala
con las decisiones actuales. La cons­
trucción de escenarios hacia atrás en el
tiempo, desde los futuribles, grandes
diseños, etc., hasta el presente, presen­
ta métodos relevantes, diseñados para
complementar y contrabalancear la
práctica usual de pensar partiendo del
aquí y ahora hacia el futuro.

(9) Pensar en la historia sin atarse
al pasado

La premisa metahistórica que subyace
en el profesionalismo en el arte de go­
bernar es que el futuro es indetermina­
do y subdeterminado, más que sobre­
determinado por el pasado. Dicho de
otro modo, el futuro es producto de la
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combinación dinámica y la interacción
entre la necesidad, la contingencia, la
oportunidad y la opción. Por consi­
guiente, las actividades humanas, in­
cluyendo el diseño de políticas a gran
escala, gozan en principio de grados
representativos de libertad con poten­
ciales de impacto significativo en las
realidades en evolución, que llegan
hasta moldear radicalmente ciertos as­
pectos del futuro. En esta perspectiva,
la misión del profesionalismo en el
arte de gobernar consiste en aumentar
la capacidad real de la humanidad de
influir para el logro de un futuro mejor
mediante procesos de selección colec­
tivos.

Con todo, el pasado modela y contiene
potenciales evoluciones para el futuro.
Más aún, el pasado constituye la mate­
ria prima esencial para estudiar y tratar
de comprender los procesos societales
y sirve de contexto substancial para in­
terpretar el presente. Si se toma en
cuenta la aspiración del profesionalis­
mo en el arte de gobernar, de contri­
buir a recapturar largos tramos del curso
del tiempo, hasta redefinir trayectorias
de evolución en el tiempo, entonces el
pensar en la historia emergerá clara­
mente como un principio primordial
del profesionalismo en el arte de go­
bernar.

Utilizando la terminología de Anales

de la Escuela de Historia francesa, el
profesionalismo en el arte de gobernar
enfrenta la contradicción fundamental
entre la toma de decisiones ubicada en
la era humana, y en la "era política"
aún más breve (un término que debería
añadirse a las categorias de Braudel),
por una parte, y la necesidad de tomar
en cuenta grandes periodos de tiempo
y ciclos de impacto, junto con el deseo
de influir en los fenómenos en la era
social, por otra parte. A fin de salvar
esta contradicción se hace imprescin­
dible una vez más pensar en la historia,
en el sentido de considerar los resulta­
dos en términos de profundos procesos
de largo alcance, con todas sus incerti­
dumhres y mutaciones.

El pensar cn la historia acarrea inex­
trincables aspectos metahistóricos así
como metodológicos e implica múlti­
ples peligros y escollos ocultos, tales
como el mal uso de la historia, como
bien lo argumentara Nietzsche. Sin
embargo, no hay esperanza de enten­
der correctamente los acontee im ientos
contemporáneos y los procesos actua­
les ni de incidir, como se pretende, en
periodos de tiempo más extensos si el
profesionalismo en el arte de gobernar
se confina a delgadas tajadas de tiern­
po, como es nonna en gran parte del
campo de concepción de políticas. El
pensar en la historia, por consiguiente,
necesariamente merece ser destacado
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en el profesionalismo en el arte de go­
bernar.

No obstante, es preciso prevenir un pe­
ligro contrario, en América Latina en
especial, como es el de dejarse cauti­
var por la historia y el pensamiento
histórico. La excesiva reflexión sobre
el pasado podría llevar a pasar por alto
los virajes que en importantes instan­
cias diferencian suficientemente el pre­
sente y el futuro del pasado,y puede ha­
cer que uno se aferre nostálgicamente
a imágenes del pasado irrelevante para
el futuro, tendiendo a reforzar la iner­
cia y el incrementalismo de las políti­
cas de envergadura y produciendo de
hecho puntqs de vista asaz estrechos
en cuanto a la factibilidad de construir
futuros muy diferentes del pasado aun
cuando se basen en éste.

Así, el pensar en la historia es esencial,
pero esto debe combinarse con la rup­
tura mental con el pasado como meta
para una gran política.

(10) Estimados de situaciones
amplios, de largo alcance y
dinámicos, con especial atención en
curvas descendentes, oportunidades
pasajeras, contingencias, sorpresas
y virajes

Las imágenes mundiales en las cuales
se basa el diseño de poHticas y otras

acciones estatales condicionan todo su
contenido. En consecuencia, el perfec­
cionamiento de tales imágenes mun­
diales constituye un paso fundamental
para mejorar el diseño de políticas y
una tarea primordial para el profesio­
nalismo en el arte de gobernar. Este
principio está estrechamente vinculado
a muchos otros, como el de considerar
largos periodos de tiempo, centrarse en
variables de auge y caída, tomar en
cuenta complejidades profundas y
grandes incertidumbres como se explí­
cará más adelante, y así sucesivamen­
te. Con todo, dicho principio requiere
especial atención.

Permítasenos enfatizar el enfoque
constructivista aquí propuesto, según
el cual los mundos de políticas (nótese
el plural) no son ni alegan ser simples
reflexiones sobre la realidad, sino que
más bien constituyen una creación
compleja de nuestras mentes, institu­
ciones y culturas orientada a satisfacer
las inquietudes y necesidades del dise­
ño de políticas, al reflejar algunas fa­
cetas de las "realidades" pero sobrepa­
sándolas.

Por consiguiente, el perfeccionamiento
de las estimaciones como dimensión
esencial del profesionalismo en el arte
de gobernar comprende dos niveles: lo
que podría denominarse "metaestima­
ción", que versa sobre normas, símbo-
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los, conceptos, esquemas y teorías a
ser aplicados en la realización de esti­
maciones de la realidad, como se ha
argumentado en muchos de los princi­
pios propuestos en este artículo; y esti­
mados substanciales de rasgos mun­
diales fundamentales relacionados con
el siglo XXI, sea en términos de carac­
terísticas de proceso tales como turbu­
lencia, o en t érminos de variables di­
námicas como demografia, y ciencia y
tecnología .

En ambos niveles, los estimados de si­
tuaciones predictivos, dinámicos y de
largo alcance y, aún más decisivamen­
te, los estimados de la dinámica de si­
tuaciones, son prioritarios para el pro­
fesionalismo en el arte de gobernar. Se
requiere de vastas evaluaciones situa­
cionales que abarquen los principales
campos de acción de las políticas; va­
loraciones de largo alcance que hagan
justicia a la era social; y estimados di­
námicos que se concentren en los cam­
bios de tendencias, incertidumbres, vi­
rajes, alzas y mutaciones, todo ello,
como ya se ha señalado, a escala global.

Las curvas descendentes, las ventanas
pasajeras de la oportunidad y los cam­
pos de acción sorpresa requieren espe­
cial atención . Así, la búsqueda de las
curvas descendentes merece enfatizar­
se debido a sus implicaciones de largo
alcance para las modalidades apropia-

das del profesionalismo en el arte de
gobernar, tales como la necesidad de
intervenciones innovadoras a gran es­
cala, en lugar de decisiones incremen­
tales como las que se aplican, entre
otras, en América Latina.

La persistencia de las fallas en la segu­
ridad nacional pese a los intensos es­
fuerzos por superarlas. hace surgir se­
rias dudas sobre la realización de tales
adelantos esenciales en la capacidad
para hacer estimaciones. a menos que
los enfoques de inteligencia y valora­
ción mejoren ostensiblemente, primero
a nivel de la metaestimación y luego,
con su ayuda, a nivel de la estimación
substancial, con una constante interac­
ción entre ambos. Así. para mencionar
un defecto fundamental de la rnetacog­
nici ón, los nuevos hechos aún si se
perciben reciben interpretaciones que
se ajustan a circunstancias mundiales
acaecidas en el pasado y presuposicio­
nes tácitas . Empero, como el mundo
cambia en lugar de que los cambios
ocurran en el mundo, para emplear una
formulación acuñada por Ortega y
Gasset, siendo una porción considera­
ble del cambio turbulenta y "sorpren­
dente", en el sentido de contradecir las
expectativas creadas cultural mente, las
presuposiciones y las estipulaciones, el
perfeccionamiento de las calidades de
estimación es complicado y depende.
en nuestra opinión, primero que nada
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del mejoramiento de las capacidades
de metaestimación.

(11) Concentración en opciones
criticas dentro de perspectivas
coherentes

La idea de la "opción critica" se ha ex­
presado en su esencia más pura en un
proverbio del confuciano Hsün-tsu:
"Yang Chu dijo sollozando en la en­
crucijada: ¿No es aquí donde si uno da
medio paso en falso despierta a mil
millas fuera del camino correcto?" La
idea del profesionalísmo en el arte de
.robemar es epi tomada por la misión
'le proporcionar asesoramiento profe­
.ionat para tales opciones, aunque fre­
-uenternente éstas son más diluidas y
.onstituyen una larga y crispada cade­
'la de decísiones en lugar de un acon-
•ccimiento de decisión.

roda nación y entidad comparable, y
recientemente así será en la humani­
lad del siglo XXI, enfrenta un número
limitado de opciones críticas, que pre­
sumiblemente tendrán un impacto sig­
nificativo en el futuro, y que incluyen
hasta las fatídicas "encrucijadas de la
historia". AI contrario de las tenden­
eias prevalecientes de concentrarse en
lo urgente y lo presente más que en lo
importante, el profesionalismo en el
arte de gobernar intenta identificar las
opciones críticas y asignarles gran par-

te de los recursos disponibles para el
mejoramiento de políticas, tales como
la capacidad intelectual organizada.

La concentración en las opciones criti­
cas debe combinarse con perspectivas
coherentes, que consideren decisiones
discretas dentro de un punto de vista
nacional y supranacional, teniendo
cuidado de equiparar el manejo desi­
gual de opciones específicas, aunque
criticas, con un enfoque congruente,
Esto es tanto más esencial debido a la
tendencia presente en el diseño de po­
líticas, de tratar con visión miope deci­
siones aisladas sin considerar los con­
juntos de decisiones como un todo. No
obstante, esto no implica una recomen­
dación para intentar comprometerse en
la plan ificación integral, entre otras
cosas debido a las incertidumbres y a
la preferencia en ciertas ocasiones por
intervenciones de choque, también
desde una perspectiva coherente de
largo alcance (como se ha tratado en
los trabajos de Albert 0, Hirschman).
Pero perspectivas coherentes son esen­
ciales y deben constituir una caracte­
rística primordial del profesionalismo
en el arte de gobernar, en contraposi­
ción con las perspectivas de econo­
mías de mercado unidimensionales
como las presentadas, por ejemplo, por
el Banco Mundial yel Fondo Moneta­
rio Internacional, las cuales pueden ser
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muy peligrosas para las condiciones de
América Latina.

(12) Omisión de situaciones
adversas junto con buenos logros

El profesionalismo en el arte de gober­
nar recorre dos líneas en parte distintas
y en parte superpuestas y convergen­
tes: reducir la probabilidad de escena­
rios malos o peores, y alentar la proba­
bilidad de escenarios deseables. Este
principio es importante porque: 1) a
menudo es más fácil conceptual izar y
llegar a un acuerdo sobre situaciones
adversas de evitarse, que sobre las
"buenas" a aproximar; y 2) visto en
términos de la historia de la toma de
decisiones, el soslayar ciertas situacio­
nes negativas constituiría un adelanto
muy importante.

Reducir la probabilidad de las contin­
gencias adversas implica reconocer su
posibilidad y especificarlas, de manera
general al menos. Ello depende en
gran medida de la creatividad, la cual
llega hasta la imaginación poética,
como se ha expresado anteriormente.
Por ende, en cl caso de América Lati­
na, el diseño de contingencias negati­
vas realistas es esencial para perfec­
cionar el arte de gobernar, incluyendo
la proliferación nuclear, la desestabili­
zación política, la permanente corrup­
ción a gran escala, la creciente distri-

bución desigual de la riqueza que re­
sulta en brechas societales, el desem­
pleo galopante. Más aún, con un conti­
nente cada vez más rezagado respecto
de las dinámicas economías asiáticas y
de la Comunidad Europea y frente a
'1I10S Estados Unidos en declinación.
La concordancia entre algunos futuros
negativos y algunas tendencias actua­
les fundamentales acentúa la necesidad
de explicar tales posibilidades y de si­
tuar la reducción de las probabilidades
de su realización C0ll10 objetivo princi­
pal del profesionalismo en el arte de
gobernar, lo cual precisa la introduc­
ción de discontinuidades relevantes en
algunas trayectorias presentes.

(13) Pensamiento político en
términos de interacción con
variables y actores dinámicos

El profesionalismo en el arte de gober­
nar debe considerar aspectos funda­
mentales en términos de interacción
activa con variables y actores muy di­
námicos y sensibles, en contraposición
con la tendencia usual de desestimar
las transmutaciones y reacciones de
los sistemas objetivos y contextua les.
Al tratar con variables y actores diná­
micos, en parte competitivos, y algu­
nas veces perniciosos e intrusos, la
mezcla estratégica apropiada entre el
preajusle, el postajustc, los esfuerzos
para dar forma o al menos influir en
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los ambientes y autoaislamiento frente
a los entornos deben evaluarse cuida­
dosamente, al igual que las secuencias
de interacción dialécticas y no lineales
con las variables y actores dinámicos
cooperativos y también no reactivos.

La tendencia de las exportaciones de
capital desde América Latina provee
una ilustración. Las medidas para me­
jorar el rendimiento económico, tales
como los mercados libres pueden, bajo
ciertas circunstancias, incrementar las
exportaciones de capital, impidiendo
la substancial acumulación de capital y
conllevando así a efectos contraprodu­
centes. El percatarse de dichas reaccio­
nes á priori permitiría el diseño de po­
líticas preventivas adecuadas, moti­
vando reacciones más deseables a las
políticas económicas.

(14) Manejo de complejídades
profundas

La complejidad se reconoce precisa­
mente en las teorías pollticas cuando
requieren de un manejo, como por
ejemplo: la ayuda del enfoque de siste­
mas en sus variedades. No obstante,
los estados y el diseño de políticas
tienden a ser bastante débiles para el
manejo de las complejidades reales.
Así, las implicaciones para el diseño
de políticas de las nociones más avan­
zadas de complejidad, tal y como las

ha desarrollado por ejemplo lIya Pri­
gogine, han sido abordadas de forma
inadecuada. Como tampoco ha sido
más sencillo aplicar, metafóricamente
al menos, las nociones de caos.

Este principio enfrenta una lengua car­
dinal: no se dispone de ningún concep­
to integro de complejidad que satisfa­
ga las necesidades del profesionalismo
en el arte de gobernar. De hecho, la
misma noción de complejidad profun­
da puede en gran parte no ser especifi­
cable, al menos con los paquetes con­
ceptuales y la imaginación disponibles
hoy dia. Aquí podemos toparnos con
los límites congénitos del cerebro hu­
mano. Con todo, los Iímites pueden
empujarse y mucho puede y debe ha­
cerse para perfeccionar el manejo de
incertidumbres profundas. De esta ma­
nera, para agregar un punto a las pro­
puestas incluidas en otros principios,
una de las especificaciones principales
para manejar grandes incertidumbres
implica percibir, aceptar y procesar las
contradicciones. Al seguir algunas ten­
dencias de la lógica moderna, el profe­
sionalismo en el arte de gobernar debe
abarcar y abordar las contradicciones,
sea que tomen la forma de procesos
dialécticos o ironías de la historia, o de
requerimientos politicos contradicto­
rios, o de reflexión sobre las contradic­
ciones en las estimaciones, y muchas
más.
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Igualmente está la necesidad de acep­
tar y utilizar la dinámica contraintu iti­
va, como los "micromotivos y el ma­
croeomportamiento" y vencer la tram­
pa del "sentido común", por ser culto­
ralmente condicionado. Para decirlo
contundentemente: el sentido común
no es bueno para abordar la compleji­
dad, la cual es a menudo contraintuíti­
va. En concordancia, las máximas de
simplificación del tipo Navaja de Oc­
cam no son para adoptarse automát ica­
mente.

Menos exigente es la recomendaci ón
de adoptar perspecti vas múltiples, con­
siderando aspectos relevantes desde
diversos puntos de vista, tanlo en tér­
minos de teorías y modelos sobresa­
lientes como en términos de tipos de
actores. Más dificil de implantar es el
requerimiento estándar de aplicar pers­
pectivas disciplin arias múltiples y una
variedad de nociones disciplinarias. La
más inclus iva de las ideas aquí men­
cionadas para abordar mejor las com­
plejidades profundas es la necesidad
de aplicar una comb inación de dist in­
tas imágenes, simbolos, princip ios,
marcos, enfoque s, orientaciones, méto­
dos, metodologías y herramientas. Los
enfoques muy complejos son esencia­
les para manejar las complej idades
profundas.

Dicha idea amerita ser enfatizada y

ampliada : a fin de tratar y poder pro­
fundizar frente a una gran complej idad
es preciso emplear la imaginación
múltiple, modos de pensar. lenguajes y
nociones que sobrepasen las perspecti­
vas m últiples e interdisciplinarias, Se
requiere de una variedad de lenguaje s
y símbolos que codifiquen la realidad,
modos alternos de conocimiento, dis­
tintas formas de pensar, y mucho más.

La mayor indagac ión en las compteji­
dades puede conllevar, paradójicamen­
te, a reconocer algunas bases de la rea­
lidad subyacente que son, en ciertos
sentidos, "simples". Esto puede resul­
tar en conclusiones de políticas de am­
plio espectro. Así, si por un momento
echarnos un vistazo a partes de Africa.
la percepción inapropiada de la idea
misma de naciones-estados para las es­
tructuras básicas sociales y culturale s
africanas podr ia ser la causa funda­
mental de grandes fallas, requiriéndose
el diseño de estructuras de gobierno al­
ternat ivas como la mejor manera de
salir del estancamiento. Sin ánimo dc
comparar las situaciones en Africa y
Europa, la idca básica y un poco sirn­
ple dc que la nación-estado como insti­
lución dominante de gobierno está de­
sactualizada es lo que subyace en la
Integración Europea. Una situación
análoga podría existir en grandes re­
giones de América Latina, conllevan­
do quizá la penetración, a través de
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muchas capas de complejidad profun­
da, a la búsqueda de marcos alternati­
vos de gobierno supraestatal, a fin de
asurn ir algunas de las funciones cardi­
nales de los estados.

En consecuencia, el manejo de la com­
plejidad profunda, en parte para la
búsqueda de ideas subyacentes funda­
mentales y relativamente "sencillas",
constituye un elemento primordial del
principio aquí analizado de profesiona­
lismo en el arte de gobernar, combi­
nando evitar la sobresimplificación
con la búsqueda de políticas "condu­
centes a explicaciones" y "cercenado­
ras de complejidad"..
(15) Gran política aleatoria

Frente a la penetrante incertidumbre,
parte considerable de la cual se ha edi­
ficado en procesos societales y flsicos,
las decisiones son jugadas en esencia
riesgosas, Cuando las incertidumbres
comprenden las formas mismas de fu­
turos alternos y la dinámica misma del
cambio, como es lo usual, las decisio­
nes se convierten en confusas apuestas
con retribuciones irreconocibles y en
parte indeterminadas, implicando entre
otras cosas la proliferación inevitable
de consecuencias inesperadas y con
frecuencia no deseadas. Cuando se
confrontan decisiones críticas, las na­
ciones no tienen otra alternativa que

"apostar con la historia", como lo de­
muestra el dilema venezolano de hasta
qué punto atar su futuro al petróleo.

Esta perspectiva de grandes políticas
aleatorias, basada en una considera­
ción de realídades dinámicas en las
que media la probabilística, contingen­
te, caótica e indeterminada, es funda­
mental para el profesionalísmo en el
arte de gobernar.

Dicho de otra manera, el profesionalis­
mo en el arte de gobernar se basa en
un punto de vista mundial según el
cual el futuro está moldeado por cierta
combinación dinámica y ultradinámica
que en gran parte va más allá de la
comprensión, y actualmente es aún
más desconocida, entre la necesidad,
la contingencia, la oportunidad y la
opción. El profesionalismo en el arte
de gobernar trata sobre la dimensión
de opción, que interactúa con la nece­
sidad y la oportunidad en una variedad
de formas, constituyendo siempre en
esencia una jugada riesgosa.

Sin embargo, como es intelectualmen­
te obvio, la perspectiva de la política
aleatoria tiene implicaciones vastas y
muy perturbadoras, tanto es así que se
contradice con las necesidades y pro­
pensiones psicológicas, políticas y cul­
turales y no puede manejarse adecua­
damente mediante la intuición. Como
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tema de patologías políticas reales, los
rasgos de la política aleatoria son sos­
layados en el ejercicio de gobiern o y
falsificado s por muchas trad iciones y
prácticas de planificación, incluyendo
las doctrinas de planificación amplia­
mente adoptadas en América Latina . 1\
fin de que el profesionalismo en el arte
de gobernar maneje adecuadamente las
prineipales incertid umbres se precisan
innovac iones metodológicas sign ifica­
tivas, más allá del qua ntum de percibir
el futuro como mediado por la necesi­
dad, la contingenci a, la oportunidad y
la opción. Asi, se requiere de una nue­
va gramática de la incertidumbre y dc
protocolos heuristicos. expandiend o y
camb iando la terminología proba­
bilística a fin de que incluya denomi­
naciones de var ias clases de incert i­
dumbre, propensión a la sorpresa , ig­
norancia e indeterm inación, y deberán
elaborarse las interr elaciones dentro de
dicho conjunto ampl iado de conceptos;
la semiótica de las necesidades de in­
certidumbre deberá esc larecerse, para
reducir la dependencia de t érminos
ambiguos y minim izar las connotacio­
nes psicológica s contradictorias de la
terminología intercambiable: la lóg ica
de la política aleatoria debeni diluci­
darse mediante una mejor diferencia­
ción entre las expectativas y los valo­
res de azar; los protocolos para reducir
la incertidumbre, basados en el uso
combinado de diversos enfoques y m é-

lodos de pred icción deberán diseñarse
sin dejar de lado una explicación de su
dependencia con el pasado y los lími­
tes subsecuentes; la proyección de pre­
dicciones, incertidumbres irrcductihles,
indeterm inación. campo s de acción
propensos a la oportunidad y la igno­
rancia, requiere de perfeccionam iento,
con especial atención al hccho de
comunicar esquemas correctos de in­
certidumbre a qu ienes tornan las dec i­
siones. a menudo renuentes y sub­
equipados; deberán desarroll arse las
doctrinas para manejar contingencias
de poca probab ilidad y bajo impacto: y
la intensa eliminación de errore s debe­
rá convertirse en la orden del día. a fin
de reducir los muchos prejuicios psico­
lógicos e irracionalidades motivadas
cuhuralmente que caracteriza n el trato
humano con las incertidumbres.

En todos estos aspectos, la perspectiva
de política aleatoria del profesional is­
mo en el arte de gobernar trae como
consecuencia la neces idad de reformas
rad icales en los cuadros estatales a fin
de enfrentar mejor las incertidumbres
irreductibles. Baste mencionar la ava­
lancha de tomas de decisiones en
América Latina. los c álculos de proba­
bilidad simplistas por parte de la ma­
yoría dc los "plan ificadore s" políti cos
y las barreras culturales política s al re­
conocimiento sincero de la naturaleza
de "apuesta confusa" de las opciones
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críticas con todas sus implicaciones, a
Cm de demostrar las implicaciones de
hrgo alcance de estos principios para
"1 rediseño de las facetas principales
'Iel estado, de manera de convocarlos a
'urnar parte en una política aleatoria
uejorada como esencia del profesiona­
ismo en el arte de gobernar.

16) Razonamiento moral, análisis
'e valores y búsqueda de metas, en
.• formación de una visión realista

.a inclusión del razonamiento moral,
·1 análisis de valores y la búsqueda de
netas en el profesionalismo en el arte
le gobernar ilustra un poco más su na­
-uraleza multimodal y multidimensio­
ral así como sus imprescindibles bases

filosóficas únicas. Ello suscita el fasci­
nante problema de cómo perfeccionar
un proceso desde una perspectiva ex­
trema sin interferir con sus bases axio­
máticas y axiológicas y con sus justifi­
caciones.

Los diálogos socráticos presentan un
ejemplo clásico de las posibilidades de
ayudar a los jueces de valores genui­
nos a dilucidar por si mismos sus pre­
ferencias mediante el "sonsacamien­
to". Otros principios ya mencionados
versan sobre este asunto, tales como
las bases de valores de los futuribles y
las dimensiones de valores de la políti­
ca aleatoria. Pero mucho puede y debe

hacerse sin tener que usurpar los roles
de los jueces de valores genuinos,
como han sido determinados por los
valores y las ideologías.

Por ejemplo, el campo para el juicio de
valores puede estructurarse mediante
la explicación de rangos de intercam­
bio subyacentes, preferencias de tiem­
po y valores de azar; los valores profe­
sados pueden examinarse con sentido
crítico para evaluar su naturaleza de
valores reales o de instrumentos que
han sido dogmatizados; muchos aspec­
tos de los valores pueden analizarse
mediante formas útiles para su com­
prensión y aplicación; los amplios
conjuntos de metas y de valores puede
verificarse; las alternativas pueden so­
meterse a una mejor prueba de sensibi­
lidad para evaluar las preferencias, con
la delimitación resultante de un juicio
de valores esencial; los futuros de me­
tas y valores pueden explorarse; pue­
den construirse taxonomías de valores
que se muevan desde los valores abso­
lutos hasta los criterios de decisión; y
mucho más.

Aparte de presentar posibilidades, pero
mítasenos abordar el campo de acción
del costo de las metas como un méto­
do relativamente bien desarrollado.
pero extremadamente subutilizado en
la práctica y que requiere de un mayor
progreso. Aunque cualitativo en parte,
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basado en el pensam iento histórico. sa­
turado de incertidumbre y alentador de
la innovación. el profesionalismo en el
arte de gobernar debe considerar las
relaciones entre los objetivos y los re­
cursos en el sentido más amplio de di­
chos términos. con especial atención a
la necesidad de priorizar en la util iza­
ción de recursos escasos. Por consi­
guiente. el profesionalismo en el arte
de gobernar debe asociarse con costos
y presupuestos y con el avance hacia
nuevas formas de presupuesto multia­
nual orientado al rendimiento. Las in­
exactitudes de los Sistemas de Plani­
ficación-Programación-Presupuesto.
Presupuesto Cero e intentos sim ilares
denotan dificultades. Empero. a menos
que el profesionalismo en el arte de go­
bernar esté vinculado a las decis iones
para asignar recursos. sus oportunidades
de influir en el diseño y mejoramiento
de polit icas a gran escala son bastante
reducidas . Por tanto. las reformas presu­
puestarias bien pueden requerirse para
propulsar el profesionalismo en el arte
de gobernar. especialmente con relación
al trazado de factibilidades. anális is de
valores. búsqueda de metas y establec í­
miento de prioridades.

El tema del análisis de valores de nue­
vo expone tensiones fundamentales
entre el razonamiento pol ítico y el pro­
fesionalismo en el arte de gobernar . El
análisis de valores demanda una expl i-

cación de metas y de valores as í como
una prueba de sensibilidad de opciones
de valores. como de hecho lo exigen
casi todas las escuelas de ética. Pero la
política a menudo requiere que los va­
lores se opaquen y encubran y las sen­
sibilidades se disimulen. a fin de reducir
el confl icto y facilitar la constitución y
el mantenimiento de coal icion es.
Igualmente. el perfeccionamiento en el
juicio de valores y en la búsqueda de
metas exige establecer priorid ades. lo
cual es un anatema para gran parte de
los politicos.

El profes ionalismo en el arte de gober­
nar. como ya se ha indicado. va más
allá de procurar una mayor eficacia. en
el sentido de percatarse mejor de los
valores dados , adentrándose en el do­
minio de la búsqueda de metas . Si bien
respeta la prerrogativa de los jueces de
valores genuinos en la selección de los
princ ipales valores substanciales. el
profesionalismo en el arte de gobernar
asp ira a hacer aportes esenciales a la
búsqueda de metas. tales corno conside­
rar los futuros de valores como hecho
potencial. desarrollar nuevas. opciones
de valores y est imular la innovación de
metas por parte de los jueces de valo­
res genuinos.

Una manera perspi caz de participar en
la búsqueda de melas. conjuntamente
con otros principios del profesionalis-
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mo en el arte de gobernar tales como
el desarrollo de futuribles y grandes
diseños, y la aplicación de diversos
métodos de análisis de valores, es la
formación de visiones realistas para su
selección por los jueces de valores ge­
nuinos y, probablemente, por el ciuda­
dano en general como lo propuso Jou­
venel en 1967, Ycon su participación.
Las visiones realistas de extremos
abiertos constituyen ámbitos esencia­
les de políticas de envergadura, espe­
cialmente en las sociedades que atra­
viesan por una autotransformación ac­
tiva. En consecuencia, la participación
en Sil formación es otra tarea primor­
dial -del profesionalismo en el arte de
gobernar relacionada con el análisis de
valores.

Las culturas e idiomas políticos de
América Latina presentan algunos in­
convenientes especiales para las face­
tas de análisis de valores del profesio­
nalismo en el arte de gobernar, debido
a los hábitos retóricos y el pensamien­
to legalista, los cuales obstruyen el ra­
zonamiento de valores substancial y
detallado. Las brechas obvias entre los
valores declarados y el comportamien­
to real se añaden a las dificultades, lo
que demanda un manejo serio de las
virtudes y vicios de los politicos como
una dimensión recíproca, aunque total­
mente distinta, de las reformas estata­
les necesarias.

(17) Política sofisticada, pero
segregada

Las relaciones del profesionalismo
en el arte de gobernar con la politica
"normal" suscitan problemas morales,
personales y profesionales asaz moles­
tos. Moralmente implican códigos
apropiados de conducta profesional y,
en particular, la cuestión de a quién
servir y cuándo dejar hacer y dejar pa­
sar, como se destacó anteriormente.
Personalmente, comprenden graves
frustraciones, como lo destacara Goe­
the, cuando los profesionales en el arte
de gobernar se preguntan con frecuen­
cia por qué no persiguen el poder polí­
tico que los facultará, así lo creen, a
poner en práctica buenos consejos re­
lativos a políticas de envergadura, en
vez de desperdiciarlos con clientes ob­
tusos. Profesionalmente, fa cuestión es
hasta qué punto y de qué manera asu­
mir las realidades politicas, metas y
valores como consideraciones cardina­
les dentro del profesionalismo en el
arte de gobernar.

Dejando de lado los aspectos moral y
personal, permitasenos explorar aquí
algunos problemas del manejo de la
política dentro del profesionalismo en
el arte de gobernar, por medio del
ofrecimiento de cuatro proposiciones
fundamentales:
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Uno, las realidades políticas deben to­
marse corno una restricción, pero no
de manera estrecha o rígida. En parte
al menos, el profesionalismo en el arte
de gobernar debe concebir la capaci­
dad de estadista como la destreza de
hacer lo necesariamente posible, en
contraposición con el adagio de perci­
bir la política como el arte de lo posi­
ble de manera conservadora.

Dos, el profesionalismo en el arte de
gobernar debe comprender la política
desde su propia posición, incluyendo
las muchas contradicciones entre las
necesidades políticas y el razonamien­
to, por una parte, y la perspectiva bási­
ca mundial y la misión del profesiona­
lismo en el arte de gobernar por la
otra. Algunas de estas contradicciones
han sido señaladas anteriormente,
como las que existen entre el esclareci­
miento de valores versus la ambigüe­
dad de metas; y los costos políticos de
la iconoclasia. Podrían añadirse otras,
tales como el deseo de muchas y nue­
vas opciones para el perfeccionamien­
to del diseño de grandes políticas ver­
sus la usual conveniencia política del
incrementalismo. Las implicaciones
del esquema de poder, de situar unida­
des del profesionalismo en el arte de
gobernar cerca de los altos funciona­
rios que toman las decisiones se une el
cuadro como componente importante.
Estos y otros costos políticos deben to-

rnarse en cuenta dentro del profesiona­
lismo en el arte de gobernar al tiempo
que deben hacerse esfuerzos para re­
ducirlos, por ejemplo, mediante el di­
seño de alternativas preferibles, con­
junción de políticas, etc. Asi mismo, el
profesionalismo en el arte de gobernar
debe dar aportes para expandir las vías
políticas, tales como las reformas polí­
ticas; estar dispuesto, además, a con­
frontar sus costos políticos al explicar
los perjuicios de rendirse ante las con­
veniencias políticas y, con las debidas
limitaciones, a edificar su propia credi­
bilidad.

Tres, el profesionalismo en el arte de
gobernar debe evitar ocuparse pura­
mente del asesoramiento político. diri­
gido a la obtención de poder, la reedi­
ficación de poder y mantenimiento de
poder. De igual manera, si bien los
usos y abusos políticos del profesiona­
lismo en el arte de gobernar requieren
de explicación y defensa, él no debe
servir de justificación para la partici­
pación de sus profesionales en el deba­
te político, más allá de los confines de
su competencia.

Cuatro, resumiendo los puntos anterio­
res y ampliándolos: el profesionalismo
en el arte de gobernar debe ser políti­
camente sofisticado, pero mantenerse
segregado (aunque no aislado) de la
política. La sofisticación implica com-
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prender a cabalidad las realidades de la
política, incluyendo sus bases más re­
cónditas, dentro de un marco dinámico
que haga justicia a su capacidad de
cambio, sus bases culturales, su diná­
mica, así como su dependencia de ras­
gos accidentales, de individuos que to­
man las decisiones de alto nivel y de
acontecimientos exógenos impredeci­
bles. No obstante, tal sofisticación po­
lítica debe combinarse con la segrega­
ción de la política, en el sentido de res­
petar la frontera entre el asesoramiento
político y el profesionalismo en el arte
de gobernar. Los dirigentes tienen de­
recho a ambas clases de ayuda y el
profesionalismo en el arte de gobernar
debe entender la naturaleza, funda­
mento e importancia de la primera,
pero las dos deben mantenerse aparte.

Aquí cabe mencionar una dificultad
semántica del idioma castellano, la
cual tiene una base e implicaciones
muy reales: a saber, la ausencia de tér­
minos claramente distintos para "po­
licy" (N. de T.: curso definido o méto­
do de acción que se selecciona a partir
de varias alternativas y a la luz de con­
diciones dadas para guiar y determinar
las decisiones presentes y futuras; un
plan integral de alto nivel que abarca
los objetivos generales y los procedi­
mientos aceptables especialmente de
un órgano gubernamental. Websters
New Collegiate Dictionary, 1981) en

contraposición con "politics" (N. de
T.: arte o ciencia de gobernar, idem).
La distinción conceptual explícita en­
tre estas dos, aunque están estrecha­
mente relacionadas y se superponen
frecuentemente en la realidad, es de­
terminante para perfeccionar el diseño
de políticas en América Latina, sea
con la ayuda del profesionalismo en el
arte de gobernar como se ha propuesto
aquí, o por otra vía. (N. de T.: con mí­
ras a diferenciar la política como mé­
todo de acción de la política como
ciencia, se ha optado por traducir la
primera en caso genitivo y en número
plural mediante la cláusula "preposi­
ción + sustantivo-plural", así: de polí­
ticas; y en ciertas ocasiones en caso
nominativo y número plural: políti­
cas).

(18) Interfase productiva con la
especulación sobre politicas como
proceso societal difuso

Completamente diferente en su razón
de ser es el principio de perfeccionar
la interfase productiva con la especula­
ción sobre políticas que se da como
proceso societal, intelectual, cultural y
político difuso. Ciertos principios fun­
damentales del profesionalismo en el
arte de gobernar, como la iconoclasia
y la innovación, no analizados en su
totalidad en este artículo, dependen de
amplios procesos societales, donde las
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sociedades libres y las democracias
disfrutan de una ventaja precisa. Esto
se aplica a muchas dimensiones adi­
cionales del profesionalismo en el arte
de gobernar.

Las alternativas erráticas, las premisas
ccntrafácticas, la contemplación her­
menéutica, la invención de valores, la
crítica social, las teorías puras, las in­
venciones sociales y productos simila­
res de diversos estratos societales, ta­
les como los intelectuales flotantes y
académ icos universitarios así como
políticos, ideólogos, inventores varios
y también la creatividad popular, cons­
tituyen insumos esenciales para el pro­
fesionalismo en el arte de gobernar .
Lejos de ser hostil con ellos, el profe­
sionalismo en el arte de gobernar bus­
ca discernimientos, ideas y enfoques a
través de la sociedad, al tiempo que
preserva su identidad y misión especi­
fica como componente profes ional dis­
tintivo de las habilidades societales
para abordar problemas.

(19) Orientación introductoria a la
política

Si bien descartamos una percepcion
orientada al debate de las políticas en
el profesionalismo en el arte de gober­
nar, deben enfrentarse Jos inconve­
nientes de traducir estud ios complejos
a formas accesibles para los individuos

ocupados y a menndo no profesionales
que toman las decisiones, y de introdu­
cirlos en el diseño de políticas a gran
escala sin simplificarlos en forma des­
medida. En este sentido, la orientación
introductoria constituye un principio
primordial del profesionalismo en el
arte de gobernar, d irigida no a vender
conclusiones apelando a los intereses y
a las emociones, sino a darles a los in­
dividuos que loman las decisiones la
oportunidad de beneficiarse del profe­
sionalismo en el arte de gobernar al
entenderlo correctamente al igual que
sus implicaciones. De hecho, se nece­
sita más: debe motivarse a los altos
funcionarios que toman las decisiones
a basar sus opciones en el conocimien­
lo profesional hasta donde sea aplica­
ble, mediante una educación adecuada,
incentivos y estructuras instituciona­
les, como línea principal de la reforma
del estado dirigida a perfeccionar la in­
terfase entre el conocimiento y el poder.

Un requerimiento prioritario del profe­
sionalismo en el arte de gobernar es te­
ner acceso a los principales individuos
que toman las decisiones y a aquellos
que actúan como sus custodios y forja.
dores de opiniones. Si asumimos que
el acceso existe, el problema principal
será cómo presentar la compleja refle­
xión de políticas de envergadura de
manera que se ajuste a las capacidades
de procesamlento de información y a
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los intereses de los altos funcionari os
que toman las decisiones, con miras a
exponer el quid del estudio del profe­
sional ismo en el arte de gobernar, ba­
jar a la toma de decis iones de su pe­
destal y contribu ir a perfeccionar el ra­
zonam iento de gra ndes políticas como
un todo.

Resulta imposible presentar los innu­
merables estudios sobre el profesiona­
lismo en el arte de gobernar, incluyen.
do por ejemplo las exploraciones de
complejidades profund as y el trazad o
de incertidumbres variadas, en un sim­
ple lengu aje en prosa, breves artícul os
co nve nc ionales y atrac tivas charlas
informativas , sin caer en peligrosas
so bresimplificaciones e inclusive, fal­
si ficaciones. Los doc umentos de plani­
ficación usuales presentados en múlt i­
ples tomos no tienen oportunidad de
ser comprendidos y absorbidos por
quienes realmente toman las decisio­
nes. En su lugar, se requ iere de nove ­
dosos métod os mu ltidimensionales de
presentación del profcsionalismo en el
arte de gobernar que util icen cabal­
mente los potencia les de las modern as
tecnologías de exhibición y emp leen
gráficos dinámicos que contribuya n a
la reflexión, la comprensión y el dis­
cernimiento.

La escasez de estructuras adecuadas de
información y presentación en las mu-

chas oficinas de los pres identes lati­
ooamericanos estudiadas. con un escape
hac ia la "informática" inútil, evidenc ia
la cantidad de innovaciones necesar ias
para engastar el profesionalismo en el
arte de gobernar en el diseño real de
políticas.

Así. los noved osos sistemas soportes
de decisión que se corresponden con
las necesidades del diseño de políticas
a gran escala (lo que hemos deno mina­
do DSSR = Decision Support Sys tems
for Rulers) son esenciales para perfec­
cionar la interfase entre el profesiona­
lismo en el arte de gobe rnar y los altos
funcionarios qne toman las decisiones.
Sin embargo, se precisan cambios más
fundamentales para vence r la hostili­
dad general izada a los sofisticados in­
sumos del pro fesional ismo en el arte
de gobernar que invade gran parte de,
aunque ciertam ente no toda, la política
de alto nivel en América Latina, la
cual está profundament e arraigada en
hábitos cultu rales y discursivos.

Se llega a un límite en el potencial del
profes ionalismo en el arte de gobernar
como enfoque para mejorar el diseño
de polít icas a gran escala cuand o se
perfecciona sin cambios conexos en
otros componentes claves del estado,
incluyendo las calificaciones de los al­
tos funcionari os que toman las decisio­
nes y las caract erlsticas de la cultura
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política . Oc esta manera, la exces iva
dependencia de la legislación como
medio de cam biar la realidad debe su­
perarse a fin de que el profesiona lismo
en el arte de gobe rnar logre repercu­
siones verdaderamente útiles. Pero
es to lleva a domin ios que sobrepasan
el alcance de este artículo.

IV. Implicaciones institucionales

Los principios expuestos revelan feha­
cienlemcntc algunas implicaciones
inst ituciona les fundamentales. Permi­
tasenos limitamos a señalar brevemen­
te cuatro de ellas que a nuestro curen­
der se aj ustan a las urgentes necesida­
des de América Latina:

l. La idea del "profesionalismo en el
arte de goberna r" deberá explorarse y
desarrollarse co rno sustitutiva de las
diversas formas de "planificación"
practicadas tradicionalmente en Amé­
rica Latina (aunque el términ o "prole ­
sionalismo en el arte de gobernar" no
es determinante, los j uegos idiomáti­
cos deben someterse a consideraciones
pragmáticas).

2. Deberá propon: ionarse un entrena­
miento de exce lencia en profesional is­
mo en el arte de gobern ar, en el senti­
do propuesto. La creación de una Uni-

versidad Latinoamerica na de Polít icas
Avanzadas, j unto con cursos intensi­
vos de entrenamiento, podría ser un
paso conveniente paro proveer los pro­
fesionales en el arte de gobernar que
tanto se necesitan (como se evidenc ió
en el Curso de Alta Dirección convo­
cado por ILDIS en Caracas) .

3. Deberán instiurcionalizarse unida­
des de profesionalismo en el arte de
gobernar en los centros gubername nta­
les, tanto bajo la forma de unidades de
staff profesional de politicas en los
despachos preside ncia les como en la
de Organizaciones de Investigación y
Desarrollo de Políticas ("Think
Tanks") que aborden las opcio nes na­
cionales criticas.

4. Los polít icos electos también debe­
rían pasar por un aprendizaje relativo
al profesionalismo en el arte de gober­
nar. por ejemplo en institut os supe­
riores de políticas regionales y nacio­
nales. para que pudieran beneficiarse
de un conocimiento relevante.

Pero se requ iere de mucho más para
permitir que cI avanzado profesional is­
mo en el arte de gobernar reali ce un
aporte verdaderame nte importante a
América Latina. Debe vincularse con
otras reformas principales del estado,
incluyendo estructuras. personal. pro­
cesos y cultura. Además, la creac ión
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de instituciones latinomericanas su­
praestatales integradoras es, a nuestro
entender, urgente y necesaria. Pero
ello conduce a otro tema aún más am­
bicioso, que esperamos tratar en otra
oportunidad.

Fuente

neforma y Democracia. Revista del CentroLa
Iinoamericano deAdministración parael Desa·
rrollo (CLAD). No. I,junio 1994.



La Nueva Gestión Pública:
Retos y temas de discusión en una

perspectiva internacional'

David Shand"

Introducción

Entre los 25 paises miembros de la
O.C.D.E hay muchos temas en común
pero con diferencias de substancial ra­
pidez y énfasis en la reforma de geren­
cia pública. (Estas son completamente
analizadas cn la publicación de PUMA
"Govcrnancc in Transition") las cxpc­
riencias de la O.C.D.E. son del rango
entre el llamado "radicalismo" del Rei­
no Unido y Nueva Zelanda y los "más
conservadores" acercamientos de Aus­
tralia y de los paises nórdicos a los
más pequeños cambios en muchas le­
yes administrativas de los paises (Italia
y España) . Hay muehos países donde
la reforma del sector públieo no es el
mayor tema de disensión aun Alema­
nia en el nivel gubernamental nacional
(aunque las cosas empiezan a ocurrir)
y quizás Japón (aunque hay muestras
de haber un consenso que emerge rápi­
damente de que la reforma fundamcn-

tal que incluida la dcsrcgulaci ón es re­
querida cn el sector público japonés
para mantener su crecimiento econó­
mico). Las reformas ilustrativas de los
Estados Unidos en niveles de gobierno
federal y local apenas empieza, refle­
jando el desempeño de la revisión na­
cional y cI contrato con América.

La reforma en la gerencia del sector
público 110 es nueva. En los últimos 30
años much os paises han perseguido
"micro reformas" descritas de diversas
formas C0l110 presupuesto por progra­
ma, gerencia por objetivos, y gerencia
contable por nombrar algunos, y mu­
chas organizaciones individuales, en
los niveles de gobierno federal y local
han desarrollado sus propias iniciati­
vas dir igidas a eficiencia, eficacia y
servicios al cliente (en algunos casos
éstas provocan cuestiones acerca del
valor agregado por iniciativas "centra­
les") pero generalmcnte lo que parece
ser diferente acerca de reformas actua·
les es su gran alcance, en muchos ca­
sos implicando cambios significativos

• Administrador Principal del Servicio de Gerencia Publica de lao.e.u.I:. lo') l'urls.
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en los límites y estructura del sector
público; tiene un gran sentido de ur­
gencia y una mayor comprensión de
acercamiento estratégico a la reforma,
reconociendo la interdependencia de
los diferentes aspectos de la reforma.
La nueva gestión pública (NGP) no es
generalmente considerada como una
moda pasajera.

Los orígenes de estos cambios están
mezclados. En todos los casos están en
las fuerzas incrementales de globaliza­
ción O en un poco los impulsos del "yo
también" a las reformas. En algunos
casos los cambios se llevan ideológi­
camente invocando la superioridad del
sector privado como en el caso del
"thatcherismo" (RU) o "rogernomics"
(Nueva Zelanda) aunque para ser jus­
tos un fuerte paradigma intelectual ba­
sado en la "public choice" y la teoría
de la "agency" ha sido desarrollado en
el caso neozelandés. En otros, los cam­
bios representan una respuesta más di­
recta a tas dificultades de presupuesta­
ción gubernamental, ellas mismas ge­
neradas por una contracción económi­
ca. Mientras sus objetivos y orígenes
pueden diferir entre países las estrate­
gias y direcciones generalmente con­
vergen. Se han percibido nuevos lími­
tes para la habilidad de un Estado de
resolver problemas económicos o so­
ciales. El peso absoluto del sector pú­
blico en la economía ha crecido de

manera significativa y hay una acepta­
ción general de ver que el desarrollo
público ha tenido un impacto signifi­
cativo en el desarrollo económico to­
tal. Hay consenso en que el desarrollo
del sector público puede ser y necesita
ser mejorado.

Mientras sus objetivos y orígenes pue­
den diferir entre países las estrategias
y direcciones generalmente convergen.
Las reformas han sido promovidas por
los gobiernos de diferentes persuasio­
nes políticas. Mientras en algunos paí­
ses han aspirado a reducir el rol y el
tamaño del sector público (en estos ca­
sos las reformas existentes en las orga­
nizaciones son como un prólogo de la
privatización). En otros países las re­
formas son percibidas como defenso­
ras e impulsoras del sector público y
sus organizaciones y mantenimiento
de la legitimidad del Estado. Una or­
ganización del sector público que fun­
cione bien puede ser igualmente un
candidato para ser retenido o subsistir
para venta. Solamente el sector públi­
co puede ser considerado el proveedor
adecuado de muchos servicios.

Pero mientras haya un rol continuo
para el Estado, éste puede ser "conduc­
tor" más que "procesador" o dar las fa­
cilidades más que llevarlas a cabo. Al
mismo tiempo existe mayor voluntad
en pensar en términos de los resultados
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de las intervenciones del sector públi­
co que en los rígidos procesos y es­
tructuras que regulan dichas interven­
ciones. Tal vez, como alguien lo seña­
ló, la derecha política se ha vuelto más
dogmática y la izquierda politica me­
nos.

El darle a los gerentes las herramientas
e incentivos para mejorar su desempe­
ño, es visto como una forma de habili­
tarlos para hacer más con menos, o el
minimizar el impacto en los servicios
al reducir el presupuesto. Las organi­
zaciones del sector público enfrentan
más demandas del público, quien espe­
ra mejores servicios por decirlo así, en
qué y cómo es provisto y en cuál es
mayormente renuente a pagar más al­
tos impuestos. Al mismo tiempo los
cambios demográficos y otros se han
sumado a la demanda de servicios.

Evaluando la nueva gestión pública

El evaluar la NGP mucho depende de
qué punto de vista adoptemos. Existen
tres intereses de conflicto potenciales,
los cuales son los siguientes:

a) los consumidores de los servicios
del gobierno,

b) contribuyentes, y

e) los empleados del sector público

En esta etapa las reformas del sector
público han tcnido probablemente ma­
yor impacto en los empleados del sec­
tor público quienes, en muchos casos,
han tenido qne ajustarse a las condi­
ciones cambiantes de empleo, cambios
mayores en las estructuras organiza­
cionales y en los nuevos métodos de
trabajo. Han requerido trabajar más in­
teligentemcnte, aceptar el cambio con­
tinuo y a la competencia. Pero en mu­
chos de los casos su trabajo y la auto­
nomía individual se han intensificado.
Cierto número ha perdido su trabajo.
Sobre todo el medio del trabajo ha
cambiado radicalmente. Este punto
será tratado más adelante.

El impacto en los consumidores tam­
bién parece haber sido significativo en
muchos países. La adopción de un en­
foque de cliente es simple, pero un po­
deroso concepto, el cual lleva a tener
una más y mayor influencia como más
adelante se verá. Pero al mismo tiem­
po las percepciones de los consumido­
res serán influenciadas por alguna re­
ducción en los servicios. Por ejemplo
los servicios ferroviarios pueden correr
a tiempo pero puede haber muy pocos
de ellos.

El impacto sobre los contribuyentes,
en términos de conseguir más por su



ENSAYOSSOBRELA NUEVA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

,1 inero es probablemente significativo,
"ero más dificil de probar y siempre
menos obvio en su impacto.

I le hecho, carecemos de información
igregada objetiva en lo que ha pasado
en el desempeflo del sector público,
por ejemplo, nuestras estadlsticas na­
cionales no miden la productividad del
sector público. Pero hay mucha evi­
-Iencia anecdótica del mejoramiento
del desempeflo e indicadores parciales
del mismo y un número interesante de
estudios de opinión pública. La evi­
dencia circunstancial en el mejora­
miento del desempeño es obligada.

Considero qUF hay un papel positivo
para el mejor desempeflo y respuesta
de las instituciones públicas. En gene­
ral soy partidario de la nueva gestión
pública y generalmente optimista res­
pecto a dónde nos lleva. No soy un
creyente que los tiempos pasados fue­
ron los mejores del sector público pro­
puesto por algunos antigerencialistas.
Más aun en que los buenos viejos
tiempos fueron caracterizados por la
introspección y una nula respuesta de
las organizaciones del sector público.
Pero la nueva gerencia pública necesi­
ta hacer lo "correcto". Existen críticas
exageradas respecto a que sus logros
son comunes. Se han tenido errores.
Pero no existe razón para dar marcha
atrás.

Es útil el distinguir entre los cambios
que están relacionados con el cambio
del rol, las fronteras y estructuras de
los gobiernos (los cambios macro) y
aquellos que están más relacionados
con la gestión interna "paradigma" del
sector público (los cambios micro). A
éstos algunas veces se les denominan
el "qué" y el "cómo" de la reforma de
la gestión pública. Esto no es una dis­
tinción totalmente satisfactoria, pero
refleja las áreas de menor y mayor
convergencia de la aproximación.

Los cambios "macro"

Es claro que la estructura y los límites
deI estado están cambiando en todos
los paises. Los gobiernos en la gama
de las persuasiones pollticas se mues­
tran ellos mismos dispuestos a privati­
zar (o hacerlo parcialmente); anterior­
mente, las propias aerolineas y bancos
del estado, pero hay menos unanimi­
dad acerca de privatizar empresas de
servicio público como telecomunica­
ciones, gas y electricidad (Francia). En
el caso de "la parte central" del servi­
cio público es todavía menos común
de acercamiento. Un número de go­
biernos ha mostrado interés en "vou­
chers" (documentos) pero aún se tie­
nen que volver significativos, aunque
otros aspectos de la elección del clien-
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te se han desarrollado más ampliamen­
te. Otros mecanismos tipo mercado
como uso incremental de cargo exter­
no y cargo por servicios en el gobierno
son más comunes, hay una disposición
general por contratar actividades de
economia doméstica (impresiones, tec­
nologla en información, jardinería,
limpieza, auditoría interna), y para de­
sarrollar nuevas relaciones con ambos ,
el sector no productivo y el sector pri­
vado, en nuevas formas de distribución
de servicios. Míentras la retórica pue­
de ser más dominada en algunos países
la realidad es más fuerte, por ejemplo,
la reciente labor de los gobiernos de
Australia, ambos estatal y federal, han
realizado una privatizaci ón significati­
va y concesiones, pero no han promo­
vido estos cambios con planes de poll­
tica .

La privatización y concesiones redu­
cen el tamaño del sector público. De­
safortunadamente no hay estadísticas
adecuadas recientes y comparables
para demostrar los cambios en eltama­
ño del sector público, pero parece que
los últimos cinco años solamente en
Nueva Zelanda y en el Reino Unido
han habido cambios significativos (una
reducción arriba del 5%) en el PIB del
sector público. El tamaño del sector
público parece ser "espinoso" en tér­
minos del ajuste.

¿Son estos cambios definitivamente la
principal corrección del tamaño y pa­
pel del sector públ ico? o, ¿son más
bien un ajuste correctivo visto desde
una perspectiva a largo plazo? No es­
toy seguro. Pero claramente necesita­
mas diferenciar el cuestionamiento de
la propiedad y el del controlo gestión .
Los modos de operación pueden ser
modificados y disminuir el número de
serv idores públicos, pero el papel e in­
fluencia del estado no se afecta mu­
cho.

Parece haber algunos beneficios en la
privatización y concesión a precios
reales más bajos y mejorar el servicio
al consum idor, aunque por supuesto , el
tema real es ya sea que estos puedan
ser alcanzados sin privatización y en
algunos países la privatización es polí­
ticamente popular. Gravar los benefi­
cios que da la concesión es más com­
plejo, a menos que sus promotores lo
demanden, pero el trabajo que sugiere
PUMA es sobre todo en eficiencia y
ganancia en la calidad de los servicios .

Otro aspecto estructural de los cam­
bios particularmente asociados con el
Reino Unido en Nueva Zelanda es el
establecimiento de agencias de servi­
cio autónomo separadas de los depar­
tamentos de los ministerios. Depen­
diendo desde un punto de vista de las
agencias, involucra también una frag-
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mentación no deseable o una contabili­
dad incrementada o clarificada. Los
países nórdicos particularmente Suecia
han tenido agencias autónomas; pero
en su caso la agencia debe conservar
un importante incremento en asesoría
de las políticas y evaluación así como
en la prestación de los servicios. Lo
que pareciera estar ausente en la apro­
ximación del RU son programas de
evaluación y políticas integrales tanto
en los Ministerios como en las agen­
cias. Un mayor foco de atención en la
gestión del que se careció anterior­
mente es loable, pero también necesita
más y mejor análisis y evaluación de
las políticas, no menos que ello.

Loscamblos "micro"

Los cambios en la gestión del sector
público a los micro niveles tienen un
nivel más general de aceptación y un
patrón común en los países de la
O.C.n.E. Ello refleja una preocupa­
ción por mejorar el desempeño del
sector público o hacer más con menos
a través de:

a) Programas más efectivos, ejemplo,
mejorar las metas

b) Operaciones más eficientes; econo­
mizando en recursos de staff y capital

c) Mejorar la calidad y prestación de
los servicios,

Las organizaciones del sector público
son vistas como necesarias a ser orien­
tadas al consumidor flexible y externa­
mente vistas como la oposición del
alto centralismo, límite de la ley, y una
visión interna a las organizaciones del
pasado.

Para algunos, este paradigma de la
nueva gestión del sector público, sim­
plemente significa innovar e importar
técnicas del sector privado, una creen­
cia del enfoque traído por la retórica
del Thatcherismo en el RU, Rogerno­
mies de Nueva Zelanda y la revisión
del desempeño nacional en EU. Yo no
lo veo de este modo. Las herram ientas
de la planeación corporativa, el desem­
peño mesurado y la devolución de pro­
veer una responsabilidad más clara son
herramientas generales de la gestión
del "sentido común" y han sido usadas
en muchas organizaciones del sector
público, antes que las amplias refor­
mas gubernamentales hubieran comen­
zado, y los mecanismos de responsabi­
lidad y las reglas éticas bajo las cuales
opera el sector público siguen siendo
diferentes de las del sector privado.
Aunque ha habido una convergencia,
la gestión del sector públ ico permane­
ce aún más dificil.
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No es necesari o cn este documento.
hacer una exposición detallada o tedio­
sa de los temas "deje que los admini s­
tradore s gestionen" y "haga que los ad­
ministrad ores administren " en la nucva
gestión pública. Pero los comp onent es
básicos de los nuevos paradigmas va­
len la pena resaltarse:

a) Enfocarse más de cerca a Jos resul­
tados en términos de e ficiencia, efica­
cia y cal idad del servicio;

b) El reemplazar las estructuras orga­
nizacíonales altamente central izadas
con un medio ambi ente que de scentra­
lice la gesti ón dond e las decisiones, la
co locació n de recursos y la prestac i ón
del servicio sean llevadas de forma
más cercana al punto de la presta ción,
el cual provea un espacio para la retro­
alimentación por parte de los clientes y
otros grupos de interés;

e) Flexibilidad para explorar alternati­
vas en la provisión directa al público,
el cual debe pro veer más costo efect i­
vo en el resultado de las pol íticas;

d) Nuevas Polít icas de manejo de per­
sonal que den mayor flexibilidad al de­
sarrollo del staff (po r ejemplo, a través
de mult ihab ilidades);

e) El uso de meca nismos para mejorar
cuestiones tales como el desempeño en

la concesi ón y la c reac i ón de medios
competitivos y de mercado dentr o de
las organizaciones del sec tor público;

f) Incentivos para mej orar el desempe­
ño (o por lo menos remover dicent i­
vos) que perm itan a las organizaciones
e I conservar IIn porcentaje de ahorros
de su desempeño mejorado;

g) El fortalecim iento de capacidades
estratégicas al centro para "conducir"
al gobierno a dar respu esta a cambios
externos y a intereses diverso s ráp ida y
flexiblemente y al menor costo;

h) Mayor responsabil idad y transpa­
rencia en los requi sitos para reporta r
los resultados.

Estos son los componentes de una
aproximación integral a la nueva ges­
tión pública . No todos los elementos
están presentes en todos los países.

Muchos de estos aspec tos de los nue­
vos paradigm as valen la pena separar ­
los para la discusi ón, éstos son :

a) un enfoque al cliente o al consumidor,

b) devolución, y

e) desempe ño del concesionam iento.

Un tema importa nte asociado al mejo-
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ramiento del desempeño es el desarro­
llo de un enfoque al cliente o al consu­
midor o en las iniciativas para la cali­
dad del servicio en el sector público.
La Carta de los Ciudadanos del RU es
probablemente el mejor ejemplo cono­
cido. Estas iniciativas buscan mejorar
el desempeño en la prestación del ser­
vicio (al menor tiempo, de forma ade­
cuada, etc.), as! como el proveer servi­
cios que sean de las necesidades de la
gente. Así se involucra el consultar
con clientes respecto a lo que ellos
quieren y a los aspectos de los servi­
cios que ellos particularmente valoran.
Mucha más información en servicios
existentes puede ser provista. La res­
ponsabilidad en proveer un cierto tipo,
volumen y calidad del servicio puede
hacerse y medir su desempeño contra
esto. Ellos proveen mayores eleccio­
nes al cliente y mecanismos de quejas
y reparaciones (compensaciones). Los
servicios pueden tener la hechura a las
necesidades individuales, más que es­
tandarizadas. La facultad del staff de
responder apropiadamente a los reque­
rimientos del cliente está también en­
fatizado. En un número de países estas
reformas tienen un fuerte elemento de
desburocratización o simplificación
administrativa: los servidores públicos
son percibidos y existen para ayudar a
los ciudadanos, no para hacerles la
vida más dificil. Las implicaciones a
largo plazo de este simple pero pode-

roso concepto pueden ser significati­
vas en términos del tipo de decisiones
que en el futuro puedan ser hechas por
clientes que se opongan a los funcio­
narios que son votados o a los servido­
res públicos. El desarrollar un servicio
al consumidor ha incluido un cambio
importante en la mentalidad de mu­
chas organizaciones del sector público
y todas las dificultades en la motiva­
ción del staff y de la organización se
incluyen.

Mientras haya poca duda en que el de­
sempeño ha mejorado en muchos go­
biernos como resultado de un enfoque
al cliente, de forma más interesante las
percepciones del cliente están más
mezcladas. Un estándar de mejora­
miento comúnmente citado es el tiem­
po utilizado y la documentación reque­
rida para obtener un pasaporte -un
ejemplo tan común en literatura enfo­
cada al cliente como es la colección de
desperdicios en la discusión de conce­
siones. Un problema es que mientras
la calidad de los servicios individuales
pueda ser mejorada su nivel general
puede disminuir.

y el enfoque de las iniciativas en la
calidad del servicio no es la calidad
del abastecimiento del servicio sino
mas bien de los productos del mismo.
Mientras los tiempos de espera para
operaciones médicas deben ser reduci-
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dos, ¿qué pasa con la calidad y cuida­
do del staff médico, y el éxito médico
o el porcentaje de sobrevivientes? La
calidad de los servicios es únicamente
un aspecto de todo el desempeño. Un
enfoque en la prestación del servicio a
corto plazo las preguntas pueden dis­
traernos de factores más importantes
de los servicios públicos.

El enfoque al cliente también tiene una
dimensión de la gestión dentro de las
organizaciones del servicio público.
Las unidades de apoyo (contabilidad,
unidades de personal, etc.) existen para
proveer el servicio a las partes operati­
vas de la organización. Ellas no exis­
ten como un fin en sí mismo. Su de­
sempeño puede ser considerablemente
mejorado si pueden desarrollar un en­
foque al cIiente; la posibilidad de con­
cesionamiento puede impulsarlas a ha­
cerlo.

La devolución ha sido un tema rele­
vante de la reforma del sector público.
Tiene un número de elementos relacio­
nados:

a) Devolución de responsabilidades a
otros niveles de gobierno

b) Devolución del centro a los departa­
mentos operativos, incluyendo el esta­
blecimiento de agencias autónomas

e) Devolución dentro de las organiza­
ciones.

En los últimos dos casos una muestra
significativa ha sido eliminar normas y
reglamentos innecesarios.

En un número de países la devolución
del nivel nacional a los niveles más ba­
jos de gobierno ha sido sustancial (Di­
namarca, Finlandia, Francia, Suecia,
pero no el RU). Esta devolución es un
cambio probablemente perdurable y
significativo. En algunos casos esta
devolución de ambas, responsabilida­
des y finanzas no ha estado acompaña­
da de una clara relación de responsabi­
lidades entre los niveles de gobierno.
Se ha argumentado si ambas, -res­
ponsabilidad y finanzas- están dando
responsabilidad democrática, lo que
significa que cada nivel de gobierno
pueda mantener su propio rumbo sin la
necesidad de tales arreglos de respon­
sabilidades.

Como se mencionó previamente, la
creación de agencias autónomas o uni­
dades (Canadá, Dinamarca, Francia,
Suecia, RU) es otro desarrollo con im­
plicaciones de largo plazo para la res­
ponsabilidad y el desempeño. Como lo
señalo con anterioridad, la separación
de las políticas de la administración es
parte de esto solo en unos cuantos paí­
ses (Nueva Zelanda y RU); en otros,
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tales agencias pueden haber tenido un
significado de monitoreo de las políti­
cas, desarrollo y papel consultor (Sue­
cia): La responsabilidad para los resul­
tados únicamente más que para los
productos puede ser más clara, pero es
preocupantemente más limitada.

Existe la pregunta de la adecuación del
desarrollo de la polftica y el gobierno
del centro. Entre más grande sea la de­
sagregación, más dificil es el gobernar,
una preocupación expresada por los
Ministros de Nueva Zelanda. De forma
clara, deberla de existir un límite sen­
sible a la desagregación. Las agencias
autónomas, las agencias de los minis­
te~ios cerltrales y los ministerios de
cartera, todos necesitan transformarse
ellos mismos para este nuevo régimen.
Hay alguna evidencia, que no es sufi­
ciente para esta transformación el to­
mar lugar para asegurar el cambio sus­
tentable y significativo.

En muchos países hay también sufi­
ciente libertad en las normas impues­
tas centralmente sobre asuntos presu­
puestarios y de personal (Australia,
Nueva Zelanda). El nivel de autono­
mía en cuestíones de personal trae aún
factores sin resolver, respecto al futuro
de un unificado (aunque movible y Ile­
xible) servicio público (Nueva Zelanda
y RU). Pero mientras muchos gobier­
nos se están preparando para liberar

compromisos, en las clasificaciones
del trabajo y los procesos de promo­
ción ha habido mucho menos devolu­
ción en las relaciones industriales y en
los procesos de fijación del pago. Aún
los controles del ajustado presupuesto
y los requerimientos que viven los ad­
ministradores, las consecuencias pre­
supuestales de sus negociaciones han
limitado algunos "excesos".

Con cualquier devolución hay preocu­
pación al respecto, por ejemplo, las
políticas del mérito y equidad que no
deben ser observadas, que algunos ser­
vidores públicos están en posiciones
sobreclasificadas y se pagan demasia­
do a elfos mismos y así sucesivamente.
Pero hay que recordar que esa devolu­
ción de decisiones operacionales no
significa libertad de acción. Por el
contrario las decisiones son desarrolla­
das dentro de un marco de política y
los administradores deben hacerse res­
ponsables de esas decisiones dentro de
este marco. Reportar y auditar la toma
de decisiones como parte de esa res­
ponsabilidad.

La devolución está basada cn una vi­
sión en que las decisiones son tomadas
más cerca a su actual punto de impacto
y por lo tanto con mayor conocimiento
de resultados similares son parecidos a
ser mejores decisiones. Hay una pe­
queña evidencia de que la toma de de-
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cisiones centralizada es mejor que de­
sarrollar la toma de decisiones evitando
decisiones inapropiadas. Ciertamente
no hay evidencia de presupuesto infla­
do por devolución financiera. Lo con­
trario es el caso; la devolución finan­
ciera ha significado habilitar gestores
para realizar estrechos controles de
gasto agregado.

No obstante, "dejar que los administra­
dores administren" ha sido difícil de
realizar en un determinado número de
países. Un interés en complacer más
que en desempeñar una visión de la
autonomía gerencial, puede dar mucho
poder a los servidores públicos a ex­
pensas de los servidores votados y se
teme que se incremente el riesgo de
"incongruencia" y se limite su progre­
so. Pero hasta los políticos de EU han
reconocido las ineficiencias creadas
por normas y reglamentos excesivos,
como reflejaron en la liberación de re­
glamentos de personal y de adquisi­
ción.

Este es un punto apropiado en la dis­
cusión del tema de ética y el factor
"mala fama" que parece concernir al
RU y Nueva Zelanda, pero menos cn
otros países donde se ha perseguido
extensamente la nueva gestión pública
como en Australia y los países nórdi­
cos. Cualquier "traba" en las cuotas de
alta consultoría o remuneración ejccu-

tiva o lo significante o más dc lo que
acostumbraban es menos importante
que la percepción de que la nueva ges­
tión pública debe fomentar importando
valores del sector privado al público.
Para empezar esta visión es injusta
para cl sector privado donde muchas
compañías tienen frugales y éticos re­
gímenes de alta gerencia. El problema
es que en muchos casos no se han esta­
blecido reglas o guías bajo la forma de
"dejar que los administradores admi­
nistren" o la necesidad de usar prácti­
cas del sector privado. Pero esto debe­
ría ser fácilmente tratado con señales
claras y guías concernientes a la rernu­

neración ejecutiva y otros "ingresos".
Entonces la avaricia dc tillos pocos 110

retracta la importancia de las circuns­
tancias externas de una gestión dc
vuelta. Los códigos de conducta y éti­
ca son esenciales. El sector público no
es el sector privado.

Mi propia visión es que la devolución
o liberación de reglas y el dar a los ad­
ministradores mayor flexibilidad y au­

tonomia, ha sido el factor clave para
mejorar el desempeño del sector públi­
co. El desempeño de la concesión y
hasta el desempeño pagado deben de
haber creado una contribución pero el
simple acto de liberar al sistema ha
sido incomparablemcnte importante.

Un aspecto importante de la responsa-
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bilidad es la información. En muchos
países, nunca ha habido suficiente in­
formación públicamente disponible so­
bre la operación de las organizaciones
gubernamentales. En países con dere­
cho a la información esto es más pro­
nunciado. Pero, la calidad no es el
punto: el punto es, un área donde más
trabajo necesita hacerse. Instituciones
de auditoría pueden jugar un importan­
te papel en asegurar la confianza y
hasta la relevancia o validez de la in­
formación dada, mientras no se retrai­
ga de la responsabilidad de administrar
para desarrollar información bien dada
como parte de la auto-evaluación.

El concepto de desempeño de la con­
cesión es una larga extensión del otro
lado de la moneda para la autonomía.
Involucra a ambos: un énfasis en el de­
sempeño y el desarrollo de nuevos ins­
trumentos de responsabilidad. Los
contratos deben ser entre ministros y
organizaciones que especifiquen nive­
les de autonomía, que requieran resul­
tados, sanciones y recompensas. De­
ben de incluir contratos para algunos
CEO's. Mientras no lo hace normal­
mente un acuerdo legal, un desempeño
de la concesión incluye empeftos mu­
tuos. Así como debe de modificar vie-

jas relaciones jerárquicas e incluirá
sanciones y recompensas y otros in­
centivos tanto a título personal como
de manera institucional, que son nue­
vos en un sector público. Esto presiona
en los sistemas de medición del de­
sempeño con todas las limitantes y po­
sibilidades en juego. Sin duda parece
ser un problema en el RU donde el uso
de un relativo número pequeño de in­
dicadores de amplio desempeño (fre­
cuentemente determinado políticamen­
te) refleja el "row and ready" [modo
improvisado] del sector privado de in­
dicadores del desempeño, con insufi­
ciente cuidado para las consecuencias
disfuncionales. Por supuesto, en el
sector privado importa menos, hay
siempre mercado subsistente para el
último examen. Necesitamos recordar
que medir el desempeño en el sector
público es tener un "mejor sentir" so­
bre toda la eficiencia del desempeño,
la eficacia y la calidad del servicio, no
acerca de un solo renglón.

Notas

I Documento presentado para el Xlll Congreso
en Entrenamiento y Desarrollo de Allos Servt­

dores Públicos, Dublin, Ir/anda, /995.



La modernización del Estado en América
Latina: Entre la reestructuración y el

reformismo

Pedro Medellln Torres"

1. Introducción

Cuestionar la transformación de 1<lS
sociedades latinoamericanas como un
proceso de transición democrática pa­
rece un despropósito. La eufórica pros­
peridad del llamado «decenio de la de­
rnocraciau', desatada por el «hund í­
miento» dcl comunismo)' la caída dc
los regímenes dictatoriales, es procla­
mada como el signo característico de
los nuevos tiempos. De repente se re­
descubren las calidades redentoras y
pacíficas del saber y la soberanía po­
pular. De pronto se redimen las bonda­
des del libre juego de oferta y dcman­
da. El tiempo de la «revolución demo­
crática» se acepta sin cuesti ón-.

En el marco de un creciente individua­
lismo, la libertad de elección de cada
individuo frente a su comunidad y su

soberania frente al Estado, se privile­
gian )' difunden como 1<lS bases de una
«nueva» democracia . Ser demócrata y
luchar por la democracia se promueve
como la nueva virtud del «bien pen­
sar» que marca los límites cntrc dioses
y diablos y no permite transgredir los
tabúcs dcl momento . El poder dc 1<lS
elites, el racismo , la intolerancia, la
para-institucionalidad, la corrupción ,
la impunidad y la marginalidad, se di­
luyen en cl recipiente dc las «liberta­
des. igualdades y soberanías». Es el
signo de la dcscentralización )' la parti­
cipación que prctende vaciar y dcsarti­
cular el contenido conflictivo del cam­
bio Proclamada como la virtud del
«bien actuar», la aceptación generali ­
zada dcl ciudadano consumidor de go­
bicmo , parece dejar a la democrac ia li­
beral Y a la economía de mercado sin
enemigos a la vista .

En medio del frenesi dc las comunica­
ciones, las estructuras políticas y so­
ciales se erosionan . La política se de-

• Director del Departamento de Invest igaciones y Profesor en el área de Teoría del Estado y "<lmi ­
nistrnci6n Pública, en el Centro Interdisciplinaric de Estudio s Regionales -CJDER- de la Univer­

sidad de los Andes.
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grada con la misma velocidad que el
cuerpo social se fragmenta. Los me­
dios, particularmente la televisión, co­
pan y redefinen los espacios y valores
de la vida en sociedad: las ideologlas
conflictivas se proyectan como la bús­
queda del buen sentido; las luchas po­
líticas se presentan como simples pro­
testas de consumidores; los conflictos
sociales se muestran reducidos a la in­
satisfacción de necesidades básicas.
Todo en el escenario prefabricado de
la pantalla que procura convertir la in­
surgencia social en la democracia ma­
nifestante".

La doble virtud del «bien pensar»y del
«bien actuar», abre paso a la fuerza
«emancipadora» de la vidcopol ítica' .
Exaltada en' su poder simbólico de li­
bertades e igualdades, a la videopolíti­
ca se le confiere el no despreciable pa­
pel de sustituir a la política como fac­
tor de mediación del orden estableci­
do. En medio de la incertidumbre, los
medios audiovisuales se muestran ca­
paces de producir y reproduc ir la ima­
gen virtual acerca de lo que es y debe
ser la buena democracia y el buen
mercado en América Latina.

Libertad de elección y de consumo se
promueven en un escenario caracteri­
zado por la exigencia de velocidad y
contundencia en los mensajes. Los va­
lores mercantiles de la eficiencia y la

eficacia se proyectan como el nuevo
fundamento de la construcción demo­
crática. Cobertura , capacidad y oportu­
nidad en la prestación de los servicios,
en el manejo de los confl ictos o en la
provisión de la información , se utilizan
indistintamente para dar prueba de
verdad democrática.

Transtomadas por la fuerza emancipa­
dora, las transformac iones latinoame­
ricanas se distorsionan y reducen entre
dos extremos. Unas veces, se expresan
como factor crucial de los reacomoda­
mientos apretados de la democracia
proced imental, en donde más que el
contenido, lo que importa es la exis­
tencia de las formas democráticas .
Otras, se invocan bajo las reivindica­
ciones demagógicas de la visión provi­
denc ial de la democracia, en donde
más que consolidar procesos democrá­
ticos lo esencial es hacer prevalecer la
democracia como el ideal de sociedad 5.

El escenario parece adecuado para for­
matizar las reglas de juego. Los me­
dios de comunicación generan una
imagen que proclama cómo América
Latina también ha entrado en la «épo­
ca postmoderna, pragmática, materia­
lista y de ' pensamiento débil' que con­
sagra el triunfo de la eficacia sobre la
ideologia, haciendo cierto aquello tan
criticado 'el ocaso o el fin de las ideo­
loglas '»6.
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Es el legado victorioso del llamado
«año de prod igios» en Europa del Este
(1989)7. Antes que clar ificar el rumbo
de las reformas, ha contribuido a pro­
fund izar la distorsión de las transfor­
macioncs latinoamericanas en curso.
Las luchas por el pluripartid isrno y las
elec ciones de gobierno y parlamento
(Hungría, Ruman ia, Bulgaria) o las lu­
chas por e l retomo a la democracia
(Checo slovaquia y Polonia), se toman
como los referentes por excelencia.
Una y otra vez la vidcopolítica los ex­
pone para validar la intensidad e irre­
versibil idad del cambio.

Tra nsición dem ocrática y libertad de
mercado, se proclaman como el hori­
zonte único y común para América La­
tina. Pero no se trata de una transici ón
y una libertad referidas a la diversidad
y riqueza inventiva de los procesos en
curso, sus avatares y contradicciones.
Se trata . por el contrario, de la transi ­
ción y la libertad construidas por el es­
pejo tirano de la «buena democracia»
y el «buen mercado» de Occidente. Es
la video política en acción. Así como
los gobiernos de los países más desa ­
rrollados invocan su democracia y
mercado por refer encia a la pretend i­
da no-d emocracia y el no-mercado de
los o tros (hoy los países del tercer
mundo), que Jos exime de todo cues­
tionamiento sobre sus propia s virt udes
democrát icas y de mercado', los go-

biernos latinoamericanos invocan la
transición democrática y la libertad de
mercado dent ro de una noción vaga y
reduc ida que toma a una y otra por su
oc urrencia y apariencia inmedia tas
(e lección dire cta y soberania dc consu­
mo). No sólo porque son las form as
más fác iles de entender y reflej arse en
el espejo tirano. sino porque la invoca­
ción los exime de todo cuestionamien­
lo sob re el ca rácter excluyen te y vio­
lento de su espíritu dem ocrát ico. Es la
ve rsión parroquial del «fin de la histo­
ria» que hace carrera en los países de
la región.

S in em bargo, los desafíos que impone
la acción invent iva de los aclores
sociales, desbordan la transición de­
mocrática como IIn problema de inade­
cuaciones funcionales, para ponerla en
términos de la disyuntiva orden/caos.
Una distorsión empírica se abre paso:
<(,.Ia argumentación sobre el saber y la
so beranía popular no puede ser desen­
tend ida de los diagnósticos que con si­
dc ran a la sociedad demo cráti ca como
ca rente de recursos internos de gober­
nabilidad y a los regimc nes autorita­
rios como portadores del orden en ge­
neral ...))9. La distors ión emp írica reve­
la una peligrosa reducción: «Se tiend e
a tomar como democ ratizaci ón, toda

aquella concesión limitada y controla­
da por el poder de c iertos derechos ci­
viles y políticos, en un marco de liber -
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tades que conserva los rasgos esencia­
les del autoritarismo»!",

La pregunta marca el sentido ...¿Los
cambios hacia la democracia procuran
el tránsito hacia un régimen político
pluralista, moderno y participativo o
por el contrario, buscan restaurar un
régimen oligárquico, caduco y exclu­
yente, basado en el fraude, la ficción
de la representación y el recurso de la
fuerza autoritaria? o ••

La evidencia del dilema parece abru­
madora. La tarea que sugiere en la in­
dagación de las innovaciones demo­
cráticas inmersas en los procesos en
curso, pone 1"1 problema de la transfor­
mación de estas sociedades en térmi­
nos del objeto, legitim idad y goberna­
bilidad de la democracia. Es decir, en
términos de la transición y consolida­
ción democrática en América Latina.
Sin embargo, por pertinente y saluda­
ble que sea la cuestión, el peligro es
inminente. Por una parte, reduce las
luchas políticas y sociales a la lucha
por la democracia como un fin en si
mismo. Por otra, distorsiona la trans­
formación de las sociedades como un
problema de inadecuaciones en las es­
tructuras, las organizaciones y las me­
diaciones políticas.

De la misma manera, sin profundizar
demasiado, la perspectiva del «buen

mercado», ofrece un panorama sim ilar.
Los desafios que impone la libre
asignación de recursos, sobrepasan las
reformas como simples reacomoda­
mientos institucionales. La dinámica,
intensidad y direccionalidad de las re­
formas económicas, antes que abrir un
espectro amplio de posibilidades, han
venido a complicar el panorama. La
irrupción y multiplicación de tensiones
y conflictos en torno a la privatización
de algunas empresas estatales, la
eliminación de reglamentaciones y re­
gulaciones gubernamentales, la reduc­
ción de aranceles y otras barreras co­
merciales, la racionalización del gasto
público y el equilibrio presupuestal,
antes que conferir una mayor primacía
al mercado, le ha impreso una mayor
visibilidad y centralidad al Estado.
Mientras más se invoca su desmantela­
miento, más fuertes son las presiones y
acciones gubernamentales por su re­
forzamiento como agente central del
desarrollo.

En este escenario, la transformación de
las sociedades latinoamericanas se
muestra mucho más vasta y compleja.
Implica la irrupción de nuevos actores
sociales, nuevos conflictos, nuevas ra­
cionalidades. Lejos de las virtudes si­
lenciosas de la revolución no violenta
y la unidad consensual por la «buena
democracia» y el «buen mercado», que
proclama la videopolítica, la transfor-
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mación latinoamericana es conflictiva.
contradictoria y violenta. Con mayor o
menor intensidad, en los países de la
región se producen hechos inespera­
dos, evoluciones imprevisibles, salidas
involuntarias. Lo establecido aparece
súbitamente suspendido. Los actores
están reforzados a elecciones precipi­
tadas y confusas. Las alianzas, de ordi­
nario, están dictadas por el oportunis­
mo y son débiles y eflmeras!' .

Incert idumbre política, inmovilidad
institucional y cmancipación social.
antes que señalar las virtudes pacificas
y redentoras de la transición democrá­
tica y la libertad de mercado, se consti­
tuyen en los rasgos distintivos de una
lucha abierta que pone en cuestión lo
establec ido para interpelar a los indivi­
duos en la definición dc su futuro. Es
la confrontación que entraña múltiples
facetas que desbordan no sólo las lu­
chas por la democracia como un fin en
sí mismo , sino la transformación de las
sociedades como problema de inade­
cuaciones e inviabilidades políticas : la
persistencia de las redes clientelares
no dejan entrever los límites entre lo
público y lo privado; la para-institu­
cionalidad (en lo económico, lo políti­
co, lo admin istrativo y lo social) no
permite desentrañar los límites entre
legitimidad y legalidad; y la cada vez
mayor movilidad política y social de
las dirigencias partidistas tradicionales

y de los movimientos sociales [nuevos
y seculares1, impide caracterizar las
esferas de adscripción e identificar el
rumbo de los proyectos políticos y so­
ciales en las soc iedades latinoarnerica­
nas.

Es preciso superar, entonces , la trans­
formaci ón de las sociedades C0l110 un
problema de transición democrática y
libertad de mercados . Primero, es
necesario reubicar el proceso de trans­
formaciones en el plano global y para­
dójicamentc más concreto de las rea­
decuacioncs económicas, las reformas
políticas y los reacomodamientos socia­
les en curso. Es decir, hay que reconsi­
derar las transformaciones en t érminos
del quiebre y reconstitución de las re­
laciones Estado-Régimen Político-Ré­
gimen de Acumulación en América
Latina. Por otra parte, es preciso re­
pensar las transformaciones en térmi­
nos de su naturaleza dinámica interna
y grados de diferenciación entre la so­
ciedad y el Estado en el proceso . Esto
cs, la exigencia de identificar las ten­
siones y conflictos que están en la base
de las transformaciones, los escenarios
en que se desenvuelven y los dilemas
que los rigen.

La tarea que se impone es doble . Por
una parte, replantear la relación que
existe entre los cambios en las estruc­
turas politicas y las transformaciones
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económicas. Y por otra, reconsiderar
el lugar estructural que ocupa el Esta­
do en la transformación de las socieda­
des latinoamericanas, sus efectos y su
articulación interna como relación so­
cial frente al proceso transformador y

frente a la crisis misma del Estado.

Este ensayo se propone replantear al­
gunos conceptos y elementos que per­
mitan abrir nuevos frentes de aproxi­
mación al proceso de transformación
en curso, identificando sus tendencias,
paradojas y limites. Por ambicioso que
resulte, intentar abordar los retos im­
plica, parafraseando a Lechner, «no
sólo 'revisar las interpretaciones que
nos hicimos tle nuestras historias, sino
también los conceptos con que nos
imaginamos el futuro»!",

2. La transformación como lucha
por el orden

Tres consideraciones fundamentales
guían este esfuerzo:

Primera: La transformación de las so­
ciedades entraña la lucha por el orden
social.

La noción de orden se desdobla en dos
sentidos. Por una parte, como distribu­
ción de funciones en la división técni-

ca y social del trabajo" y, por otra,
como indicación de jerarquías, princi­
pios organizacionales y relaciones de
poder!'. La distribución de funciones
hace referencia a una racionalidad téc­
nico-instrumento/ a través de la cual se
definen y operan las condiciones de
existencia de los individuos. La indica­
ción de jerarquías, principios organiza­
cionales y relaciones de poder, hacen
referencia a una racionalidad normati­
va a través de la cual los individuos in­
teriorizan las condiciones de existencia
para constituirse como sujetos, bajo un
sistema de reconocimientos y media-o
ciones que estructuran la vida en so­
ciedad'>,

Mientras que los cambios en la racio­
nalidad técnico-instrumental ponen de
presente la noción de modernización,
los cambios en la racionalidad norma­
tiva señalan la noción de moderni­
dad'".

El orden se define por oposición de ra­
cionalidades. La transformación de las
sociedades se presenta como una ten­
sión entre modernización y moderni­
dad. Es el momento de la no corres­
pondencia entre las normas y prácticas
universales (políticas, económicas y
sociales) que rigen la unidad entre pro­
ceso de trabajo y proceso de valoriza­
ción a escala mundial, y las normas y
prácticas particulares (politicas, eco-
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nómicas y sociales) que rigen el trans­
currir cotidiano de una formación so­
cial particular.

Segunda: La no correspondencia es ac­
tivada y reproducida por la lucha entre
una nueva racionalidad técnico-instru­
mental, que irrumpe para modificar las
condiciones de existencia de los indi­
viduos, y una racionalidad normativa
que se opone para hacer prevalecer lo
establecido.

Es la lucha por la mutua determinaci ón
en donde, a la manera de Marx en el
Manifiesto Comunista, «todas las rela­
ciones sociales estancadas y enmohe­
cidas, con su cortejo de ideas admiti­
das y veneradas durante siglos, quedan
rotas; las nuevas se hacen añejas antes
de haber podido osificar. Todo lo esta­
mental y estancado se esfuma; todo lo
sagrado es profanado, y los hombres,
al fin, se ven obligados a considerar
serenamente sus condiciones de exis­
tencia»!".

Sin referencia a la noción de sujeto,
nuevos actores irrumpen en escena
para cobrar vida propia. La lucha por

su reconstitución corno sujetos es tam­
bién la lucha por la reestructuración de
sus sistemas de reconocimientos y me­
diaciones. La confrontación de racio­
nalidades se desplaza y reproduce en

todas las instancias de la estructura po­
lítica, económica y social; crea lisuras,
desata conflictos y abre nuevos focos
de tensión y lucha social.

Tercera: La lucha de los individuos
por su reconstitución como sujetos no
es la lucha por su legitimación. Es la
lucha por la hegemonía y la domina­
ción.

Es la confrontación en la que, por una
parte, cada uno busca imponer sus pro­
pias prerrogativas sobre las demás
para imprimirle una dirección determi­
nada al proceso polltico, económico y
social. Y por otra, la pugna en la que
cada 11110 procura refinar y reforzar los
mecanismos que aseguran que las rela­
ciones inherentes de dominaci ón capi­
talista se desdoblen, interior icen y ex­
presen como relaciones de poder poli­
tico institucionalizado. Sin moderni­
dad, la modernización deviene como
una tarea inacabada de hegemonía y
dominación . La refundación del orden
social aparece incierta .

J. Modernización y modernidad :
Del ajuste estructural a la

transición democr ática

Dos hechos fundamentales marcan el
proceso de transformación de las so-
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ciedades latinoamericanas. Por una
parte, en el plano político, se suceden
significativas reformas políticas, rea­
comodamientos institucionales y reor­
ganizaciones sociales que redefinen la
indicación de jerarquías, los principios
organizacionales y las relaciones de
poder en los regímenes políticos. Por
otra parte, en el plano económico, se
registran profundos cambios en la or­
ganización del trabajo, la estructura
macroeconómica y los patrones de re­
gulación del capital y la fuerza laboral,
que imponen nuevos contenidos a la
distribución de funciones en la divi­
sión técnica y social del trabajo en las
economías.

No se trata de fenómenos aislados y
coyunturales. Se trata de procesos es­
tructurales de transformación que con­
fluyen y se confrontan en un escenario
común: el quiebre y reconstitución del
orden social en América Latina. Es la
interpelación abierta, contradictoria y
conflictiva que relocaliza al individuo
es la esfera económica y la vida social,
le exige tomar conciencia de su nuevo
lugar en la sociedad para reinsertarse
como sujeto (político, económico y so­
cial) y asumir los roles que se le son
asignados. Este es el signo de la trans­
formación en América Latina.

3.1. La vía del ajuste estructural
(1975-1985): En busca de la
modernización centrífuga18

Desde mediados de los años setenta,
una nueva racionalidad técnico-instru­
mental irrumpe en América Latina. El
progreso tecnológico, la especializa­
ción de las unidades productivas, la
cuantificación creciente de los salarios
y la automatización del esfuerzo fisico,
se difunden como bases de una racio­
nalidad que procura sustituir la gestión
estática, y concentrada de los recursos
productivos, por una gestión dinámica
y descentralizada del saber y la destre­
za productiva",

La atomización y descentralización de
los procesos productivos, y la re­
conversión de industrias intensivas en
trabajo a industrias intensivas en tec­
nología, se presentan como rasgos dis­
tintivos de la nueva racionalidad técni­
co-instrumental'". No sólo imponen
novedosas exigencias a la movilidad
de los recursos productivos, alterando
los canales de interconexión entre el
capital y el trabajo sino que, más es­
tructuralmente, modifican las condi­
ciones de existencia de los individuos:
redefinen su carácter como agentes en la
producción económica y la reproducción
social, sus patrones de gestión y regula­
ción en las fábricas y los hogares y fi-
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jan sus nuevos parámetros de movili­
dad social. Es la nueva racionalidad
que marca la convergencia entre el lu­
gar de producción (la fábrica) y el lu­
gar de reproducción social (el hogar);
la transformación de asalariado en
contratista o trabajador a destajo, y el
tránsito de la organización y lucha gre­
mial por la distribución de los exce­
dentes o el mejoramiento de las
condiciones del trabajo, hacia la orga­
nización y lucha reivindicadora por
servicios, infraestructura y la integra­
ción a los mercados y las decisiones
del Estado".

La nueva racionalidad técnico-ins­
trumental irrumpe cuestionando la
normatividad existente. Expone la pre­
cariedad de sus fundamentos, la debili­
dad de sus articulaciones. Por una par­
te, la relocalización de los individuos
en la procuración y la organización so­
cial, pone en evidencia la fragilidad de
las interconexiones económicas y el
carácter heterogéneo y difuso de las
estructuras sociales latinoamericanas.
Por otra, los cambios en los patrones
de gestión y regulación del capital y la
fuerza laboral revelan la escasa difu­
sión de las relaciones salariales y las
normas del trabajo en las economías.
La irrupción de nuevas normas de or­
ganización y lucha social, señalan la
exclusión política y la marginalidad

social de grandes capas de la pobla­
ción.

La mayor complejidad de las relacio­
nes sociales y la intensidad de la ac­
ción colectiva, emergen como señales
de la novedosa movilidad y dinámica
social. La multiplicación de los inter­
cambios y la acción cada vez más
abierta y rápida de los individuos en la
elaboración y aplicación de las deci­
siones colectivas, generan nuevas
prácticas políticas y demandas sociales
en tomo a la participación en los asun­
tos estatales. En el contexto de un ma­
yor acceso y uso de la información, las
presiones que se ejercen sobre los go­
biernos sobrecargan y desbordan los
marcos de la institucionalidad, Por na­
turales y razonables que sean, las de­
mandas resultan imposibles de satisfa­
cerno

Invocando el gigantismo y la comple­
jidad del tejido estatal, el retraso de la
legislación y la sujeción a rígidas nor­
mas y regulaciones, el anacronismo de
las presiones corporativas que ejercen
empresarios y trabajadores para impedir
la reorientación rápida de los recursos
en el aparato productivo, la inexisten­
cia de incentivos al personal que esti­
mulen incrementos en los niveles de
productividad o la exclusión política y
social de grandes capas de la pobla­
ción, gobernantes y dirigentes partidis-
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tas argumentan la imposibilidad del
Estado y la Sociedad para adecuarse a
los nuevos requerimientos que la com­
petencia y los mercados imponen.

La misión organizaeional del Estado
se diluye entre los señalamientos como
cl responsable de la crisis y las convo­
catorias para que actúe en su solución.
Los sistemas y mediaciones de recono­
cimiento que sustentan la racionalidad
técnico-instrumental precedente se
quiebran con la explosión de las iden­
tidades colectivas. Los principios de
retribución salarial, representación po­
lítica y bienestar social, que estructu­
ran la vida en sociedad hasta princi­
pios ' de la d écada de los ochenta en
América Latina, se revelan caducos
ante la intensidad y dinámica del cam­
bio.

La apertura de los canales político-ins­
titucionales de representación y parti­
cipación ciudadana, la reorgauización
de la administración pública y la rede­
finición del papel del Estado en la eco­
nom ía, emergen como los imperativos
para resolver la crisis y emprender el
cam ino hacia la modernización. El
mercado, aún cuando de manera con­
fusa y extraviada, se proyecta como el
dispo sitivo del cambio. Referido a la
complej idad de las relaciones y la mo­

vilidad social, el mercado ya no se rei­
vindica simplemente como el mecanis-

mo de asignación de los recursos. En
las nuevas condiciones se perfila como
el principio de los procesos, políticos y
sociales latinoamericanos. Bajo distin­
tas modalidades y mecanismos, la es­
trategia neolibcral ; del ajuste estructu­
ral se difunde como fundamento del
cambio" .

La reducción de las expectativas y pre­
siones distributivas de los agentes so­
bre el futuro de las actividades econó­
micas , la promoción de nuevos valores
tales como la participación, la autoges­
tión y el disc iplinamiento oganizacio­
nal de las sociedades, el desarrollo de
nuevas forma s de gestión laboral que
estimulen la productividad del trabajo,
la eliminación de las restricciones a la
competencia en los mercados interna­
cionales y el volcamiento de las eco­
nomías hacia el exterior, se estructu­
ran, aunque de manera contradictoria y
parcial como los principios ordenado­
res de la búsqueda por la rnoder­
nlzacl ón>.

Por una parte , los gobiernos empren­
den la búsqueda de los mecanismos
necesarios para romper las innumera­
bles mediaciones político-soc iales y
político-institucionales que distorsio­
nan la orientación y asignación de los
recursos y las políticas públicas, esti­
mulan la burocratización, la ineficien­
cia y el gigantismo estatal. Por otra, la
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dirigencia empresarial busca quebrar
los obstáculos que la regulación estatal
y la presión de los trabajadores le im­
ponen al proceso de acumulación, a
través del establecimiento de trabas a
la introducción de nuevas tecnologías
en la producción, a la reorganización
de las normas dc trabajo y al despido
de obreros y empleados ineficientes e
incapaces.

La participación abierta y explícita de
los trabajadores y ciudadanos en la ad­
ministración de la crisis, se promueve
como el recurso de excelencia para
romper el doble bloqueo. Por una par­
te, el bloqueo surgido de las mediacio­
nes impuestas por la intervención esta­
tal y los sindicatos, en las relaciones
entre la empresa, los trabajadores y los
mercados. Y, por otra, los bloqueos es­
tablecidos por los políticos y burócra­
tas, en las relaciones entre el Estado y
la sociedad civil.

Con más o mcnos intensidad, bajo for­
mas de descentralización del poder dc
la nación y racionalización del Estado,
se establecen sistemas de consulta que
orienten la intervención estatal, se
crean instancias y mecanismos de con­
certación entre los sectores público y
privado para la definición del rumbo
de los recursos y las políticas públicas,
y se abren canales para que los ciuda­
danos y comunidades tengan la posibi-

lidad formal de ejercer funciones de
control y fiscalización sobre la acción
de los gestores de política pública. La
descentralización (por delegación o
transferencia) de responsabilidades en
la definición y resolución de los pro­
blemas, se proyecta como una alterna­
tiva eficaz no sólo para «vender los
cambios que se requieren», compro­
metiendo a los trabajadores con su
producto y a los ciudadanos con las
políticas públicas, sino para restituir,
por sobretodo, a la dirección del Esta­
do y de las empresas, el poder rcal de
dirigir-",

El cambio se perfila como una tarea de
«modernización centrifuga» que des­
plaza las acciones y decisiones dcl Es­
tado hacia las acciones y decisiones dc
los ciudadanos, empresarios privados
y los mercados:

a) En lo politico-institucional, despla­
za los mecanismos de control y disci­
plinamiento hacia la organización cívi­
ca para cl ejercicio de la «soberanía
del ciudadano»;

b) En lo burocrático-administrativo.
somete la intervención estatal a las de­
mandas y solicitudes de los partícula­
res y desliza la realización de las ta­
reas de decisión, ejecución, control y
evaluación hacia el sector privado;
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e) En lo económico-social, cede su pa­
pel como productor a la iniciativa de
los empresarios privados, su acción re­
guladora a las fuerzas del mercado y
su función como prestador de servicios
a la autogestión de las organizaciones
y comunidades locales .

Sin embargo, una nueva normatividad
frente al cambio se hace imperativa.
La modernización requiere de una mo­
dernidad que la sustente. Exige nuevas
actitudes, nuevas aptitudes, nuevas
mentalidades de los gobernantes y bu­
rócratas hacia la sociedad y los 'merca­
dos; de los empresarios y trabajadores
hacia los procesos productivos y los
mercados; lIe los ciudadanos hacia la
gestión de los recursos y las políticas
públicas ; y de las organizaciones polí­
ticas y sociales hacia las relaciones de
poder inmersas en el Estado.

El primer quiebre: ¿Estatización de
la sociedad o socialización del

Estado?

La modernización «centrífuga» revela
las relaciones de poder y la práctica
social como lugares vaclos. Nuevas di­
rigencias tecnocráticas irrumpen en las
esferas gubernamentales. Desplazan a
las dirigencias partidistas tradicionales
de sus funciones político-organizati-

vas, hasta dejarlas reducidas a una lu­
cha feroz por la burocracia. Nuevos
movimientos sociales de carácter reli­
gioso, étnico, cultural y clvico-urbano
emergen redefiniendo los ejes de con­
flicto y cuestionando las formas secu­
lares de organización y lucha social.

Desprovistos de una identidad de reco­
nocimiento colectivo, unos y otros
buscan llenar el vacío y luchan por su
reconstitución como sujetos políticos y
sociales. Los tecnócratas, lo hacen a
través de la estructuración de mecanis­
mos de disciplinamiento organizacio­
nal que los reconstituya como posee­
dores del poder jerárquico en la orga­
nización política y social. Los nuevos
movimientos sociales lo hacen me­
diante la lucha por la «ampliación de
la ciudadania» que los reconstituya
como poseedores del derecho a partici­
par y decidir en los asuntos p úblicos".
En un contexto caracterizado por la
proliferación de conflictos y escena­
rios de confrontación, las luchas de
unos y otros, por su reconstitución
como sujetos políticos, marcan una
acelerada polarización de las tensiones
y luchas sociales.

Por una parte, las nuevas dirigencias
tecnocráticas promueven una oferta
restauradora de Esfafización de /0 So­
ciedad, que busca estructurar una so­
ciedad vacía de conflictos, en donde la
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libertad individual no signifique la ne­
gación del Estado sino la participación
en él, pues la organización social no
expresa divisiones sociales, sino que
se constituye en una representación del
Estado". Y por otra parte, los nuevos
movimientos sociales pugnan por una
demanda refundacional de Socializa­
ción del Estado, que busca estructurar
una sociedad deliberante y participati­
va, en donde la libertad del individuo
determina los límites y obligaciones
del Estado y la intervención estatal,
pues la organización social no sólo ex­
presa divisiones sociales, también se
constituye en el mecanismo que debe
asegurar justicia y equidad en la distri­
bución de los beneficios del desarrollo.

Estatización de la sociedad y socializa­
ción del Estado son las dos caras de la
misma moneda. No solamente señalan
el carácter dinámico, contradictorio y
conflictivo inmerso en la transforma­
ción de estas sociedades . También reu­
bican al Estado como el nuevo centro
de la problemática latinoamericana. Es
el nuevo referente que da cuenta de
una sociedad activa, que empuja la re­
composición del bloque en el poder
pugna por la búsqueda de un nuevo or­
den social.

La tensión entre estatización de la so­
ciedad o socialización del Estado, ca­
racter iza bien la magnitud e intensidad

de las confrontaciones, El estallido in­
tcrpela también a los desplazados.
Igualmente desprovistos de una identi­
dad de reconocimiento colectivo, las
viejas dirigencias partidistas y las or­
ganizaciones gremiales tradicionales
(sindicatos, productores, campesinos),
luchan por mantener su lugar y prerro­
gativas. Los primeros, reducidos a la
admistración burocrática luchan por
recuperar sus funciones político orga­
nizativas y por mantener el control so­
bre los recursos y las burocracias terri­
toriales. Los segundos, desplazados los
centros de decisión, luchan por recons­
tituirse para mantener su carácter
como voceadores y representantes del
interés colectivo.

El segundo quiehre: La búsqueda
del «buen orden»

La lucha por el orden se proyecta y
expresa en una explosión de pugnas
distributivas en todos los niveles de la
organización política, económica y so­
cial. La búsqueda del «buen orden» su­
pone un replanteamiento de la lucha y
la reconsideración de los derechos y
atributos de los otros. Sin embargo ,
cada uno reacciona desarrollando su
propia lógica y postula el reforzamien­
to de sus propias prerrogativas como el
eje sustantivo del nuevo orden.
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La lucha por el orden se constituye
como una lucha por la hegemonía y la
dominación. La búsqueda del «buen
orden» impone acuerdos, transaccio­
nes, reacomodaciones. El propósito de
imponer unos intereses y prerrogativas
particulares, para convertirlos como
los intereses y prerrogat ivas generales
de la sociedad impone varios esfuer­
70S. Debe desarticular a las formac iones
contrarias, absorber sus interpelaciones,
reubicarlas en otra problemática. Es la
tarea que condiciona a los individuos,
los marca, antes que scan rebautizados
como sujetos en el nuevo orden. En la
lúsqueda del cambio, la noción de go­
I.crnabilidad asociada a la crisis políti­
e l O a la crisis fiscal, no es más que un
rr curso soterrado para vaciar las argu­
I "entaci on~s de los contrarios y refor­
; 'Ir la propia".

I ero la búsqueda de la nueva norm ati­
vidad aparece entrabada, La descone­
~. ión entre el Estado y sus territorios,
no permite que la descentralización
r ueda ir más allá de la simple inten­
c ionalidad legislativa; la corrupc ión, el
l-urocratismo, la confrontación y la
usurpación y lucha de poderes entre el
Ijecutivo, el Legislativo y el Jud icial,
así como la fragmentac ión del aparato
estatal, no permiten realizar la cirugia
¡ara separar los intereses corporativos
de los intereses estatales, los intereses
r úblicos de los privados, ni para alte-

rar los mecani smos de toma dc deci ­
sión en las esferas pública y estatal.

Sin referencia a una modern idad re­
constituida la tarea de la moder­
nización se revel a incompleta. La débil
capacidad de maniobra política y eco­
nóm ica de los gobiernos , la crec iente
confusi ón y desfiguramiento de las ra­
mas del poder público y el aparato es­
tatal , el debilitam iento de los partidos
políticos, la reducción sistemática de
las libertades ciudadanas y la pérdida
de la base soc ial del naciente neolibe­
ra lismo desbordan las búsqu edas de l
ajuste estructural que caracterizan las
reformas hasta mediados de los
och enta.

En la gestión de las reformas, los go­
biernos no siguen una única estrategia,
sino que van redefiniendo sus políticas
en función de la complejidad y ve loci­
dad creciente de las situaciones que se
presentanc' , El fracaso de las políticas
ortodoxas y/o heterodoxas de «cho­
que» contra la inflación y los desajus­
tes fiscales, la incapacidad de los go­
biernos para «disciplinar» a los empre­
sarios y a los trab ajadores en la lógica
del «aj uste», o a los ciudadanos en 12
lóg ica de la «austeridad» y la imposi­
bilidad de contener la estampida de la!
bases electorales, replantean las bús­
quedas de la nueva normativ idad.
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3.2. Del ajuste estructural a la
transición democrática (1985-):
En la vía de la reestructuración
orgánica

Los cambios operados por el «leitrno­
tiv» de In modernizaci ón exigen un
nuevo modo de institución de lo social.
El disciplinamiento organizacional
debe ser reconcebido dentro de una
idea más orgánica de disciplina social.
La resocialización de los individuos
debe superar el carácter restringido de
las convocatorias como ce-administra­
dores de la crisis y ce-gestores de la
acción pública, para reorientarse hacia
una visión más completa de integra­
ción social y control colectivo. Es la
domesticación que procura articular
los controles y disciplinas de las orga­
nizaciones (mediadas por las jerar­
quías) , con los controles y disciplinas
de mercado (med iado por la ganancia)
y los controles y disciplinas de la terri­
torialidad (mediada por las responsabi­
lidades asignadas al entorno espcc íñco
de un individuo) .

La democracia como fundamento
del cambio

La democ racia, antes difusa y extravia­
da, se clarifica y reorienta como el eje
básico de la construcción. En ella se
depositan todas las esperanzas de gene-

rar un nuevo sentido que impregne a la
sociedad y rebautice a los hombres,
cortando sus lazos con el pasado. La
democracia debe disolver los anteriorcs
sistemas y mediaciones de reconoci­
miento que se alimentan de la temática
de la organización gremial, la re­
distribución, el bienestar y la justicia
social. Su tarea es la de abrir paso a la
nueva normatividad del camb io. La de­
mocracia debe imponer nuevos siste­
mas de mediación y reconocimiento
que singularice y privatice a los indivi­
duos en un nuevo complejo de relacio­
nes sociales-".

La permeabilidad del Estado por la so­
ciedad. el desmoronamiento de las ba­
rreras entre lo público y lo privado y la
competencia entre éstos por la capta­
ción y manejo de los recursos econó­
micos". no sólo se proyectaan como
los principios básicos de la nueva
construcción democrática. También re­
definen la naturaleza de las institucio­
nes de fa democracia.

En las nuevas condiciones, las insti­
tuciones de la democracia, aparecen
vaciadas de contenido político para
proyectarse como instancias técnicas
propicias para la resolución de proble­
mas cotid ianos (satisfacci ón de neces i­
dades básicas de los individuos, mejo­
ramiento de sus niveles de vida, au­
mento de sus ingresos, etc).
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Competitividad y eficiencia, antes ba­
ses constitutivas del mercado, se pro­
yectan ahora como los fundamentos de
las instituciones de la democracia. Es­
tructuran un nuevo modelo que procu­
ra la agregación de las acciones y deci­
siones racionales individuales, para
convertirlas en decisiones y acciones
de una nacionalidad colectiva".

Pero, no se trata de una agregación re­
ferida a la presentación de elaborar
desde la base las opciones y decisiones
del desarrollo. Se trata de una agrega­
ción que busca delimitar, desde la cús­
pide, el campo de los temas que son
aceptados social y políticamente, para
asitracionalizar' las decisiones. La or­
ganización política como expresión de
la voluntad colectiva, queda sumida
por la aplicación de normas técnicas
para la solución de problemas puntua­
les de acuerdo con criterios de rentabi­
lidad, oportunidad y riesgo.

La democracia emerge vaciada de con­
tenido político y llena de contenido
técnico. La práctica deja de constituir­
se en el punto nodal alrededor del cual
expresan las contradicciones, pugnas
de intereses y diversidad de proyectos
de sociedad. La democracia, aparece
ahora transformada como concertación
para la determinación de una solución
óptima".

La reconversion de las instituciones
democráticas, tiene como contraparte
el giro hacia la soberania y el saber po­
pular. En las nuevas condiciones, al
ciudadano se le atribuyen novedosas
calidades redentoras y pacíficas. Se le
invoca como el «gestor» del desarrollo
y el «constructor» de un nuevo «mode­
lo» de sociedad. Es el «reconocimien­
to» que exige, en la nueva normativi­
dad que gobierne lo social, la cons­
trucción de un individuo que abandone
sus espacios tradicionales de constitu­
ción como sujeto político y actor so­
cial".

Competividad y eficiencia se revelan
como los referentes propicios. Pro­
mueven un orden social en donde la
ampliación de la ciudadanía asume la
forma de un proceso de constitución y
formación de nuevos sujetos políticos
y sociales, con capacidad para generar
y reproducir la estabilidad de un régi­
men virtual",

En nombre de la eficiencia y la com­
petitividad, las obligaciones específi­
cas de las organizaciones mercantiles
se desdoblan para convertirse en la
matriz general de las obligaciones po­
líticas y sociales. Su tarea es mantener
el orden, tratando de evitar las tensio­
nes y conflictos sociales que pueden
resuItar de la puesta en cuestión del
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sentido y contenido «social» del creci­
miento y desarrollo.

El ideal democrático, ha sido dornesti­
cado por las organizaciones del orden
mercantil para convertirse en un como
ponentede la competividad y eficiencia
microeconórnicas", De la disciplina oro
ganizacional que intenta estructurar
una sociedad sin conflictos, se hace
tránsito hacia un proyecto más acaba­
do de refundación ciudadana y comu­
nitaria. La modernización del Estado
ha entrado en la ruta de la estructura­
ción orgánica.

La vía de la reestructuración
orgánica

La nueva democracia, forma referente
por excelencia a la eficiencia y la COIll ­

petitividad de las instituciones demo­
cráticas, emerge como el principio que
tiende a estructurar los novedosos siso
temas y mediacionesde reconocimien­
to en donde se construye el hombre
nuevo, en actitudes, aptitudes y destre­
zas. El problema de la democracia y la
transición democráticas se proclama
como el nuevo centro estratégico de la
modernización: todo lo que el merca­
do no pueda disciplinar, que lo disci­
pline la democracia.

Es la normatividad en donde cada indi­
viduo debe ser responsable de su en­
torno, tiene una función que cumplir y
unas reglas de juego que aceptar. Su
pugna de intereses. contradicciones in­
ternas y diferenciación social se carnu­
flan en el nuevo ropaje de la «solidan­
dad social». Su negativa a funcionar
como parte del sistema, un sistema lo­
cal. afecta a todos. Es el disciplina­
miento en donde, a la manera de Fou­
cault, la «culpabilidad se desplaza del
acto consumado a la intencionalidad
inscrita en su mente y la represión se
extiende del castigo del acto a su pre­
vención por la sociedadn'".

El nuevo ciudadano, es ahora consu­
midor de gobierno, que vigila y debe
ser vigilado. Su rebautizo se oficia en
las aguas del viejo Hobbes: «No pre­
tendiendo otra cosa que la gloria de la
obediencia, el nuevo ciudadano debe
acudir como siempre o corno nunca a
la autoridad del gobernante y por aña­
didura conviene que participe y que lo
haga bien, so pena de ser tachado de
falta de civismo, necedad o lo que es
peor de sentimientos anti-dernocr áti­
COS»JI .

Es en esta perspectiva que de los pro­
yectos que caracterizan las rcfonnas
del ajuste estructural, se transita hacia
proyectos más orgánicos de rnoder-
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niloción caraterizados por tres tipos de
tendencias:

n, ',a democratización de los regi­
11' 'les políticos que, bajo el principio
el, la descentralización político/electi­
Vi ¡ administrativaldecisional de la na­
e: 11 hacia las regiones y localidades,
f i- "le a redefinir los ejes de unidad or­
g' ica entre el Estado y el Régimen
F· ítico. Por su naturaleza, da cuenta
d· un proceso de tránsito de formas
n .esentativas a formas participativas,
1" 'iiscitanas y consultivas, que relo­
e: izan tanto los ámbitos político-insti­
ti' ionales del poder presidencial, la

resentación partidista y la acción
e dadana, ~omo los ámbitos territoria­
h de la intervención estatal y la fun­
e ".'1Il pública que sustentan las rclacio­
IlCS de poder y la práctica social en
América Latina.

Se trata de una tendencia que busca re­
definir la territorialidad de las relacio­
IICS Estado-Sociedad Civil-Economía.
[s decir, que trata de dar una nueva
forma institucional a los principios or­
ganizacionales y las estructuras políti­
cas, económicas, sociales y culturales
que rigen las relaciones entre el Estado
y los ciudadanos, entre la nación y los
municipios, y entre los gobiernos na­
cionales y las comunidades locales.
Las municipalidades se señalan como
los nuevos centros estratégicos para le-

gitimar la práctica política, operar la
distribución del ingreso y procurar el
desarrollo económico y social de los
territorios. Las regiones son llamadas a
estimular la selectividad, flexibilidad y
eficiencia de la intervención estatal y
el sector privado. La nación, y con ella
el poder de los gobiernos nacionales,
se invoca como el referente necesario
para mantener un orden mínimo que
asegure la unidad del Estado.

b) Las transformaciones en la corpo­
reidad del Estado que, bajo el princi­
pio de la racionalización operativa y
organizacional para la eficiencia y efi­
cacia del Estado, tienden a redefinir las
formas de articulación político-institu­
cional y económico-social que concre­
tan las competencias y responsabilida­
des del Estado, los territorios y los
agentes sociales en la gestión pública.
Por su naturaleza, da cuenta del tránsi­
to de una corporeidad «redistributiva»,
propia de la intervención «corporati­
vista y extensiva» del Estado Benefac­
tor, basada en la organización gremial
de empresarios y trabajadores, hacia
una corporeidad «retributiva» propia
de una intervención «selectiva y estra­
tégica» del Estado Empresario, basada
en la organización autogestionaria, res­
ponsable y definida en torno preciso
de la comunidad y los ciudadanos.

La nueva corporeidad del Estado debe



REVISTA DE ADMINISTRACiÓN PlillUCA 107

estar definida por la mrston, razón y
práctica «empresarial» de las relacio­
nes entre la sociedad y el Estado. Es la
tendencia que procura simplicidad de
las estructuras y procedimientos y au­
tonomía de las unidades operativas.
Flexibilidad y autonomia se invocan
como los ejes de una acción pública
selectiva, eficaz y eficiente. La difu­
sión de principios tales como costo-be­
neficio, calidad de la prestación del
servicio, información al cliente y el
concepto global de servicio, buscan re­
convertir las estructuras y organizacio­
nes estatales en empresas públicas, a
sus gobernantes en gerentes y a sus
usuarios en clientes'".

e) La universalización de las políti­
cas maeroeeonómieas que, bajo el do­
ble principio de la desregulacíón y li­
beralización económica, tiende a rede­
finir tanto los ámbitos de intermedia­
ción de las políticas nacionales entre
los productores locales y el mercado
mundial como las instancias y meca­
nismos estatales de gestión del capital
y la fuerza laboral en las economías.
Por su naturaleza, da cuenta del tránsi­
to de una gestión macroeconómica del
Estado basada en la expansión de la
demanda y la protección de los merca­
dos internos, hacia una gestión estatal
fundamentalmente financiera basada
en el estímulo al ahorro (interno y ex-

terno) y la competencia abierta con el
exterior.

Se trata de una tendencia que busca la
homogeneidad y armonía de las polí­
ticas macro de los países, como con­
d ición para asegurar los procesos de
integración de los mercados y las eco­
nomías nacionales. Concebida, en
principio como un requerimiento para
emprender los procesos de apertura y
liberalización económica, la universa­
lización de las políticas macrocconó­
micas poco a poco se ha convertido en
un elemento constitutivo que no sólo
favorece los vínculos económicos en­
tre las naciones (integración real), sino
además que establece y consolida cI
marco institucional que rige tales vín­
culos (integración formal). Integración
para la ampliación de mercados, para
el incremento de productividades, para
estimular la movilidad de los factores
productivos, para la reconversión y de­
sarrollo de nuevos frentes productivos,
se esgrimen como los argumentos cru­
ciales para relanzar la acumulación de
capital en estos países".

Democratización de los regimenes po­
líticos, transformación en la corporei­
dad del Estado y universalización de
las políticas macroeconómicas, marcan
el tránsito del proyecto neoliberal del
ajuste estructural hacia un novedoso
proyecto de conservatismo democrá-
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tico, en donde democracia liberal y
economía de mercado, se presentan
una y otra vez como los ejes de un
nuevo orden social acabado". Es la
modernización de la «nueva democra­
cia» que se desliza entre dos formas
relativamente identificables. Por una
parte la providencia democrática, en
donde la democracia emana de una ley
natural exterior a los hombres (el mer­
cado) que les permite reencontrar su li­
bertad individual de elegir, de acuerdo
con los valores y principios dados por
su «sistema de preferencias» (México,
Chile, Venezuela, Argentina, Perú y
Bolivia). Y por otra, la democracia
procedimental, en donde más que el
Ideal democrático; lo que importa es el
juego democrático; más que el ideal de
justicia, las que valen son las reglas
justas e iguales para todos (Colombia,
Costa Rica, Nicaragua, Ecuador).

4. «Impasses» y desencantos de la
reestructuración orgánica:

Avatares y contradicciones de una
modernidad extraviada

América Latina enfrenta un periodo
impropio para la definición de princi­
pios inmutables. Aceptar democracia
liberal y economía de mercado como
los ejes de un orden acabado, significa
aceptar, por una parte, que en la rees-

tructuración la cuestión democrática se
reduce al formalismo ahistórico de las
adecuaciones institucionales, cuya lu­
cha constituye su propio objeto. Y por
otra, que la lógica del mercado lejos de
destruir el tejido social lo reconstituye
convirtiéndose en una ley natural exte­
rior al imaginario y la constitución de
los individuos como sujetos.

Sin embargo, la democratización de
los regímenes políticos, la transforma­
ción en la corporeidad del Estado y la
universalización de las políticas ma­
croeconómicas, lejos de constituirse en
los fundamentos de la nueva normati­
vidad y del nuevo orden social acaba­
do, se perfilan más como tendencias
que engloban las tensiones y luchas
sociales inmersas en los procesos de
ruptura y transformación del orden en
América Latina.

a) La tendencia hacia la democratiza­
ción de los regímenes políticos, antes
que redefinir los ejes de unidad entre
el Estado y la sociedad, pone en evi­
dencia la incapacidad de las tecnocra­
cias para contener los confl ictos y para
disciplinar a las instituciones e indivi­
duos en la dinámica del cambio.

Por una parte, la proclamación del
nuevo orden desata una confrontación
de poderes. Invocando la razón de la
modernización, cada rama del poder
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público tiende a independizarse, co­
brando vida propia, para exponer y ha­
cer valer sus prerrogativas e imponer­
las sobre las demás como eje del nue­
vo orden·2• La confrontación disuel ve
la armon ía en el funcionamiento de las
funciones gubernamentales. La inmo­
vilidad institucional irrumpe y se pro­
fundiza como rasgo característico de la
confrontación. Por otra parte, el dis­
curso reformador hace que los agentes
y movimientos sociales pugnen por su
reconocimiento como tales y por la
apertura e institucionalización de ver­
daderos espacios de participación.
Convocados por el recurso de la igual­
dad y la satisfacción de las necesida­
des básicas, los movimientos sociales
se activan y actúan en procura de una
identidad colectiva y luchan por tener
un lugar y un papel en la moder­
nización.

La dinámica e intensidad de las de­
mandas dc participación y eficiencia
en la acción pública, desbordan la ca­
pacidad del Estado para controlarlas y
resolverlas. Las dirigencias políticas
tradicionales, desplazadas de las cúpu­
las decisionales y desprovistas de toda
responsabilidad gubernamental, radi­
calizan las reivindicaciones sociales
frente al Ejecutivo. La indocilidad se
desplaza de electores a elegidos. Su
movilidad pone en evidencia su propia
lucha por la supervivencia.

Competitividad y eficiencia, funda­
mentos dc la nueva democracia, se
muestran incapaces para procesar las
presiones políticas, contener las de­
mandas sociales y conciliar los intere­
ses en conflicto". Mientras que en el
nivel nacional las tecnocracias tratan
de fortalecer su capacidad para definir
el rumbo de las políticas nacionales,
en el nivel regional y local, las dirigen­
cias tradicionales y los movimientos
sociales refuerzan sus poderes de mo­
vilización y acción política, relocali­
zando los ejes de poder y reduciendo
la capacidad dc las tecnocracias para
adclantar sus proyectos y políticas por
la modernizaci ón.

b) Las tendencias hacia la transforma­
ción en la corporeidad del Estado, an­
tes que redefinir los ámbitos de res­
ponsabilidad y competencia del Estado
y los ciudadanos, se lraducen en un re­
forzamiento y explosión de órganos
intermediarios (estatales y para-eslata­
les) que distorsionan la definición y
gestión de las políticas públicas.

En aras de la flexibilidad y la eficien­
cia o por la racionalización de la fun­
ción p ública, se crea una multiplicidad
de instancias y organismos de coordi­
nación , ejecución o financiamiento, es­
trechamente ligadas a la Presidencia o
a la figura del Presidente. Se trata de
creaciones que, antes de asegurar una
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adecuada articulación entre las políti­
cas nacionales y las necesidades terri­
toriales, se convierten en instancias
«autárquicas» de entrabamiento en
donde las pugnas por la distribución de
los recursos entre los intereses nacio­
nales, regionales y locales encuentran
su máxima expresión".

En un escenario de poder fragmentado,
lejos de lograr la simplificación propia
del Estado eficiente, las reformas de la
n-odemlzación hacen que las estructu­
r;¡s, organizaciones y procedimientos
lh los aparatos públicos, se compleji­
c:n. La administración pública se pro­
yccta como escenario de confrontación
{litre intereses y organizaciones priva­
(!eIS, burocracias y dirigentes regiona­
ls, gobiernos y comunidades locales,
rntidos políticos y gobierno central.
/- nte la expectativa de reducción del
1 maño y la intensidad de la interven­
cón estatal, la feudalización de las
j;,stituciones explota en una lucha fe­
i-z, entre propietarios de pequeños y
1"andes feudos, por la apropiación de
I . burocracia y el presupuesto.

la corrupción y el burocratismo se ex­
t, .nden como rasgos distintivos de una
I''igna distributiva en todos los niveles
d-I aparato estatal. Las políticas de ra­
e 'onalización de los gastos del Estado,
(: iocan con aquéllas que incrementan
1, s costos de mantenimiento de las bu-

rocracias o buscan darle salida a las
presiones políticas locales y regionales
por el financiamiento de proyectos de
funcionamiento e inversión, La auto­
nomía de las entidades territoriales y
las unidades operativas es sólo discur­
siva, Las políticas que buscan operar
la transferencia y desconcentración de
recursos y competencias administrati­
vas de la nación, hacia los agentes y
autoridades locales y regionales, coli­
siona con aquellas que procuran refor­
zar el poder financiero y decisional de
la nación. La confluencia de estos fe­
nómenos no sólo se traduce en una ex­
pansión no planeada de los recursos
financieros, profundizando los dese­
quilibrios fiscales, sino en una seg­
mentación y desarticulación orgánica
de las estructuras administrativas de
los Estados latinoamericanos.

c) La tendencia hacia la universaliza­
ción de las políticas macroeconómicas,
antes que definir los ámbitos de rela­
ción entre productores locales y mer­
cado mundial, choca no sólo con el re­
traso y la inadecuación de las estructu­
ras productivas nacionales frente a las
exigencias de los mercados mundiales,
sino también con la muy escasa «dis­
posición» de los empresarios para to­
mar sus decisiones de inversión y fijar
sus precios de una manera tal que per­
mita el «libre funcionamiento» de las
leyes de mercado.
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La desarticulación entre los procesos
de reestructuración de las unidades
productivas y las políticas estatales,
conduce a que las acciones hacia la
desreglamentación y liberalización
económica resulten tardías y cn IlIU­

chos casos inadecuadas. La reducción
de las cargas tributarias sobre las cm­
presas, no se ha traducido en un incre­
mento de la inversión productiva. El
desmonte de las rigideces en la contra­
tación y gestión del trabajo, no se ha
retribuido en una mayor movilidad de
la fuerza laboral, ni en un aumento del
empleo. La eliminación de las trabas a
la competencia externa y los estimulas
para el desarrollo tecnológico, la com­
petitividad y la productividad, no han
encontrado respuesta en la mayor pre­
sencia de inversión extranjera o en el
incremento de las inversiones en In­
vestigación y Desarrollo en las firmas
nacionales".

La orientación de las políticas rnacroc­
conómícas se caracteriza por una per­
manente situación de discontinuidad e
incoherencia. Su administración, por la
fragmentación institucional. Su direc­
ción , por la concentración de poderes
y la con stante usurpación de funcio­
nes. La imposibilidad para obtener re­
sultados se reduce a una cuestión de

escuelas y orientaciones. Su «urgen­
cia» por el corto plazo no les deja
tiempo para pensar y apostar al futuro.

Los tecnócratas dejan entrever una pri­
mera seña l de fracaso . Quizá sea el
acoso del virus del supcrtccnicismo
que, parafraseando al profesor lIarber­
gel', «pretende modelar el mundo real .
mientras que de hecho sólo conjura un
mundo de sueños, en donde las solu­
ciones que se ofrecen no resuelven 1,1'
problemas, porque las políticas qu e
prometen beneficios terminan por gc­
nerar pérd idas ...,, 46. Así como los tira ­

nos invocan «razón de estado» para
ejercer su tiran ía y oprim ir a los gober­
nados. las a utoridades económicas eje ­
curan --en nombre de la racionalidad
económica- políticas que generan in­
necesarias tensiones y conflictos socia­
les",

La explosión de los gobernantes

La ausen c ia de un proyccto definido,
de un norte estratégico previsto para la
reforma, hace que el camino hacia la
«modernizaci ón. quede sujeto a los
avatares políticos y fiscales de la ac­
ción estatal. La imperiosa necesidad dc
reestablecer los equilibrios macroeco­
nómi cos, financieros y externos, su­

bordinan el diseño de políticas, estrate­

gias y objetivos de la modernización a
la obtención de resultados en estas rna­
terias,
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1'11 este marco de precariedades y dis­
¡"caciones, los gobiernos confrontan
t"q nueva mutación: ya no se trata de
l.".bernar, sino de operar y manipular
1, '; conflictos generados por las refor­
nus, Su espacio se percibe menos por
SI, extensión que por los movimientos
qc producen. Su tiempo deja de cap­
h se por la continuidad cronólogica
pera entrar a depender de los aconteci­
m.entos". Es la explosión que provoca
la pérdida del control sobre la sitúa­
C¡'II1, la erosión del prestigio y el dete­
ri.ro de la credibilidad política y so­
cid.

La evolución de las reformas se carac­
teriza por la.proliferación de conflictos
y escenarios de confrontación. Minis­
tros y altos funcionarios que revelan su
impotencia de aprendices de hechice­
ros al verse desbordados por los he­
chos. Presidentes que no tienen otro
remedio que deambular como febriles
viajeros en busca de horizontes quimé­
ricos en un mundo desarticulado que,
además, los mantiene en el olvido. Ex­
pertos revestidos de autoridad institu­
cional bajo el rango de asesores o con­
sejeros que, con lenguajes técnicos,
plagados de barbarismos y ecuaciones,
no pueden menos que apostar por solu­
ciones temporales de compromiso que
restablezcan el equilibrio en aquellos
puntos que amenazan rupturas". To­
dos, reducidos al pobre espectro del

gobierno por decreto, van a la zaga de
los acontecimientos.

Las tensiones desatadas por las accio­
nes hacia la democratización política y
la liberalización económica, se erigen
como los principales obstáculos a las
reformas. Por su propia naturaleza, los
avances logrados en materia de demo­
cratización política, desencadenan
fuerzas que posteriormente bloquean
la privatización de la función pública y
la liberalización económica. Aún cuan­
do el discurso de la modernización
sostiene que la democratización au­
menta el control del Estado sobre la
sociedad, en la realidad los procesos
no son complementarios. Transición
democrática y liberalización de merca­
dos se proyectan como fuerzas con
vida propia, en pugna. Mientras que la
democracia privilegia la igualdad, el
mercado la combate.

Samuel Huntington muestra cómo en
la gestión de las reformas, <dos gobier­
nos autoritarios están en mejor posi­
ción que los gobiernos democráticos
para promover la liberalización econó­
mica». En su análisis sobre el caso so­
viético, Huntington afirma que «En
1989 los altos asesores de Gorbachov,
me dijeron que habían cometido un te­
rrible error al proceder con el glasnost
y la apertura política, pues desencade­
naron toda suerte de fuerzas políticas
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que luego dificultaron considera­
blemente el avance hacia la reforma
política. 'Hemos debido concentrar
primero el poder y promover la refor­
ma económica y aguardar un poco a
realizar la apertura política', dijeron.
'En lugar de ello hicimos lo contrario
y ahora no tenemos ya la autoridad su­
ficiente para hacer lo necesario ..'»50.

La confrontación de poderes y usurpa­
ción de funciones, la proliferación de
instancias y la desconexión entre las
naciones y sus territorios, la persisten­
cia de los desequilibrios en el sector
público los desbalances financieros y
fiscales y la incapacidad para incorpo­
rar trabajadores y empresarios en la di­
námica del cambio, emergen como los
rasgos caracteristicos de la transforma­
ción. El marco de rebatiñas y corrupte­
las por aprop iarse de lo poco que pue­
de quedar de un Estado en «retirada»,
no permite dilucidar si las reformas
conducen a un momento de suspensión
orgánica del orden establecido (crisis),
o si por el contrario conducen a un
momento traumático propio de un nue­
vo orden por imponer (transición) .

La profundización de las tensiones y
conflictos que ellas generan, descentra
el poder organizado y lo despoja de
autoridad institucional. Nuevos frentes
y centros de poder efectivo irrumpen
en escena modificando la correlación

de fuerzas. Arrojadas al vacío de los
desequilibrios y el desorden , las es­
tructuras estatales quedan expuestas a
la intensidad de los combates internos
que desata cada iniciativa. El poder co­
mienza a desplazarse hacia zonas des­
conocidas, para las cuales los gober­
nantes no están preparados.

La ambigüedad entre crisis o transi­
ción ya no radica en la imposibilidad o
el agotamiento de una sola y única vía
de modernización sino más bicn en el
enfrentamiento irresuelto entre distin­
tas alternativas y racionalidades, con­
tradictorias y conflictivas , que pugnan
por imponer sus prerrogativas como el
eje de salida a la crisis o como funda­
mento del nuevo orden por constru ir.

En aras de restablecer la unidad del
poder, que le permita al Poder Ejecuti­
vo retomar el control sobre la situa­
ción, las acciones gubernamentales se
subordinan al manejo de los mecanis­
mos de excepción. En medio del go­
bierno por decreto, la toma de decisio­
nes comienza a estar determinada por
el decreto y la connotación militar de
las intervenciones. Las llamadas de
prestigio desplazan a las llamadas de
función o jerarquía. La movilización
de fuerzas efectivas, supera las investi­
duras institucionales como muestra
efectiva de poder.
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Las viejas tendencias hacia la persona­
Iización del poder del Estado se reju­
venecen. La figura del Presidente (fi­
gura concentrada de poder en condi­
ciones de poder fragmentado) es invo­
cada para conjurar la situación. Sus
decisiones, siempre cruciales, están
llamadas a resolver el problema. Su ta­
rea apunta a recrear las condiciones
para validar el «nuevo bloque históri­
co» y restaurar el orden institucional.
Encarnando la figura mítica de la uni­
dad nacional, el Presidente emprende
una nueva repartición burocrática que
erradique las tentaciones de los parti­
dos a radicalizar las reivindicaciones
frente a la concentración de poder en
el ejecutivo.

Frente a la dislocación institucional y
la confrontación de poderes, el Presi­
dente tiende a desarrollar instancias
«ad-hoc» paralelas a los aparatos esta­
tales y a las ramas del poder público
que resuelvan o atenúen la confronta­
ción. Para cada problema o institución
problemática crea consejos, cortes o
fiscalías, compuestas por superhom­
bres por encima de las instituciones,
tratando de conformar un séquito que
restablezca el equilibro".

Esgrimiendo el dedo acusador sobre
los «enemigos del cambio», el Presi­
dente invoca la razón de Estado para
consolidar el poder en torno suyo, elu-

diendo normas, procedimientos y, en
muchos casos, garantías constituciona­
les. De los vestigios del viejo orden,
los regímenes patrimonialistas y buro­
crático-autoritariosv, parecen resurgir
con inusitada fuerza, como el recurso
para la modernización. Los primeros
pasos hacia la reelección del reforma­
dor, comienza a abrirse paso en Amé­
rica Latina.

No obstante, la complejidad de las re­
laciones sociales y la multiplicación de
los intercambios, la acción de los indi­
viduos en la elaboración y aplicación
de las decisiones colectivas, es cada
vez más abierta, rápida y conflictiva.
Se generan nuevas prácticas politicas y
demandas sociales que procuran am­
pliar y hacer efectiva la participación
en los asuntos estatales. En un contex­
to de mayor acceso y uso de la infor­
mación, las presiones que se ejercen
sobre los gobiernos sobrecargan y des­
bordan los marcos de la institucionali­
dad y de la excepción. Por naturales y
razonables que sean, las demandas re­
sultan imposibles de satisfacer. La mi­
sión organizacional del Estado se dilu­
ye entre los señalamientos como el
responsable de la crisis y las convoca­
torias para que actúe en su resolución.

La explosión de las sociedades termina
por descentrar los poderes organiza­
dos. La mayor complejidad de las rela-
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ciones y conflictividad de la aceren
colectiva, se traducen en un reforza­
miento y reproducción de organismos
intermediarios que desvirtúan la ac­
ción estatal y distorsionan la definición
y gestión de las políticas públicas.

El gobierno, como centro de poder, ya
no sólo debe confrontar los descentra­
mientos provocados por los conflictos
internos entre las ramas del poder pú­
blico y sus distintas dependencias. En
las nuevas condiciones tiene que com­
partir las pujas de poder con otros mo­
vimientos y organizaciones sociales de
carácter urbano, religioso, cívico-co­
munitario o militar, que ya no están
más interesadas en resolver sus proble­
mas por la vía de la persuasión, sino
por la vía de los hechos. Se produce
entonces una verdadera dislocación de
las estructuras que soportan la domina­
ción política. Se trastornan los princi­
pios de la autoridad y las instituc iones
políticas. El poder se desplaza por
completo hacia zonas no conocidas,
para las cuales no están preparados ni
los gobernantes ~; lo ;~stitucionalidad

establecida.

Gobernar se reduce a administrar lo
mejor que se pueda las explosiones de
una sociedad fragmentada, tratando de
contener las crisis, las fricciones, las
disfunciones, los sacudones y la ines­
tabilídad. La tarea pareciera ser enton-

ces la de reforzar las funciones de se­
guridad y control que son cada vez
más pesadas cada vez más complejas
en un contexto donde las infraestructu­
ras son frágiles técnicamente y los
hombres son frágiles éticamente".

La irrupción de la videopolitica: el
manejo de la imagen como sustituto

del ejercicio de gobierno

El descentramiento de poderes y la
fragmentación de las sociedades, pro­
ducen un gran vacío en el orden políti­
co y social que es rápidamente cubier­
to por los medios de comunicación. Es
la «video-política» en acción. Favore­
cidos por la velocidad de la revolución
tecnológica los medios de comunica­
ción establecen nuevos lazos de rela­
ción entre los ciudadanos (ahora sin
sentido de pertenencia) y los gobiernos
(sin sentido de existencia) para com­
pensar la erosión de las acciones y re­
laciones políticas. Cada vez más forta­
lecidos por su poder de fascinación,
los medios influyen en el cotidiano
transcurrir de la vida social, por la re­
lación fáctica y la simbólica que logra
desarrollar.

Capturada, primero, en la esfera eco­
nómica por el peso monetario que tie­
ne y luego en su dimensión social por



116

el manejo del mensaje que alcanza, la
política se degrada al pobre rol de do­
ble mcdiático de los medios de comu­
nicación. La videopolítica copa todos
los escenarios de la vida en sociedad.

Si la política sobrevive es gracias a los
juegos del simulacro audiovisual.
Magnificados en su capacidad de in­
fluir, los medios de comunicación, en
particular la televisión, hacen que la
vidcopolitica se convierta en el agente
mayor del cambio. Ella asegura la frá­
gil unidad a proyectos desarticulados.
Corre transparencia a actos oscuros.

Expuestos .al filtro de la videopolítica,
gobernantes y gobernados se dejan lle­
var por las virtudes del «pragmatís­
mo». Sus acciones, valoraciones, ideas
y decisiones tienden a estar determina­
das por la utilidad inmediata. Se olvida
la connotación de previsión que toda
acción y decisión debe considerar. En
el rediseño y operación de las reformas
se excluye el examen de las conse­
cuencias indirectas y futuras. Más que
dar cuenta de los criterios y mecanis­
mos claves que influyen en la defini­
ción por una opción reformadora, se
busca describir los complejos psicoló­
gicos, comportamentales y organiza­
cionales que pueden implicar el éxito o
fracaso de las decisiones de un gobcr-

nante en su propósito de sacar adelante
las reformas.

La indefinición en tomo a las relacio­
nes de poder y a las mediaciones que
las sustentan, la contradicción entre la
invocación gubernamental de una ac­
ción concertada para el cambio y la
práctica aislada del gobierno en las de­
cisiones y, lo más importante, la obsti­
nación de las visiones rcdueidas sobre
el carácter estructural e integral de las
transformaciones en curso, han abona­
do cI terreno para una conducción
errática de la acción pública y privada
cn la consolidación de las reformas.

En este sentido, es posible entender de
qué manera las acciones guberna­
mentales para la modernización se pro­
yectan como conjuntos desarticulados
que comprenden discursos, decisio­
nes reglamentarias, leyes y medidas
administrativas, enunciados cicntifi­
cos, proposiciones filosóficas, mora­
les, filantrópicas, que en su confronta­
ción permiten un juego, un cambio de
posición, modificaciones de funciones,
que pueden ser ellas, también muy di­
ferentes; y cuya función es la de res­
ponder a una urgencia, de modo que
adquiera una posición estratégica do­
minante>' .
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5. La pérdida del norte. Los
problemas de la salida negociada y
el tránsito de la rcestructu ración al

reformismo

La persistencia e intensidad de las con­
frontaciones impone como tarea la
búsqueda del consenso. Los pactos po­
líticos e institucionales emergen como
recurso para asegurar la viabilidad de
la modernización. El carácter «refun­
dacional» de la reestructuración, exige
integrar y englobar actores e intereses
en juego, establecer acuerdos sobre las
condiciones del cambio y pactar sobre
los objetivos del mismo. Pero no se
convoca sobre la pugna de intereses, la
redefinición de las relaciones de poder
y las reglas que deben presidir el ejer­
cicio del gobierno. Se integra y englo­
ba sobre el compromiso de no-agre­
sión; se acuerda sobre el respeto de los
derechos establecidos y las prerrogati­
vas obtenidas; se pacta sobre la defini­
ción de las reglas de juego, porque «la
negociación de las condiciones de ne­
gociación es la primera y más impor­
tante etapa del proceso de elaboración
de un compromisox'".

El pacto social, convocatoria que res­
tringe el campo de las repre­
sentaciones y la participación al «sta­
tus quo», busca reasegurar los intere-

ses vitales de los dominantes y la su­
misión de los dominados. La moder­
nización aparece «determinada por un
universo de finalidades episódicamen­
te convergentes de unos actores pre­
viamente aceptados y rebautizados de
antemano, que no sólo deben remozar
los fundamentos de la dominación ca­
pitalista. También deben recrear una
hegemonía que aparezca como el re­
sultado de la mayor cantidad posible
de luchas democráticas dentro de las
instituciones de la democracian".

Más allá de las virtudes y ventajas de
los tratamientos de choque generaliza­
do, los gobiernos latinoamericanos op­
tan por la salida negociada. Una nueva
versión de las reformas por la demo­
cracia y las instituciones democráticas
se consolida como el dispositivo de la
nueva construcción normativa: La Re­
forma Constitucional.

Revestida con un poder inesperado, las
reformas constitucionales se abren
paso desempeñando una función tácti­
ca que no es uniforme ni estable. En la
lucha por la hegemonía y la domina­
ción, las reformas a la Constitución ac­
túan en estrategias diferentes. Procu­
ran darle salida a los deseos de las tec­
nocracias por concluir un «pacto so­
cial» que no sólo termine con cual­
quier pretensión de retorno al poder de
las dirigencias políticas tradicionales,
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sino que además, desmovilice a las
turbas emergentes que pretenden auto­
constituirse, por su propia mano, como
sujetos políticos y sociales.

En este escenario la reestructuración
orgánica se desvirtúa. De los proyectos
tendientes a la readecuación y reorga­
nización del Estado, se transita hacia
proyectos tendientes a la racionaliza­
ción de la administración pública. Las
acciones por la estructura orgánica del
régimen político, la corporeidad estatal
y la gestión macroeconóm ica, en fun­
ción de las exigencias de la sociedad y
los mercados ceden su paso a las ac­
cienes que buscan desmontar los con­
troles y régulaciones estatales sobre la
iniciativa privada. Criterios de eficien­
cia, eficacia y celeridad comienzan a
regir el rumbo de las reformas.

En el marco de un ajuste cada vez más
traumático en los regímenes fiscal,
monetario, cambiario, bancario, labo­
ral, de comercio exterior e inversión
extranjera, la tarea de la moder­
nización se reorienta hacia la reforma
de la función administrativa del esta­
do. Precedida unas veces por una re­
forma constitucional (Colombia, Bra­
sil, Nicaragua) y otras como antesala a
las reformas (Argentina, Venezuela,
Uruguay), la reorientación de la mo­
dernización del Estado se opera como
la creación de las condiciones institu-

cionales necesarias para conciliar fun­
cional y administrativamente la efi­
ciencia de las unidades administrativas
con la operatividad de las instancias y
mecanismos de participación, control
y fiscalización ciudadano sobre las bu­
rocracias y agencias del Estado.

El errático manejo de la situación y la
falta de una agenda de reforma, hace
que en muchos países de la región se
incurra en políticas voluntaristas al im­
pulsar medidas caracterizadas por ape­
lar al sector privado, sin crear las con­
diciones para que esas medidas puedan
concretarse. En busca del control polí­
tico y presupuestal, se acentúa la cen­
tralización de las decisiones, limitando
y obstaculizando la autonomía de la
gestión empresarial, asimilándola en la
práctica al manejo de los entes admi­
nistrativos. Se asignan deficientemente
los recursos por erróneas decisiones en
la selección de proyectos o por escasa
capacidad de negociación con contra­
tistas, proveedores'".

En aras del equilibrio macroeconómi­
co y financiero no sólo se abusa de las
políticas tarifarias y los impuestos
como instrumento para reducir los de­
sajustes fiscales, sino que se distorsio­
nan los objetivos y contenidos de la
búsqueda de eficiencia. Lejos de ser
considerada como la optimización del
impacto de la inversión pública, la efi-
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ciencia se asume como el resultado de
reducir los costos por unidad produci­
da, Las autoridades de política olvidan
que la eficiencia no se mide por la in­
tensidad de factores involucrada en las
acciones del Estado, sino por la magni­
tud de los cambios producidos sobre
los parámetros de desarrollo que se
quieren modificar'". Expuesta al pro­
pósito de mantener los equilibrios mn­
ero, la modern ización reduce la cfi­
ciencia a la pobre intención de dismi­
nuir los costos y no de optimizar los
resultados, Es claro que, en las pro­
puestas de modernización, no se perci­
be un parámetro claro de efic iencia a
lograr. La situación se complica si se
tiene en cuenta que, en aras del enten­
dimiento, o por la «comprensión» de
los políticos, los gobiernos relajan los
controles al gasto público y desmontan
las barreras de contención al creci­
miento de la burocracia",

En medio de una creciente confusión
entre objetivos empresariales , scctoria­
les y macroeconómicos, y sometidos a
una cada vez mayor interferencia polí­
tica de las acciones técnicas, la ausen­
cia de un proyecto de reforma definido
hacen que, en su propósito de moder­
nización, el gobierno se confunda en­
tre reformismo y reestructuración,

Pese a la diferencia cn las condiciones
de las empresas y la capacidad de ne-

gociación de los paises, la privatiza­
ción se desenvuelve en una ironía: los
casos más exitosos de privatización
han tenido lugar en los países con ma­
yores niveles de corrupción, La inte­
gración no logra trascender la formali­
dad de los acuerdos. La dificultad de
las negociaciones en torno a los pro­
ductos y tiempos sobre los cuales las
negociaciones ceden la «soberanía» de
su gestión macroeconómica en favor
del desarrollo de mercado, no perm ite
el tránsito hacia una integraci ón real,
cuyo signo característico es la exis­
tencia de vínculos reales entre las eco­
nomías latinoamericanas 60 ,

6. Reformismo o reestructuración?:
Los límites de una modernidnd

iuncahndn. Los rasgos de In crisis

La confusión entre reformismo y
reestructuración sintetiza el carácter
contradictorio y crítico de la transfor­
mación en las sociedades latinoameri­
canas , Redefine los ámbitos de
inscripción de la crisis inmersa en este
proceso, Los saca del estrecho marco
de las inadecuaciones del aparato esta­
tal (crisis de legitimidad) y el apa rato
productivo (crisis de acumulación),
para ponerlos en el marco más cstruc­
tural del quiebre de la relación Esta­
do/Régimen Político/Régimen de
Acumulación.
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P,,, una parte, el reformismo plantea el
p,"blema en términos de una «crisis de
he':emonia». Es decir, en términos de
lo incapacidad de las dirigencias tec­
n< ,-ráticas y los movimientos pollticos
y sociales (nuevos y tradicionales)
P"'O lograr no sólo transformar sus in­
te r -ses particulares en un interés gene­
ra: de la sociedad en su conjunto, sino
p~ ' a imponer una dirección determina­
d» al proceso político, económico y
so' ial,

Pe : otra, la reestructuración plantea el
problema en términos de una «crisis de
dominación». Se trata de una crisis
que emerge de la pérdida de vigencia y
ruptura de I~ instancias y mediaciones
a uavés de las cuales las relaciones de
dominación se expresan como rclacio­
nes de poder político institucionaliza­
do, así como se otorga fundamento a
los arreglos y transacciones entre los
individuos en la constitución y repro­
ducción de un orden social.

Crisis de hegemon ia y crisis de domi­
nación, señalan que la crisis no consis­
te en una inadecuación del aparato es­
tatal. Tampoco en una separación, a la
manera gramsciana, entre dirección y
coerción". Más profundamente la do­
ble crisis radica en la pérdida del lugar
estructural del Estado en la sociedad .
Es decir, en la pérdida que, por su na­
turaleza, entraña la progresiva disolu-

ción de los ejes sobre los cuales se
construye la unidad orgánica entre Es­
tado y régimen político y se realiza la
articulación entre Régimen Político y
Régimen de Acumulación: territoriali­
dad e institucionalización del orden.

Es la crisis en la que los Estados se re­
velan incapaces de mantener la pro­
ducción y reproducción de las instan­
cias, mecanismos e instrumentos ordi­
narios y extraordinarios -formales o
infonnales-, a través de los cuales el
ejercicio de la autoridad se extiende y
profundiza en la sociedad diferencian­
do sus formas de control e intemali­
zando una identidad colectiva. Varios
hechos confluyen radicalizando la si­
tuación:

a) La explosión de pugnas distributi­
vas, asociada a la novedosa movilidad
política e «indocilidad» electoral de
las dirigencias tradicionales y las orga­
nizaciones sociales, el quiebre de los
monopolios de partido único y el bi­
partidismo, o la irrupción de las «auto­
defensas» como formas sustitutivas de
la represión oficial, desbordan la terri­
torialidad e institucionalidad de las
formas y códigos de cohesión , regula­
ción, control y disciplinamiento social;

b) La permanente con fusión y usurpa­
ción de poderes entre las ramas del po­
der público y la conversión y exten-
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sión del clientelismo, la corrupción y
el burocratismo como «sistemas de
protección social» de los desplazados
por el cambio, señalan la incapacidad
para recrear una juridicidad que preci­
se la naturaleza y composición interna
del sistema jerárquico de autoridad y
delimite las competencias, funciones y
responsabilidades en el ejercicio del
poder institucionalizado (político, eco­
nómico, administrativo, militar, etc);

e) La profundización de la informali­
dad, la dolarización de las economías,
la especulación y fuga de capitales, la
evasión de impuestos o el incumpli­
miento de las normas laborales, repor­
tan la imposibilidad de reestablecer las
relaciones entre las formas y mecanis­
mos de gestión y regulación del capital
y el trabajo y los patrones de acumula­
ción y competencia capitalista;

d) La ruptura de los instrumentos de
«excepción», el repliegue del militaris­
mo o la pérdida del control sobre las
formas y organismos paraestatales de
contención de los conflictos y luchas
sociales, pone de presente la incapaci­
dad para mantener la producción y re­
producción de los mecanismos a través
de los cuales la «ilegalidad» del Esta­
do de Derecho se transforma en la «le­
galidad» de los «Estados de Excep­
cióm)62.

La búsqueda de la nueva normatividad
está entrabada. El tránsito hacia la mo­
dernidad se revela imposible. Si bien
el juego integrador de los pactos insti­
tucionales permite atenuar algunas ten­
siones inherentes a las «expectativas
salvadoras» de dictaduras militares y
cívico-militares, también estalla nue­
vos conflictos y desata otros ahogados
de tiempo atrás. Una confrontación
mayor irrumpe en escena paralizando
la acción de las nuevas dirigencias tec­
nocráticasv.

La exacerbación de la racionalidad
universalista de la libertad, igualdad y
soberan la, en derechos y deberes, que
se promueve en el discurso de los
«nuevos ciudadanos», se quiebra fren­
te a la racionalidad individualista que
prima cuando los hombres concurren a
los mercados o exigen la aplicación de
los derechos proclamados. La convo­
catoria de la igualdad se traduce en
una explosión de identidades colecti­
vas. La existencia de «ciudadanías de
segunda», implícitas en las luchas étni­
cas, religiosas, culturales y cívico-ur­
banas, quiebra las fraternidades y la
solidaridad, para convertirse en el cen­
tro de reconocimientos mutuos de los
excluidos y marginados que, a su vez,
responden excluyendo y marginando a
los demás. Los «fundamentalismos»,
emergen como enemigos incontrola­
dos del cambio.
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Democracia liberal y economía de
mercado se desplazan de las utopias
del orden acabado, a una realidad en
pugna. La democracia, unidad que ano
tes estructura, en las nuevas condicio­
nes desestructura. El mercado profun­
diza la destrucción del tejido social. La
constitución de los nuevos sujetos que­
da en cuestión. Por una parte, para las
nuevas dirigencias tecnocráticas, por­
que la explosión de las pugnas distri­
butivas pone en evidencia la ausencia
de una «racionalidad forrnal-burocráti­
ca» que posibilite una intervención fle­
xible, selectiva y eficiente [contra-in­
surgente]; del Estado, así como la ine­
xistencia de una «lógica de sistema»
en el comportamiento social de los in­
dividuos que pueda ser formalizada en
soluciones óptimas". Por otra, para los
movimientos sociales, porque en su
acción política y/o cívica-urbana toda­
vía no logran constituir ni una «razón»
[social o política] común que les per­
mita trascender lo inmediato, ni una
base organizacional que las soporte
como fuerza política y/o social de ca­
rácter permanentes'. Los voceadores
del fin de la historia se encuentran en
un «impasse». Las pugnas por el resta­
blecimiento de la legitimidad, son
transgredidas por la necesidad de reor­
ganizar la hegemonía y reconstituir los
fundamentos de la dominación capita­
lista y las mediaciones que la sustentan
en estos países. Las tendencias recien-

tes hacia la personalización de las es­
peranzas y la sacralización del poder
en la figura del Presidente, a la manera
del «Argentina, levantate y anda» de
Menem~, están diluidas en la irrup­
ción de novedosas formas de «resis­
tencia pasivas'". Las fuerzas del «mer­
cado políticov" se muestran incapaces
para asignar eficientemente los recur­
sos en el sistema. Los aparatos represi­
vos no pueden contener los conflictos.
El virtuosismo que se le imputa a los
ciudadanos, está comenzando a ceder
terreno. Las reivindicaciones popula­
res se ahogan en un «revuelto de recla­
maciones corporatistas que contradi­
cen la noción de interés general y la
igualdad no cesa de ser una reivindica­
ción platónicas'".

Ya ni siquiera el viejo recurso de «so­
meter al escarnio público a los anti­
guos subalternos privilegiados del ré­
gimen difunto»?", resulta útil para que
las dirigencias tecnocráticas o los lla­
mados movimientos «alternativos»
puedan movilizar en su favor a los ciu­
dadanos y comunidades. La realidad
conflictiva y la fuerza transformadora
de los procesos latinoamericanos no
solamente desbordan las visiones dis­
torsionadas que los enmarcan como
una transición hacia la democracia.
Más estructuralmente, cuestionan las
virtudes redentoras y pacíficas de la
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democracia liberal y la economía de
mercado en estos países.

La confusión entre reformismo y rees­
tructuración hace que, en la búsqueda
del «buen orden», los proyectos res­
tauradores se diluyan entre la estabili­
dad de la crisis y la crisis de estabili­
dad, la legalidad del fraude y el fraude
de la legalidad, la institucionalidad de
la excepción y la excepción de la insti­
tucional idad".

Sín referencia a la nueva modernidad,
la democracia participativa se revela
como una novedosa perversión de la
democracia. Recortada al pobre espa­
cio de la mecánica electoral y de la
decisión para inversiones óptimas. la
democratización aparece como un retor­
no a las formas primitivas del parla­
mento, con la única diferencia que el
Reyes ahora reemplazado por los tec­
nócratas 72.

En medio de la eufórica prosperidad
del «decenio de la democracia», la
precipitación de los hechos agota las
estrategias planteadas. La dinámica
conflictiva y contradictoria de trans­
formación corta las correas de la domes­
ticación social. La nueva racionalidad
de la democracia, expresión de eficien­
cia y competitividad de las institucio­
nes democráticas, resulta incapaz para
encubrir un problema que se proyecta

con mayores proporciones: la crisis l.'

el manejo de la crisis".

7. A manera de epílogo: Tendencia,'
y contra-tendencias de las

transformaciones latinoamericanas.
Los rasgos de la transición

La dinámica del cambio estructura
debe ser considerada como una mone
da de dos caras. En un lado, la trans
formación de fas sociedades latinea
mericanas está atravesada por la crisis,
No se trata de una crisis cuya particu­
laridad reside en la ruptura súbita o el

agotamiento de una sola y única alter
nativa de restauración, sino más bien
en el enfrentamiento irresuelto entre
distintas alternativas y racionalidades
contradictorias y conflictivas en la lu­
cha por un nuevo orden social. Al inte­
rior del Estado y por fuera de éste; al
interior de las organizaciones sociales
y por fuera de ellas; al interior de los
mercados y por fuera de éstos.

La crisis expresa la múltiple explosión
de pugnas distributivas entre una diri­
gencia política tradicional que ha per­
dido el control político, pero que toda­
vía mantiene el control sobre las ma­
quinarias y las cestas electorales; una
tecnocracia que asciende al poder,
pero sin autonomía para introducir
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cambios en la estructura económica e
institucional; y unos movimientos so­
ciales cada vez más activos, pero cuya
presencia es todavía muy difusa y de­
sorganizada.

La agitación social, la inmovilidad ins­
titucional y la dispersión de las formas
organizativas, desaparecen de la esce­
na pública, para entrar a engrosar las
angustias del cotidiano transcurrir de
la vida privada. Los debates en tomo a
la moralización, a la popularidad de
las autoridades (medidas por los son­
deos de opinión) y a la urgencia de los
pactos que reestablezcan los equili­
brios de poderes, copan la escena pú­
hlicá,

Fl vértigo del derrumbamiento sub­
vierte la relación entre lo real y lo ima­
g.nario. Lo dicho: los gobiernos con­
r, ontan una nueva mutación ya no se
Irata de gobernar, sino de operar y ma­
nipular los conflictos. Su carácter reac­
tivo se expresa más en la forma que en
el contenido. Su tiempo, claramente
desigual, depende de los aconteci­
mientes".

La complejidad de los cambios, la ce­
leridad e impredecibilidad de los he­
chos y el entrabamiento producido por
las respuestas urgentes a problemas
contingentes, hacen de la política un
fenómeno aleatorio. Bajo diferentes

formas e intensidades, los ejes nodales
del conflicto tienden a desplazarse de
manera incontrolada en puntos aparen­
tes de salida y puntos reales de explo­
sión. En principio tienden a concentrar
los problemas en tomo a un eje con­
flictivo que amenaza explotar, pero,
antes de que se logre reestablecer el
equilibrio en las confrontaciones, ocu­
rre un salto hacia otro eje nodal y así
sucesivamente, en un cúmulo de ofer­
tas y demandas que no se encuentran
ni resuelven.

Cada decisión política, cada medida
administrativa, cada movilización so­
cial, desata una nueva tensión y explo­
ta un nuevo conflicto que modifica las
agendas de los contendientes y entra­
ban sus proyectos de construcción so­
cial. Los problemas estructurales, uno
a uno, van apareciendo como el trau­
ma mayor que concentra y sobredcter­
mina a todos los demás". Los confron­
tados se ven obligados a un reacomodo
permanente de sus planes, estrategias,
discursos, invocaciones. acuerdos y
alianzas, en todos los frentes posibles
de «combate»: entre el restablecimien­
to del equilibrio de poderes y su con­
centración en el ejecutivo; entre una
intervención estatal y una redistributi­
va; entre eficiencia y equidad; entre
subsidiariedad y autogestión; entre
apertura y protección; entre repre­
sentanción y participación.
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En medio de la turbulencia provocada
por la explosión de las confrontacio­
nes, la crisis emerge como detonante
del cambio. La otra cara de la moneda
se proyectaa con fuerza. La transición
está marcada por la explosión de ten­
dencias y contra-tendencias, que seña­
lan el carácter traumático del cambio.

Incertidumbre política, inmovilidad
institucional e insurgencia social, se
consolidan como los rasgos distintivos
de un escenario en el que se tiende a
privilegiar lo conyuntural sobre lo es­
tructural, lo aparente sobre lo esencial,
lo temporal sobre lo histórico, la ruptu­
ra sobre la construcción. La fascina­
ción por las formas no permite trascen­
der lo inmediato. La dinámica del
cambio aparece sometida por evolu­
ciones imprevisibles, salidas involun­
tarias. La transición, tensor de la trans­
formación, se invoca como principio y
fin del orden cuestionado.

Sin embargo, la indefinición de las re­
gias de juego, hace que en la moder­
nización se confunda lo transitorio con
lo perenne. La precariedad del recurso
a las soluciones de fuerza, la intensi­
dad de las confrontaciones y la dislo­
cación institucional, la debilidad de las
invocaciones al concenso para restau­
rar el orden y la fragilidad del recurso
de la modernización para restablecer la
armonia de las funciones gubernativas,

desbordan en una situación compleja y
confusa en donde los rasgos de unidad,
singularidad y secularidad de las trans­
formaciones latinoamericanas en cur­
so, se pierden en el limbo de los ajustes
parciales y las soluciones transitorias.

Aún cuando en los programas
gubernamentales persista la idea de
«construir futuro», la imposibilidad de
imponer un proyecto hegemónico
siempre invoca el regreso al pasado. El
restablecimiento de los equilibrios y
comprom isos ayer pactados para ase­
gurar la «gobemabilidadi del sistema,
tiende a consolidarse y perdurar como
mecanismo que erradica la crisis en
procura de un orden restaurado. La
modernización aparece como la opción
de incorporar lo nuevo sin tener que
abandonar lo viejo. Bajo el disfraz de
la modernización todo se dice, todo se
acepta. Nuevos simbolos y ritos pare­
cen irrumpir para confiscar el desorden
haciéndolo aparecer como el signo del
nuevo orden invocado.

El éxito de la «transición» radica en el
hecho de que no se produzcan cambios
dramáticos en las situaciones y eventos
heredados de los regímenes anteriores.
En aras del «entendimiento), o los
«pactos» refundacionales que acerquen
a los contendientes, los gobiernos rela­
jan los controles al gasto público y a la
expansión de la burocracia.
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La para-institucionalidad, el c1icntelis­
mo y la burocratización, se renuevan
una y otra vez como formas privilegia­
das para relegitimar el «quehacer» de
la política decambio, movilizar intere­
ses en contienda y contener la insur­
gencia social. La para-institucionalidad
tiende a identificar y diferenciar los
sectores confrontados, midiendo sus
fuerzas y reivindicaciones. Su violen­
cia, abierta o soterrada , señala quienes
entran y quienes salen de la contienda.
La negociación en tomo a las cestas
burocráticas y presupuestales, procura
el reacomodo de las fuerzas aceptadas
y la compensación de las rechazadas .
Su utilización recurrente , explícita o
disfrazada, se proyecta como forma
sustitutiva de una hegemonia inacaba­
da.

La modernización de la <mueva demo­
cracia», emerge como el recurso de
salida que obliga una permanente rede­
finición de las estrategias de legitima­
ción en un aparente redespliegue de las
relaciones de poder, que coopta unos y
excluye otros, bajo un simulacro de
extensión y profundización de la repre­
sentación política y la participación
ciudadana. El nuevo orden proclamado
no es más que una «ficción volátil de
igualdades y equilibrios, de fundación
pasada, que trata de ser mantenida con
una determinada intensidad, dentro de
límites moderados, con una fuerte do-

sis de autoritarismo a", Entre tanto, la
heterogeneidad estructural se profundi­
za y extiende a todos los ámbitos de la
sociedad.

Precariedad del poder y dislocación
institucional estallan ante la cada vez
mayor multiplicidad, complejidad y
conflictividad de las relaciones políti­
cas, económicas y sociales. La restaura­
ción aparece minada por la confluencia
caótica de tendencias y contra-tenden­
cias de adopción y rechazo estructural
al cambio. Las fuerzas relevantes en la
definición de la contienda son cada
vez más diflciles de detectar . Las
agendas, estrategia s y proyectos de los
actores en contienda, cada vez más di­
ficiles de desentrabar. Indistintamente,
lo transitorio tiende a participar de lo
inacabado y lo perenne a ser una re­
producción de lo establecido [y tam­
bién viceversa) , en una situación que
pareciera de nunca acabar".

Sin embargo, la transformación de las
sociedades no transa con la perpetua­
ción de soluciones transitorias y ajus­
tes parciales de regímenes caducos . La
transformación es el proceso en el cual
las sociedades se desplazan de un orden
anterior en la búsqueda de un orden in­
cierto'! en la que, a la manera que su­
giere Elías Cannctti en su análisis sobre
la transición (que llama la «explosión»
de la masa, las sociedades se abando-
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nan libremente a la necesidad de re­
constituirse, dando rienda suelta a su
impulso natural de crecimiento. En la
explosión, siguiendo con Cannetti,
«..no tiene una sensación o visión clara
de la magnitud o intensidad que pue­
dan llegar a alcanzar. No se atienen a
edificios que le sean conocidos y que
haya que llenar. No se contentan con
renovar o reubicar las ceremonias, re­
gias e instituciones que le son fami­
liares, en el centro de las estructuras
cerradas en donde la vida ya es bien
incómoda, sino que verdaderamente
buscan crear un orden nuevo...»79.

En la transformación de las socieda­
des, lo nuevo no coexiste con lo viejo.
Lo nuevo emerge de lo viejo, con sus
propios patrones y regulaciones. Es la
búsqueda conflictiva que en sí misma
posee los gérmenes de la destrucción,
pero a la vez, los gérmenes de su pro­
pia reconstrucción.

La fuerza y unicidad de sentido con
que las innovaciones logran nuclear
nuevas articulaciones, prácticas orga­
nizativas y patrones de producción, re­
gulación y gestión de las relaciones so­
ciales, quiebran de una manera dife­
rencial (en intensidad y consistencia)
los espacios privilegiados de concre­
sión del orden precedente, para develar
los espacios privilegiados en donde se
definirá el orden futuro.

En esta perspectiva, el desmoramiento
de las barreras entre sector público y
sector privado, la reconversión de las
estructuras y organizaciones públicas
en estructuras y organizaciones de tipo

empresarial, y la integración de merca­
dos, más que principios del orden pro­
clamado dc la nueva democracia, se
constituyen en novedosos ejes proble­
máticos que aún cuando ahogan viejos
problemas, desatan nuevos conflictos,
nuevos focos de tensión y lucha so­
cial, abriendo fisuras que modifican
sustancialmente los fundamentos de
la relación Estado-sociedad civil-eco­
nomía.

Por una parte, las tendencias hacia la
democratización de los regímenes po­
líticos y los cambios en la corporeidad
del Estado, cierran los espacios nacio­
nales de las decisiones políticas y la
responsabilidad estatal, para trasladar­
los y extenderlos hacia las institucio­
nes y organizaciones (públicas y priva­
das) locales. El derrumbe de las barre­
ras entre lo público y lo privado tiene
como contraparte la separación entre
lo público y lo estatal. Es decir, la dife­
rcnciación entre aquella función que
no es delegable o transferible por el
Estado a la sociedad, ni ésta descon­
centrada en diversas instituciones del
aparato y aquella función que puede
ser desconcentrada en la diversidad de
organizaciones y dependencias dcl
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aparato público y delegada o transferi­
da a la sociedad.

La separación entre lo público y lo es­
tatal se manifiesta en la desconexión
entre los niveles decisionales y las uni­
dades operativas. La acción política de
los «nuevos ciudadanos», como gesto­
res y fiscalizadores de la acción públi­
ca, queda reducida al entorno de los
problemas e instituciones más próxi­
mos a su vida como individuos (el ba­
rrio, la comuna, el municipio). Su ac­
ción participativa debe ser definida y
defendida como un proceso «estanda­
rizado» (por el principio costo-benefi­
cio) de asignaciones que estimula el
esplritu do empresa, moderniza y am­
plia la gama y calidad de los productos
ofrecidos.

La política, como arena de confronta­
ciones, se desplaza al terreno funcional
de la administración pública y la ac­
ción privada. A la manera de Brasil,
Colombia y Venezuela, los gobernan­
tes dejan de gobernar para entrar a ad­
ministrar (funcionalmente) los conflic­
tos. En su afán por paliar la crisis, aco­
meten todo tipo de acciones que resul­
tan cuestionadas por lo establecido.
Aún así, la eficiencia, deja de ser un
principio técnico de asignación y uso
de los recursos, para convertirse en el
nuevo referente que debe procesar los
conflictos de intereses, las pugnas dis-

tributivas, las luchas por los proyectos
de sociedad. A la manera de Chile o
México, los gobiernos quieren evitar
asumir todo el crédito de la tarea de la
«transición» que, por cierto, parece
poco atractiva y demasiado larga, para
entrar en la era de las realizaciones
como una estrategia directamente dise­
ñada para relegitimarse en el futuro.
Gerencia, gestión estratégica y calidad
total, antes mecanismos propios de la
administración empresarial, emergen
en América Latina como los recursos
que deben guiar la acción pública y
privada de las instituciones yorganiza­
ciones locales.

Por otra parte, las tendencias hacia la
integración de mercados redefinen los
ámbitos de decisión y gestión sobre los
grandes agregados de la política eco­
nómica. Las exigencias para lograr la
transparencia en la movilidad de los
factores y la asignación de recursos,
ejes de la integración, hacen que en la
organización interna de los Estados,
las decisiones económicas se despla­
cen de la esfera discrecional del Ejecu­
tivo y del control del Legislativo, para
concentrarse en los Bancos Centrales
que, reconvertidos en organismos téc­
nicos desprovistos de toda presión y
rapiña política, aparecen como los
nuevos portadores de la función de
«armonizar las políticas macroeconó­
micas» y asegurar la «coherencia, con-
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sistencia y estabilidad» del manejo y
comportamiento de los agregados de
política económ ica y las políticas sec­
toriales'",

Bajo el rótulo de las «tendencias mun­
diales», los márgenes de decisión de
las autoridades quedan sometidos y
restringidos por las exigencias de glo­
balización o intemacionalización de
las econom fas. Es la separación entre
política y economía, en donde ya no es
la intervención estatal la que debe
mantener la disciplina del mercado,
sino el mercado el que debe mantener
la disciplina de la intervención estatal.
En nombre del equilibrio fiscal, los
procesos hacia la descentralización y
privatización se intensifican o se retar­
dan. En nombre de la moneda sana, las
regulaciones se refuerzan o se dilatan.
El cierre de los ámbitos discrecionales
de la intervención estatal, tiene corno
contraparte la reorientación de los es­
fuerzos gubernamentales hacia la ges­
tión de políticas sociales y la creación
de las condiciones para consol idar la
integración de los mercados. Las polí­
ticas para combatir la pobreza extre­
ma, la marginal idad y el atraso, se
muestran como recursos repetidos para
procurar la universalización de las
condiciones de competencia en los
mercados y la ampliación del acceso a
los productos. La equidad social se
desplaza de la esfera conflictiva de la

intervención econormca que busca
erradicar la desigual redistribución del
ingreso, hacia la esfera funcional de la
administración pública que busca ase
gurar a los individuos la igualdad en
las condiciones de competencia. La
«equidad», puesta en el nuevo terreno.
aparece como el antídoto que procura
la reinserción de los individuos, a los
mecanismos formales de la producción
y el consumo, a la disciplina de la le­
galidad y las relaciones mercantiles.

La separac ión entre política y econo­
mía pone en evidencia la desconexión
entre los espacios que son objeto de
sobcrania interna de los espacios que
son objeto de determinaciones exter­
nas. Reducidos al pobre espectro de
las contiendas internas, los gobiernos
latinoamericanos asisten a la transna­
cionalización de las decisiones crucia­
les sobre el crecimiento y el desarro­
llo. En las nuevas condiciones los go­
biernos ya no controlan el manejo de
aquellos agregados macroeconómicos
y políticas sectoriales que les permitan
asumir compromisos con los sectores
en pugna. Los pactos sociales no se
conciben como mecanismos alrededor
de los cuales es posible concitar la ac­
ción mancomunada de las fuerzas ca­
paces de abatir la crisis, sino como un
recurso gubernamental para recuperar
los espacios perdidos que le asegure el
retorno a la «gobernabilidad».
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En un marco de incertidumbres, en
donde la ausencia de oposición pare­
ciera validar el liderazgo de las tecno­
cracias, los gobiernos latinoamerica­
nos se ven enfrentados a una situación
en que la «unidad de lo latinoamerica­
no», ya no está determinada, a la ma­
nera de la visión dependentista, por el
doble movimiento entre unidad por de­
terminaciones externas y unidad por la
negación de las determinaciones exter­
nas. En las nuevas condiciones, la
«unidad de lo latinoamericano», apare­
ce determinada por el novedoso rasgo
de «homogeneidad» en la intervención
estatal que resulta del sometimiento
por la fuerza de las «políticas comu­
nes».

En este escenario, el trayecto de las
transformaciones aparece confiscado
por el azar en la multiplicidad de cem­
binaciones posibles entre formas del
Estado, regímenes políticos y configu­
raciones económicas; la necesidad de
la emergencia de un nuevo orden que
articula Estado-economía-sociedad; y
la voluntad de poder inscrita en la rea­
lidad producto de la contienda entre di­
versos sectores y actores sociales". Se
trata de un escenario turbulento, con­
flictivo y contradictorio. La separación
entre función pública y función estatal
y entre determinaciones externas y so­
beranías internas, lejos de ser ejes que

fuerzan la concresión del nuevo orden,
se constituyen en nuevos ejes de ten­
siones y luchas intensas en América
Latina.

Por una parte, la pugna entre lo públi­
co y lo estatal aparece como una pugna
entre los poderes nacionales que pre­
tenden imponer una lógica centraliza­
da de las decisiones y los poderes terri­
toriales que buscan imponer una diná­
mica descentralizada del poder. Los
Estados nacionales pierden cada vez
mayor base frente a una suerte de Esta­
dos regionales que emergen como
fuerza significativa. Por otra parte, la
pugna entre soberanías internas y de­
terminaciones externas aparece como
una pugna que fisura los ámbitos del
poder político y de las estructuras je­
rárquicas que lo sustentan. Las deci­
siones comunes desatan tensiones y
presiones generalizadas que abren la
brecha para la acción combativa de los
ciudadanos frente a la política econó­
mica o a los desequilibrios de las polí­
ticas sectoriales.

En la perspectiva de la transformación
la confrontación no debe ser asumida
como un desencadenamiento de fenó­
menos contingentes, sino como un jue­
go de fuerzas que es necesario recono­
cer y vaciar de sus cargas negativas,
para de allí entrar a identificar los nue-
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vos ámbitos definitorios del nuevo or­
den para la América Latina.
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I El término es de Arend Lijphart.en «Teoríay
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Keanc, «Thc Media and Democracy», Londres,
1991 . Yen Timothy Garton Ash, «l.a Chaudic­
re. Europe Centtalc 1980-1990» Colección Te­
moins-Ga\límard Parls, 1990.

.. El término esde Giovanni Sartoriopara carne­
terizar la fonna institucionalizada en que los
medios de comunicación han desbordado, de­

gradado y sustituido a la política, hasta copar
todos los aspectos de la vida en sociedad. Ver
Giovanni Sartori «Repensarla democracia: ma­
los regímenesy malas polltícas. Revista lnter-
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«Reconversión Industrial y Cambio en el Pa­
trón de Relaciones Laborales en México», po­
nencia presentada al Seminario Internacional

sobre la Modernización de México, Noviembre
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La Administración, al ritmo de la economía
y la sociedad.

Reflexiones y reformas en Francia y Alemania

Martín Bullinger"

Introducción: La celeridad como
objetivo de la reforma

administrativa

La Administración pública y la eco­
nomía viven a ritmos diferentes. Si
quieren ser competitivas, los empresas
industriales han de reaccionar con ce­
leridad a las señales lanzadas por el
mercado y renovar o ampliar sus insta­
laciones de producción. Para ello re­
quieren a menudo una autorización
estatal. Ahora bien, el principio que
tradicionalmente guia a los organismos
públicos a quienes compete otorgar esa
autorización no es la celeridad, sino la
minuciosidad. Se necesita examinar
con detalle la complicada situación
fáctica y legal, dar amplia participa­
ción en la preparación de la decisión a
los organismos públicos competentes
en la materia por razón de su especiali­
zación y oír a los ciudadanos afecta­
dos. Pero si con todo ello los procedí-

• Del Centrode EstudiosFranceses

mientos de autorización se prolongan,
las empresas indnstriales solicitantes
ya no llegan a tiempo al mercado. Por
ello, las inversiones o bien no llegan a
realizarse o se desplazan hacia otro
país, con la consiguiente pérdida de
puestos de trabajo, ingresos fiscales e
impulsos económicos en el país en
cuestión.

Por todo ello, la Federación y los Lan­
da se esfuerzan intensamente por ace­
lerar los procedimientos de autoriza­
ción. Diversas comisiones han presen­
tado ya o han anunciado la presenta­
ción de informes al respecto'. En el
marco del círculo de asesoramiento
Verwaltung 2000 [Administración
2000J, constituido en el Ministerio del
Interior de Baden- Wiirttemberg y en el
que participó el autor de estas reflexio­
nes, se ha propuesto una serie de mejo­
ras jurídicas y organizativas- que han
merecido la aprobación de principio
por parte del Ministerio)

Entretanto, los Parlamentos federal y
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de los viejos Lander muestran una im­
paciencia creciente. Han establecido
linos plazos cada vez más estrictos a
las Administraciones públicas, en es­
pecial en lo concerniente a las autori­
zaciones de instalaciones. En algunos
casos la autorización se entiende con­
cedida por el simple transcurso de esos
plazos•. Esta acelerada técnica, que re­
cibe la expresiva denominación de «lá­
tigo de los plazos», no es una particu­
laridad alemana. En los Estados Uni­
dos de América se la conoce y discute
con el expresivo calificativo de «solu­
ción del martillo»'. En España figura
entre los institutos jurídicos más reco­
nocidos", Y también en Francia recurre
cada- vez mjis a ella el legislador, a
despecho de la crítica que en 1979 for­
mulara el mismísimo Consejo de Esta­
do'.

Sea como sea, ni siquiera el fustiga­
miento que esos mecanismos repre­
sentan basta -y sobre esto reina una­
nimidad a uno y otro lado del Rhin­
para acelerar suficientemente a la Ad­
ministración. El informe de la comi­
sión gubernamental francesa Efficacité
de l'Etat", publicado en 1989, apunta
que la Administración debería rees­
tructurarse a fondo y hacerse más
adaptable y rápida si es que acaso pre­
tendía tener en cuenta las circunstan­
cias de la «sociedad postindustrial» y
mejorar la posición competitiva de

Francia tanto a escala europea como
internacional.

Si de lo que se trata, pues, es no tanto
de la lentitud de un organismo u otro
cuanto más bien de un conflicto es­
tructural entre el ritmo temporal tradi­
cional de la Administración pública,
por una parte y el propio de una eco­
nomía y sociedad en transformación,
por la otra, se ha de hacer claridad en
tomo si las causas y los contextos de
esa «alteración del ritmo» como paso
previo al de una terapia eficaz.

Es en tres etapas como hemos de in­
tentar acercamos a ese objetivo, ha­
ciéndolo además, en consonancia con
lo que representa el centro de estudios
franceses, de una forma interdiscipli­
naria y desde un prisma comparatista
franco-alemán. En primer lugar, se tra­
ta de mostrar: A) que el ritmo al que la
Administración pública cumple sus ta­
reas constituye, tanto jurídica como
fácticamente, un elemento esencial de
su poder, pero también de su responsa­
bilidad. Tal y como se intentará expo­
ner en la segunda parte de este trabajo,
la Administración sólo puede hacer
justicia a esta responsabilidad de modo
pleno si se adapta el ritmo de econo­
mía y sociedad; B) cómo puede alcan­
zarse esta meta; C) es lo que tratamos
de explicar en la tercera parte.
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A. El ritmo de la administración
pública como elemento de su poder

y responsabilidad

Cuando la ley establece imperativa­
mente plazos máximos para los proce­
dimientos de autorización y además
hace que la autorización se entienda
otorgada sin más por su mero transcur­
so, el Parlamento está asumiendo por
anticipado el poder decisorio y la res­
ponsabilidad en lo que concierne el
momento adecuado e incluso el conte­
nido de la posterior decisión de la Ad­
ministración. A todo ello no se puede
prever en modo alguno cuál es el lapso
de tiempo que ha de llevar ni siquiera
el más riguroso procedimiento y si,
por razón de los graves peligros resul­
tantes, pongamos por caso, para el me­
dio ambiente, la decisión no debiera
consistir en una denegación. El poder
temporal y la responsabilidad se des­
plazan problemáticamente, pues, desde
el organismo administrativo dotado de
proximidad territorial o material al
Parlamento, que decide con lejania no
sólo territorial y material, sino también
temporal.

En el Derecho administrativo y consti­
tucional alemán son pocos los que
plantean la pregunta por el poder y la
responsabilidad en lo concerniente al

momento temporal y a la duración del
acto de ejecución de la ley en la dia­
léctica entre Parlamento y Gobierno.
mientras que en la bibliografía france­
sa ocupa un amplio espacio. Una mira­
da a la bibliografía no jurídica pondrá
de manifiesto además que se trata tan
sólo de un retal de la pregunta general
acerca del dominio sobre el tiempo, a
cuyo efecto el tiempo no ha de enten­
derse en el sentido de la fisica, sino, si­
guiendo a Norbert Ellas", como ele­
mento e instrumento de coordinación
social".

1.I.a determinación del tiempo
como factor de poder

1. Los principios generales dcl Derecho
administrativo alemán no otorgan al
factor tiempo en la ejecución de la ley
ninguna especial atención!'. Pese a pe­
netrantes análisis, debidos sobre todo a
Paul Kirchhof'? continúan sin apenas
clarificar que la competencia para de­
cidir acerca del momento y la duración
de la actuación confiere un significati­
vo poder al que se ha de someter a lí­
mites jurídicos.

Las leyes de procedimiento adminis­
trativo de la Federación y de los LOI/­

der, que han codificado parcialmente
el nuevo Derecho administrativo.
guardan el más completo silencio. La
bibliografia y la jurisprudencia, por Sil
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parte, presuponen ciertamente que la
Administración deberla!' actuar en
plazo adecuado según díchas leyes.
Este principio procedimental se deriva
en parte del principio de Estado de De­
recho". En la práctica, esta opinión la
sigue también desde 1982 el Tribunal
Constitucional Federal (en adelante
TCF)", que sobre todo a partir de
1979, bajo la influencia de Konrad
Hesse, había reconocido la significa­
ción del procedimiento para la realiza­
ción de garantías constitucionales de
carácter material". En cualquier caso,
la mayor celeridad posible sigue sin fi­
gurar entre los objetivos más priorita­
rios, en sentido estricto, del procedi­
miento, sino que se la contempla más
bien con recelo, puesto que distrae la
atención de la finalidad decisiva del
procedimiento, que no es otra sino la
de discutir a fondo con los afectados e
iluminar plenamente el asunto corres­
pondiente en sus perspectivas, material
y jurídica". Es así que la Administra­
ción debe seguir empleando, con un
amplio margen de discrecionalidad,
tiempo para la búsqueda infinita de la
«verdad», lo que significa, en resumi­
das cuentas, que conserva el poder so­
bre el tiempo.

2. Cuando se están investigando las
causas se topa con la circunstancia de
que en fa última parte del siglo XIX el
principio constitucional del Estado de

Derecho se limitaba en lo esencial a
vincular a la Administración, en lo que
atañe al contenido de sus decisiones, al
contenido de las leyes. El procedi­
miento de la ejecución de la ley y es­
pecialmente su duración desaparecían
casi por completo del foco de las exi­
gencias derivadas de la idea de Estado
de Derecho.

Frente a ello, en sus fundamentales re­
flexiones sobre el «Estado de Dere­
cho» el parlamentario e iuspublicista
suralemán R. Von Mohl -<¡uien en
1831 había producido la primera expo­
sición sistemática alemana del Dere­
cho administrativo" y se encontraba
en un intenso intercambio de ideas con
la ciencia del Derecho administrativo
francesa't-c- aún consideraba como un
elemento esencial suyo que las leyes
fueran ejecutadas rápidamente por la
Administración". Von Mohl estaba to­
davía inmerso en la tradición de las
Ciencias del Estado (Stoatswissens­
chaften), que comprendían no sólo la
ciencia del Derecho politico (Staatsre­
chtswissenschaft, en sentido estricto) y
del Derecho administrativo, sino tam­
bién la doctrina de la buena Adminis­
tración, que hoy conocemos como
ciencia de la Administración.

De una manera que no difería en lo
esencial pensaba el profesor berlinés
Rudolf Von Gneist, destacado parla-
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mentario liberal en la Cámara de Dipu­
tados prusiana (1858-1893) y en la
Dicta Imperial (1868-1884). Del prin­
cipio de Estado de Derecho derivaba
con claridad el mandato de procurar
una rápida ejecución de las leyes por
la Administración. También por mor
de esa celeridad abogó con éxito dura­
dero, por ejemplo, por trasladar el exa­
men de/afiado de los litigios adminis­
trativos a unas comisiones de control
independientes por razón de su profe­
sionalidad, esto es: a los «tribunales
administrativos», descargar a la Admi­
nistración activa de la discusión cole­
gial, en lo que ésta supone de exigen­
cia de tiempo, y, gracias a las faculta­
des decisorias, capacitar a los distintos
titulares de cargos administrativos
para actuar con más celeridad!'.

La concepcion inicial del Estado de
Derecho propia del liberalismo todavía
era, pues, de carácter amplio e incluía
la forma y manera de plasmar en reali­
dad social concreta los preceptos jurí­
dicos. Hacia finales del siglo XIX, sin
embargo, e! principio de Estado de
Derecho sufrió un estrechamiento.
atto Mayer, el creador de la dogmáti­
ca moderna de! Derecho administrati­
vo general, ya no extraía directamente
del principio de Estado de Derecho
conclusiones para el procedimiento ad­
ministrativo y su extensión temporal".

Una regulación legal, esto es: una re­
gulación por ley emanada del monarca
y con el consentimiento del Parlamen­
to, sólo la exigía para «objetos de es­
pecial importancia», a saber: cuando
se trataba de intervenir materialmente
en la esfera de libertad de los ciudada­
nos, pero no para el procedim iento ad­
ministrativo mediante el que se lleva­
ban a cabo las intervenciones. Este
procedimiento no estaba. pues, someti­
do a la «reserva de ley», sino que per­
tenecía a un ámbito en e! que la Admi­
nistración sería «libre en sí misma» y
estaría actuando «por su propia fuer­
za»?", Por ello, el procedimiento podía
ser ordenado por el monarca o su Ad­
ministración mediante reglamentacio­
nes administrativas internas. A todas
luees, la supremacía en lo tocante al
procedimiento no constituía un ámbito
de absoluta reserva monárquica que
fuera impenetrable a la ley. Las reglas
proccdimentalcs de origen legal debían
respetarse por virtud del principio de
«primacía de la ley», pero en cualquier
caso no a consecuencia del principio
de Estado de Derecho. Ahora bien, lo
que sucede es que en la práctica el
principio de Estado de Derecho de los
inicios, que tiene un carácter amplio y
abarca tanto los aspectos materiales
como los procedimentales, se convier­
te en un Estado de Derecho primaria­
mente material, que prescinde en bue­
na medida de la dinámica del proceso
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de la realización administrativa del
Derecho.

Para defender un principio de Estado
.le Derecho asi estrechado atto Mayer
e apoyaba sobre todo en Friedrich Ju­
ius 8/0111, el teórico conservador vin­

"lIlado a la monarquia constitucional",
[uien pretendia reservar al monarca
odo aquello que la Constitución no le

:.abia retirado y encomendado expre­
amente al Parlamento (ín dubio pro

,egeps. Dentro del ámbito intocado de
-odermonárquico hacia figurar «la es­

"ora de la Administración»; sólo las le-
es, y aun ellas sólo si afectaban a la
sfera juridica del individuo, debían
uredar sujetas al consentimiento del
arlamento", Cabe por ello preguntar­
e si con este estrechamiento del prin­
ipio de Estado de Derecho atto Ma­
er no só lo estaba consiguiendo de he­
ho, sino también persiguiendo calla­
amente, reservar al monarca y a su
dminístración, el titulo de po/estad

'oméstica; la decisión acerca del mo­
lento y la duración de la ejecución,
,i como otras modalidades del proce­
imiento administrativo".

"sta impresión se corrobora si dirigi­
'lOS una mirada a la doctrina francesa
'el Derecho político y administrativo.
\ pesar de todas las tensiones políti­

, as, incluso después de la pérdida de
\ lsacia-Lorena, esta doctrina se en-

contraba en estrecha relación con la
doctrina científica alemana. Al margen
del propio atto Mayer, docente en Es­
trasburgo, que publicó en 1866 sus
lecciones sobre Derecho administrati­
vo francés, a partir de las que desarro­
lIaria su Deutsches Verwaltunsgsrecht,
que él mismo traduciria y publicaría en
Francia en 1903-1904, los juristas
franceses asumieron, junto a otras co­
sas, el concepto estrechado de Estado
de Derecho-t. Sin embargo, manifesta­
ban con todo claridad que la libre de­
terminación del momento y la dura­
ción del acto de ejecución de la ley
constituía para ellos un importante re­
ducto de la Administración frente a la
creciente intervención, también en ma­
terial de procedimiento, del legislador
parlamentario republicano, el baluarte
de su poder discrecional y de la sobe­
rania residual que antaño administrara
y salvaguardara el monarca 29. Tal y
como escribia Michoud en 1913, la
Administración podría dejar dormitan­
do (laisser sommeiller) incluso una ley
de carácter imperativo'", En el año
1900 la Asamblea Nacional intentó
impedir a la Administración, al menos
parcialmente, ejercer poder mediante
la inejecución o la ejecución demorada
de las leyes. A tal efecto procedió a
declarar el silencio de la Administra­
ción frente a una petición de un ciuda­
dano, por la vía de una ficción y sin
más requisito que el transcurso de cua-
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tro meses sin contestación, como un
acto administrativo negativo o de re­
chazo, pues entonces en Francia los
efectos todavía sólo podían, en ténni­
nos generales, recurrir frente a un acto
de denegación, pero no frente a la
mera inacción de la Administración.
En la lucha por el poder que enfrenta­
ba el Parlamento con la Administra­
ción se utilizaron como arietes tanto el
interés del administrado, siempre dis­
puesto a recurrir, y la aIta autoridad
del Consejo de Estado, que se había
configurado como un tribunal adminis­
trativo" . Sin embargo, el dominio so­
bre el factor temporal en la ejecución
de la ley continuó siendo un elemento
esencial del poder de una burocracia
consciente de sí misma y firmemente
organizada que reclamaba para sí el
derecho a sobrevivir inobjetada frente
a cualquier cambio del ordenamiento
constitucional o del sistema político".

3. En lo que a Alemania concierne, la
lucha de poder entre la Administración,
que en principio continuaba siendo mo­
nárquica, y el Parlamento dominado
por una burguesía en alza, se reflejó en
los escritos de Max Weber, un sociólo­
go liberal y de actitudes democráticas,
que se reunieron, en parte a título pós­
tumo, y se publicaron en 1922 bajo el
título de Economía y Sociedad. Weber
reconducía el poder de la burocracia a
su técnica de división del trabajo, así

como a su ventaja en conocimientos>'.
No considera como un factor de poder
la aptitud de la burocracia de ejecutar
tardía o lentamente las leyes y privar­
las así de su eficacia" .

Otros pensadores, como Norbert
Elías'" y Ernsl Jünger>, han apreciado,
por el contrario, cuán sigfícativo resul­
ta en la lucha de las fuerzas sociales
por el poder, alcanzar el dominio sobre
el factor tiempo, esto es: determinar el
ritmo temporal de vida y trabajo. En
Francia, los Histoires du temps de Jac­
ques Attali'", obra. aparecida en 1982,
del asesor del presidente Mitterrand y
nuevo presidente del Banco Europeo
de Desarrollo, han contribuido a abrir
el fenómeno a un amplio público.

Según estos trabajos, fueron los sacer­
dotes y, posteriormente, las íglesias
quienes con los toques de las campa­
nas y los relojes de sus templos le mar­
caban a la sociedad el ritmo temporal,
determinando, entre otras cosas, el ini­
cio y el fin del trabajo. Más tarde se
vieron sustituidas simbólicamente -{)
al menos perdieron su monopolio- al
instalarse los relojes de los Ayunta­
mientos. Posteriormente, en el siglo
XIX, mediante las sirenas de las fábri­
cas, la industria tomó cada vez más
abiertamente las riendas del ritmo de
trabajo en progresiva lucha con la re-
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gulación pública del tiempo de trabajo
en el Estado social.

Hoy. en la era de la sociedad de la in­
formación. son los sistemas electróni­
cos de comunicación y tratamiento de
la información los que cada vez más
determinan el ritmo de la vida social y
económica. Estos sistemas dan a las
empresas industriales. por ejemplo, la
posibilidad de reaccionar con mayor
celeridad frente a las transformaciones
de la técnica y adaptarse a sus propias
necesidades al objeto de mantener o
mejorar su posición en el mercado",
Cuando una empresa trata, por ello, de
abrir: o ampliar instalaciones con ma­
yor rapidez.' pero la Administración
hace que el «reloj» del correspondien­
te procedimiento de autorización corra
a1 viejo ritmo, más lentamente que el
reloj empresarial de inversiones, am­
bos ritmos temporales entran en con­
flicto y surge una lucha de poder en
torno al dominio en la determinación
social del tiempo entre la economía y
la Administración.

4. En este «conflicto de relojes» entre
la economía, volcada hacia la inver­
sión, y la Administración , dedicada a
su actividad de otorgar licencias, los
Parlamentos están cada vez más incli­
nados a ponerse del lado de la econo­
mía. a quitarle a la Administración el
reloj de sus manos y a ajustarlo a la

fuerza al ritmo de la economía inver­
sora mediante la fijación de unos pla­
70S legales cuya inobservancia. donde
ello resulta posible, genera ope legis
una autorización.

Ahora bien, cabe preguntarse si esta
«incautación» parlamentaria del reloj
no priva a la Administración de la ca­
pacidad de acción que necesita para el
cumplimiento de sus fines si no se la
quiere ver paralizada como sucedió con
Francia durante la guerra de 1870-187\
a juzgar por las caricaturas que simbó­
licamente presentaban a los soldados
prusianos. arrastrando maquinarias de
relojería. como los signos e instrumen­
tos del dominio sobre eltiemp039.

11.La determinación del tiempo
como tarea y como responsabilidad

Mediante la fijación de plazos estríe.
tos, cuando éstos van acompañados
por la ficción de la autorización, a la
Administración se le priva de hecho no
sólo de su poder. sino también de su
responsabilidad.

\. Por mucho que el legislador esté en
condiciones de levantar por anticipado
en cierto modo las barreras para el
caso de un transcurso infructuoso del
plazo fijado para otorgar la licencia y
dar a los empresarios vía libre para sus
inversiones, lo que no puede es repor-
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tar los otros servicios que competen el
organismo encargado de la licencia,
servicios que no lo son sólo para el Es­
tado y la sociedad en su conjunto, sino
para el propio empresario que solicita
la licencia:

a) El primero de estos servicios admi­
nistrativos insustituibles consiste en
clarificar, mediante la reclamación de
la intervención de otros organismos
especializados, la compatibilidad de
las instalaciones proyectadas con los
preceptos legales y, sobre todo, enju i­
ciar con conocimiento de la materia si
los riesgos resultantes -pongamos;
por caso, para el medio ambiente­
son realmente tolerables. Por razón de
esta clarificación, la empresa solicitan­
te a través de la licencia alcanza una
cierta seguridad en su inversión y posi­
blemente también protección frente a
eventuales responsabilidades".

b) El segundo e insustituible servicio
ha de verse en la circunstancia de que
a través del procedimiento administra­
tivo de otorgamiento de la licencia se
hace posible identificar los intereses
privados contrarios, la participación en
los trámites de sus representantes y, en
la medida de lo posible, su inclusión
en una solución convincente.

Ambas prestaciones pueden ser exigi­
das con fijación de plazos legales, pero

lo que no pueden es, en caso necesario,
presumirse producidos mediante al re­
curso al establecimiento de plazos im­
perativos, de la misma manera en que
tampoco es posible que la prestación
estatal, que consiste en la revisión téc­
nica periódica de vehículos, puede
quedar sustituida por una previsión
normativa conforme a la que, una vez
transcurrido el plazo de la revisión, el
vehículo haya de entenderse revisado
y pueda seguir circulando.

2. En el Derecho administrativo ale­
mán, sin embargo, no resulta fácil dejar
en claro que la actividad del organismo
competente para el otorgamiento de la
licencia le reporta también a la empresa
solicitante un importantísimo servicio
de estimación de riesgos y de vincula­
ción de otros intereses y no se limita a
efectuar una intervención legal de con­
trol en la libertad empresarial. Pues el
concepto de Administración prestacio­
nal se acuñó, bajo el rótulo de «procu­
ra existencial» en sentido estricto, por
Ernst Forsthoff, cuyo manual de Dere­
cho administrativo, en la traducción
que de su novena edición hiciera Mi­
chel Fromont en 1969, ha vuelto a ha­
cer que en Francia se tenga una visión
global acerca del estado de esta rama
del Derecho en Francia. Por Adminis­
tración prestacional se viene enten­
diendo desde entonces, en Alemania
sobre todo, la prestación de servicios
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económicos o cuasi-económicos tales
como el suministro de agua, la retirada
de basuras o la puesta a disposición de
infraestructuras públicas como, por
poner algún ejemplo, escuelas y pisci­
nas. La policía, entendida como cuida­
do de la seguridad y el orden en la so­
ciedad y en la economía, no queda
dentro del ámbito de ese tipo de activi­
dad administrativa. Para ella sigue
manteniéndose la idea de una Admi­
nistración interventora y con funciones
ordenadoras basadas en un principio
de autoridad".

Para Robert Von Moh1, por el contra­
rio; en el Estado de Derecho la tarea
de la policía como concepto clave de
la Administración interna consistía en
poner a disposición de la sociedad
aquellas prestaciones que ésta no esta­
ba en condiciones de procurarse por sí
misma. Entre ellas figuraba la preven­
ción policial -en el moderno y res­
tringido sentido- de riesgos deriva­
dos de construcciones defectuosas'! o
instalaciones fabriles propensas a su­
frir explosiones", así como el cuidado
de un tratamiento médico efectivo de
las enfermedades infecciosas", con o
sin necesidad de recurrir al ejercicio de
la autoridad. Así pues, también el ejer­
cicio de la autoridad soberana podía
revestir para Von Mohl el carácter de
una prestaciónestatal para el ciudada-

no. Esta forma liberal de entender la
Administración como un aparato, di­
gámoslo en términos modernos, servi­
cial para la sociedad en momentos
posteriores del pensamiento liberal ex­
perimentó una postergación en benefi­
cio de la idea de un aparato pensado
para el ejercicio del poder soberano
del Estado, como en el caso de Otto
Mayer".

Frente a este énfasis puesto en la puis­
sance del Estado y de su Administra­
ción, que tal vez no se habría difundi­
do también en Francia de no haber
sido por los influjos alemanes", se al­
zaron allí, antes y después de la I Gue­
rra Mundial, voces como la de León
Duguit y, en profunda confrontación
con la doctrina alemana del Derecho
político y administrativo, Carré de
Malberg". En cualquier caso, en Fran­
cia se impuso una amplia concepción
fundamental de la Administración pú­
blica como service public, la idea de
una organización servicial para la so­
ciedad que, prescindiendo de todos los
problemas concretos jurídico-adminis­
trativos de delimitación, también abar­
ca más o menos la intervención de po­
licía para hacer frente a las situaciones
de riesgo!•. Tras la Il Guerra Mundial
Forsthoff creyó ver también en Alema­
nia apuntes de un replanteamiento
como éste4' . Nuevos impulsos proce-
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dentes de la teoría económ ica de la
empresa, sobre todo los de Peter Eich­
horn'", a buen seguro han contribuido
a entender a la Administración pública
en su conjunto como un aparato cuya
finalidad es producir servicios para la
sociedad.

3. Dentro del manojo de servicios que,
conforme al concepto que se acaba de
ilustrar, se realizan en cl seno de los
procedimientos administrativos de au­
torización figura también su ajuste
temporal, flexible a las exigencias del
caso concreto". Los organismos admi­
nistrativos ciertamente deben resolver
en el tiempo más breve posible, pero no
deben tomar sus decisiones con tanto
apresuramiento que no resulte posible
evaluar suficientemente, por ejemplo,
los riesgos derivados para el medio
ambiente y que, por ello, se suscite re­
sistencia en lugar de despertar la acep­
tación a la que, coincidiendo con Tho­
mas Würtenberger", se debe aspirar
en los procedimientos de otorgamiento
de licencias. Los plazos legales, cuan­
do son rigidos, perjudican esa capaci­
dad de ajuste temporal y, por lo mis­
mo, una buena parte de la operatividad
de la Administración, circunstancia
ésta sobre la que llama la atención la
bibliografia francesa moderna".

4. Ahora bien, la pregunta que se plan­
tea es la de si basta con que el organis­
mo administrativo resuelva tan
rápidamente como atendiendo a las cir­
cunstancias le resulta posible y como
puede parecer adecuado. Así se está
cnmpliendo con la propia responsabili­
dad, digamos, personal, de la Adminis­
tración, pero no se está haciendo
justicia sin más a las necesidades de ce­
leridad del solicitante de la licencia.

Por ello, se ha de examinar si acaso el
Gobierno, las Cámaras parlamentarias
y la Administración no están obligados
jurídicamente a cuidar, mediante las
adecuadas precauciones organizativas,
entre otras, de que se creen las premi­
sas bajo las que el procedimiento de
otorgamiento de la autorización se
pueda llevar a cabo al mismo ritmo
que la inversión planeada, sin apre­
mios que pongan en peligro la necesa­
ria efectividad. En teoría también sería
imaginable, por lo demás, no adoptar
precauciones de aceleración en re­
lación con el procedimiento admi­
nistrativo, sitio para sosegar el ritmo
empresarial de inversión, para prestar­
le, hablando en términos musicales, en
lugar del compás prestissimo otro más
humano, allegro, con el cual impone
una carga excesiva a la contraparte ad­
ministrativa.



150 ENSAYOS SOBRE LANUEVA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

n.Coincidencia mínima del ritmo
temporal de la administración, la

economia y la sociedad

I. El acercamiento del ritmo como
mandato jurídico

Hasta que se produjo el estrechamien­
to del principio de Estado de Derecho,
hacia finales del siglo XIX, la teoría li­
beral del Estado y de la Administra­
ción no se contentaba con el mandato
de la mayor celeridad posible de los
organismos administrativos en su con­
figuración y dotación concretas, sino
que consideraba precisamente como
una exigencia del Estado de Derecho
organizar la Administración de una
manera tal que pudiera satisfacer las
necesidades de la sociedad industrial
en punto a la celeridad.

En el año 1875 Rudolf Von Gneist ex­
puso ante el XII Congreso Jurídico
Alemán que la simplicidad y la celeri­
dad del Poder Ejecutivo se estaban
convirtiendo, a cada paso del progreso
de la sociedad industrial, en «necesi­
dad y en tabla de salvación de los nue­
vos tiemposn'". Por todas partes se as­
piraba a sustituir los pesados colegíos
administrativos mediante órganos más
sencillos. Una «remodelación de la
Administración» como ésta la conside­
ra Von Gneist como necesaria para la

fundamentación del «Estado de Dere­
cho»51.

Mucho tiempo después, en 1982, el
TCr ha vuelto a revitalizar esta idea
de Rudolf Van Gneist": Para procedi­
mientos administrativos de especial
dificultad como de otorgamiento de
autorización para establecer centrales
nucleares desde el punto de vista jurí­
dico-constitucional no sólo resulta justi­
ficado sino incluso imperioso procurar
-mediante la adopción de precauciones
legales oportunas como, por ejemplo,
la fijación de plazos para la formula­
ción de objeciones- que sea posible
resolver acerca de la solicitud en plazo
adecuado. Sólo así se puede preservar
la «funcionalidad» de la Administra­
ción. Este mandato de mantener a la
Administración en condiciones de fun­
cionalidad se puede derivar de un prin­
cipio de Estado de Derecho liberado
de sus recortes tardo-liberales.

De proseguir estas consideraciones lle­
garíamos a un mandato constitucional
general de configurar el procedimiento
y la organización de la Administración
de forma tal que fuera posible corres­
ponder a una apremiante necesidad so­
cial de decisiones administrativas rápi­
das, sobre todo cuando están en juego
derechos fundamentales que sólo así
se pueden garantizar eficazmente".
Como sucede con otros mandatarios
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constitucionales, corresponde en prin­
cipio a Parlamento y Gobierno enjui­
ciar si y con qué medios ha de armoni­
zarse el ritmo de la Administración
con el ritmo de la sociedad y, sohre
todo, el de la economía. Ahora bien,
un juicio radicalmente equivocado
puede corregirse con ayuda del Tribu­
nal Constitucional".
Extraer mandatos de este tipo de la
Constitución es algo que sigue siendo
en buena medida ajeno al modo fran­
cés de entender la norma fundamental,
por más que el Conseil Constitutionnel
se inclina cada vez más hacía la juris­
prudencia y el modelo del TCr, tal y
como se aprecia ejemplarmente en su
doctrina sobre los medios de cornuni­
cación'". Es así como la declaracíón ya
mencionada'" de la comisión Efficacité
de l'Etat de 1989 en el sentido de que
la Administración, a causa de la lenti­
tud de su maquinaria burocrática, ha­
bía dejado de ser adecuada a las cam­
biadas circunstancias socioeconómicas
y debía por ello ser objeto de una pro­
funda remodelación se formulaba de
antemano sólo como una exigencia de
índole política.

En el fondo de lo que se trata en am­
bos países es de acomodar la Adñtinis­
trae ián burocrática. que había sido

cortada según el patrón de la sociedad
industrial, al nuevo ritmo de la actual
sociedad de la información.

n. Armonía básica dc ritmo entre
Administración burocrática y
sociedad industrial

Max Weber" ha puesto de manifiesto
la íntima relación de la sociedad indus­
trial con la forma burocrática de la Ad­
111 inistración,

1. Weber llamó la atención ante todo
sobre el extremo de que la sociedad
industria I del siglo XIX no estaba abo­
cada, en lo que a sus cálculos atañe,
sólo a la legislación «liberal», con sus
consecuencias jurídicas anticipables,
sino también a una Administración
ejecutora, igualmente previsihle.

Antes de que la forma burocrática de
Administración se fuera haciendo rea­
lidad progresivamente con cI tránsito
al Estado moderno en los siglos XV y
XVI. era necesario, tal. y como lo ha

descrito el historiador de la economía,
Gustav Schmóllcr'? , ir tras de la Corte
en sus continuos cambios de lugar para
seguir el curso de los negocios que
uno pudiera tener con la Administra­
ción y confiar en su resolución por
funcionarios no profesionalizados.
Una vez que en el siglo XIX se hubie­
ra impuesto de manera casi generaliza­
da la forma de Administración buro­

crática, a los ciudadanos individuales y
a las empresas les resultaba posible di­
rigirse para tratar SllS asuntos adminis-
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trativos corrientes a unos organismos
dotados de sede fija y competencias
claramente definidas y atendidos por
unos funcionarios dedicados a la Ad­
ministrac ión como actividad principal,
instruidos técnicamente para el desem­
peño de sus funciones, con competen­
cias definidas según pautas de división
del trabajo, que operan conforme a re­
glas de Derecho o instrucciones fijas.
De esta manera quedaba satisfecha en
principio la necesidad de la sociedad
industrial de contar con una Adminis­
tración previsible.

2. Esta armonía de principio entre la
sociedad industrial y la burocracia es­
tatal-descansaba además en el hecho
de que de una manera u otra las gran­
des empresas industriales, a su vez, se
administraban burocráticamente'", de
modo que, por debajo del plano de di­
rección -polftico en su caso, empre­
sarial en el otro- unas estructuras or­
ganizativas comparables creaban tam­
bién los fundamentos de un ritmo de
gestión igualmente comparable.

3. Al revés de lo que sucede con la bu­
rocracia empresarial , a la burocracia
del Estado, por su propia naturaleza, le
falta en todo caso un permanente apre­
mio externo para despachar con celeri­
dad, conforme a los necesidades de la
economía, sus tareas, ya que ella no

precisa entrar en competencia a la hora
de luchar por el éxito o, ni siquiera, la
mera supervivencia. Por ello, en inten­
tos continuamente renovados se ha tra­
tado de adoptar dentro de la Adminis­
tración determinadas precauciones en
orden a la celeridad . Es así como los
pesados órganos colegiados han sido
sustituidos paulatinamente por otros en
los que el despacho de los asuntos se
confia, en régimen de división del tra­
bajo, a funcionarios individuales",
También hace falta además, entre otras
cosas, que las reglamentaciones admi­
nistrativas sobre la ordenación del sec­
tor económico obliguen a la Adminis­
tración económica a una tramitación
más ágil de los asuntos", Este tipo de
medidas impulsadoras continúan sien­
do necesarias en tanto en cuanto den­
tro del Mercado Común una intensa
competencia establecida entre organis­
mos pertenecientes a los distintos Es­
tados miembros en tomo al asenta­
miento, el mantenimiento y el fomento
de empresas económicas eficientes no
garantice la presencia de suficientes
impulsos en el sentido de la celeridad
del despacho de los asuntos.

111. Alteraciones del ritmo entre la
Administración burocrática y la
sociedad postindustrial de la
información

Tan sólo con la aparición de la socie-
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dad post industrial de la información
las debilidades motrices de una buro­
cracia estatal que normalmente no
opera en condiciones de competencia,
frente a lo que sucede con la econo­
mía, impulsado por la competencia a
una celeridad cada vez mayor, provo­
can unas serias alteraciones del ritmo y
suscitan la pregunta acerca de refor­
mas radicales'". A todo ello hay que
tener en cuenta que los llamados paí­
ses socialistas, incluida la antigua Re­
pública Democrática de Alemania, se
han quedado detenidos en una socie­
dad industrial sometida además a la
petrificación propia de una economía
de mercado y han caído por ello en
unas dificultades que amenazan su
propia supervivencia. Por tanto, para
los cinco nuevos Lander lo que impor­
ta inicialmente es conectarse económi­
camente -en medio de un doloroso
proceso de reconversíón- a la socie­
dad informacional antes de plantearse
sus problemas de ritmo y tener que
buscar soluciones a éstos.

1. La sociedad postindustrial de la in­
formación se diferencia en lo econó­
mico de la sociedad industrial en el
dato de que la rápida adaptación de la
producción y la distribución a las in­
formaciones que el mercado propor­
ciona cada vez con mayor celeridad se
convierte a través de la competencia
en la principal de las ventajas como

hasta la fecha lo había venido repre­
sentando la producción y distribución
en masa a los costos personales y ma­
teriales más bajos posibles".

Los fabricantes de automóviles y los
editores, por ejemplo, ya no aspiran a
producir para tener los depósitos pre­
parados con sus mercancias para los
futuros compradores, sino sólo previa
petición, pero satisfacer esa demanda
de forma tan eficiente que no se pro­
duzcan tiempos de espera que puedan
reducir las ventas. Mitsubishi, por citar
un caso, lo tiene todo planificado para
--al menos en las grandes conurbacio­
nes japonesas-, montar y entregar en
unos pocos días con todos los extras
imaginables cualquier automóvil que
se haya pedido. Los grandes estableci­
mientos comerciales al por menor es­
tablecen dia a dia -e incluso varias
veces al día-la evolución de sus ven­
tas y modifican en consonancia con
este dato sus propios pedidos. El que
reacciona demasiado lentamente a las
señales procedentes del mismo pierde
posición en el mercado en brevísimo
tiempo y se ve obligado a luchar por la
mera supervivencia.

Orientar así la actividad de una empre­
sa primariamente por el factor tiempo
no es cosa de la burocracia empresa­
rial, sino de un management (dirección
o gestión) flexible. Así pues, por ejem-



154 ENSAVOSSOBRE LANUEVA ADMINISTRACIÓN PlIBLlCA

plo, una inversión que se ha de efec­
tuar con urgencia deberá ser encomen­
dada a un manager (director o gerente)
específico del proyecto que la inver­
sión representa que se puede concen­
trar en ella y apremiar a su verifica­
ción lo más rápido posible. A pesar de
todo, cuando por medio está un proce­
dimiento de autorización administrati­
vo frente a él todavía se encuentra la
burocracia administrativa de siempre.

2. Sobre esa burocracia actúan, sobre
todo a la hora de otorgar las autoriza­
ciones de instalaciones que presentan
riesgos para el medio ambiente, facto­
res. de sentido justamente contrario,
esto es: retardadores, que apenas si se
pueden compensar con las técnicas ad­
ministrativas habituales".

Las necesidades de tiempo se ven in­
crementadas por las exigencias legisla­
tivas, cada vez más refinadas, en punto
al examen de las instalaciones que re­
quieren ser autorizadas, por ejemplo, a
consecuencia de los exámenes de com­
patibilidad ambiental establecidos a
escala europea", También la participa­
ción que se ordena de otros organis­
mos administrativos, así como de los
ciudadanos afectados, plantean exigen­
cias temporales cada vez mayores.

Por lo general, estas exigencias de
tiempo acrecentadas no se pueden ha-

cer frente haciendo que los casos de
autorizaciones particularmente impor­
tantes y urgentes se resuelvan priorita­
riamente mediante la utilización de to­
das los fuerzas y recursos disponibles
y otros asuntos se tramiten en cambio
más lentamente, lo que, por lo demás,
resultaría diflcilmente compatible con
el mandato constitucional de la igual­
dad de oportunidades. Max Weber ha
visto" que, por su propia naturaleza, la
burocracia no está prefigurada para
tratar todos los asuntos uniformemente
ni resulta muy adecuada para escalo­
nar su actividad de acuerdo a la impor­
tancia y urgencia de cada asunto.

La posible solución que supondría no
escudriñar la situación legal hasta el
último de los detalles y preferiblemen­
te tratar de alcanzar un consenso con
los implicados puede resultar no me­
nos dilatadora". Ya la misma audien­
cia de todos los interesados legalmente
prescrita supone un mayor gasto de
tiempo sobre todo cuando grupos or­
ganizados tratan de oponerse incondi­
cionalmente a las nuevas instalaciones.

3. Como ya se ha apuntado, a la vista
de la divergencia cada vez mayor entre
los ritmos de la economía y la Admi­
nistración, un Estado podría, en lugar
de acelerar el ritmo administrativo,
tratar de hacer más lento el ritmo eco-
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nómico al objeto de no tener que sacri­
ficar los valores tradicionales de la
Administración estatal en aras del vér­
tigo de la economía".

De hecho, no siempre ha de imponerse
en el Estado el ritmo de la sociedad y
de la economía. Justamente el contra­
rio, por poner un ejemplo, en la prime­
ra mitad del siglo XIX una burocracia
de inspiración liberal contribuyó de
manera esencial a eliminar la petrifica­
da ordenación estamental feudal y ha­
cer aparecer la dinámica sociedad in­
dustrial, más ventajosa tanto para el
Estado como para los ciudadanos, des­
pués, en todo caso, de un dificil reajus­
te. Esto es lo que sucedió en Prusia,
por poner un caso, a través de las re­
formas de Stein y Hardcnbcrg y del in­
tenso fomento por parte del Estado que
a continuación se produjo (y de manera
más limitada también el control político­
social) y de la industrialización, sobre lo
que ha llamado la atención sobre todo el
historiador Reinhardt Kosellek 73.

Hoy día, sin embargo -y acerca de
este extremo habría unanimidad entre
los expertos franceses-, estaría fuera
del alcance de un Estado individual­
mente considerado hacer que los «relo­
jes» de su economía nacional funcio­

nen más despacio para reconducirlos a
un ritmo más «humano» y ajustado a
su Administración. Pues en un merca-

do mundial libre y, sobre todo, dentro
de un Mercado Común Europeo todos
los Estados implicados, junto con sus
empresas, se encuentran sumidos en
una dura situación de lucha competiti­
va por el éxito económico y no se pue­
den permitir ni práctica ni jurídica­
mente prescribir a sus economías un
ritmo más reposado?". Un Estado que in­
tentara tal cosa estaría organizando al
tiempo su hundimiento económico y po­
nicndoen peligro un sinnúmero de pues­
tos de trabajo y pronto dejaría de estar cn
condiciones de financiar el considerable
volumcu de las prestaciones sociales
merced a un producto nacional bruto y a
unos recursos fiscales crecientes.

Por otra parte, las cosas no son de tal
manera que la Administración buro­
crática, que ha mostrado su valía, esté
expuesta globalmente a una elevada
presión de adaptación a las exigencias
económicas de celeridad. Una Admi­
nistración que, por ejemplo, tiene que
resolver sobre la autorización de un
nuevo producto para la defensa de los
plantaciones tiene que esperar a com­
probar a que el producto, durante va­
rios ciclos estacionales anuales y en
ensayos al aire libre, pruebe su inocui­
dad para el hombre y los animales",
esto es: ha dc «tomarse tiempo», entre­
sacar tiempo para la «paz de los bos­
qucs» de entre el incesante ritmo de las
«ruedas que giran sin descanso», como
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lo ha formulado simbólicamente Ernst
Jilnger en su libro de las horas".

Incluso alli donde de lo que se trata es
de la autorización administrativa de
instalaciones industriales, la urgencia
no es un requisito que revista la misma
importancia en todos los casos. Pues
tina parte de las solicitudes de autori­
zaciones se refiere a instalaciones eco­
nómicas relativamente insignificantes
·lue se pueden examinar y resolver sin
que pase nada al ritmo habitual. Tam­
bién por lo que afecta a inversiones de
cuantía más considerable al grado de
la urgencia del caso depende de las cir­
cunstancias del mercado y de su apre­
ciación por C;I propio solicitante.

Por todo ello, una reforma de la Admi­
nistración que tuviera como objetivo la
celeridad debe proceder a establecer di­
ferenciaciones según los distintos ámbi­
tos de actividad y, dentro de cada ámbi­
to, distinguir entre lo que es una necesi­
dad general y lo que seria una necesidad
especial en cuanto a celeridad se refiere.

C. Aproximación del ritmo de la
administración al ritmo de la
sociedad de la información

I. Medidas aceleratorias de carácter
general

Lo primero que se debe perseguir con

la reforma ha de ser imprimir celeridad
a la Administración en general de for­
ma que, como regla, se ajuste el ritmo
de la sociedad de la información y sin
que a causa de la mayor prisa empeo­
ren sus prestaciones.

En Francia se han desarrollado y se
han vuelto a desechar grandes ensayos,
como la sustitución de la dirección bu­
rocrática de la Administración por una
gerencia copiada de la economía".
Pese a su exigencia de una reforma ad­
ministrativa profunda, en 1989 la Ca­
misión EjJicacilé de l'Etat se confor­
mó con formular unas sugerencias
prácticas bien modestas". No se quería
despertar la resistencia invencible de
las fuerzas que querían preservar a la
Administración de las concepciones
gerenciales de corte economicista".

También las comisiones para la refor­
ma administrativa que actualmente tra­
bajan en Alemania procuran difundir
propuestas no sólo teóricamente im­
presionantes, sino sobre todo suscepti­
bles de ser llevadas a la práctica. Aquí
nos limitaremos a presentar brevemen­
te dos propuestas centrales de la comi­
sión creada al efecto en Baden-Würt­
temberg'":

1. De lo que se trata no es tanto de esta­
blecer unos plazos imperiosos con san­
ciones «machacantes» 81, sino de fijar
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unos plazos flexibles en relación con
los distintos pasos de cada procedi­
miento administrativo y con la deci­
sión misma que dejen claro tanto a la
autoridad administrativa como a los
ciudadanos implicados en el expedien­
te cuál es el grado de celeridad que se
considera necesario y posible como re­
gla gel/eral. Tan pronto como un órga­
no de la Administración ve que no va a
poder cumplir un plazo de los fijados
regularmente se lo ha de hacer saber a
los interesados y a las autoridades ad­
ministrativas inmediatamente supe­
riores, que reciben así la señal de que
se han de poner a disposic ión más me­
dios personales o materiales si se pre­
tende que el plazo regular siga siendo
realista. Tal vez una reserva de perso­
nal como la que establece la nueva Ley
federal del servicio exterior'" posibili­
tara una ayuda más rápida que la que
hasta la fecha se puede dispensar.

Los tiempos teóricos y los tiempos
reales quedarían registrados y evalua­
dos de modo continuo gracias al alma­
cenamiento y tratamiento automático
de la información. Si los requisitos le­
galmente exigidos en orden al examen
de los expedientes de autorización su­
frieran un agravamiento, en la propia
memoria justificativa del proyecto de
ley se debería indicar qué recursos adi­
cionales de personal y medios materia­
les se deberían poner a disposición si

se quiere realmente compensar la so­
brccarga que asi sufre el procedimien­
to de la autorización, esto es: si no se
quiere alargar la duración regular de
los expedientes.

2. Por otra parte, también resultaría in­
sosiayable hacer que organismos y
funcionarios tuvieran siempre presente
la duración de los procesos de ejecu­
ción de los leyes como un factor de
costos para la propia Administración y
para los empresarios a su cargo en es­
tos expedientes. Además también se
debería convertir el sistema cameralis­
ta de contabilidad en otro de corte co­
mercial. Ya no se debería contraponer
sin más las autorizaciones presupues­
tarias y los gastos. Lo que se debería
hacer más bien es consignar separada­
mente los costos y los beneficios de
una determinada actividad administra­
tiva como, por ejemplo, la autorización
de instalaciones con riesgos medioam­
bientales. En las grandes empresas
cconóm icas, su división en los llama­
dos profi: centers persigue la meta de
calcular por separado en relación cos­
tos/beneficios de cada rama del nego­
cio y a partir de esos datos extraer in­
formaciones acerca de las mejoras de
eficiencia que se han de introducir; a
pesar de alguna que otra dificultad a la
hora, por ejemplo, de evaluar las presta­
ciones administrativas, es posible trasla­
dar este sistema --{;on las modulaciones
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necesarias y en cualquier caso parcial­
mente a unidades Administrativas.

Ludwig Mühlhaupr" ha propuesto in­
corporar al sistema de contabilidad ca­
meralístico característico de la Admi­
nistración pública un cálculo de efi­
ciencia que contraponga los rendi­
mientos y los costos de los servicios.
Más lejos llega la propuesta de Emst
Buschor ya puesta en práctica en la
Administración cantonal y municipal
suiza, de reconvertir por completo la
Administración en la línea de un mo­
delo de contabilidad comercial modifi­
cad084, propuesta que se ve apoyada en
la comisión encargada de la reforma
administrativa de Baden-Württemberg
por el profesor de economía de la ern­
presa pública de Mannheim Peter
Eichhorn".

Tanto con un método como con el otro
se haría posible desembarazarse de la
concepción equivocada de que la tra­
mitación y resolución lenta de los pro­
cedimientos de autorización no ocasio­
na ninguna clase de costos de personal
adicionales, puesto que los funciona­
rios implicados se encuentran emplea­
dos, a cambio de una retribución fija,
en puestos de plantilla especificados
en el presupuesto. Un cálculo de efi­
ciencia verificado según principios co­
merciales debería contabilizar en el ca­
pítulo de costos de cada procedimiento

de autorización la parte proporcional
de los costos fijos y, por ello, de los
salariales. Como beneficio debería
considerarse el valor estimado de la
autorización, con inclusión del valor,
además del permiso en sí, de los servi­
cios prestados en relación con el dicta­
men pericial de los riesgos ambientales
y la mediación de los intereses en liza.
A la hora de llevar a cabo una estima­
ción así de los «rendimientos» de un
procedimiento de autorización se de­
bería contemplar la menor ventaja eco­
nómica que de una solución tardía le
resulta al empresario solicitante",

Una ventaja añadida del paso a un cál­
culo de eficiencia de tipo cuasi-comer­
cial consistiría en superar la idea de
que el empleo de personal adicional
para la aceleración de los procedimien­
tos de autorización supone una carga
para la caja del Estado o, cuando vie­
nen obligados a soportar los costos,
para los bolsillos de los solicitantes, y
se debería, por ello, evitar en la medi­
da de lo posible. Pues, ciertamente, el
incremento de medios personales acor­
ta la duración de los procedimientos de
autorización, pero posiblemente, pese
a la utilización de un número mayor de
funcionarios, ello no comporte en ab­
soluto el aumento del número de horas
de trabajo que se han de imputar a di­
chos procedimientos, de forma que los
costos de personal tendencialmente si-
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guen siendo los mismos para los diver­
sos expedientes. Ahora bien, como
descienden los costos que los empresa­
rios solicitantes han de soportar por el
retraso en la tramitación de sus autori­
zaciones, el resultado del cálculo de
eficiencia de los procedimientos auto­
riza torios mejora.

La introducción de un cálculo de efi­
ciencia en el ámbito de la Administra­
ción contribuiría esencialmente. asi
pues, a imprimir celeridad, también
por la ventaja de orden financiero que
ello representa, a los servicios que la
Administración presta a los ciudada­
nos y a la comunidad, lo que también
se apreciaría, y no en último lugar, en
los procedimientos de autorización.

11. Aceleración selectiva en casos de
especial urgencia

El recurso a plazos de carácter señala­
torio y la adopc ión de un cálculo de
eficiencia cuasi-comercial no son sufi­
cientes, sin embargo, en aquellos casos
en los que la inversión proyectada es
particularmente urgente o el procedi­
miento normal amenaza especialmente
con durar demasiado tiempo. Aquí se
han de poner en práctica otras técnicas
administrativas que se ajustan a las ne­
cesidades de urgencia del procedí-

miento de que se trate concretamente,
sin restar recursos personales y mate­
riales de los procedimientos normales
ni, por tanto, hacerlos más lentos.

1. En Francia se ha desarrollado al res­
pecto un nuevo tipo de Administra­
ción, que Jacques Rigaud'" y Xavier
Delcros" han descrito y bautizado
como Administración de m;sións9. Para
un cometido único que se ha de despa­
char en un tiempo estrictamente fijado
---<oomo, por ejemplo, la creación del
Museo Nacional de Orsay en París o la
instalación, también en París, del par­
que de atracciones privado Euro-Dis­
neylandia- se procede a la designa­
ción de comisarios especiales que a
veces reciben la denominación de de­
legados ministeriales. Su cometido no
consiste en resolver ellos mismos con
celeridad, sino, valiéndose de un redu­
cido equipo administrativo y actuando
de forma concentrada, en llevar a to­
dos los organismos y autoridades con­
cernidos, asi como a los titulares de in­
tcreses privados, a una solución con­
sistente. Por regla general, esto es algo
que se logra. El délégué intenninisté­
riel francés es una figura que encuen­
tra su correspondencia en el ámbito de
la empresa privada en el tipo, al que ya
nos hemos referido, del director o ge­
rente de proyecto.
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En Alemania se ha recurrido en algu­
nas ocasiones a esta figura administra­
tiva del director de proyecto, como,
por ejemplo, en relación con la instala­
ción de una factoría de Daimler-Benz
en Rastatt. La propuesta, difundida en
el marco de la comisión para la refor­
ma administrativa de Stuttgart, de
ofrecer la designación de un agente
público como director de proyecto
como respuesta general para los proce­
dimientos autorizatorios de especial
urgencia o dificultad, obtuvo la apro­
bación de principio del gobierno del
Land" y ha encontrado eco en los cír­
culos económicos concernidos?'.

Esta propuesta coincide en parte con
las intenciones perseguidas sobre todo
por Wolfgang Hofmann-Riem en el
sentido de recurrir, siguiendo el ejem­
plo norteamericano, a la designación
como mediator de un experto, por re­
gia general ajeno al asunto de que se
trate'". Sin embargo, la persona que la
Administración designe para director
de cualquiera de sus proyectos será
más bien un funcionario dinámico que
un experto ajeno, de fortuna tal que,
gracias a su conocimiento de la Admi­
nistración desde dentro, esté en condi­
ciones de hacer valer plenamente la
autoridad que el Gobierno o un minis­
tro le ha conferido y ganar a los orga­
nismos competentes por razón de la
materia para una solución conjunta.

Además, a diferencia de lo que sucede
con el mediator, no se va a exigir de
este agente público al que se confia la
dirección del proyecto una actitud neu­
tral entre los intereses estatales y los
privados, sino más bien un compromi­
so de la parte pública, que incluye en
todo caso la predisposición a contem­
plar también los contrarios intereses
privados y llegar a una solución de
consenso en la medida de lo posible.
Pues una solución que pueda contar
con la aprobación de la parte contraria,
sobre todo cuando no se sitúa en una
oposición de principio, se ve menos
expuesta a volver a malgastar con lar­
guísimos procedimientos contencioso­
administrativos lo que el director del
proyecto ha ganado en tiempo frente al
normal procedimiento administrativo.

En el caso de que el director del pro­
yecto designado por la Administración
tenga que adquirir una posición fija y
jerarquizada en el procedimiento de
autorización también ha de preverse
normativamente si la empresa que re­
presenta la correspondiente solicitud
debe solicitar y hasta exigir su desig­
nación, a cambio de lo cual reciproca­
mente debería también soportar los
costos adicionales así generados.

Resultaría lógico, por tanto, ajustarse
de manera decisiva a las necesidades
de urgencia de las empresas solicitan-
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tes, esto es: a su demanda de un proce­
dimiento de urgencia, siempre y cuan­
do exista por parte de éstas una dispo­
sicion a pagar los mayores costos.
Esto es bien evidente en relación con
otros campos de la Administración
prestacional. Una carta por ejemplo,
sólo se despacha con más rapidez por
el servicio de correos si el remitente
así lo desea y satisface el suplemento
por urgencia . Quien en Francia quiere
utilizar uno de los trenes superrápidos
( los TGV) tiene que pagar unos suple­
mentos cuya cuantía está en relación
con lo intensa que, en la hora de salida
del tren, sea la demanda de transporte
urgente. También el procedimiento ad­
ministrativo para instalaciones indus­
triales, tal y como ya se ha demostra­
do'\ supone para el empresario solici­
tante una prestación por parte de la
Administración en orden a la evalua­
ción de los riesgos y a la composición
de intereses. Toda empresa que pre­
senta una solicitud ha de soportar en
cualquie r caso las tasas y los costos
del procedim iento normal". El suple­
mento por urgencia causado por la de­
signación de un director de proyecto
resultar ia, pues, conforme con el siste­
ma. En el caso de que una empresa no
esté en condiciones de satisfacerlo,
pero su inversión revista interés públi­
co, porque, por ejemplo, con ella se
haya de preservar puestos de trabajo
en una zona de crisis, la renuncia a la

exigencia del suplemento debería con­
signarse abiertamente a título de sub­
vención pública. Si a la empresa le fal­
ta la disposición de aportar en la lucha
competitiva los necesarios esfuerzos
económicos en pro del «factor tiem­
po», ya sea en el seno de la empresa o
en un procedimiento de autorización,
las reglas de la economla de libre mer­
cado. cuyas ventajas se conocen y per­
siguen entretanto en todo el mundo,
mandan que la empresa en cuestión
ceda el paso a otras empresas con ma­
yor capacidad de adaptación, incre­
mentando así, el interés de todos. la
eficiencia de la economía. En un siste­
ma así, sólo el trabajador individual­
mente considerado, pero no la empre­
sa, puede aspirar a las ayudas del Esta­
do social.

J . Ahora bien, los costos de los proce­
dimientos de urgencia en los que figu­
ra un director de proyecto no son sólo
de índole financiera.

Cuando se designa a un agente público
como director de un proyecto que trata
de impulsar el procedimiento de auto­
rización y hacerlo supera r todos los
obstáculos derivados del examen reali­
zados en el seno de la Administración,
así como las objec iones formuladas
por particulares empleando todo 511

celo profesional diariamente, resulta
casi inevitable que acabe por identifi-
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carse con el proyecto de cuya autoriza­
ción se trata. Su colaboración inteli­
gente con el director empresarial del
mismo proyecto no hace sino reforzar
el compromiso. En el caso del délégué
tnterministértel francés este compro­
miso resulta conforme con el sistema,
ya que por regla general se encaja en
un compromiso del Estado y las corpo­
raciones locales a favor del proyecto,
como era el caso, por ejemplo, del par­
que de atracciones de Euro-Disneylan­
dia'". En ello se expresa un señalado
sentido económico del Estado, que en
la tradición de Colbert- impregna
más o menos todas las tendencias polí­
ticas francesas y hace que la profesión
de fe en pro de la economía libre de
mercado se manifestarse sin reservas.

De acuerdo a las ideas alemanas, los
organismos administrativos encarga­
dos de la tramitación y concesión de
autorizaciones, así como los funciona­
rios que en ellas sirven, han de resol­
ver objetiva, neutral e imparcialmente,
sin identificarse con los proyectos so­
metidos a su consideración". Aquí se
está exigiendo de la Administración
unas virtudes cuasi-judiciales que, por
lo demás, intervienen positivamente en
bien de la comunidad y, por lo mismo,
merecen ser apoyadas. Esta tensión in­
terna del Derecho administrativo ale­
mán se agudiza cuando, para acelerar
procedimientos de autorización, se re-

curre a la designación de directores de
proyecto. Hasta la fecha, en todo caso,
la jurisprudencia ha mostrado com­
prensión a favor del necesario compro­
miso de la Administración y, por
ejemplo, se ha abstenido de anular un
plan urbanístico porque el responsable
de la agencia de planificación previa­
mente había estado negociando inten­
samente con los particulares interesa­
dos en el proyecto?'.

Para estudiar el peso de las objeciones
jurídicas formuladas contra el compro­
miso de los directores de proyecto de­
signados por la Administración es im­
portante restringir su papel al de un
mero factor de convencimiento y no
transferirle ninguna facultad decisora,
sobre todo cuando ello, a la vista de
las experiencias tenidas en Francia, a
lo que lleva más bien es a provocar la
resistencia de los organismos normal­
mente competentes y, por ende, a nue­
vos retrasos. La legitimidad de la pro­
puesta de resolución formulada por el
director de un proyecto dependerá de
si logra o no hacer participar intensa­
mente a los organismos concernidos y
a los representantes de los intereses
privados en liza y reconducirlos a un
consenso lo más intenso posible. Fi­
nalmente, la jurisdicción administrati­
va, como ya habían anticipado las
ideas de su padre espiritual, Rudolf
Von Gneist'", deberá asumir reforza-
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das competencias de control allí donde
la Administración activa, para ajustar­
se al ritmo de la sociedad de la infor­
mación, haya de abandonar su papel
tradicional de cuasi-juez y convertirse
en un gestor.

Notas

I Arbeits~"uppe der niedersnchsischcn Fach­

ministerien und Staatskaz lei (Grupo de Trabajo

de los Ministerios sectoriales y de la Cancilic­
ría de Bnja Sajonia]. Schnellere und ka íkulier­

bare Genelrmigrmgsverfabren, informe editado
en 1989 por el Gobierno del Land de Da;" Sa­

jonia; informe del Ministerio de Medi~ Am­

biente de Norte del Rhin- Wcstfalia sobre Bes­

chleunígung von Genehmigungsverfabren, LT­

Drs . [Documentación oficial del Parlamento del

l.nnd]10/2625, febrero de 1989; informe del

grupo de trabajo de Hesse, del mismo liIulo que

el anterior. mayo de 1990 (mecanografiado);

informe de la Comisión de técnica legislativa

de Baviera con el titulo de Beschleunigung van
Genehmigungsverfabrenfur Anlagen, cd. por la

Gemcinsame tnformations-vernrheitungsstelle

der Bayerisctíen Staat sregierung, octubre de

1990: informe Beschleumgung von Genehmi­

gimgsverfobren jiir Anlngen emitido por la Co­

misión independiente para simplificación jurf­
dica y administ rativa, conocida como ( Comi­
sión Waffenschmid». publicado por el Ministe­

rio federal del Interior en noviembre de 1992.

2 Próximamente apare cerá en la edito rial NO­

MOS el estudio del autor sobre Beschleunigung

der Genehmígungsverfabrcn standortgebunder

Vorhaben . presentado en marzo de 1990.

3 í 'id. al respecto la toma de posición del Mi­
nisterio del Interior de Badén W. (LT ..Drs .

10/24 is, de 30 de octubre de 1989, pp . 3 Yss.):

los acuerdos del Consejo de Ministros de 2 de

abril de 1990, publicados en Verwaltung 2000,
Gesamtkonzeption, vol. l. editado por el Min is­

terio dcl Interior de Bndcn-W.• Stuttgart, 1990 ,

rp. 79 y ss. Por virtud del acuerdo del Consejo

de Mini stros de 10 de diciembre de 1990 se en­
comendó a todos los departamentos agotar to­

das las posibil idades de «aceleración» basadas

en las propuestas del circulo de asesoramiento
J'erwaltung 2000, dand o cuenta de ello 3 este
grupo de trabajo.

4 Así, según lo estable cido en el §J, apenados 2
y 3, de la ley sobre facilidades para la const ruc­

ción de viviendas de 17 de mayo de 1990

(11GB/l. pp. 926 Y ss.), vigente sólo por cinco

años, la autorización de un proyecto no se pue­
de denegar bas ándose en razones de planea­

miento rasados los tres meses inicia les (§ 30 Y

J I BauGB). Vid, tambi én el § 12. apartado 4,
de la Ley sobre técnica genética (Gente­

dlllikG). de 23 de j unio de 1990, 8GB/l. p.

lORO (ficción del otorgamiento en el caso de
proyectos del ohligado registro). El precedente

más conocido de esta técnica normativa lo

constituye el § 19, apartado 3. de la BallGB (lo

llamada Teilungsgenehmigungs Iautorización
de divis ión].

s Acerca de las regulaciones de los plazos en

los Estados Unidos. vid. E.A. Tomlinson : en
Admin istrativc Conference af the USo Recom­

mendatians and Repons 1978. pp. 119Yss.
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6 Vid. Ernesto García-Trevijano y Garnica: El
silencio administrativo español, Madrid. 1990;
Eduardo Garela de Enterria y Tomás Ramón

Femández: Curso de Derecho administrativo,
vol. 1,5'. ed., Madrid, 1990, pp. 582 Yss.

7 Vid. DoufTardffhéry: «Études sur les autorisa­
tions tacites», Conseil d'Etat, Etudes el Docu­
ments, nüm, 31,1979-1980.

8 Le par; de la responsobilité-Rapport de la
Commission Efficacité de L'Etat. presidée par

M. Francotsde Cloets,París, 1989.

9 N. Ellas (1897-1990), marcado por Karl

Mannheim, Freud y Iluizinga, emigré de Ale­
mania en 1933, estableciéndose en Inglaterra.
Sus obras principales. gestadas en los naos
treinta, s610desde finales de los sesentahanen-

•contrado una seria consideración en Francia y
Alemania.

10 Vid., sobre todo, Norbcrt Ellas: Über die Ze­
rít, 1984 (citado según la edición de bolsillo,

2'. de., Francfort del Meno, 1989) p. X (funcio­

nes sociales de orientación y regulación del

tiempo).

11 Así, por ejemplo, el comentario a la Vwf}U
(Ley de Procedimiento Administrativo) de Stel­
kenslDonklLeongrad, tadavia en su 2'. ed. (Mu­

nieh, 1983) sólo dedicaba tres lineas, de un to­

tal de más de 1.000 páginas (vid, § 10, núm.

margo 7); algo más detallada es la 3'. ed. (Mu­
nich, 1990), §1O,núms. mnrgs. 10 y 11, donde
la celeridad viene reconocida como un princi­
pio jurídico en protección del ciudadano.

12Verwaltenund Zeil, Ilamburgo, 1975.

13 Esta es una conclusión a la que se llega a
partir de la existencia de «ejecutar sencilla y
convenientemente el procedimiento administra­
tivo>, (§ 10, inc, 2, Bvwvfg [Ley Federal de Pro­

cedimiento Administrativo)). Como ejemplo
vid. Kopp: VwVjG, 4'. ed. Munieh, 1986, S lO,

núm.margo 6.

14 AsI, por ejemplo, MeyerlDorgs, VwVjG, 2'. ed.,

Francfort del Meno, 1982, 10, núm. margo 6.

15 Sentenciade 9 de febrero de 1982, BVerjGE

[repertorio de jurisprudencia del Tribunal
Constitucional Federal], 60, 61, 41 s. A titulo

de posibles soportes de la fundación alll se ci­

tan los siguientes:en el caso de normas discre­
cionales de carácter favorecedor. el articulo 3,
apartado 1, de la Ley Fundamental (en adelan­

te: LF); en el caso de normasdiscrecionalesde
carácter gravoso.entreotros, el articulo2. apar­
tado 1, LF Y el principio de Estado de Derecho.
A todo ello, nose contemplaque el mismo pro­
blemase planteatambién en relacióna la ejecu­

ción de normas legales imperativas,

16 Sentencia de 20 de diciembre de 1979:

BVerjGE, 53, pp. 30, 59 y ss.tcaso «Müllheim­
Kñrlich») y en Jurtsten-Zeítung (en adelante:

.IZ), 1980, p. 390 (con nota de A. Weber). Vid.
también Hesse: Europísche Grundrechte-Zeits­

chrift (en adelante: EI/GRZ), 1979, pp. 427 Y
ss.,esp. 434 y ss.

17 Vid., por ejemplo, W. Leisner: Effizienz als
Rechtsprinzip, Tubinga, 1971, p. 1971. p. 58:
A. Von Mutius: Ncue Juristische Wochens­
chrift (en adelante: NJJV), 1982, p. 2151; F. Os­

senbühl.: NJW, pp. 465, 466 Y ss.; W. Hoff­

mann-Riem: KonflikJmitller in Verwaítnngsver-
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handlungen. Heidelberg, 1989, pp. 2 Y 11; por

lo que hace en espec ial al procedimi ento con­

tradictor io, H. J. WolfflO. Bachof, Verwol­

tungsrecht , vol. J , 41
• ed., Munich, 1978. § 156.

II Staat srecht des Kónigreichs rvürllemberg.

Tubinga, 1829·1831, vol. 2.

19 Vid ., por ejemplo . su penetrante panorámica

de la ciencia del Derecho polllico y admini stra­

tivo francesa en Die Geschichte und Literatur

der Staatswissencschofi en, Erlagen. 1858, vol.

3. pp- 149 )' 5S. (sobre el Derecho admin istrati­
vol. La alabanza a Laferriere (p. 16 1). expresa­
da ya en 1845 en una rece nsión. fue tornada en

cons ideración y correspondida con un elogio a

Von Mohl (lromme ¿mine",) por el autor Iran­
cés (Co llrs th éor íqu e pratiq ue de dro ít p ublic et

odm ínístrati], S-. de., 1860, Introducción. r.
VI).

20 Ency kJopdie de, Storuswissencschoften. 21
,

cd., Tubinga. 1972, pp. 248 Yss.: «Una demora
que supere el tiempo necesario para un trata­
miento profundo constituye un acto de injusti­
cia para con el ciudadano»; Dir Polizeiwissens­
chaft nach den Grundstnzen des Reclutsstaa­

les, vol. 2. 3' . ed.• Tubinga, 1866 (la «celeridad

en la ejecución» pertenecería a los principios

de una buena Adm inistración).

21 Der Rechtsstaat und die Verwaltungsge rich­

le in Demschíand. 3' . ed., Darmstadt, 1958
(reimpresión sin alteraciones de la 21

• ed.,
1879). Pr. 118 Y ss. (necesidad de separación

entre la Administración activa. necesariamente
dinámica, y la justicia. con su «circunspecto
modo de procedcr»); pp. 154 Y ss. (pesade z de

la Administración colegiada, parcialmente su-

perada a principios de siglo XIX mediante el

«sistema burocrático» [Burcausyslt"m). sin per­
der de vista. a tal efecto. que el desempeño co­
legiado a todas luces garantiza mejor la impar­
cialidad); pp. 306 Yss. (el traslado de los Con­

tenciosos a los trihunales administrativos harla
que apenas fuera necesario seguir configurando
colegialmente a la Administración activa; en
lugar de ello. la «sencillez de la organización
burocrática» garantiza la operatividad adminis­
trativa). Vid., también el informe presentado a
las XII Jornadas de los Juristas Alemanes
[Dcnscher Jur is/rng ) de 1814. vol. 3. pp. 225·

228.

21 El deber del funcionario de «resolver con ra­
pide7» constituía para 0 110 Maycr [Deu tsches

Verwoltungsrecht, vol. 1, v . ed., Munich y

l.eipzig, 1924, p. IXX) IIn deber de serviein de

carácter interno. pero no una obligación jurídi­
ca con eficacia ad extra .

2J Deutsches Vcrwaltungsrecht, vol. I 11 cd.,
l.eipzig, IX95, p. 74, en conexión con p. 62.

24 VJ'. cit. en n. J. p. 62. n. 14.

15 Rechts-und Staotstebre, parte segunda. l lei­

dclberg, 1846, § 70 (p. 213).

26 01', c it . en nota 25, § 101 (pp. 314 Y ss.};
adicionalmente sólo se atribuía a los Parlamen­

los leyes de significación constitucional,

17 Por lo demás. también OUo Mayer (Deuts­

ches Verwaltnngsrecht, vol. 1. 3' . ed.. 1924. pp.
101 Y ss.; Id.. Archiv des óffe ntlichen Rechts

len lo sucesivo. A(iRI) trataba de limitar la re­
serva y la primacía de la ley y. por ende, el po-
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dcr de los Parlamentos en la medidaen que so­
mella a los funcionarios y a los usuarios de las
instalacionesy servicios públicos R una «rela­
ción metla a los funcionarios y a los usuarios
de las instalaciones y servicios públicos a una
«relación especial de poden> (o sujeción) ex­
presamen!e deslindada del principio de Estado
de Derecho.

28 Vid. J. Barthélémy: «De la liberté du gouver­
nemen! ~ I'égard des lois dont il est ehargé d'·
assurcr l'application», enRevuede droit publico
1907, pp. 295 Yss., 301 y ss; a este trabajo se
refiere posteriormente Mauricc I-Iauriou, Précís
de droit constítutíonnel, 2~. ed., París, 1929, p.
337.

29 Vid .. las referencias contenidasen V. Schel­
te: 'Pie verwaltungsgerichtliche Kontrolle van
Ermfssensak1en in Frankreich, tesis doctoral,
Gottingen, 1990, pp. 132 Y ss. (en vlas de pu­
blicación por Nornos-Verlag). Énfasis en la so­
beranía residual del monarca se ven en especial
en J. Barthélémy: op. cit. (en n. 28), pp. 275 Y
295 Y ss.; M. Hauriou: op. cit. (en n. 28), pp.
377 Y347; Id., Précis de droit administrauf et
de droít pub/ic, 10'. ed., Parls, 1921, p. 252; L.
Michoud, Elude sur le pouvoír dtscréttonnatre
de t'admtnístratíon. Parls 1913. Para la contra­
ria posición «republicana» de un papel mera­
mente servicial de la Administración frente a
las leyes parlamentarias vid., por ejemplo, H.

Barthélérny: (O I'exercice de la sourverainité
par l'authorité administrative», en Rel'ue de
drott public, 1904, pp. 209 Y ss.; L. Duguit:
Droit constítutionol, lO'. ed., 1911, pp. 25 Yss.

y 30 Yss.; R. Carré de Malberg: Contribulion d
/0 théorie générale de I'Élaf, vol. 1, Parls,
1920, pp. 502 Y ss. En cualquier caso tampoco

estos niegan totalmente una cierta flexibilidad
temporal de la Administración.

'0 Op. cit. (en n. 29), p. 15.

" En tomo a lo reducido del ámbito de aplica­
ción de la ley y a su ampliación por lajurispru­
dencia vid. A. de Laubadére/J. C. VeneziaIY.
Gaudemet: Tratté de droit adminístratif, Cf'. ed.•
París, 1984, núm. 705 (p. 339); P. Devolvé. L '.
acte administrotii; Sirey, 1983, núms. 391 y ss.,
esp. 394.

32 Vid., por ejemplo, el informede la comisión
Efficacité de I'Élat, op. cit. (n. 8), p. 59.

33 Al objeto de preservar esa ventaja en lo ati­
nente a los conocimientos especializados y a
los saberes internos del desempeño de su fun­
ción, la burocracia luchó pormantener al Parla­
mento sumido en la ignorancia (pp. 8~4-857).

Por esta razón, M. Weber propuso -y asl lo
consiguió parala República de Weimar- otor­
gar al Parlamento el derecho a esclarecer me­
diantecomisiones de investigaciónlos avatares
administrativos; vid., al respecto W. 1. Momm­
sen: Max Weber und die Deutsche Politik, Tu­
binga, 1959, pp. 358 Yss.

34 Hasta la fecha no ha sido posible clarificar
en qué se basa esto. Tal vez guarde relación
con la circunstancia de que en la Administra­
ción alemana siempre se pudo encontrar -y
aún hoy en día sigue siendo a51- un menor
grado de tácticas abiertas de tardanza que en
Francia.

'5 Op. cit. (en n. 10), pp. 17 y ss. (fijación del
tiempo por los sacerdotes), pp. 20 Y ss. (mo-
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nopolio eclesiástico y después estatal de dctcr­

minación del tiempo), p. 43 (sincronización), p.
92 (tiempo I1sieo y social).

J6 Das Sanduhrbueh. fra nefort del Meno,

1957.

37Histoires du temps (edieión de bolsillo), Pa­

ris, 1982.

38 Vid. infra O) 111 .

)9 Sobre lodo la earicalura de Cha rn, en Le
Charivari, de 10 de enero de 1871, con cl tltu­
lo: «lis auront bcau ernporter les pendules. ils
n'empec heront pas I'he ure de la vengan ce de

sonner», cuyo simbolismo examina Ourieh
Reslef en Guerre , mythe el caricature. Parts
(Prc sses de la Fondation Nalionatc de Sciences

ro litiques), pp. 198 Y SS.; debo la referencia a
una conferencia pronunciada sobre el tema «Oc
Mad ame de Staei a la actualidad: la imagen de

Alemania en los escritores franceses», en el an­
les aludido cielo del Centro de Estudios Fran­
ceses.

40 Sobre las repercusiones civi les de las liccn­

cias administrativas. vid. F. J. Peine: N.JJt'.
1990. p. 2442; O. Wagner: Offentlich·reeh" i.
che Genehmigung und zívil-rec htííche Re·

chtswídrigkeit, Colonia. 1989. pp, 8 Yss. )' 41 Y
ss.:en espec ial, sobre la nueva Ley de Respon­

sabilidad Ambiental. vid. E. SteITen: NJ I/'.
1990, pp. 1817Yss.

41 rara la concepción tradicional vid. E. Fors­
IhoIT: Rechts-fragen der leitenden Verwottung,
Stuttgart, 1959. En su originaria monografía de

1938 (op. cit.• pp, 22 Y ss.) Forsthoff contaba

dentro de la Daseinsvorsorge [procura cxis­
icncial] en un sentido amplio, en In sucesivo
desatendido por el propio autor, también los

controles de precios )' salarios, ast como el con­

lrol estatal de la demanda, la producción y el
volumen de negocios industriales, esto es : me­

didas controladoras de política económica (p.
27) .

42 R. Von Mohl: [)i(' Poííze íwissenschoft nach

de Grundsiítzen des Rechtsstoontes. 31
• ed., Tu­

binga. 1866. vol. 1, p. 301.

41 lbid, p. 305.

44 lb td., pp. 244 Yss.

4S Deuuches Verwalt ungsrechí, \'01. 1. 11
• cd .,

I cipzig, 1895. p. 14. Allí se puede leer que el
l>Crccho ndministrativo se caracterizaría por la
relación entre Estado y súbditos. Aún más C 13~

mrncntc se aprecia este desplazamiento en la 3~ .

cd.. Munieh y l.cipzig, 1924, p. 15. donde se
caracteriza al poder del Estado corno un poder
predominantemente jurídico que se ejerce sobre
personas.

4(, La vieja doctrina administrativa francesa del
siglo XIX. por el co ntrario, subraya las tareas y
los se rvicios de la Admi nistración para con la

sociedad )' los recíprocos derechos .1' deberes
de Administraci ón y ciudadanos que de ello re­
surtan: a este respecto rid.. ror ejemplo, Maca­
re! (co nsejero de Estado): Co urs de droit odmi­

I1i.ttratif, 2 vols.• Parls 1844, vol. 1. pp. \3· 14 Y
19. Frente a esta postura.ya en 1907.1. Barth é­
l érny: 01'. cit. (en n. 28). haio la influencia irme­
gable de Otto r...íaycr, subraya el papel de la

Administración corno el de un souverain exe-
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cuti[ (p. 300); el poder ejecutivo seria, en el

marco de las leyes, le moítre (p. 302).

47 R. Carré de Malberg: op. cit. (n. 29), pp. 492

y ss., L. Duguit: op. cit. (n. 29), pp. 25 Yss. Y
69 y ss.

48 Vid. A. de LaubadérelJ. C. VenezialY. Oau­

deme\: op. cit. (n. 31), núms. margo 53 y ss.

49 Vid. E. Forsthoff: op. cit. (n. 41), pp. 13 Y

ss.: (Según la concepción clásica, con el man­
tenimientode la seguridad y el orden públicos,
así como con la garantla, haciaadentro y hacia

afuera, de sus ordenaciones, el Estado sirve a
sus propios fines. Que de esta manera el Estado

sirve simultáneamente a los intereses de sus
ciudadanos es algo que no se puede negar. pero

que queda fueradel concepto teórico. Es intere­
sante ver que ~n la actualidadeste concepto se
encuentra en demolición... En la medidaen que
se dcmantela la ideologla estatal tradicional, el

Estado se convierte en una fonna de organiza­
ción que encuentra su valordentrodel conjunto
de lamoderna sociedady ha de reportar un ser­
vicio específico. Resultaasi importante y sinto­
mático que un autor como Bccker califique en
amplio sentido la acción de la Administración
como prestación...»

50 Recogidos ahoraen P. Eichhorn: Leístungs­
steigenmg in der offenüichen Verwaltung, St.

Augastln, 1984, p. 33.

51 A este respecto vid.. en general Paul Kir­

chhof: Verwalten und Zeit, IIamburgo, 1975,

pp. 10 y ss,

52 Akzeptanz durch Verwaltungsverfahren (pri-

mera lección como profesor en la Universidad
de Friburgo, pronunciada el S de julio de
1990), a aparecer próximamente en la NiW.

53 A. de Laubadere/J. C. VeneziaIY. Gaudernet,

op. cil. (n. 31), núms rnargs, 592 y ss.; Ch.

Debbasch: «Le temps et I'adminislration: vers

une chrono-administration?», en Revue francoíse

d 'odmínístrotíonpublique, 1982, pp. 481 Yss.

54 Verhandlungen des 12. deutschen Juristenta­

ges, 3 vols., Berlín, 1875, p. 225. Vid., también

Staotsverwaltung und Selbstverwaltung, Berlín,
1869, esp. p. 88 (contra la «cómoda división

dcl trabajo- de los órganos colegiales). En la

misma dirección apunta también Von Mohl.:

op. cit. (n. 42), vol. 2. pp. 587 Yss., esp. p. 589

(epcsadcz y gasto de tiempo». probable predis­
posición contra empresas geniales, posible rigi­
dez y aferramiento mortecino a lo «tradicional»
como las «grandes sombras» de la administra­
ción colegial).

55 R. Von Gneist: Der Rechtsstaat, Berilo,
1872, p. 16. También R. Von Mohl: Encyclo­
ptidie der Staatswissenschaflen, 21

. ed., Tubin­
ga, 1872, pp. 246 y ss.. subrayaba a titulo de

primer «capítulo fundamental» de la Adminis­
tración en un Estadode Derecho (junto a la ju­
ridicidad de su actuación) la exigencia de una
organización administrativa adecuada a las ta­
reasencomendadas.

56 Sentencia de 8 de julio de 1982, en BVerf
CE, vol. 61, pp. 82 Yss., esp. 114 y ss, y 116

(también en iZ, 1984, p. 31, con nota de Badu­

ralo

57 En general acerca de la protección de los de-
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rechos fundamentales por la vla del procedí­

miento vid., la sentencia del Ter de 20 de di­

ciembre de 1979, en BVafGE, vol. 53, pp. 30 Y
SS., esp. 59 y ss. (asunto Mullheim-Krlichv;
también en .IZ, 1980, p. 307 (con nota de A.

Weber).

58Acerca del mandato constitucional que explí­

citamente se formula ni legislador en el articulo

6, ap. 5. LF, en orden a procurar la equipara­

ción de los hijos extrarnatrimonialcs. vid. la
sentencia del LCf de 23 de oetubre de 1958, en

BVerfGE, vol. 8, pp. 210 YSS., esp. p. 216 (ex.

posición de las exigencias que a tal efecto cabe

plantear al legislador); vid., también las senten­

cias del mismo Tribunal de 29 de octubre de

1963, en BVerfGE, vol. 17, pp. 148 Y ss., esp.

155, y en .IZ, 1964. pp. 365 Y ss.) Y de 11 de ju­

lio de 1967, en BVerfGE, vol. 22, pp. 163 Yss.,

esp. 172 y en JZ, 1967. pp. 599 Y ss., (declara­

ción de nulidad parcial de preceptos en materia

de asistencia y retribuciones que no satisfacían

esas exigencias).

59 Especialmente clara a este proceso resulta la

decisión adoptada por el Consejo Constitucio­

nal acerca de la Ley sobre lo audiovisual.

60 "id. supra. n. 8. Cfr .. también el análisis. en

cierto modo de mayor alcance, de 1. Chevalicr

y O. Loschak, en Revue francatse d'admínis­

trationpublique. 1982, pp. 679·720.

61 Wirschaft und Gesellschafi, 511
• ed., Tubinga,

1976, esp. pp. 825 Yss.

62 G. Schmüller: Unrisse und Unlersunchungen

zur Verfassungs., Veraltungs und Wtrtschafís­

gesichte. Leipzig, 1898, pp. 289 Yss., 294.

b) M. Weber: 0(,. cít, (n. 61), pp. 825 Y ss.

M Vtd.. a este respecto R. Von Gncist: np_ cit.

(n. 54); sobre lo ventajoso que desde el punto

de vista del factor tiempo supone encomendar

la ejecución de las arcas a funcionarios indivi­

duales vid. la detallada exposición de R. Von

Mohl.: of' cit. (n. 20), pp. 558-590.

bS Víd.. por ejemplo, lo §§ 15 Y 19 del Regla­

mento de Haden para la ejecución de la Ley de

Ordenación Económica de 23 de diciembre de

1983, y el 7 del correspondiente Reglamento

ejecutivo para el Reino de Bavicra de 29 de

marzo de 1892.

66 Aquí se hace valer la crítica de fondo a la ri­
gidez, el formalismo y la lentitud de la burocra­

cia (vid, por ejemplo, Chevaltier/Loschak: op.

cit. en n. 60. especialmente pp. 55 Yss.

67 í'td. a este respecto la detallada exposición

de G. Stark. Jr.: «Time the next sourcc of com­

pctitive advantage», en Horvard Bussiness Re­
wew, 1988, pp. 41 Yss.

6ft Vid. en general N. Luhmamm: Die Verwat­

tung, 1968. pp. 3 Y SS.; sobre el problema espe­

cifico de las instalaciones que presentan riesgos

ambientales (impugnaciones y recursos en

masa), vid. 1. Kcrn: DOV, 1989, pp. 932 Y 934;

W. Blümel., DVBI, 1977, pp. 301 Yss. Y 320.

69 Estos exámenes fueron introducidos por la

Ley de 12 de febrero de 1990 (BGB/, 1.p. 205),

dictada en desarrollo de la Directiva comunita­

ria 85/337, de 27 de julio de 1985, acerca de la

comprobación de la tolerancia ambiental de de­

terminados proyectns públicos y privados. La
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concepción manifestada en el preámbulo del

proyecto de Ley dc 26 de enero de 1989

(BTDrs. 11/3919) de que las cosas cambian de

hecho poco y de que el esfuerzo administrativo

adicional se compensaba a su vez con la simpli­

ficación que reportaba resulta extremadamente

cuestionable.

700p. cit. (n. 61), p. 837; Weber atribuye esta

función a la dirección política.

71 Vid. las reflexiones teóricas que sobre este

particular formula N. Luhmann: op. cit. (n. 68).

pp. 17-19.

72 Cfr. 13. Schlinck: Veóffentlichungen der Ve­

reinigung del" Deutschen Smatsrechslehrer (en

adelante. VVDStRL), 48 (1990). pp. 263 Y ss.

(puntos 6 y 12; en sentido contrario. M. Bullin­

gcr. pp. 291 Y~s.

73 Prcnben zwischen Reform und Revoluüon.

Stuttgart, 1967, especialmente pp. 609 Y ss.
Como es obvio, hubo que asumir provisional.

mente determinadas situaciones sociales de di­

ficultad para poder impulsar el desarrollo técni­
co-económico,

74 Con respecto a Francia vid. el informe de la

comisión Efficacité de I'Etat, 01' cit. (n. 8), pp.

69 Yss.

75 En el caso de que los ensayos no se hayan

llevado a cabo antes de presentar la solicitud de

autorización. Para los problemas -rc1aciona·

dos con esta circunstancia vid. M. Bul1inger:

«Wettbewerbsgcfáhrdung durch praventive
Wirtschaítsaufsicht». en NJIV, 1978, pp. 2121

y ss.

76 01'. cit. (n. 36), pp. 222 Yss.

77 Vid. J. Chevallicr y D. Loschak: op. cit. (n.

60), pp. 682 Y 715 Y ss. Una posición contraria

a cualquier asunción esquemática de las técni­

cas gerenciales por parte de la Administración,
entre otras cosas también por los problemas de­

rivados de la evaluación de las prestaciones nd­

ministrativas, adopta el informe de la comisión

Efficacité de I'Etat, 01'. cit. (n. 8), p. 90.

78 Op. cit. (n, 8); CS así como se sugiere una

«evaluación» de la acción administrativa (pp,

147 y ss.) o que se establezcan las denominadas

«ventanillas únicas» íguichets uníquesv en be­

neficio de los ciudadanos en su trato con la Ad­

ministración.

7f) De las resistencias que se producen en el

seno mismo de la Administración informen

Chavallier y Loschak: DI'. cit. (n. 60), pp. 898 Y
ss,

80 Otras propuestas se pueden en el trabajo más

amplio del autor (cit. en n. 2) y en la concep­

ción general del círculo Verwaltnng 2000 (n.

3).

81 Comp. supra con pp. 5.

82 Vid. § 6 de la Ley de 30 de agosto de 1990,

en vigor desde el primero dc enero de 1991
(8GB/,I. 1990, pp. 1842 Y ss.).

8) Theoríe und Praxis des nffenllichen Re­

chmungswesens in der Bundesrepubíik Deius­

chland, Baden-Baden, 1987. pp.381 Yss.

84 «Die Schweizer Haushaltsreform der Kanto-
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ne und Gerneide», en lJ0l'p ik nnd Kammeratis­

lik. Festschcnft fi ir t . Miillhaupt zur Volllen­

dung des 75. t.ebensj ahres, cd. por P. Eich­

horno Haden-Badcn. 1987. pp. 29 Yss. E. Bus­
cho r ha presentado sus refl exion es ante el cir­

culo de asesoramiento Verwaltnng 2000 y otros

expertos el 2~ de octubre de 1990.

85 Zur Nowe ndígkeit einer líaush oltsrefo nn,

posiciones defendidas ante el circulo I'erwaí­
tung lnnn(mimeografiado).

86 Un punto de apoyo para esto que decimos lo

podría br indar cuanto menos csrarla dispuesto a

pagar un empresario por la aulori7..ac ión dem o­

rada en el caso de que la autorización se sacara

a la venta o a subasta.

87 Consejero de Estado y presidente del orga­
nismo rndiotclevislon RII.

88 Profesor del lostituto de Estndios Políticos
de París,

89 J. Rigaud y X, Doleros: Les instítutíons ad­

min istrat íves fro ncn íses Les structures, París.
1984, pp. 17Q}' ss.. con un análisis de sus ven­

lajas y desventajas (pp. 211 Y ss.).

?O Cfr. la nota 3.

91 Así sucedió en la discusión que siguió a una

co nferencia que tuvo lugar ant e un círculo de

Irabajn del Hundcsverhand der Chemischen In­

dustrie IAsncí:\ción Federal de la Industria

Qulmiea) en Prancfort del Meno el 2 1 de sep­

tiembre de 1990.

91 W . I lolTmann-Ricm : Knnfl íktmittler in f'er-

walmngsverhandlnngen, Heid elb erg. 19R9. ro
especia l pp. 20 Y ss.: B. l lolznagct : J.'-()nfl;~/h;•

.fir"'i( dnrch Verhandlungen, Badcn-Baden,

1990 . pp. 208 Y ss.; \Y. ltoffmnn n-Rlcrn y E.

Schntidt-Aümaun Icds.): A:m!llil tll('''' iillrgmrK

durch Verhnndlungcn. Baden-Baden. 1990.
Una posici ón crítica se puede encontrar en W.
Brohm: I Jl'/ //, 1990. pp. 321 Yss., e,p . pp. 324
Y ss,

9] n« supra Al IU y J .

l)·l La cuan tia de las tasas administrativas se

mide. entre ot ras cosas. de acuerdo con los gas ­

tos ocasionado s a la ALl minislraciún. " ;,1.. por

ejemplo. cl § 8 I .Kelrg ILande.'i~,·hür('ng('

sf!l: =Ley de tnsa.'il de Haden w üruemberg. así

como tambi én el § 80 , ap. 3. ine. 3. (; 11'8 . que

expre samente designa com o crite rio los gastos
y de personal.

95 El acuerdo para la creación y utilizaci ón del
parque del atracciones se firmó, entre otros, por
la República francesa. la Región de He-de­

France, el Departam ento de Scine-et-Marnc y

la Walt Disncy Co mpany. También en Franci a.

sin embargo. para la Administración se exigen
co n carácter de princ ipio la neutralidad y la in­

dependencia: vid. el informe de la comi sión Ef­
ficocu éde / ·F.lal. al'- ('1/. (n . 8), pp. 43 Yss.

% E~lo es lo que resulta de una cou templ ac i ón

conj unta de los §§ 20 )' 21 de las leye s de pro­

ccd imicntn admi nislrat ivo (que f . O. Kopp:

I'wlT(i. 4a• cd.. Mn ulch. 1986. § 20. margo 2.

hace derivar entre otras cosas. del principio de

estado de Ilerecho) y del § 35 de la Ley marco
de la func ión pública (deber de imparcialidad },

Snbre el problema especia l que se plantea
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cuando en un órgano de la Administración se
detectan intereses a favor de un asunto sujeto a

su competencia, vid. la sentencia del Tribunal
Administrativo Federal de 30 de mayo de 1984,

en DVBI, 1984, pp, 1075 t ss. esp. 1076-1078

(asunto Aeropuertode Munich 1/, primerareso­
lución). En términos generales. vid. el articulo
de P. Kirchhof en Verwaltungs-Archiv (en lo

sucesivo, VerwArch), 1975, pp. 370 Y ss. Tem­

bién K. Schlaich: Neutralittu oís Verfassungs­

prinzip. Tubinga. 1972, formula unas rcílexio­

nes de principio sobre este problema,

97 Así, la sentencia del Tribunal Constitucional
Federal de 5 de julio de 1974, en BVerFGE, 45,

pp, 309 Y ss. esp. 318 y ss, (asunto Flachglass.
Vid. también la sentencia del Tribunal Admi­
nistrativo Federal de 9 de abril de 1987, en

DO~, 1987, pp. 870, donde el Tribunal afirma

que el órgano'de la Administración debe «pre­
servar un gradorninimo de distanciay neutrali­
dad internas que le permita continuar realizan­
do un juicio equilibrado»; pero qué principio de
Estadode Derecho no exige incondicionalmen­

te que «el organismoque ha de certificar la pla­
nificación y el responsable del proyecto que a

travésde la planificaciónse ha de dominarsean
personas distintas».

98 Vid. supra A) L 2,

Fuentes

Revista Documentación Administrativa No.
234, abril-junio 1993,

Conferencia pronunciada el 5 de diciembre de
1990 en Friburgo de Brisgovia dentrode la se­
rie de conferencia Frankreich beute (Francia
hoy) del Centro de estudios franceses creado en

1989 por la Universidad. El autor desea mani­
restar su agradecimiento por las valiosas obser­
vaciones a los miembros del cuadro cicntifico
del Centroy a los colegas francesesque con él
cooperan, y en primer término al Prof. Michel
Fromont (ParisY), asfcomo a los observadores
y participantes en el Seminario, sobre todo a
Norber Wimmer y Martin KUhL

Traducción: JaimeNicolás Muñiz



Objetivos y destinatarios de las evaluaciones

Eric Monnier"

Este texto pretende ofrecer a los co­
manditarios, así como a las personas
encargadas de la evaluación, los ele­
mentos necesarios para efectuar las op­
ciones estratégicas para una evalua­
ción. Esta no es una tarea fácil dado
que numerosas problemáticas distintas,
cuando no opuestas, se consideran pro­
pias de la evaluación como demuestran
los abundantes calificativos utilizados
particularmente en la literatura anglo­
sajona para referirse a aquélla: forma­
tive evaluation, summative evaluation.
process evaluation, contextual evalua­
tion, responsive evaluation, etc.

¿De qué sirve una evaluación? Las cri­
ticas más duras de los comanditarios
norteamericanos se refieren precisa­
mente a la pobre utilización de los re­
sultados de las evaluaciones. Pero esta
cuestión nos lleva a plantear otra:
¿Cuáles son los objetivos de la evalua­
ción proyectada? Evaluación se cons­
truye epistemológicamente a partir de
«valor», Esta filiación semántica es la
responsable de un contrasentido fre­
cuente y se encuentra a menudo en el

origen de un quid pro qua entre, por
una parte, los que concibieron la eva­
luación y, por otra parte, los que la en­
cargaron.

El examen atento de los términos de la
polémica metodológica revela que la
cuestión clave, en cuanto a la utilidad
de una evaluación, no es tanto la meto­
dología C0ll10 la credibilidad que la
evaluación pueda tener para los acto­
res sociales. Crcdibilidad que no de­
pende, como se había creído, del rigor
técnico de los instrumentos utilizados,
sino de la legitimidad de la propuesta
para los destinatarios de la evaluación.
La evaluación no es nunca una prácti­
ca neutral y ajena a las relaciones de
poder; es un hecho político que forma
parte integrante del contexto político
del programa, incluso si los «evalua­
dores»! intentan evitarlo y no quieren
que sea así. Es por ello que propone­
mos en este texto una aproximación
pluralista que asocie los actores socia­
les al desarrollo de la evaluación con
el propósito de incrementar su credibi­
lidad y, en consecuencia, su utilidad
social.

• Laboratoire CEOPS Ecolc National des Travaux Puhlicsde l'Etat
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1. Las Diferentes Aproximaciones a
la Evaluación

Tyler, uno de los precursores en mate­
ria de evaluación, tuvo el mérito de
proponer las bases de una aproxima­
ción que adopta como punto de partida
los objetivos del programa considera­
do. Desde entonces, esta aproximación
por los objetivos ha sido abundante­
mente criticada y otras aproximaciones
han sido aplicadas. Sin ánimo de hacer
una lista exhaustiva, examinaremos su­
cesivamente en qué se diferencian de
la primera las otras cuatro grandes fa­
millas -aproximación por los efectos,
por la forma en que el programa se
puso en práctica, por los procesos y
por los actores sociales.

Para evitar un desarrollo excesivamen­
te largo, nos referiremos a cada una de
ellas a partir del caso más común de
las evaluaciones a posteriori, dejando
para el lector la interpretación de lo
que correspondería a las evaluaciones
a priori o concomitantes. Por otra par­
te, esta presentación nos brinda la oca-

sión de definir algunos conceptos cla­
ves de las evaluaciones.

La aproximación por los objetivos
oficiales: excesivas suposiciones

La concepción más tradicional, pro­
bablemente la más frustrante, de la
evaluación se centra en una cuestión
muy simple: ¿En qué medida ha pro­
ducido el programa los efectos espera­
dos?; dicho de otra forma, ¿están los
efectos observados en conformidad
con los objetivos previstos?

Esta aproximación, que confronta los
resultados con los objetivos iniciales
del programa, es aún utilizada muy
frecuentemente en la actualidad. En
efecto, un buen número de decisores
consideran erróneamente que este tipo
de evaluación, denominado evaluación
de impactos o de resultados. es satis­
factoria en la mayor parte de los casos.
Esta aproximación se basa enteramen­
te en la hipótesis que existen objetivos
«claros, precisos y medibles» con los
que se pueden relacionar los efectos,
considerados asimismo medibles:

Objetivos
Programa
de acción
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Si bien la mayor parte de las evalua­
ciones de este tipo no se limitan siem­
pre a una contabilidad de los impactos
(ni a un análisis de la relación cos­
to/beneficios) sí que se encuentran con
la dificultad de traducir en términos
operacionales, racionales y jerarquiza­
dos los objetivos que son cn general
ambigum incoherentes y hasta contra­
dictorios. Por esta razón, muchas téc­
nicas proponen procedimientos forma­
les con el objeto de posibilitar que el
programa sea «evaluable» según esta
aproximación", Pero estas técnicas. en­
trevistas Delphi o análisis multicrite­
rios, alcanzan. como máximo, a crear
un consenso artificial (entre los dife­
rentes actores sobre una definición co­
mún de los objetivos del programa)
que se quiebra ineludiblemente en cl
momento de discutir los resultados dc
la evaluación'.

Por otra parte, esta aproximación se
fundamenta en algunas otras construc­
ciones, poco conformes con los procc­
sos decisionales más comunes. Sabe­
mas, por ejemplo, quc la puesta cn
práctica de un programa diverge inevi­
tablemente, en mayor o menor medida.
del dispositivo inicialmente previsto;
bay que poner en duda, por tanto, la
atribución de efectos a la causa que
originariamente se supone es el pro­
grama previsto. Así, innovaciones han
sido rápidamente descartadas como

consecuencia de una evaluación de re­
sultados cuando las organizaciones ex­
pcrimentaron dificultades durante cl
desarrollo del programa quc no eran
imputables a la innovación propiamen­
te", A pesar de estas consideraciones.
una cuarta parte de las evaluaciones
realizadas para el Dcpartamento de Sa­
uidad americano en 1970 no compor­
taban el menor análisis de la utiliza­
ción efectiva de los medios previstos
inicialmente. En otro terreno, una me­
tacvaluación (una evaluación de 213
evaluaciones) de programas locales de
ahorro de encrgía puesta en práctica cn
California puso de manifiesto que la
mayor parte de los informes finales de
los estudios no incluían descripción al­
guna, ni tan sólo elemental de los me­
dios utilizados en el marco del progra­
ma evaluado".

Aproximación por la puesta en
práctica del programa: una
perspectiva operacional

Una aproximación más realista consis­
te, pues, en considerar al programa 11()

tanto como a una entidad homogénea
invariante sino como a un conjunto de
medios empleados (financieros, técni­
cos, de comunicación...). La cuestión
central se formula esta vez de la si­
guicnte forma: La opción)' la utilizo­
cion de los medios, ¿ha permitido al­
calizar los resultados esperados? sien-
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do la cuestión subsidiaria: [fueron em­
pleados los medios de acuerdo con el
proyecto y los objetivos iniciales?

y este enfoque se puede representar de
acuerdo con el esquema siguiente:

Aproximación por los efectos:
eliminar la inñuencia de los
objetivos oficiales en las
percepciones

Consciente de sus límites, M. Scriven

Objetivos
Medios

utilizados

propuso en un texto que ha generado
numerosas polémicas una aproxima­
ción que no tiene en cuenta para nada
los objetivos oficiales: las evaluacio­
nes libres de objetivos (Goal-free eva­
luationv, Según este autor, las eva­
luaciones no deben centrarse en los
objetivos iniciales, sino que deben más
bien responder a la cuestión: ¿Cuáles
son entre el conjunto de los efectos de
un programa aquél/os que satisfacen
las necesidades fundamentales? Lo
que se puede representar así:

Estas evaluaciones operacionales (im­
plementation evaluation) toman en
consideración, además de la medida de
la eficacia global del dispositivo, una
maximizació~ de los medios (realmen­
te empleados) en relación con los fines
(los objetivos fijados). Los experirnen­
tos más elaborados revelan precisa.
mente una aproximación de este tipo.
Las evaluaciones responden así más
adecuadamente a su primera finalidad
-la descripción de los hechos ocurri­
dos durante el programa-, pero no al­
canzan, sin embargo, a explicarlos.
Las intenciones de los organizadores
del programa ocupan como en el caso
anterior, un lugar central que tiende, de
una parte, a restringir la unidad de aná­
lisis a los efectos previsibles, y de la
otra, a reducir la interpretación a los
factores endógenos al programa.

IEfectos 1- Necesidades
fundamentales
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Por iniciativa del Ministerio de Educa­
ción americano, M. Scriven había sido
llamado a escoger entre los productos
y métodos de enseñanza nuevos, aque­
llos que merecían ser difundidos. Esta
actividad le permitió observar cómo
muchos proyectos fracasan con respec­
to a sus objetivos iniciales, pero tienen
en cambio consecuencias positivas en
otros terrenos y son, por tanto, «reco­
mendables», Un nuevo método de en­
señanza de matemáticas, por ejemplo,
puede no tener ningún ímpacto en la
adquisición de estos conocimientos
por parte de los alumnos pero incre­
mentar, en cambio, su creatividad o in­
cluso la comunicación en el seno de la
clase.

Dicho de otra forma, poco importa que
los objetivos iniciales no sean alcanza­
dos si el programa produce efectos be­
neficiosos (aunque no intencionados)
o, al revés, que los objetivos sean al­
canzados al precio de efectos no de­
seados. Puede ocurrir, por otra parte,
que diferentes actores sociales buscan­
do conseguir efectos simi lires no estén
de acuerdo sobre los medios a utilizar,
o al contrario, que estando de acuerdo
sobre la forma del programa esperen
alcanzar efectos opuestos.

Una ilustración de este último caso la
constituyen algunos programas de aho­
rro de energía que han producido lo

que se ha venido cn llamar cI «efect o
boomcrang» cuando se trataba de ho­
gares de baja condición económica y
particularmente de personas de edad
avanzada: éstos incrementaron su con­
sumo de calefacción inmediatamente
después de las obras de rehabilitación
de sus viviendas, reduciendo a la nada
los ahorros de energía esperados. Para
los responsables preocupados por el
ahorro de energía, el programa fue,
pues, un fracaso; pero los servicios so­
ciales, preocupados por la salud de los
personas mayores y los mismos bene­
ficiarios, estaban en cambio convenci­
dos de que la iniciativa había sido un
éxito'.

El evaluador debe pues, según Scri­
ven, guardarse de leer los folletos o de
hablar con los responsables oficiales
del progama antes de proceder al aná­
lisis de los efectos con el objeto de eli­
minar el sesgo que pueda derivar de un
conocimiento previo de las expectati­
vas. Esta precaución permite evaluar
una «visión-túnel» y tener en cuenta
en cambio, las connotaciones negati­
vas derivadas de los efectos inespera­
dos (cf. los calificativos habituales:
efectos secundarios, periféricos, per­
versos ...).

Pero esta aproximación ha sido poco
utilizada puesto que su aplicación es
delicada. En particular, para la deter-
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minación de las famosas «necesidades
fundamentales» el evaluador corre el
riesgo de substituir con su propio siste­
ma de valores el de los decisores". Sin
embargo, esta aproximación ha contri­
buido a profundizar en la reflexión so­
bre los a priori de toda evaluación.

Aproximación por los procesos: las
interacciones del programa y de su
entorno

Las teorías sistemáticas inspiraron una
aproximación por los procesos que tie­
nen por finalidad principal explicar los
fenómenos a partir de un análisis de
IlIS interacciones entre el programa y
511 entorno. Dicho de otra manera, esta
vez la cuestión es: ¿Cuáles son los
procesos que se encuentran en el ori­
gen de los efectos observables?

Este tipo dc evaluación de procesos

«(process evaluation» tiene. pues, por
objetivo la identificación y la com­
prensión exhaustiva de los hechos rela­
tivos a las acciones emprendidas (a ve­
ces reciben la denominación «compre­
hensive evaluationvú.

El programa y su organización son
percibidos como entidades dinámicas
que cambian a medida que se adaptan
al contexto en el que son llevados a la
práctica. Los objetivos iniciales pue­
den ser substituidos por nuevos objeti­
vos operacionales, su jerarquía puede
verse invertida y, por fin, los medios
empleados de facto tienen su origen en
un compromiso y divergen de los me­
dios previstos in abstracto. La evalua­
ción persigue, pues, reajustar los me­
dios (cuna optimización») en función
de las características del entorno. La
idea puede ser esquematizada así:

Obtienen
I----Efeolos
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En el contexto de esta aproximación,
las intenciones de los responsables del
programa mantienen todavía una cierta
posición privilegiada, pero esta vez sus
objetivos (y sus medios) son asumidos
de facto y no en abstracto como ocu­
rría con las evaluaciones operacionales
mencionadas más arriba. Estos objeti­
vos y med ios defacto pasan a ser las
referencias con las que se relacionan
los efectos.

Diversos modelos de conducta para
este tipo de evaluación han sido pro­
puestos por los universitarios nortea­
mericanos en respuesta a las nuevas

exigencias de los dccisores". Son muy
útiles en el caso de programas simples
no excesivamente innovadores y de
gran tamaño (desarrollados en varios
sitios a la vez) . En los demás casos, las
evaluaciones de proceso plantean aún
numerosos problemas prácticos mal
resueltos (abundancia de variables in­
dependientes o explicativas) y conti­
núan siendo muy caras, especialmente
si se quiere mantener el paradigma ex­
perimental.

Por otra parte, los modelos propuestos
conservan, por un lado, una visión si­
nópt ica de los procesos decisionales, y
por el otro lado, una aproximación en
términos de sistema cerrado que persi­
gue la exhaustividad. Las posiciones
implícitas y los conflictos entre las di-

ferentes partes participantes son, pues.
ignorados y la cuestión de la diversi­
dad de los sistemas de valores de los
actore s afectados es dejada de lado.

o bien los actores. cada vez más en
número. ponen en duda. de una parte.
la exi stencia de un consenso en torno a
los objetivos (o el sistema de valores )
Y. de la otra, la posibilidad para una
evaluación de alcanzar conclu siones
objetivas e imparciales !",

Aproximaci ón por los actores
sociales: el reconocimiento del
pluralismo

Esta última aproximación se construye
a partir de los conflictos socia les emer­
gentes más que no de los objetivos
expl ícitos. Su punto de partida es el re­
conocimiento de una pluralidad de sis­
lemas de valores quc coexisten en el
seno de la sociedad. El programa es
percibido como un proceso nunca aca­
bado de aprendizaje co lectivo y de
búsqued a pluralista de so luciones a los
problemas sociale s. La evaluacion plu­
ralisto" participa, pues. de esta visión
heurística y persig ue responder a la si­
guicnte cuesti ón: ¡ Clláles .' 01 1 las in­
formaciones que requiere (~I sistema
social para comprender mejor los
efectos () hechos sobre venidos a lo lar­
go del desarrollo de un programa?
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La primera tarea de la evaluación con­
siste, por tanto, en identificar a los de­
cisores y a los que utilizaron los resul­
tados del análisis, siendo la segunda
explicitar los sistemas de valores que
orientarán los objetivos de la evalua­
ción y sus características (método, cri-

terios ...). El conjunto se concibe, pues,
como un sistema abierto en el que la
evaluación se integra, produciéndose
una evolución de los objetivos de esta
última en la medida que va desarro­
llándose.

Actores
sociales

t

Acción/Reacción/Adaptación
en el contexto del programa

Evaluación

Sistema evolutivo en el tiempo y en el espacio social

Cuadro': La proposición de un nuevo enfoque

Efectos

«COIj el propósito de poner el acento en la evaluación de lascuestiones claves (issues) queson im­
portantes para'cada programa en particular, recomiendo el enfoqueinteractivo íresponstve aproach).
Es una forma de abordar las tosas que pierde algo de precisión en los números con el propósito de
incrementar su utilidad para las personas que son activasen el contextodel programa o que tienenun
interés enéste. Laevaluación deunmétodo deeducación espluralista siexamina lasactividades rea­
les másque los resultados perseguidos, si aporta una respuesta a lasdemandas de información de las
personasinteresadas y si la valoración de los fracasos y de los éxitos se hace teniendoen cuentalos
diferentes sistemasde valorespresentes.»

El enfoque propuesto implica.por tanto, realizar unaserie de actividades, cada unade ellas más de
unavez a lo largode unaevaluacióny en un orden inspirado al evaluador porel cursode los mismos
hechos.

1.Definición porel mismo evaluador de los limites del campo, de loque esconsiderado como parte
integrante del programa. Se basa para ello en los documentos oficiales. en los archivosdel progra­
1113..•

2. El evaluador observa directamente lo que se hace a titulo del programa y corrige las primeras
ideas que se había hecho del programa.

3. Se encuentra entonces en situación de determinar a las partes que participan en el programa, sus
expectativas con respecto alprograma y susobjetivos implicitos y con respecto a laevaluación.

4. Se construye una representación del conjunto de las cuestiones y de los problemas que debe estu­
diar.
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5. Se encuentra en situación de establecer una estrategia de evalua ción y de seleccionar una determi­
nadaconcepción (diseño), losdatos y las informaciones que le harán falla recoger.

6. El evaluador selecciona su modo de recolección de datos y de informaciones en función de sus ne­
cesidades en cadasituación.Generalmente. recurriráalj uicio de observadoreshumanos.

7. Puesta en march a de la recogida de datos.

8. Presentación de los resultados: el evaluador prepara los instrumentos necesarios para conseguir
una comunicación lo más natural que pueda. dando cuenta de fnrma extensa de experiencias pe rso­
nales.

9. El evaluador debe seleccionar las informaciones que difundirá de forma más amplia, determinar a
quién hace participede qué resultados,y adaptar laforma al destinatario.

10. Pone fin a la eva luación recogiendo una serie de elementos de carácter conctusivo y que se dCS8

prende de su trabajo de acuerdo con lo formalizado en su contrato de evaluador.

Fuente: Stake R. E., Gjerde c.. 1974, An evahuüíon ni r ·CUy. the tw in city ;'1.'I/;lIIle [or tolented
youths. Chicago, Rand McNally (Monograph Series in Curriculum Evaluation, núm. 7).

De acuerdo con esta aproximación, los
actores no deben buscar una solución
óptima sino una solución «satisfacto­
ria» en función de un contexto dado,
El sistema de valores y de referencias
de cada actor evoluciona según en­
cuentren satisfacción o se frustren sus
expectat ivas, éstas últimas (el nivel de
aspiración dirían los psicólogos) cam­
bian en función de sus experiencias in­
dividuales y colectivas'" . Sucede con
los objet ivos lo mismo que con el hori­
zonte, se alejan en la medida que se
avanza, Cuanto más incierto es e l hori­
zonte, menos estables y concretos son
los objetivos; dicho de otra forma, el
futuro es menos previsible y más útil
en la evaluación dado que reduce la in-

certidumbre de los decisores con res­
pecto a su entorno,

2. La Utilidad Social de la
Evaluación

Las dimension es políticas de la
evalu ación

Podemos recordar sin duda cómo los
cientificos positivistas esperaban que
la ciencia aboliese la politica y que el
gobierno de los hombres pasara a ser
una rama de la estadistica aplicada.
Pero la realidad es otra: la evaluación
no ha hecho caduca a la política, que
se encuentra en el corazón de toda



182 ENSAYOS SOBRELA NUEVA ADMINISTRACiÓN PÚBLICA

evaluación. M. Q. Patton realizó una
encuesta con los comanditarios gesto­
res y evaluadores respectivos de veinte
programas experimentales del Ministe­
rio Federal de Sanidad que pone de
manifiesto una imagen poco conocida
ele las condiciones en las cuales se rea­
lizan las evaluaciones!'. Muchos de
los interlocutores de M. Q. Pation ad­
mitieron que las consideraciones polí­
ticas habían influido en los juicios
emitidos en el contexto de la evalua­
ción, y también en la forma de traba­
jar. En efecto, la política no se reduce
al campo de las representaciones o
ideas expuestas por los políticos. En
una. sociedad, cualquier situación de
arbitraje entre concepciones que no
llegan a un consenso es política. Por
esta razón, la introducción de un pro­
grama de acción de los poderes públi­
cos es un proceso político, y de la mis­
ma manera lo es la evaluación: las op­
ciones entre sistemas de clasificación,
de referencias, los conceptos, las teo­
rías, los modelos o hasta los puntos de
vista adoptados o rechazados partici­
pan todos en los procesos políticos.

El carácter político de la evaluación se
percibe también, sin embargo, en las
condiciones sociales de acceso a la in­
formación que origina y en la toma de
decisiones que genera. Por último, se
percibe en el rechazo por parte del
«evaluador» del mantenimiento de al-

gunas cuestiones formuladas por los
organizadores o los destinatarios de un
programa. No es nuestra intención dis­
cutir aquí el carácter beneficioso o ne­
fasto de esta dimensión política, sino
subrayar que la eventual utilidad de la
evaluación no se puede disociar de su
vinculación con el campo político. In­
tentar huir de esta realidad repre­
sentaría, en la mayoría de los casos,
renunciar a toda utilidad social de la
evaluación.

Estas observaciones vienen confir­
madas por la constatación empírica
efectuada por nuestros colegas
norteamericanos a propósito de una se­
rie de evaluaciones cuyos autores rara­
mente habían anticipado que les
conducirían a participar en algunos
procesos políticos. De ahí se puede sa­
car una consecuencia que conecta di­
rectamente con las 95 tesis de CRON­
BACH y de sus «asociados»: «Una
teoría de la evaluación tiene que ser
tanto una tcoria de la interacción polí­
tíca como una teoría relativa a la des­
cripción de un hecho» (tesis núm.
11 )14. Si se quiere definir con conoci­
miento de causa una evaluación es
conven iente, por tanto, concebirla apo­
yándose en un análisis de la dinámica
política en la cual se integra. Obvia­
mente este análisis no se puede verifi­
car durante la evaluación, pero su ex­
plicitación significa el principio de una
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toma en consideración del carácter re­
lativo de cualquier evaluación y. por
tanto. de la posib ilidad dc modificacio­
ne s ulteriores". En efecto, hemos ob­

servado anteriormente que la informa­
ción y la comunicación son esenciales
para alimentar las negociaciones que

constituyen la base de cualquier pro­
grama público.

Después de insistir sobre las dimensio­
nes propiamente políticas de las eva­
luaciones. conviene reco rdar que la
evaluación no puede substituir a la de­
cisi ón pol ítica . Pare ce incluso que
cuando los responsables de las refor­
mas sociales intentaron utilizar la eva­
luación de programas experimentales
para favorecer una decisi ón, alcanza­
ron el resultado inverso. Esta es la
constatación que cabe derivar del aná­
lisis de D. Grecnbcrg y 1'. Robins a
partir de una serie de experimentos so­
ciales real izados en los Estados Un i­
dos a partir de 1968 '· .

En efecto. entre 1968 y 1985 los pro­
gramas de evaluación responden a la
necesidad de justificar imp ortantes re­
formas en el ca mpo de la pro visión de
serv ic ios so ciales por el Gobierno fe­

deral. Estos pro gramas han dado luga r
a numerosos debates entre los politicos
y los expertos. Estos últimos situaron
sistemáticamente el debate en el cam-

po de los métodos y no consigu ieron
hacer pre valece r una so la manera de
proceder. Los políticos. que tienen por
costumbre, a falta de informac iones
creíbles desde su punto de vista. recu ­
rrir a los pr incipios ét icos o «soci oló­
gicos». se vieron abocados ante la nue­
va situación a tomar posiciones de pru­
dencia y expectantes. Por esta raz ón.
las evaluaciones de los grandes pro­
gramas sociales, y que desembocaron
en las polémicas más encarnizadas.
fueron la cau sa (como por er ror) de
que se redujeran las posibilidades de
que ciertas innovaciones fueran ad op­
tadas por los dccisores politicos.

Parece. pues, que las evaluaciones tra­
dicionales fueron contestadas. indcpen­
d ientemcnte del rigor metodológico, s i
no se preocupaban de encontrar una le­
gitimidad politica. Se había creíd o
durante mucho tiempo que la inde­
pendencia inst ituc ional y financiera del
eva luador ofrecía una garantía de o la y,
por tanto , una legitimidad (científico­

técn ica ) sufic iente. No fue así . s ino
lodo lo contrario : únicamente situando­

sc en el cent ro m ismo dc los procesos
políticos. el eval uador evi ta el rechazo
de las premi sas en las que se basan las
conclusiones. Una evaluaci ón plur ali s­
ta, sobre la hase de un análisis cole ct i­
vo dc los datos. puede. a fin de evitar
las dificultades derivadas de los v iraje s
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uno de los actores de los distintos ni­
veles de un mismo organismo o a or­
ganismos que responden a misiones y
estrategias institucionales variadas.

En este sentido, es preciso señalar que
la evaluación puede ser objeto de utili­
zaciones perversas. Los autores ameri­
canos han propuesto una tipología de
las perversiones que puede encerrar
una demanda de evaluación: «evalua­
ciones-coartada», que consisten en
mostrar las operaciones que mejor han
funcionado para que sirvan de pantalla
al análisis sistemático de un programa;
«evaluaciones-aviso», en las que se se­
ñala un indicador de fracaso para justi­
ficar, sin más, la interrupción de un
programa organizado contra la volun­
tad de la Administración bajo la pre­
sión de políticos locales o nacionales...
Encontramos asimismo frecuentemen­
te el caso de «evaluaciones-alegato­
prodomo», encargadas por la misma
organización evaluada para justificar
su existencia con respecto a otras insti­
tuciones (mantenimiento de un orga­
nismo, de una escuela ...).

El responsable financiero de un pro­
grama adopta generalmente uno, al
menos, de los tres puntos de vista si­
guientes:

l. ¿Cuál es la pertinencia y utilización
efectiva de los medios empleados en el

contexto de la acción definida por el
programa? (se corresponde con el pun­
to de vista adoptado, por ejemplo, por
las inspecciones generales de los mi­
nisterios franceses).

2. ¿Existe alguna posibilidad de mejo­
rar la prestación de los servicios distri­
buidos en el marco del programa? (se
corresponde con el trabajo habitual de
las empresas de asesoría en organiza­
ción).

3. ¿Qué nuevas medidas cabe tomar
para resolver los problemas sociales
que el programa ha permitido conocer
mejor? (el Ministerio de Sanidad puede
por ejemplo esperar que un programa
experimental le sirva para descubrir en
qué condiciones jóvenes drogados
aceptarán una cura de desintoxicación).

Pero la perspectiva adoptada por los
poderes públicos puede, asimismo,
coincidir con la de uno de los actores
del programa, excluyendo por tanto los
puntos de vista de los demás (o de la
misma Administración). El Ministerio
de Sanidad en Gran Bretaña ha realiza­
do en este sentido evaluaciones de pro­
gramas de mantenimiento de enfermos
graves en sus propios domicilios desde
la perspectiva del miembro de la fami­
lia que se ocupa de los cuidados esen­
ciales del enfermo. Esta perspectiva le
ha llevado a modificar las directivas
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impartidas a los médicos y a los profe­
sionales que intervienen en estas situa­
ciones.

Observamos, por tanto, como por la
forma en que se define la evaluación y
las cuestiones evaluativas hay tantas
perspectivas posibles para, la interpre­
tación de los datos y de las conclusio­
nes de la evaluación como situaciones
socialmente definidas. Podemos igual­
mente adoptar un punto de vista crítico
ajeno a la forma como funciona real­
mente la sociedad. Es lo que hicieron
muchos investigadores norteamerica­
nos deseosos de fomentar un gobierno
científico de las sociedades, dado que
ellos creían que la resolución de los
problemas sociales pasaba por la orga­
nización de experiencias in situ, de
acuerdo con los cánones de la ciencia
experimental. Esta visión puede hacer­
nos sonreír hoy, pero conviene pregun­
tarse cuáles fueron los efectos sociales
de las evaluaciones practicadas de la
forma como han sido practicadas ge­
neralmente hasta nuestros días (con­
forme al paradigma experimental).

La encuesta de M. Q. Patton citada
aporta información muy interesante
para llegar a comprender los factores
favorables a una utilización real de los
resultados de una evaluación por las
distintas partes afectadas por un mis­
mo programa. Para empezar, si bien la

utilidad de una evaluación es, a veces,
fuertemente sentida por los actores,
nunca se puede demostrar. En efecto,
esta utilidad parece conseguirse en
mayor medida en tanto en cuanto el
proceso de evaluación suscita un ma­
yor número de contactos entre, por una
parte, el responsable del programa, su
gestor, y por otra parte, el encargado
de la evaluación: la evaluación apare­
ce, pues, como un proceso que facilita
y alimenta la reflexión, aunque nunca
de una forma aislada. La evaluación se
mezcla con las reflexiones que impo­
nen el trabajo ordinario y las operacio­
nes diarias. Por otra parte, es más efi­
caz en cuanto es más interactiva. Así
es como la eficacia de la evaluación,
desde la perspectiva de los decisores,
aparece muy relacionada con su impli­
cación en el proceso evaluativo. La
evaluación, a pesar de los grandes pro­
yectos de sus más ilustres teóricos,
aparece, pues, más modestamente
como un proceso de transformación de
las ideas y de los conocimientos que
contribuye a una evolución lenta o a
transformaciones marginales de los
programas sobre los que se aplica (esto
en el mejor de los casos, aquellos en
que los actores reconocen que ha juga­
do un rol nada despreciable).

Así pues, la utilidad social de una eva­
luación depende de las condiciones de
aprobación de sus propias conclusio-
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nes por los actores sociales a los que
está destinada. Por ello defendemos
que las evaluaciones pluralistas son las
mejores cuando se trata de crear las
condiciones para que se produzca una
apropiación real y, por tanto, se utili­
cen sus resultados. Basándose en el
diagnóstico de las distintas partes
afectadas, en las cuestiones reales pre­
sentes y en los hechos relevantes, la
aproximación pluralista recomienda
suscitar un proceso interactivo e itera­
tivo. Interactivo, en el sentido que la
relación estrecha de los actores con el
proceso de interpretación de los datos
favorece la expresión de nuevas cues­
tiones, la aparición de nuevos actores
y el replanteamiento de la forma de
enfocar el problema social que se en­
cuentra en el origen del programa eva­
luado. Iterativo, dado que la participa­
ción de los actores conduce a redefin ir
las bases del trabajo de evaluación.

Este tipo de evaluación se desarrolla,
pues, de acuerdo con un proceso pro­
gresivo que debe converger en un
compromiso sobre la interpretación de
los hechos entre observadores y obser­
vador, de una parte, y entre los dife­
rentes protagonistas del programa, por
otra parte. Este proceso es, a nuestro
entender, la base en la que se puede
fundamentar la legitimidad de una
evaluación. Una evaluación es creíble,
y por tanto, puede ser útil socialmente

si es legítima ante los ojos de los acto­
res sociales que tienen la capacidad
necesaria para introducir las mejoras
sugeridas por la misma evaluación.

Existe una evidente analogía entre el
modelo de las evaluaciones pluralistas
y el de los Círculos de Calidad en la
industria. Los industriales aprendieron,
bajo la presión de la competencia in­
ternacional (y bajo la influencia del
modelo japonés, que substituyó al mo­
delo sueco), las virtudes de la aproxi­
mación humana a los problemas orga­
nizacionales". Al adoptar el principio
de los Circulas de Calidad, los indus­
triales llevaron a cabo una «revolución
cultural»: renunciaron implícitamente
al postulado tradicional según el cual
existe una, y solamente una, mejor so­
lución técnica y convinieron en que es
preferible que las soluciones, aunque
sean mediocres para los expertos téc­
nicos, sean propuestas por aquellos
que tendrán que aplicarlas. La partici­
pación de los destinatarios de la inno­
vación en su concepción facilita su
adopción y, en consecuencia, reduce
las dificultades ulteriores de su aplica­
ción. De la misma forma, las evalua­
ciones pluralistas renuncian a la afir­
mación de conclusiones «rigurosas»
(verificadas científicamente) para ne­
gociar, con los actores presentes, un
compromiso aceptable para aquellos
que deban sacar partido de las conclu-
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siones para su actividad. La pérdida de
rigor (o de calidad científica) es el pre­
cio a pagar para evitar el rechazo de la
evaluación entera por sus destinata­
rios.

3. El Dispositivo de Evaluación

Evaluación endoformativa y
evaluación recapitulativa: la torna
en eonsideración de las expectativas
de los destinatarios

Una de las distinciones más sutiles he­
chas en relación con el proceso de eva­
luación y que caló hondo en el otro
lado del Atlántico fue propuesta por
M. Scriven"; si la evaluación tiene por
objeto informar a los protagonistas del
programa para que puedean modificar
sus conductas, mejorar su actividad y
transformar así sus propios objetivos,
diremos que la evaluación es endofor­
mativa (eformative evaluationwv; si la
evaluación está destinada a permitir
que personas ajenas al programa --po­
deres públicos, políticos, la población
en general- puedan formarse una opi­
nión global acerca del valor intríseco
de la actividad, independientemente de
la que puedan tener sus protagonistas,
denominaremos a esta evaluación re­
capitulativa (usummative evalua­
tion»). Las dos situaciones pueden
coincidir parcialmente, pero, general-

mente, son muy distintas. Para precisar
un poco más, podernos añadir que la
evaluación endoformativa viene a pro­
porcionar una ayuda operacional a los
organizadores del programa, mientras
que la evaluación recapitulativa sirve
el mismo tiempo a los que financian el
programa desde fuera, para decidir so­
bre su lanzamiento, mantenimiento o
reproducción, y otros actores sociales
para juzgar la oportunidad de adoptar
ellos mismos el programa evaluado.

Nuestros colegas Callon y otros llega­
ron a las mismas conclusiones. No
obstante, utilizan una terminología
muy distinta -evaluación interna y
evaluación extema- que quizá se
presta a confusión. Esta terminología
se utiliza generalmente en referencia
no a los destinatarios, sino a la perte­
nencia del equipo evaluador a la orga­
nización responsable del programa
evaluado. De ahí que vayamos a utili­
zar los términos evaluación endofor­
mativa y evaluación recapitulativa,
dado que ambas pueden ser llevadas a
cabo sin tener en cuenta si el equipo de
evaluación pertenece o es ajeno a la
institución responsable del programa.

Además, en el caso de la evaluación
recapitulativa, los actores no implica­
dos en el programa pueden desconfiar
si la evaluación se hace de forma inter­

na. De hecho, un equipo puede ser in-
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temo a la organ ización de diversas for­
mas . Así, por ejemplo, la mayoría de
las grandes organizaciones internacio­
nales, como el Banco Mundial o el
Banco Interamericano, tiene en sus or­
ganizaciones tanto a un equipo de eva­
luación (Review and Evaluotion Olfi­
ce) conectado con la Dirección Gene­
ral como diversos equipos de evalua­
ción operacionaI (Operations Evalua­
[ion Office) en el seno de cada departa­
mento sectorial.

Como hemos visto anteriormente, la
concepción de una evaluación pura­
mente recapitulativa era la gran arnhi­
ción de los grandes experimentos de
principios de los años 1970 en los Es­
tados Unidos . El carácter esencialmen­
te estéril de estos experimentos socia­
les, demasiado centrados en poner de
manifiesto el valor «intrínseco» de una
innovación, fue la causa del desarrollo
del lado endoformativo de la evalua­
ción.

El contenido de los dos tipos de eva­
luación difiere sensiblemente según el
objetivo del programa innovador
evaluado. Consideremos la distinción
entre los programas cuyo objetivo es
poner en marcha un prototipo de inno­
vación y aquéllos que se dedican a
adaptar un programa innovador a un
contexto local distinto (los programas
de transferencia de innovación). En el

caso de los programas locales de aho­
rro de energía en Francia, conocidos
como «villes-pilotes»!", la agencia, en
un primer momento. había selecciona­
do tres lugares donde fueron concebi­
dos y probados diversos medios. Se
optó por una evaluación endoformati­
va durante el curso del programa y por
una evaluación recapitulativa para juz­
gar la oportunidad de reproducir este
tipo de acción . Cuando, más tarde, la
agencia decidió organizar una nueva
serie de «villcs-pilotes» los lugares
fueron , intencionadamente. distintos
de los primeros . Como no se había
previsto en este caso una evaluación
endofonnativa, los resultados fueron
más aleatorios. Uno de los lugares es­
cogidos para implantar estos progra­
mas era de carácter em inentemente ru­
ral : se corrió el riesgo del fracaso más
absoluto dado que los agricultores,
destinatarios del programa, juzgaron
que era de escándalo el lujo de una
campaña de promoción que. sin em­
bargo, había sido bien acogida en ciu­
dades de tipo medio.

Dicho de otra forma, la transferencia
de un programa nuevo plantea algunos
interrogantes sobre el valor de un pro­
totipo en un determinado contexto.
Desde una perspectiva práctica, se tra­
ta de situaciones muy distintas que es
preciso tener en cuenta. En el caso quc
no se haga un trabajo de construcción
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sistemática de los objetivos de la eva­
luación, cabe esperar que se enjuicie
una acción en función del sistema de
valores de un actor local específico y
que ello entrañe su recbazo dado que
estos valores no serán reconocidos en
otro contexto.

En el cuadro 2 se resumen las princi­
pales características de las evaluacio­
nes que pueden resultar del cruce de
una finalidad endoformativa o recapi­
tulativa de la evaluación y de una si­
tuación de puesta a punto de un proto­
tipo O de transferencia de un programa
nuevo, explicando a su vez los objeti­
vos de la evaluación y sus destinata­
ríos, así col1}o las fuentes de referencia
utilizadas. Esta cuestión es algo dificil
de precisar, dado que no existe un mé­
todo para resolver la dificultad que en-

traña, pero es importante recordar que
forma parte integrante del enunciado
de la situación.

Esta discusión puede ciertamente pare­
cer algo abstracta, pero es importante
no cometer el error de creer que no tie­
ne ninguna importancia práctica. Al
contrario, al preguntarse, antes de ini­
ciar un programa nuevo eventualmente
muy costoso, lo que debe ser su eva­
luación, se pueden reducir gastos con­
siderables y evitar disgustos innecesa­
rios.

La evaluación pluralista: un lugar
de negociaciones en cascada

En su forma más tradicional, la eva­
luación de una acción pública se lleva
a cabo según un procedimiento que

Cuadro2: Caracterfstic8S de una evaluación según sus finalidades

Programa que persigue

Tipo
de evaluación

Endoforrnativa

Recapitulativa

La puesta a punto de un
prototipode programanuevo

Objetivos: concepción y
mejora de la innovación.
Destinatarios: los
protagonistas de la innovación

Objetivos: validar o garantizar
la innovación.
Destinatarios: responsables
nacionales, colegas, expertos,
profesionales, usuarios
potenciales

La transferencia de un
programa nuevo

Objetivos: adaptar una
innovacióna un contexto.
Destinatarios: el equipo local
encargado de la innovación.

Objetivos: certificar o
delimitar el campo de
aplicación de la innovación.
Destinatarios: responsables
locales interesados en la
innovación. responsables
nacionales.

Fuentes: Guba, E.•y Lincoln, Y.: Effictive Evaluatíon, San Francisco. Jossey Bass, 1981.
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consta de cuatro fases: de entrada, la
Administración tutelante, generalmen­
te aquella que decidió en su día finan­
ciar el programa, pide una evaluación
a un equipo independiente. En una se­
gunda fase, éste se entrevista con 105
responsables de la intervención y midc
los efectos. La tercera fase consiste en
la redacción de un informe final de
evaluación. Esta constituye la más im­
portante para los «evaluadores» tradi­
cionales. Por último, en cuarto lugar,
el informe es difundido y desata la agi­
tación política a no ser que sea pru­
dentemente guardado dentro de un
cajón para no volver a salir a la luz
pública.

Este procedimiento, que se adapta per­
fectamente al modelo burocrático y
tecnocrático, debe ser claramente de­
nunciado; es contraproductivo, puesto
que el precio que hay que pagar por él
es considerable. Sabemos en efecto,
por experiencia, que la recopilación de
datos es más dificil, más costosa y a
veces hasta imposible dentro de la fun­
ción pública sin la cooperación de los
«evaluados». De otra parte, el riesgo
de contrasentido o de interpretación
superficial de los datos es proporcional
a la resistencia de las partes interesa­
das en la evaluación. En fin, acabamos
de verlo, la utilidad social de los resul­
tados de las evaluaciones depende es­
trechamente de la relación de confian-

za y de colaboración entre analistas y
analizados.

Estas correlaciones. bien conocidas
por los psicoanalistas, fueron constata­
das en el marco de la metaevaluación
de Freeman y Bernstein-". Según estos
autores, en efecto, la calidad de una
evaluación está correlacionada positi­
vamente con el grado de interdepen­
dencia entre el programa y la evalua­
ción. Dicho de otra forma, estos auto­
res constataron empíricamente que, en
el conjunto de evaluaciones estudiadas
<das investigaciones, en las que los
responsables del programa y los de la
evaluación pertenecían a la misma or­
ganización, eran de mejor calidad que
las producidas por los evaluadores de
una organización independiente del
programa».

Las evaluaciones realizadas completa­
mente desde fuera carecen del conoci­
miento cualitativo esencial sobre lo
que ha pasado realmente y alimentan
un conflicto crónico entre los evalua­
dores y los responsables directos del
programa evaluado. Estas considera­
ciones nos llevan a cuest ionar las reco­
mendaciones de la Comisión del Co­
misariado del Plan en el sentido de
adoptar la regla deontológica llamada
de la «separabilidad», según la cual la
calidad de una evaluación (podemos
traducir por «objetividad») depende de
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la independencia financiera e institu­
cional del equipo encargado con res­
pecto al organismo evaluado.

¿Hay que concluir, por tanto, en senti­
do inverso que las evaluaciones debe­
rían ser siempre llevadas a cabo en el
seno del mismo programa? Esta no es
nuestra opinión, puesto que si pone­
mos el acento en la necesaria relación
de confianza entre la persona encarga­
da de la evaluación de una parte y el
conjunto de los protagonistas de la ac­
ción de la otra, una gran proximidad
entre uno, y uno sólo de entre ellos,
supone un riesgo de comprometer la
credibilidad de su trabajo con respecto
a losdemás protagonistas. Como, por
otra parte, urla persona raramente pue­
de pertenecer a varias organizaciones,
su independencia institucional parece
recomendable a fin de evitar la colu­
sión con uno de los protagonistas en
detrimento de los demás.

Para que una evaluación constituya
verdaderamente un centro de negocia­
ción se puede ciertamente contar con
la calificación profesional de la perso­
na encargada de la evaluación, pero
nosotros recomendamos ante todo po­
ner en funcionamiento un dispositivo
idóneo (cf. cuadro 3).

El elemento esencial del dispositivo
propuesto es claramente lo que hemos

llamado un «comité de pilotaje», que
agrupe a los diversos protagonistas,
que seleccione al equipo encargado de
la evaluación y por tanto de todos los
trabajos. Con un dispositivo de este
tipo, los comandatarios no tienen ma­
yor poder que los demás miembros del
comité sobre la orientación de la eva­
luación además de concienciarse de la
progresión de la reflexión colectiva.
De esta forma, el informe final de la
evaluación pasa a ser un documento
puramente formal destinado única­
mente a las personas externas (redacta­
do con el propósito de ajustarse a las
cláusulas contractuales), que describe
los instrumentos de trabajo utilizados,
las informaciones recogidas y pasa
cuentas del compromiso negociado en­
tre los protagonistas a propósito de la
interpretación de los hechos y de las
mejoras posibles que cabe introducir
con respecto al nuevo programa.

Hay que precisar aqui que nosotros
distinguimos la negociación de la con­
certación tal y como es practicada ha­
bitualmente, puesto que no es cuestión
de alcanzar una perfecta repre­
sentatividad de las diferentes partes en
el seno del comité de pilotaje, ni de
creer en la igualdad de sus pesos res­
pectivos en el marco de las negocia­
ciones.

En el caso que una evaluación endo-
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Cuadro J. Ejemplo, de disrosiCi\'os para l., evafuactones plunfistas
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Comanditarios
de laevaluación

Comité de Pilotaje incluyendo los «decisores Iegitimos)); los
«responsables del programa»:«los destinatarios) ; los demás
participantes

Fimmciación

IEquipoencargado de la I
evaluación cndoformativa

I
IEquipo encargado de la

evaluación rccapitulaliva

I
Enel caso queunaevaluaciónendofonnativa nopueda ser realizada

Comanditarios Comitéde Pilotajede la evaluación incluyendo a los
distintosprotagonistas

Elque realiza laevaluación adopta la perspectiva del protagonista porel que ha sido seleccionado

formativa no pueda ser llevadaa cabo,
parece razonable realizar la evaluación
recapitulativa sobre la base de varias
evaluaciones paralelas confiadas a
equipos seleccionados por cada uno de
los protagonistas del programa. Si la
financiación no permite un dispositivo
de este tipo, serán suficientes dos eva­
luaciones, una que haga de abogado

del programay la otra que se opongaa
éste".

La evaluación es (debe ser concebida
como) un proceso plurnlista pero tam­
bién evolutivo y polífinalista. Si no,
acostumbra a convertirse en un proce­
dimiento rígido, complctamentc orien­
tado hacia una finalidad única de veri-
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ficación del buen respeto de las reglas
administrativas o de la buena gestión
de los medios empleados.

La formulación de las finalidades de la
negociación varía según que la evalua­
ción tenga lugar antes, durante o des­
pués de la acción. En el caso de una
evaluación endoformativa podemos
contar al menos siete finalidades de las
negociaciones":

l. Poner en práctica un sistema inte­
grado de recogida y tratamiento de las
informaciones (económicas, sociales y
operacionales) gracias a la colabora­
ción activa de los participantes en la
intervención.

2. Mostrar las limitaciones (o dificul­
tades encontradas) de orden técnico,
económico, cultural o político, relacio­
nadas con el entorno en el que la inno­
vación se introdujo.

3. Conceptualizar nuevos medios (o
ajustes operacionales) reconocidos por
los diferentes actores como suscepti­
bles de aportar una solución a un pro­
blema social considerado.

4. Clarificar la naturaleza del problema
social que motivó la reacción original.

5. Poner de relieve conflictos en la in-

terpretación de los hechos y definir los
objetivos de la nación.

6. Aprender de una terminología y de
los conceptos comunes por la acultura­
ción recíproca de los distintos protago­
nistas; dicho de otra forma, la constitu­
ción y la generalización de lo que se
ha convenido en llamar un «referente»
común.

7. Estimular el cambio social a partir
de una confrontación constructiva de
los valores y de las expectativas de las
que son portadores los diversos com­
ponentes de la sociedad, gracias a la
puesta en común de capacidad creati­
va.

Esta lista no es ni exhaustiva ni jerar­
quizada, sólo la presentamos aquí a
título indicativo para señalar la impor­
tancia del campo cubierto por las
negociaciones y el interés para un co­
manditario y para un encargado de
evaluación de reconocer su papel.

Notas

I El término «evaluador» se refiere al equipo o
al conjunto de equipos coordinados encargados
de la realización de la evaluación. Nosotros uti­

lizaremos el término «analista», ya que nos pa­

rece corresponde mejor al espíritu de nueslras

recomendaciones.
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El reto dogmático del principio de eficacia

LuisOrtega"

1. Los caracteres clásicos del
régimen jurídico-público

Si tuviésemos que delimitar las carac­
terísticas difereuciadoras del régimen
jurídico-público de las del régimen ju­
rídico -privado, deberíamos cifrarlas en
que, eo el primero, prima el someti­
miento de la autonomía de la voluntad
al principio de vinculación positiva a
la legalidad y, paralelamente, dichas
emanaciones de voluntad gozan del
privilegio de la autotutela declarativa y
ejecutiva. Por contra, en el régimen ju­
rídico-privado rige el principio de li­
bertad de la configuración de la auto­
nomía de la voluntad y el sometimien­
to jurisdiccional respecto de la declara­
ción de derechos y de la ejecución de
los mismos.

La razón que ha presidido la aparición
de las mencionadas características en
el régimen jurídico-público es la pro­
pia razón de ser dcl Derecho adminis­
trativo , esto es, el constituir un equili-

brio entre prerrogativas del poder pLJ­
blico en beneficio de la consecución
dcl interés público y los controles de
dichas prerrogativas en beneficio de
las garantias dc libertad de los ciuda­
danos.

Sin embargo, estas posicrones micra­

les, ni eran tan claras y del imitadas en
sus mismos orígenes , ni han permane­
cido, inalteradas, sino que, al contra ­
rio, han sufrido una profunda cvolu­
ción .

Así, nunca el poder ejecutivo ha actua­
do sólo a través del Derecho adminis­
trativo, sino que siempre una parte de
su actividad ha estado regulada por el
Derecho privado, y siempre han existi­
do organizaciones de particulares que
han ejercitado por delegación poderes
públicos; principalmente hay que refe­
rirse, a este respecto , a los concesiona­
rios y a las corporaciones de Derecho
público.

De igual modo, la situación inicial
donde se construye la base dogmática
del Dcrecho administrativo ha variado
profundamente. Esta situación inicial

• Catedrático de Derecho Administrativo. Universidad de Castilla-La Mancha.
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se caracteriza por la existencia de un
poder público monopolizado por el Es­
tado, como poder contrapuesto al de la
sociedad; por un interés público
difenciado del interés privado, por una
organización estatal del ejercicio del
poder público, y de un poder público
basado esencialmente en el ejercicio
de la autoridad en base a la cual se
afectaba a los derechos de propiedad y
libertad de los ciudadanos.

Esta situación se corresponde directa­
mente con la del Estado liberal en su
concepción más pura, esto es, la de un
Estado censitario en el que la ley pro­
tege los intereses esenciales del único
cuerpo elecloral existente, limitando la
actuación de la Administración, res­
pecto de la libertad y la propiedad, a
aquellos casos en que se antepongan
para su realización los intereses públi­
cos a los privados.

2. El cambio de la base
socio-politica: Heterogeneidad de

los intereses públicos,
fragmentación del poder y

participación de los grupos sociales
organizados en la composición del

interés general

Sin embargo, a medida en que se vaya
produciendo la plena democratización

del Estado mediante la universaliza­
ción del derecho al voto, se produce,
paralelamente, una diversificación de
los intereses públicos. Es decir, de
aquellos intereses a los que la ley otor­
ga un régimenjurídico de especial pro­
tección e implantación a través de su
institucionalización y consiguiente
atribución a una Administración públi­
ca. Este proceso sigue la lógica de las
necesidades electorales de los partidos
políticos de obtener el máximo respal­
do electoral acudiendo a satisfacer los
intereses propios del mayor número de
grupos sociales. Ahora bien, el mismo
proceso acentúa su complejidad hasta
límites insospechados, de forma que,
como destacara Giannini, el abanico
de los intereses públicos acaba siendo
tan heterogéneo como el de los intere­
ses privados. Dicho de otra forma,
todo grupo social o toda organización
mínimamente compleja acaba obte­
niendo, por parte de los poderes públi­
cos, un determinado grado de protec­
ción pública de sus intereses de grupo.
El resultado no es otro que una situa­
ción en la cual el ordenamiento juridi­
co contempla cómo los poderes públi­
cos defienden, amparan y promocio­
nan intereses contradictorios entre sí, o
al menos con el mismo grado de con­
tradicción que el existente en el terre­
no social.

Al dato anterior se le debe sumar otro
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proceso, también derivado del princi­
pio democrático en su deri vación de]
pluralismo, que es el de la fragmenta­
ció n del poder. la cual, como destaca
Dente, plantea la duda dc que el siste­
ma de poderes sea o incluso pued a scr
gobernado para la con secuci ón de ob­
jctivos generales. Esta fragmentac ión
es de un triple orden. Dentro del tradi­
cional poder estatal, se produce una
complejidad organ izat iva de lal d imen­
sión que se hace d ific il, en muchas
ocas iones, la reconducción a la unidad
de forma que só lo acaban gozand o de
un instrumento de debate unitar io
aque llos asun tos que por su importan.
cia aparecen en la mesa del Con sejo de
M inistros. Esta di ficultad de reco nduc­
c ión a la unidad se acentúa, com o es
lógico, en situaciones de Gobiernos de
coali c ión.

Paralelamente, se ha producido la ge­
neralización del fenómeno de la des­
centralización polít ica. que , en lo que
nos interesa, supone un triple plantea­
miento. De una parte, la iniciativa nor­
ma tiva de que gozan los ente s con au­
tonomia pol ítica supo ne una ruptura
del monopolio normati vo de decl ara­
ción del interés públ ico que antes real i­
zaba únicamente el Parlamento estatal .
En segundo t érmino, la misma autono­
mía política hace Que prime una distin­
ta interpretación de desarollo nonnati­
va respecto a los intereses públicos de-

clarado s por la leg islac ión estatal. Por
último, el pluralismo polít ico-territo­
rial pn.de co nfigu rar di ferente s mayo­
rías políticas que hagan primar, en
cada parte del terr itorio, diferen tes in­
tereses socia les, cn func ión del curn­
plimiento de cada uno de los progra­
mas electorales.

Esta fragm entación del poder, se pro­
duce, adem ás, en el hecho de que el
ordenamiento ha instituc ionalizado la
actuació n de grupos social es com o
portadores de intereses públ icos. Las
principales manifestac iones de esta co­
rriente están co nstit uidas por los parti­
dos políticos y por las orga nizac iones
empresa riales y sindicales. Los prime­
ros, en un sistema democrático, son
fundamentales a la hora de valorar la
actuación de los poderes pollt icos, tan­
to por el contenido de sus propuestas
programáticas, como por su capacidad
de designación de los responsables del
aparato de gobierno bajo cuyo mando
se sitúan los ad ministrac iones públ i­
cas. Los seg undos forman parte de uno
de los mecanis mos de legitirnización
soci al más habituales en los sistemas
occi den ta les, donde se ha implantado
una estructura de Estado de bienestar.
A estos nue vos protagon istas de l ejer­
c icio de los poderes públicos se su­
man los innumerables entes asoc iados
que concurren en el sistema de toma
de decisiones públicas y en su ejecu-
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cion a través de los mecanismos de
participación, que analizamos a conti­
nuación.

Lo que debe destacarse de esta
fragmentación del poder público, es la
atenuación del instrumento clásico de
actuación de las organizaciones admi­
nistrativas: la orden jerárquica. A esta
estructura de poder público fragmenta­
do no se la representa ya, como ha des­
tacado Ruffolo, con la imagen de la pi­
rámide, sino la del archipiélago. Por
ello, al escalón jerárquico le ha sucedi­
do el valor de la información, como
elemento que privilegia a un determi­
nado grado de poder público.

Antes nos referíamos a los mecanis­
mos de participación como uno de los
elementos de la nueva fragmentación
del poder. Sin embargo, la participa­
ción tiene otros datos que conviene po­
ner de manifiesto, respecto al proble­
ma de la delimitación de los intereses
públicos.

Parejo ha planteado, recientemente, de
forma abierta, cómo una de las limita­
ciones que tiene hoy día la aplicación
del principio de legalidad a las Admi­
nistraciones públicas es el carácter ge­
nérico de los mandatos legales que
sólo llegan a operar sin una capacidad
efectiva de prescripción de actuaciones
concretas. Ello provoca el que la nor-

ma produzca, ciertamente, la necesaria
legitimización jurídica de los poderes
públicos, pero no da una solución a la
hora de determinar el interés social
concreto que debe prevalecer en una
situación singular. De aquí que, tanto
para medir las necesidades reales,
como para producir una legitimización
social de la actuación de las Adminis­
traciones públicas, éstas acuden al me­
canismo de la participación de los sec­
tores sociales implicados, bien en la
adopción de una decisión, bien para la
ejecución de una decisión ya adoptada.
Ahora bien, desde el punto de vista de
la legitimidad de esta actuación admí­
nistrativa, hay que señalar una contra­
posición latente entre los elementos
normativos y los elementos participati­
vos de una actuación administrativa.
Los primeros se configuran a través
del sistema de representación política
basado en la igualdad de voto de todos
los ciudadanos. Sin embargo, la parti­
cipación requiere un plus de actividad
ciudadana, requiere una capacidad de
organización del grupo social, lo que
genera una desigualdad entre los ciu­
dadanos respecto al grado de agrega­
ción de sus intereses sectoriales. Acu­
dir, por tanto, a la vía de la participa­
ción como la vía para la depuración
terminal del interes público supone, de
hecho, realizar una composición entre
los intereses públicos normativos y los
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intereses sociales de los grupos organi­
zados.

3. Un nuevo problema dogmático: el
principio de eficacia y sus

instrumentos normativos y
personales

A consecuencia de los rasgos antes se­
ñalados -la heterogeneidad de los in­
tereses públicos, la fragmentación del
poder, y la composición del interés ge­
neral con los de los grupos sociales or­
ganizados-, la actuación administrati­
va ha evolucionado, abarcando nuevos
sectores de actividad y nuevas formas
de actuación que han provocado ulle­
riores puntos de evolución. El princi­
palla constituye, sin duda el paso de la
actividad de autoridad a la actividad de
prestación e intermediación social. De­
cimos que es el principal, quizás desta­
cando el gran giro que se produce en
los principios juridicos que lo rigen,
que se puede equiparar a la evolución
conceptual que media entre la formula­
ción del Estado de Derecho y la del
Estado Social. En la actividad de auto­
ridad, donde debe presidir el Estado de
Derecho, prima la garantía de una ac­
tuación administrativa conforme a De­
recho. En la actividad de prestación, la
administración no atenta con su actua­
ción a los derechos individuales del

ciudadano, sino que pretende implantar
derechos colectivos en su beneficio.
Incluso, como señala Martín Rehollo,
muchos derechos constitucionales pre­
cisan para su plenitud del concurso de
la Administración. El giro aquí es do­
hle: primero, la garantía individual se
formula frente a la inactuación admi­
nistrativa que pueda privar al ciudada­
no del servicio público y, segundo, no
basta con resultados del servicio, por­
que es en la medición del resultado
donde se puede concretar el contenido
del derecho de prestación. Resaltado
que en muchos casos lo podrá concre­
tar el legislador en base a estándares
medios de cantidad, calidad o tempo­
ralídad.

Ahora bien, esta obtención del resulta­
do introduce un nuevo elemento de re­
flexión y es el de la imputación de la
responsabilidad respecto de dicho re­
sultado. Dentro del ámbito de la actua­
ción de autoridad la responsabilidad se
imputa a causa del incumplimiento de
la norma y del mismo modo, el juego
prevaleme del principio de legalidad
hace que el margen de autonomía de la
voluntad de la administración sea muy
reducido. Por ello, si no existe un
margen de autonomía o libertad en el
sistema de toma de decisiones, no es
posible realizar una imputación de re­
sultados, ya que éstos serían conse­
cuencia de la norma.
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Sin embargo, cuando nos movemos en
el ámbito de la actividad de prestación,
si se quiere producir una imputación
de los resultados al agente público
como elemento de determinación de
responsabilidades o introducción de
incentivos y estímulos de rendimiento
profesional, ello sólo es posible si tal
agente ha contado en el proceso de
toma de decisiones con un margen de
autonomía, bien sea en la fijación de
objetivos, en la búsqueda de recursos
disponibles o en la elección de los re­
cursos utilizados.

De forma paralela a lo anterior, se
debe plantear cuáles deben ser las con­
secuencias derivadas del proceso de
imputación Je responsabilidades. La
relación estatutaria de que goza el fun­
cionario hace que la imputación de
responsabilidades desfavorables esté
sometida a una regulación jurídica pre­
cisa, ya que dicha relación estatutaria,
le otorga especiales garantías respecto
a su carrera profesional. Por ello, la in­
troducción de la imputación de malos
resultados de gestión no es una tarea
sencilla, más aún, si la consecuencia
lógica a una mala gestión fuese la re­
moción de su puesto de trabajo.

Así pues, sin resolver el dilema, res­
pecto al principio de vinculación posi­
tiva, del grado de autonomía de la vo­
luntad del agente PÚblicoen el sistema

de toma de decisiones y sin resolver el
procedimiento de imputación de res­
ponsabilidades, no es posible formular
la garantía del resultado de un interés
público de prestación.

4. Lo público como decisión
democrática de consecución

de un fin

Sin duda, por estas razones, se está
produciendo un desplazamiento pro­
gresivo de la actuación de las Admi­
nistraciones públicas, hacia organiza­
ciones de origen público, pero consti­
tuidas y sometidas al régimen del De­
recho privado. Pero ello no acaba de
resolver el problema. En efecto. es
cuestionable que estas organizaciones
de origen público sometidas al Dere­
cho privado, gocen de una absoluta au­
tonomía de la voluntad y que no tenga
ningún valor jurídico la vinculación al
fin público para el que fueron creadas.

Como ha puesto de relieve Cassese, la
consíderación del fin pasa a ser un ele­
mento primordial para la reordenación
del ámbito de lo público. Proba­
blemente el actual dilema entre el pa­
pel de la sociedad y del Estado no es
otro que el decidir cuál de ellos se con­
figura en un futuro inmediato como
agente hegemónico de transformación
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social. Ello quiere decir, que hoy día,
no hay intereses o ámbitos de actua­
ción que le estén vedados a los pode­
res públicos. Nuestra Constitución es
una confirmación de ello. En efecto,
en un sistema democrático, queda en
manos de los ciudadanos valorar su
propio modelo social y, dentro de esta
valoración se encuentran unos deter­
minados resultados de bienestar social,
Desde esta perspectiva, la difereneia­
ción entre lo público y lo privado se si­
túa en aquellos resultados sociales im­
pulsados desde los poderes públicos y
aquellos otros cuyo impulso parte di­
recta e inmediatamente de los agentes
privados.

Ahora bien, sabemos que hoy dia los
intereses públicos se satisfacen de muy
diversa forma en cuanto se refiere a
sus instrumentos organizativos. Entre
estos instrumentos organizativos se si­
túan, como ya hemos señalado, organi­
zaciones de origen público sometidas
el Derecho público, organizaciones de
origen público sometidas al Derecho
privado, organizaciones de origen pri­
vado sometidas al Derecho público y
organizaciones de origen privado so­
metidas al Derecho privado. No es, por
tanto, la naturaleza juridica de un ente.
ni el Derecho que es aplicable el que
nos da la clave para saber si estamos
situados ante un interés público o pri­
vado.

A mi juicio, el proceso de interpreta­
ción entre Estado y sociedad que se
produce con la extensión y profundiza­
ción de la democracia política, tiene
como resultado el que lo público no se
defina por el agente que lo realiza.
sino por el conjunto de objetivos so­
cieconómicos respecto de los cuales cl
Estado pretende obtener unos resulta­
dos determinados, es decir, objetivos
cuyos resultados no se dejan indiferen­
temente a la mera iniciativa privada y
al juego de las reglas del mercado.

Ahora bien. la paradoja consiste en
que nada impide que el Estado consi­
dera que el juego de las reglas del mer­
cado son el mejor instrumento para 1"
consecución de sus objetivos progra­
máticos en relación a determinados
tramos o sectores de actividad ni que.
como es algo ya habitual, someta sus
propias organizaciones a las reglas del
Derecho privado.

De la crisis del Estado liheral se pro­
dujo la entrada del Estado en el merca­
do como propietario de bienes de pro­
ducción para, a través de sus recursos
económicos salvar al mercado. Nos
habíamos acostumbrado, así a que se
aplicase el Derecho privado al Estado
en cuanto sujeto o agente económico.
De la crisis del Estado de bienestar se
produce, en cambio, que el mercado se
presenta primaJacte como la alternati-



204 ENSAYOS SODRE LA NUEVA ADMINISTRACiÓN PlJULlCA

va para que el Estado «economice», de
acuerdo con la eficacia y la eficiencia,
sus recursos para la mejor consecución
de sus objetivos públicos. De aqui que
la recuperación del Derecho público
como el instrumento idóneo para la
obtención de los resultados públicos
debe realizarse a través de una triple
vertiente. De un lado, destacando las
mayores cotas de garantías y derechos
que el ciudadano obtiene a través de la
norma pública, por ejemplo igualdad y
responsabilidad objetiva. De otro, fle­
xibilizando, en términos de personal y
contratación, la actuación administrati­
va para obtener la de calidad y la rapi­
dez que hoy demandan los ciudadanos
a los. servicios públicos. Finalmente,
exigiendo el levantamiento del velo de
las personificaciones interpuestas para
el control de los fines públicos que es­
tuviesen en el inicio de la decisión pú­
blica de la creación de una sociedad
privada y la aplicación de determina­
dos principios en su actuación como la
publicidad y la transparencia.

Una manifestación normativa de lo
que estoy diciendo la encontramos en
la regulación del ámbito competencial
del Tribunal de Cuentas. El fin público
es el control de las cuentas y de la
gestión económica del Estado y del
sector público. Pues bien, a estos efec­
tos, el sector público comprende las
organizaciones de origen público so-

metidas al Derecho privado y dicho
Tribunal extiende su control a la fisca­
lización de las ayudas económicas o fi­
nancieras que dicho sector público
otorgue a organizaciones de origen
privado sometidas al Derecho privado
con fondos de una empresa de origen
público sometida al Derecho privado,
que utiliza con arreglo al Derecho pri­
vado, no deja que quedar vinculada al
fin público contenido en la norma o en
la decisión que genera dicha ayuda.

Otro ejemplo lo encontramos en la re­
gulación constitucional de los límites
del derecho de huelga. Estas limitacio­
nes hacen referencia a los servicios
esenciales de la comun idad. Pues bien,
la conclusión que se obtiene del con­
cepto de servicios esenciales es que no
todos los servicios en manos de las or­
ganizaciones de origen público, ya
sean públicas o privadas, son conside­
rados servicios esenciales. Por contra,
obtienen tal consideración numerosos
servicios prestados por organizaciones
de origen privado sometidas a las re­
gias del Derecho privado.

En definitiva, esta interpretación pro­
funda de lo público y lo privado no es
sino una consecuencia de la recupera­
ción por parte de la colectividad de su
plena soberanía política, en ejercicio
de la cual, mediante el proceso ordena­
do por la norma democrática, puede fi-
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jar sus opciones de forma de vida so­
cial, entre las que se encuentran el
conjunto de resultados socioeconómi­
cos respecto de los que reclama su ob­
tención y garantía. A ello se une el he­
cho de que en nuestro ordenamiento
constitucional no hay ningún sector de
actividad respecto del cual no se pueda
producir la atribución a los poderes
públicos de la función de obtener unos
determinados resultados. Son signifi­
cativos a tal efecto los objetivos del
apartado 2 del artículo 9 encaminados
a la promoción de las condiciones que
hagan real y efectiva la libertad y la
igualdad de los individuos y de los
grupos en que se integran y la declara­
ción de subordinación dc la riqueza del
país al interés general, contenida en el
artículo 128.

Un tercer elemento lo constituye el ca­
rácter instrumental respecto a los objc­
tivos públicos que tienen las organiza­
ciones que los llevan a cabo y el régi­
men jurídico que regula su actuación.
No en vano una de las características
de la evolución de nuestro ordena­
miento jurídico en las últimas décadas
ha sido, de un lado, la privatización de
la actividad pública y, de otro, la pu­
blicación de la actividad privada.

Sin embargo, esta intcrpenetración
hace que surjan nuevos problemas.
Uno de ellos es de la nueva juridifica-

ción dc estc modelo basado en la utili­
zación dc instrumentos mixtos y de las
reglas que lo deben presidir las organi­
zaciones de origen público, sea cual
sea el régimen jurídico al que está so­
metida su actuación, basadas en el he­
cho de quc tales organizaciones son
producto de una decisión institucional
y no <h ivada de la autonomía privada
de los individuos. Hay que depm 'H

cuáles de los actuales elementos dile­
renciales deben ser modificados cn
atención a los fines que justifican la
creación institucional de una organiza­
ción, primando las necesidades de al­
canzar los objetivos implícitos en tal
fin respecto a una aplicación mecánica
de reglas basadas en la naturaleza ins­
titucional de dicha organización. Por
último, hay que clarificar los elcmen­
tos comunes a las organizaciones de
origen público y las organizaciones de
origcn privado.

Algunos ejemplos pueden ilustrar este
debate, La normativa constitucional no
impide la creación de una organiza­
ción de origen público sometida al De­
recho privado con el mero fin de obte­
ncr, mediante el libre juego de las re­
gias del mercado, recursos económi­
cos. Actividad, por otro lado, que vie­
nen desarrollando los estados desde la
época del mercantilismo y la ilustra­
ción. El fin público no sería otro que cl
aumentar los recursos de la tesorería
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del Estado. Pues bien, ¿habría que de­
terminar en qué medida este fin públi­
co modula la actividad de dicha em­
presa de forma diferenciada a las del
sector en cuanto a transparencia de su
gestión, al uso de información privile­
giada, etc.?, o ¿es predecible que dicha
empresa actúe bajo un idéntico régi­
men jurídico que las empresas de ori­
gen privado que operan en el sector?

Segundo ejemplo. Cuando la norma
varía el fin institucional de una organi­
zación de origen público sometida al
Derecho público, ¿es posible predicar
un régimen jurídico nuevo acorde al
nuevo fin? Si la organización pública
sanitaria pasa de tener como fin la
mera policía sanitaria a la prestación
del servicio público de la salud, ¿no
deberían cambiar sus reglas de actua­
ción con relación a la gestión de recur­
sos económicos y de personal? Hay in­
numerables ejemplos.

Sin embargo, lo que nos queda por de­
lante es, en definitiva, una nueva refor­
mulación del principio de la autonomía
de la voluntad de las organizaciones de
origen público, tanto para facilitar a las
estructuras burocráticas el cumpli­
miento de los fines públicos, como

para mantener dentro del control públi­
co a las organizaciones de origen pú­
blico que actúan en el Derecho pri­
vado.
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